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PRÓLOGO

El actual escenario de transición del capitalismo global se define por una pro-
funda metamorfosis en las lógicas de producción, dominación y legitimación, don-
de el colapso de las viejas estructuras convive con fuerzas emergentes que disputan 
violentamente por definir la arquitectura de un nuevo orden. Durante el largo 
período de hegemonía neoliberal, el mundo asistió optimista a la “articulación ca-
pitalismo y democracia”; a políticas expansivas del comercio con la liberación de 
las fronteras; a una explosión de los movimientos migratorios; a una reorganización 
de los Estados, reduciendo sus actividades y capacidades regulatorias; a un despla-
zamiento de la producción industrial desde los países desarrollados a aquellos en 
vías de desarrollo; al conjunto de soluciones de la crisis climática basadas en la 
economía verde”.

Sin embargo, la crisis del 2008 ha marcado un punto de inflexión sobre la con-
tinuidad del proyecto neoliberal, inaugurando desde entonces un tiempo de incer-
tidumbre y reconfiguración geopolítica. Este nuevo patrón de poder abandona el 
consenso multilateral precedente para dar paso a una reterritorialización del capital 
bajo presupuestos estrictamente securitarios, donde la narrativa del “aseguramiento 
de cadenas de suministro” justifica una renovada ofensiva sobre los recursos del Sur 
Global y una actualización de las relaciones centro-periferia bajo la lógica de una 
doctrina Monroe reversionada –Donroe–.

En esta fase, el extractivismo se despoja de sus máscaras de progreso para revelar-
se como una herramienta de dominio político y militarización de la economía, en 
el que el capital privado actúa como vector de decisiones geoestratégicas estatales, 
trascendiendo la mera búsqueda de rentabilidad. Esta transformación impacta tan-
to en la dimensión macro –mediante la policialización de los enclaves productivos 
y la criminalización de las comunidades locales, ahora percibidas como enemigos 
estratégicos– como en el aspecto microfísico del poder, donde la subjetividad del 
individuo moldeada bajo imperativos de autoexplotación y flexibilidad extrema del 
neoliberalismo reduce la potencia y la inscripción en procesos colectivos.
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Ante este panorama de desposesión y violencia sistémica, el estatus de la natura-
leza se desplaza al centro de la disputa académica y social, exigiendo un pensamien-
to crítico capaz de descifrar las tensiones de un presente que redefine radicalmente 
los términos de la existencia y el futuro planetario.

El presente texto nos ofrece desde un pensamiento situado en y con las expe-
riencias de luchas ambientales, una reflexión más amplia sobre las condiciones 
mismas de producción y articulación con los conflictos. En este sentido encontra-
mos una consistente mirada sobre los presupuestos mismos del quehacer académi-
co, que se desplaza desde las posiciones objetivistas para implicarse en las luchas, 
contaminándose de sus disputas, sus sentidos y sus dolores. El discurso pierde su 
formalismo –no su seriedad– en tanto se hibrida con el decir de los/as sujetos, 
recupera y contextualiza sus categorías, las integra en una apuesta discursiva más 
amplia que nos permite mirar de manera transversal los conflictos, dando cuenta 
de una matriz común.

Paralelamente examina las medidas y decisiones que desde los gobiernos –na-
cionales, provinciales y locales– se adoptan frente a las problemáticas ambientales 
y sus conflictos. Si bien, los textos aquí reunidos encuentran en el accionar guber-
namental una posición mayoritaria que apelando al “desarrollo” valida formas de 
producción y extracción peligrosas para las vidas y los territorios, la misma muestra 
fisuras, espacios donde la institucionalidad se tensiona con disposiciones y políticas 
que parecen contradecirla. La gobernabilidad juega con esa ambigüedad.

Finalmente una tercera diagonal de lectura que recorre los textos es la noción de 
justicia. Ese interrogarse junto con las luchas respecto de las garantías que tienen las 
personas frente a los peligros ambientales; el reparto desigual de las cargas contami-
nantes sobre algunos cuerpos y territorios y sobre la necesidad de la participación 
de los pueblos en decisiones territoriales. 

Por todo ello este libro es una invitación a repensar el estatus de la naturaleza, el 
estatus de las vidas/territorios, como instancias imprescindibles para continuar la 
batalla contra un destino devastador para los pueblos del Sur Global. 

María Alejandra Ciuffolini



INTRODUCCIÓN

Este libro se inscribe en un estudio de mayor alcance impulsado por el Colectivo 
de investigación “El llano en llamas”. A lo largo de este proceso de investigación, 
se fueron tejiendo redes entre profesionales de distintas universidades, tramas de 
diálogo que hicieron posible un intercambio crítico, nutrido y sostenido. De este 
entramado colectivo surgen las diversas reflexiones que aquí presentamos, orien-
tadas a comprender las problemáticas y conflictos ambientales que atraviesan la 
provincia de Córdoba en la última década.

Estos capítulos representan avances de investigación desarrollados en el seno de 
los proyectos titulados: “Racionalidades neoliberales en la relación entre políticas 
gubernamentales y movimientos socioambientales, en la provincia de Córdoba des-
de 20151”, financiado y radicado en la Universidad Católica de Córdoba-Unidad 
Asociada al CONICET; “Análisis de la configuración de los lenguajes de valoración 
en un conflicto socio-ambiental: mapeo de los daños al cuerpo-territorio por la pro-
ducción de agrocombustibles en la ciudad de Córdoba2” en el marco del Programa 
de Posdoctorado en Estudios Latinoamericanos-Universidad Nacional de Villa Ma-
ría, así como también el proyecto “Desigualdad e injusticia ambiental: las políticas 
públicas bajo sospecha3”, financiado y radicado en la UNVM. El presente libro ha 
sido posible gracias al aporte de la Secretaría de Investigación de la Universidad 
Católica de Córdoba, y la editorial de esta casa de estudios (EDUCC).

Este libro aporta claves de interpretación para la comprensión integral de las 
problemáticas ambientales y la consecuente conflictividad social. Su contribución 
radica en articular dimensiones analíticas que con frecuencia se estudian por sepa-

1 Dirigido por la Dra. Erika Saccucci y codirigido por la Dra. María Paula Ávila Castro en el marco de la 
CONVOCATORIA SIV 2022 UCC- Unidad Asociada al CONICET.

2 Dirigido por la Dra. Erika Saccucci.

3 Dirigido por la Dra. Candela de la Vega Ávila Tulián.
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rado: el modo de producción, los reacomodos, cambios en las dinámicas del capital 
y sus modos de producir territorios; las resistencias y luchas que sostienen las co-
munidades afectadas; y los roles múltiples y a veces contradictorios que desempeña 
el Estado a través de sus políticas públicas –en todos sus niveles– en relación a esos 
modos de producción y frente a los reclamos de las comunidades. Consideramos 
que este esquema analítico permite comprender en profundidad la conflictividad 
ambiental, siempre desde el compromiso activo y situado territorialmente con las 
comunidades que defienden el derecho a la vida y la salud en sentido amplio y 
colectivo. 

De allí que este libro no se limite a describir casos ni a sistematizar conflictos 
ya conocidos; busca intervenir en la discusión pública y académica sobre la con-
flictividad ambiental en Córdoba. Al hacerlo, no sólo reconstruye dinámicas de 
confrontación, sino que pone en evidencia las racionalidades que las sostienen y 
las disputas de sentido que las atraviesan. Así, la hipótesis que orienta a los capí-
tulos sostiene que la conflictividad ambiental no es un fenómeno excepcional ni 
coyuntural, o fruto de malas gestiones de gobierno, sino una expresión estructu-
ral del modo contemporáneo de producción que depreda la naturaleza y produce 
territorios contaminados poniendo en juego la vida. Frente a estos despojos las 
comunidades elaboran lenguajes de valoración, prácticas y horizontes políticos que 
reconfiguran el campo de lo posible.

A continuación compartimos el contenido de cada capítulo:

En el capítulo I, titulado “¿Qué tiene de nuevo la expropiación capitalista sobre 
la naturaleza en Córdoba? Las respuestas del termómetro de las luchas ambienta-
les”, se exploran y mapean las dinámicas contemporáneas de expropiación de la 
naturaleza en la provincia de Córdoba. El análisis parte de comprender las luchas 
socioambientales en estrecha relación con las reconfiguraciones de los modos de 
acumulación capitalista, considerando los escenarios de conflictividad ambiental 
como espacios privilegiados para examinar la producción y reproducción de des-
igualdades en el orden capitalista, patriarcal y colonial. En este marco, Córdoba 
–una de las principales plataformas del agronegocio a nivel nacional– constituye un 
caso significativo para analizar las transformaciones recientes del modelo extractivo 
y sus implicancias sociales y ambientales. Durante la última década se registran des-
plazamientos relevantes en su organización: si bien la actividad agrícola continúa 
siendo el eje estructurante, el modelo ha profundizado su expansión territorial a 
partir de nuevas articulaciones con la industria y el sector inmobiliario privado, 
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orientado al uso residencial y turístico, junto con un fuerte impulso a la producción 
de maíz y al desarrollo de sus cadenas de valor (principalmente a través de la produc-
ción de agroenergías). Como contracara, la cuestión ambiental se consolida como 
un eje central de movilización social. Las disputas visibilizan tensiones en torno a 
las formas de habitar el territorio, el acceso desigual a los bienes comunes natura-
les, la apropiación inequitativa de beneficios y la distribución desproporcionada de 
riesgos y daños ambientales. En este escenario, el capítulo identifica las principales 
modalidades que asume la expropiación capitalista en Córdoba en los últimos diez 
años y analiza las denuncias y posicionamientos de organizaciones socioambientales 
que disputan estos procesos en el territorio.

Para profundizar la comprensión al respecto de la consolidación de la provin-
cia de Córdoba como enclave agroenergético les invitamos a leer el capítulo II, 
titulado “Captura estatal y transición energética: la consolidación de la provincia 
de Córdoba como enclave productivo de agroetanol en el período 2022-2025”. 
La hipótesis central sostiene que, bajo la retórica de la sostenibilidad y la acción 
climática, estas políticas públicas profundizan la intervención estatal en favor del 
capital agroindustrial, antes que regularlo. Los hallazgos muestran que entre 2022 
y 2025 el Estado provincial amplió los márgenes de acción/producción del sector 
agroetanolero mediante subsidios, créditos, infraestructura y desarrollos científi-
co-tecnológicos financiados con fondos públicos. Este proceso expresa una dinámi-
ca de captura estatal que prioriza el crecimiento económico y la competitividad del 
agronegocio, socializando costos, reduciendo riesgos de rendimiento y habilitando 
una expansión territorial intensiva, con escasa problematización de sus impactos 
socioambientales y distributivos.

Por su parte, para un análisis de en qué medida las políticas públicas sobre cam-
bio climático en Argentina incorporan una lectura de las diversas desigualdades 
sociales al momento de diagnosticar e intervenir sobre la vulnerabilidad climática, 
les invitamos a leer el capítulo III titulado “La relación entre desigualdades y vul-
nerabilidad climática en las políticas públicas sobre cambio climático. Un análisis 
interseccional y comparativo de políticas nacionales y subnacionales en Córdoba”. 
Los hallazgos muestran que el cambio climático suele definirse como un problema 
“supuesto”, con reconocimiento limitado de desigualdades multidimensionales; 
que los destinatarios son caracterizados mayormente desde enfoques aditivos y no 
interseccionales; y que las soluciones tienden a ser sectoriales, genéricas o alineadas 
con la agenda internacional, con mayor especificidad en el nivel subnacional.
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Por su parte, para profundizar la comprensión de las transformaciones socioam-
bientales del noroeste de Córdoba, el capítulo IV “Detrás de Desarrollo y Progreso” 
propone leer el Chaco Seco como territorio hidrosocial “bosques‑agua”. Un ensam-
blaje en el que monte nativo y agua se entrelazan con infraestructuras, normas y 
disputas por lo común. Con datos y documentación pública de 2000‑2024, y más 
de una década de trabajo junto a comunidades del Movimiento Campesino de Cór-
doba, se reconstruye la trama de deforestación, ganaderización y captaciones que re-
ordena accesos y expone desigualdades. A la vez, muestra cómo el ordenamiento de 
bosques, la política hídrica y los procedimientos expertos vuelven “legibles” ciertos 
usos mientras otros quedan fuera. La mirada desplaza la noción de “escasez” hacia 
su producción política, de este modo el texto invita a pensar la ecodependencia e 
interdependencia “bosques-agua” como un mismo problema público y condición 
material de la reproducción de la vida en territorios de aridez estructural.

Para profundizar en los procesos de ordenamiento territorial en la provincia de 
Córdoba, el capítulo V, titulado “Desafíos del Ordenamiento Territorial Participa-
tivo en Córdoba (Argentina, 2023-2025)” examina las tensiones y limitaciones que 
atraviesan su implementación reciente, en un contexto signado por la degradación 
ambiental, los conflictos socioambientales y la histórica ausencia de planificación 
integral del uso del suelo. La hipótesis sostiene que, si bien el ordenamiento terri-
torial participativo se presenta como una herramienta técnico-política clave para 
orientar el desarrollo hacia la sustentabilidad y la equidad social, su implementa-
ción enfrenta fuertes tensiones institucionales, políticas y territoriales. Los hallazgos 
muestran que el programa provincial se desarrolla en un escenario atravesado por 
presiones inmobiliarias y agropecuarias, crisis hídrica, pérdida crítica de bosque 
nativo y fragmentación de competencias entre múltiples niveles de gobierno local. 
Asimismo, el artículo identifica limitaciones en la articulación interjurisdiccional, 
en la capacidad estatal de control y en la efectividad de los mecanismos participati-
vos, lo que condiciona el potencial del ordenamiento territorial como instrumento 
para la protección de los bienes comunes y la prevención de conflictos.

Para un análisis de las luchas ecofeministas en la provincia de Córdoba les in-
vitamos a leer el capítulo VI titulado “Las luchas ecofeministas de Córdoba y sus 
debates actuales: entre la defensa de la vida, la ético-política de los cuidados y la 
protección de los cuerpo-territorios”. Este capítulo tiene por objetivo comprender 
cómo se articulan la defensa ambiental, los derechos de las mujeres y las disputas 
por el cuerpo-territorio. La hipótesis sostiene que estas luchas producen categorías 
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y sentidos propios que cuestionan las separaciones entre naturaleza, cuerpo y po-
lítica presentes en los enfoques dominantes. Los hallazgos muestran que las orga-
nizaciones analizadas elaboran concepciones situadas sobre violencia ambiental, 
tareas de cuidado y sostenibilidad de la vida, donde el cuerpo-territorio opera como 
categoría central. Asimismo, el capítulo identifica “conceptos puente” emergentes 
de las prácticas de lucha que dialogan críticamente con los debates contemporáneos 
del ecofeminismo, aportando una perspectiva territorializada y no abstracta de la 
defensa de la vida.

A su vez, para un análisis más detallado de la experiencia de trabajo inter/trans 
disciplinaria del Colectivo de Epidemiología Crítica y Comunitaria les invitamos a 
leer el capítulo VII titulado “En lucha por la justicia epistémica: la experiencia del 
colectivo de Epidemiología Crítica y Comunitaria en el marco del conflicto contra 
la producción de agroetanol en la ciudad de Córdoba, Argentina”. El objetivo de 
este capítulo es la indagación de las desigualdades que se producen en la judicia-
lización del conflicto por la producción de agroetanol en la ciudad de Córdoba. 
En la judicialización se despliegan una diversidad de mecanismos de poder que 
operan en diálogo con discursos corporativos que buscan presentar la actividad 
agroetanolera como un caso exitoso de transición energética y producen injusticia 
epistémica. Estos mecanismos determinan qué voces son consideradas legítimas y 
cuáles son desestimadas, desvalorizando los saberes locales y situados producidos 
por las comunidades afectadas. En este marco, la injusticia ambiental adquiere una 
dimensión epistemológica: los saberes se jerarquizan de manera desigual y definen 
marcos de interpretación del problema que favorecen las narrativas empresariales, 
limitando la capacidad de las comunidades de incidir en la comprensión pública 
y jurídica del conflicto y en las respuestas que se consideran social y políticamente 
válidas.



CAPÍTULO I

¿QUÉ TIENE DE NUEVO LA EXPROPIACIÓN 
CAPITALISTA SOBRE LA NATURALEZA EN CÓRDOBA? 

LAS RESPUESTAS DEL TERMÓMETRO  
DE LAS LUCHAS AMBIENTALES 

Candela de la Vega4 
Paula Reinoso5 
Erika Saccucci6 

María Paula Ávila Castro7

1. Introducción

Las luchas socioambientales, en tanto forma específica de la conflictividad so-
cial contemporánea, se organizan y se sostienen en íntima conexión con las recon-
figuraciones y torsiones de los modos de acumulación del capital. Frente a otras 
lecturas que privilegian explicaciones culturalistas o identitarias desde inicios del 

4 Investigadora Adjunta CONICET-CConFinES UNVM; Docente e investigadora en las siguientes institucio-
nes: Facultad de Ciencias Sociales (UNC), Facultad de Ciencia Política y Relaciones Internacionales (UCC) 
e Instituto Académico Pedagógico en Ciencias Sociales (UNVM). Integrante del colectivo de investigación 
El llano en llamas.

5 Docente e investigadora en la Facultad de Ciencia Política y Relaciones Internacionales de la Universidad 
Católica de Córdoba; Becaria posdoctoral IDEJUS (UNC/CONICET); Integrante del colectivo de investiga-
ción El llano en llamas.

6 Docente e investigadora en la Facultad de Ciencia Política y Relaciones Internacionales de la Universidad 
Católica de Córdoba-Unidad Asociada al CONICET; investigadora Adjunta del Consejo Nacional de Inves-
tigaciones Científicas y Técnicas; Integrante del colectivo de investigación El llano en llamas. Residente post-
doctoral en el marco del Programa Posdoctoral de Estudios de América Latina, organizado por la Universidad 
Nacional de Villa María.

7 Docente e investigadora en la Facultad de Ciencia Política y Relaciones Internacionales de la Universidad 
Católica de Córdoba-Unidad Asociada al CONICET. Integrante del colectivo de investigación El llano en 
llamas.



14 candela de la vega, paula reinoso, erika saccucci y maría paula ávila castro

siglo XX, nuestros estudios sostienen que los escenarios de conflictividad ambiental 
que abren diversos sujetos políticos nos permiten indagar y constatar la producción 
y reproducción de desigualdades en el orden capitalista, patriarcal y colonial. Así, la 
pregunta por “lo nuevo” de este tipo de conflictos sociales, debe ir acompañada por 
la pregunta por ‘“lo nuevo”’ en las formas de explotación y dominación social que 
caracterizan a nuestras sociedades capitalistas actuales (Ciuffolini et al., 2022). En 
este sentido, la observación de la lucha ambiental es siempre un termómetro rojo 
para la observación de las formas de expropiación y dominación de la organización 
capitalista de nuestras sociedades. 

Si bien es ya reconocido que Córdoba es una de las principales plataformas terri-
toriales del agronegocio nacional, situarnos en torno al año 2015 no es casual para 
observar desplazamientos más o menos sutiles en su organización: a partir de ese 
año, el maíz acompaña la producción de soja como principal cultivo de la provincia. 
A su vez, las inundaciones de febrero de 2015 que afectaron particularmente a la 
zona de Sierras Chicas de Córdoba pusieron en evidencia el avance voraz e irregular 
de las urbanizaciones turísticas y residenciales. Durante 2015 también se produjo y 
dio a conocer un estudio de la Cátedra de Clínica Pediátrica de la Facultad de Cien-
cias Médicas de la Universidad Nacional de Córdoba que identificó en la localidad 
de Monte Maíz tasas aumentadas de cáncer con respecto a los promedios provincia-
les y nacionales, así como de neumopatías y otras enfermedades como las colageno-
patías (lupus, artritis reumatoideas), abortos espontáneos, problemas respiratorios, 
diabetes, hipotiroidismo y malformaciones. A su vez, en 2015 el Tribunal Superior 
de Justicia de la Provincia emitió un fallo por el que se ratificó la constitucionalidad 
de la ley provincial N° 9526 que prohíbe la minería a cielo abierto en el territorio 
cordobés; este mismo Tribunal había rechazado el año anterior la instalación de 
una planta de separación, tratamiento, acondicionamiento y embolsado de semillas 
de maíz transgénico de la multinacional Monsanto, en la localidad cordobesa de 
Malvinas Argentinas. Asimismo, es en ese año que comienzan a realizarse nego-
ciaciones y diálogos, auspiciadas por la Secretaría General de la Gobernación de 
Córdoba, para discutir la actualización del ordenamiento territorial de los bosques 
nativos, tal como había sido sancionado en 2010 en la ley provincial N° 9814.

A partir de estos datos clave, centramos el análisis en los últimos diez años y 
perseguimos un doble objetivo. En primer lugar, identificar las dinámicas más des-
tacadas de expropiación capitalista en torno a los bienes naturales en el territorio 
cordobés. En segundo lugar, ubicar y describir las denuncias e implicancias que 
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diversas organizaciones ambientales han vinculado a esta dinámica expropiatoria y 
que configuran un escenario disputado. 

2. Las dinámicas de la acumulación capitalista basadas en la 
expropiación y uso de la naturaleza en la provincia de Córdoba 

En términos generales, los antecedentes que analizan los primeros 15 años del 
siglo XXI delinean en Córdoba un patrón extractivista de la naturaleza cuyo cen-
tro dinamizador es la actividad agrícola (Barri y Wahren, 2010, Gras 2012, Gras y 
Hernandez, 2013; Giarracca y Teubal, 2013; Silvetti et al., 2013; Forlani, 2014). Con 
estos diagnósticos previos, en esta sección mostramos que del año 2015 a esta parte 
se volvió visible una característica singular: el modelo extractivo sigue basado en 
la centralidad de la actividad agrícola pero ha adquirido un grado de penetración 
mayor a lo largo y ancho de los más de 160 km2 que tiene el territorio cordobés, y 
ello se debe a una nueva escala de articulación transectorial con otras actividades 
económicas, especialmente, la industria y la actividad inmobiliaria privada (para 
uso residencial y el turismo). Así, para la década de 2020, las conexiones económi-
cas transectoriales organizadas en torno a la producción primaria son la dinámica 
más reconocida por los estudios locales (Barbetta y Domínguez, 2022; Delgado y 
Villarreal, 2017; Gras y Cáceres, 2017; González Asís, 2022; Valinotti et al., 2023), 
que también advierten el papel que en esta configuración tiene la obra pública vial, 
especialmente activada por el gobierno provincial. Veamos en detalle de qué se trata 
esta configuración en las próximas tres subsecciones. 

2.1. La actividad agropecuaria y la agroindustria: el corazón del 
modelo
Uno de los indicadores más notables para deducir la intensificación de la activi-

dad agropecuaria es el avance de la frontera agropecuaria. En el territorio nacional, 
nos referimos a la “ampliación del área de producción que era la Pampa hacia el 
Chaco, implicando a regiones antes no afectadas” (Zarrilli, 2008, p.92) de la mano 
de desarrollos tecnológicos que hicieron posible la tecnificación de la actividad, 
tales como la introducción de la Soja RR en el año 1996 y la siembra directa, en un 
contexto de alza en la demanda internacional de granos. Se estima que en Argen-
tina este fenómeno implicó una transformación espacial reflejada en la expansión 
principalmente de la soja. De hecho, el neologismo sojización expresa exactamente 
este fenómeno: la superficie cultivada con soja aumentó de 5 a 20 millones de hec-
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táreas entre 1990 y 2015 (Salizzi, 2018), y entre 1996 y 2020 Argentina se posicionó 
en el tercer lugar de la producción de soja a nivel mundial. En 2014, la cantidad de 
hectáreas cultivadas con la oleaginosa tuvo su pico máximo y se consolidó como el 
cuarto mayor productor de maíz (González Asís, 2022). 

En Córdoba, y desde mediados de la década de 2010, el avance de la frontera 
agrícola se desaceleró (Silvetti et al., 2018) –no así el proceso de concentración de la 
propiedad de la tierra8–. Pero lo que sí se intensificó fue el proceso de tecnificación 
y vinculación de la actividad agrícola con la industria. Dos tendencias se vuelven sig-
nificativas en este sentido: por un lado, la consolidación de la ganadería intensiva 
y semi-intensiva, materializada, por ejemplo, en la proliferación de feedlots y granjas 
porcinas; por otro, la concentración productiva y tecnificada en torno a la soja y 
al maíz, y la emergencias de la industria asociada a agrocombustibles. Revisamos a 
continuación cada una de ellas. 

2.1.1. La consolidación de una ganadería intensiva y semi-intensiva 

Dada la diversidad geográfica y ecosistémica del territorio provincial, la región 
norte y noroeste9 es la más afectada por el proceso de sojización, ya que se trata de 
una zona históricamente marginal para la producción agrícola por las características 
de sus suelos (Preda, 2015). Al respecto, en un estudio sobre tres departamentos de 
la región –Río Seco, Sobremonte y Tulumba–, Salizzi (2018) caracteriza el proceso 
marcado por dos momentos: el primero, entre 1991 y 2001, representa el inicio de 
la expansión del modelo de agronegocio, con una transición mixta en una región 
donde predominaba la explotación ganadera bovina (cría) y caprina. En esta etapa 
se incorporaron pasturas adaptadas a condiciones de estrés climático y comenzó, 
de manera paulatina, la introducción de cultivos anuales. Pero es en el segundo 

8 Por caso, los datos del último Censo Nacional Agropecuario (CNA) (Indec, 2018) muestran una tendencia 
hacia una mayor concentración de la producción: los establecimientos agropecuarios (EAP) de más de 2500 
has. representan el 3,7% total de EAP en la provincia, mientras que este valor era de 2,7% en 2002. Si mira-
mos los datos estadísticos disponibles (Censos 2002 y Censo 2018) para la Zona AAH XI, estudios (Decándi-
do, 2021; González Asis, 2022) advierten que al igual que en todo el territorio provincial existe un proceso de 
concentración de las explotaciones dada, por un lado, por la desaparición de los establecimientos de menos 
de mil hectáreas y, por otro lado, por un aumento de los más grandes. 

9 Si bien hay una diversidad de criterios de regionalización de la provincia (Crissi y Espoz, 2022), frecuente-
mente se utiliza el sistema de clasificación que muestra una combinación entre las condiciones geofísicas, cli-
máticas y las necesidad productivas y que da cuenta de la existencia de cinco grandes “Áreas Agroeconómicas 
Homogéneas” (AAH). En este sentido, la región señalada como norte-noroeste constituye la AAH XI “Zona 
ganadera del NO de la provincia de Córdoba y N de San Luis” integrando los siguientes departamentos: Cruz 
del Eje, Ischilín, Minas, Pocho, Punilla, Río Seco, San Alberto, San Javier, Sobremonte y Tulumba. 
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momento, ya entre 2001 y 2015, que el estudio de Salizzi advierte que la ganadería 
extensiva es reemplazada por cultivos de soja y maíz, así como por formas intensivas 
de producción animal. 

Al tratarse de una región históricamente ganadera, algunas investigaciones (Sa-
lizzi, 2018; 2025) advierten que el proceso de agriculturización en la región norte y 
noroeste provincial implicó, por un lado, un arrinconamiento de la ganadería tra-
dicional en zonas que presentaban restricciones para la producción agrícola, como 
los campos de alturas, valles o zonas bajas (Salizzi, 2025). A su vez, esto condujo a 
un proceso de capitalización productiva de la ganadería a partir de la introducción 
de técnicas intensivas estilo feedlot10 o engorde de corral para “liberar espacios” agrí-
cola-productivos, lo que reemplazó las prácticas de ganadería de tipo campesina y 
de baja intensidad, así como de la obtención de leña y carbón del monte. Para el 
caso del norte-noroeste, los datos intercensales 2002-2018 muestran una pérdida de 
ganado caprino en un 37,6%, bovino en un 17,8%, de ovinos en un 12,5% y de 
equinos en un 39%; mientras que, simultáneamente, la cría de porcinos aumentó 
89,6% para el mismo período intercensal. 

En paralelo, tal y como explica Salizzi (2025) para dicha región, los productores 
empresariales avanzaron en la complementación agrícola-ganadero al ser el único 
sector con el capital suficiente para producir granos y tecnificar la producción gana-
dera a través de la generación de bienes con valor agregado, mediante, por ejemplo, 
la elaboración de alimento balanceado y la implementación de corrales de engorde 
y granjas porcinas tecnificadas. De este modo, la complementariedad se expresa en 
la producción maicera que funciona como un insumo forrajero estratégico para 
los sistemas de engorde intensivo. Esta dinámica es aprovechada por empresas que 
procesan su propio maíz y destinan parte de esa producción a la alimentación del 
ganado (Salizzi, 2018), en un contexto de creciente protagonismo de este cereal en 
la economía provincial, como veremos a continuación.

2.1.2. La concentración productiva de la soja… y el maíz

En línea con la tendencia nacional, la producción sojera en la provincia de 
Córdoba tuvo un pico máximo en el año 2014, con 18.619.067 toneladas, pero 
posteriormente, comenzó a repuntar la producción cerealera, especialmente el maíz 

10 Los departamentos como Río Seco y Tulumba poseen un número importante de cabezas de ganado bovino 
en producción a corral (22.716 y 11.030 respectivamente) (IDACOR, 2024, en Salizzi 2025).
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(Saccucci y Reinoso, 2023; González Asis, 2022). Según los datos de la campaña de 
cosecha 2022-2023, la sumatoria de ambos cultivos abarcaba el 87% de la superficie 
sembrada (Monzani et al., 2023). No obstante, de acuerdo al informe del Observato-
rio de Trabajo Economía y Sociedad (OTES) si bien la soja sigue ocupando mayor 
expansión territorial, el maíz ha superado a la soja en términos de rindes, según 
los datos de las campañas 2016/2017, 2017/2018, 2018/2019 y 2019/2020 (OTES, 
2020). En la tabla a continuación se registran los totales agregados por año, desde 
la campaña 2008/08 hasta la del 2023/24.

Tabla 1. Superficie y rindes de la producción de maíz en Argentina

Fuente: recuperado del Informe de Coordinación de Bioenergía del 2025. Secretaría de 
Agricultura, Ganadería y Pesca de la Nación

Como puede advertirse en la tabla 1, la cantidad de superficie sembrada y co-
sechada, al igual que la cantidad total de toneladas de maíz ha ido en aumento 
desde el año 2008. Desde la campaña 2008/2009 hasta la de los años 2023/2024, 
la cantidad total de toneladas de maíz aumentó un 437,8%. La consolidación del 
maíz como el mayor cultivo en términos de toneladas no sugiere, sin embargo, que 
exista un reemplazo de la soja ni un cambio en el tipo de producción, sino más bien 
se trata de la inclusión del maíz dentro de la forma, los canales y los agentes de pro-
ducción y comercialización que ya se habían montado para la producción de soja. 
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Esta nueva composición de la actividad agrícola tiene su correlato en la emergen-
cia de un sector industrial íntimamente dependiente de la actividad agropecuaria: 
la producción de “bio” combustibles, especialmente el “bio”etanol a base de maíz. 
Este sector era inexistente en la provincia hasta el año 2012. Sin embargo, a partir 
de ese año, confluyeron dos procesos que generaron las condiciones para su emer-
gencia: la progresiva aplicación de la ley nacional N° 26.093 sancionada en 2006, 
que establece el “Régimen de Regulación y Promoción para la Producción y Uso 
Sustentables de Biocombustibles”; y un proceso de escasez de la producción clásica 
de agroetanol a base de caña de azúcar en las provincias del noroeste argentino. En 
este contexto, Córdoba se presentó como centro dinamizador de la producción de 
agrocombustibles, con especial atención en el agroetanol a base de maíz y, en segun-
do lugar, agrodiesel a base de soja. 

Pero el vertiginoso desarrollo de esta industria debe entenderse a partir de su 
inclusión como eslabón productivo vinculado al agronegocio: producir estos com-
bustibles supone agregar tecnología y procesos industriales en origen a los granos 
producidos en el territorio provincial. En otras palabras, desde el año 2012 comen-
zó un proceso de reorganización interna del agronegocio fuertemente dinamizado 
por la emergencia del agroetanol a base de maíz que hacia el año 2015 ya presen-
taba un crecimiento significativo. Ello significó el establecimiento de una cadena 
de valor específica, nuevas conexiones transectoriales dentro del agronegocio y un 
renovado modo de despojo y contaminación. 

La producción de agroetanol exige una profundización del uso de la semilla 
transgénica y de lo que se conoce como el “paquete tecnológico” asociado a ella, ya 
que la satisfacción de la demanda tanto en el plano nacional como internacional 
exige acortar plazos de producción y reducir riesgos de pérdida y mayores rindes. 
Por lo tanto, tanto en superficie cultivada, nivel y tipo de producción e industrializa-
ción, Córdoba tuvo en este periodo un rápido y concentrado desarrollo del modelo 
biotecnológico de agronegocios11. 

Si bien la producción de agroetanol se articuló desde sus orígenes con la bio-
tecnología, es desde el año 2022 que registramos una profundización en torno al 
discurso de una “bioeconomía” como vector principal para plantear la reorganiza-

11 Desde sus orígenes el sector productivo del agroetanol a base de maíz se caracteriza por su concentración, 
sólo cuatro empresas producen el 52% de este tipo de energía a nivel nacional (Bolsa de Cereales de Córdoba, 
2024): Bio4 (Río Cuarto), ProMaíz (Alejandro Roca), Porta Hnos (Córdoba capital) y ACA-Bio (Villa María).
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ción de la matriz productiva, con una fuerte presencia de los actores estatales en 
esta operación. 

2.2. El desarrollo inmobiliario de doble orientación: el uso residencial 
y el turismo
El territorio provincial no ha estado exento de cambios traccionados por nuevas 

tendencias que asumió el desarrollo inmobiliario de uso residencial y para el turis-
mo. Tal como lo hemos abordado en estudios previos ((Reinoso, 2023; Reinoso 
y Caccia, 2025), tanto en su orientación residencial como turístico, el desarrollo 
inmobiliario hace avanzar la frontera urbana y genera una intensificación de la 
competencia por los diferentes uso del suelo (explicando migraciones poblacionales 
al interior del territorio y una presión sobre la disponibilidad de monte nativo). 
Pero también ha promovido un imaginario del “patrimonio” natural en tanto un 
“activo” financiero, y es que aquí se traba una conexión íntima con la actividad 
agrícola en la Provincia: la actividad inmobiliaria está fuertemente vinculada a la 
renta extraordinaria del sector agropecuario y a la lógica especulativa. Esto es, el 
crecimiento del sector inmobiliario y de la agroindustria debe ser entendido como 
un proceso de co-dependencia, más que una mera coincidencia12. 

En los últimos 10 años, el sector inmobiliario en Córdoba ha evidenciado tanto 
un crecimiento como una transformación. En cuanto a su crecimiento, un informe 
de la Dirección General de Estadísticas y Censos de Córdoba (2016) que analiza 
el producto bruto geográfico (PBG) en el período 1993-2015, da cuenta de la im-
portancia que tiene el sector en la economía provincial, aunque con diferentes 
momentos. Por caso, si bien en el 2002 el comercio desplazó del primer lugar de 
“sectores servicios” a las actividades inmobiliarias, empresariales y de alquiler, vol-
vió a tener mayor peso relativo desde el año 2007. En esta línea, el informe muestra 
que en el año 2015 los sectores con mayor participación relativa dentro del PGB a 
valores corrientes fueron las actividades inmobiliarias, empresariales y de alquiler y 
la agricultura, ganadería, caza y silvicultura. Esta tendencia ha sido sostenida. En el 

12 Se trata de una estrategia de “refugiar en ladrillos” las ganancias obtenidas del sector agrario, por lo cual, 
el desarrollo del sector está directamente atado a los rindes de las cosechas. Desde el equipo de investigación 
trabajamos sobre ello previamente en: Ferrero, Ibañez y Machado Ibars (2012), Ferrero (2017), Saccucci y Rei-
noso (2022), Avalle y de la Vega (2022). El estudio de Buraschi (2018), para la ciudad de Córdoba, también 
establece este nexo entre el desempeño de la producción agraria y el mercado inmobiliario cordobés. 
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año 2021 a valores corrientes13, el sector inmobiliario aportó un 11% del total del 
PBG (gráfico 1), encontrándose en cuarto lugar luego del agropecuario, el comercio 
y la industria; junto con el de la construcción, alcanza un aporte del 19% del valor 
agregado de la economía local. 

Gráfico 2. Estructura de la economía provincial

Fuente: Gobierno de la provincia de Córdoba, 2023

En cuanto a su transformación, el mercado inmobiliario cordobés se ha mos-
trado muy dinámico. Capdeville (2016) registra que hasta la crisis internacional 
del año 2008, se concentraba casi exclusivamente en desarrollos orientados a me-
dianos y grandes ahorristas o inversores. Luego, en un contexto inflacionario y 
de caída en en los precios de los commodities (soja y minería), los grandes grupos 
desarrollistas (entre los cuales se encuentran Gama, Edisur y GNI, entre otros) co-
menzaron a intensificar el uso de modalidades innovadoras de financiamiento para 
la construcción de viviendas y el desarrollo de infraestructura; de allí que buscaron 
ampliar el mercado llegando a pequeños y medianos ahorristas (Capdevielle, 2016), 
diversificar estrategias de promoción inmobiliaria (Ferrero, 2017) y la institucio-
nalización de nuevos mecanismos de concertación público-privado de desarrollo 
urbano (Saccucci, 2019). Si bien desde el sector empresarial señalan que hubo un 

13 El PBG es la valoración de los bienes y servicios finales producidos en esta jurisdicción en un año determi-
nado, pudiéndose medir a valores corrientes (incluye las variaciones por el efecto de la inflación) y a valores 
constantes (se mide la variación real excluyendo los efectos de la inflación).
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estancamiento del mercado inmobiliario desde 2018, desde el año 2024 se registra 
una reactivación del sector (Berra, 11/06/2025) aunque con desequilibrios (Dávila 
22/12/2025) y una dolarización cada vez más marcada. 

El desarrollo inmobiliario en la provincia tiene una pata importante en su orien-
tación turística. En efecto, Córdoba es una de las provincias con mayor tasa de de-
sarrollo de este sector turístico: es la segunda –luego de Buenos Aires– en oferta de 
infraestructura hotelera, teniendo el 13.3% del total de establecimientos del país, 
según un informe del año 2018 (Ministerio de Hacienda de La Nación, 2018). Tal 
es la importancia del sector, que el Instituto Nacional de Estadística y Censos (IN-
DEC) ha generado un tratamiento diferencial en la medición de la actividad, consi-
derándola como una región en sí misma. No obstante, se identifican en los últimos 
años vaivenes de crecimiento-decrecimiento del turismo en diferentes períodos: 

Entre el 2006 y 2017 las pernoctaciones anuales promediaron los 5,5 millones 
de noches (12% del país). Sin embargo es posible identificar distintos subperío-
dos: entre 2006 y 2011 la actividad presenta un importante crecimiento (t.a.a 
4,7%), desde 2012 hasta 2014 se verifica una caída de la actividad y a partir de 
2015 se observa una leve recuperación con una aceleración en 2017 (Ministerio 
de Hacienda de La Nación, 2018, p. 42).

En la provincia de Córdoba la oferta se centra en la zona de la Sierra Chica, las 
Sierras Grandes y las Sierras Occidentales, todas ellas al oeste de la capital14, que 
son paisajísticamente las más valoradas. Más concretamente, y según datos de la 
Dirección Nacional de Asuntos Provinciales (2018), el 46,8% de las plazas hoteleras 
se encuentran ubicadas en 4 localidades: la ciudad capital de Córdoba, dos locali-
dades del Valle de Punilla, Villa Carlos Paz y La Falda, y Mina Clavero, del Valle de 
Traslasierra.

En ese sentido, el Valle de Punilla constituye una zona donde podemos detener-
nos a mirar el impulso de inversiones de capital, y su impacto en la presión pobla-
cional y urbana15. En primer lugar, desde principios de siglo XX el turismo comenzó 

14 Entre los principales corredores turísticos concentran el 70% de la oferta hotelera y se distribuyen entre: 
1) Punilla (Villa Carlos Paz, Cosquín, La Falda, La Cumbre y Capilla del Monte); 2) Traslasierra (Cruz del 
Eje, Va. del Soto, Salsacate, Va. Cura Brochero, Mina Clavero, Nono y Va. Dolores; 3) Grandes Lagos (Alta 
Gracia, Va. Gral. Belgrano, La Cumbrecita y Sta. Rosa de Calamuchita; 4) y Sierra Chica: Río Ceballos, 
Colonia Caroya y Jesús María

15 El valle se encuentra ubicado hacia el oeste de la ciudad capital y es atravesada por la ruta nacional 38, que 
une a las provincias de Córdoba, La Rioja, Catamarca y Tucumán. Constituido en corredor turístico, el valle 
integra más de 30 localidades, entre las cuales están: Bialet Massé, Cabalango, Capilla Del Monte, Characato, 
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a desplegarse con fuerza en las serranías cordobesas para constituirse, hacia fines 
del siglo, como la principal actividad turística del valle16. En la actualidad, el valle 
aporta un 3,6% al PBG (valores ctes.) de la provincia, siendo el 81% de servicios 
(principalmente hotelería y restaurantes) y solo 18,5% de bienes (Estadística Cór-
doba, 2021). 

En segundo lugar, lo anterior ha sido acompañado de un notable crecimiento 
sociodemográfico en este valle. Los registros disponibles a partir de los censos na-
cionales dan cuenta de que entre los años 1991 y 2019 creció en una proporción 
mayor en términos relativos a la ciudad capital, fundamentalmente hacia el oeste17. 
Entender este crecimiento requiere situar la conversión de las localidades del Valle 
de Punilla, así como las de otros valles de la región serrana, en lo que se conoce 
como “ciudades dormitorios”, es decir, ciudades dependientes de la dinámica pro-
ductiva, laboral, de consumo, de servicios, sanitaria, educativa, etc., de la ciudad 
capital. 

Sumado a ello, y como un fenómeno de todas las zonas serranas cordobesas, 
la pandemia por COVID-19 marcó un hito trascendental en la tendencia de mo-
vilidad interna desde la ciudad capital, especialmente, hacia las localidades de esta 
zona –Trimarco et al., (2022) advierten que en la jerga inmobiliaria se empezó a 
utilizar otro neologismo: coronaéxodo–. Trimano y Mattioli (2023) explican que el 
cambio de residencia a escenarios identificados por sus virtudes paisajísticas ha 
sido interpretada por el mercado desarrollador de bienes raíces desde un impulso 
a la promoción del “patrimonio” natural en tanto un “activo” financiero más a ser 
incorporado en la fase extractiva. Las mismas autoras concluyen que la mutación de 
dichas regiones –especialmente aquellas que son reconocidamente turísticas– se sos-

Charbonier, Cosquín, Cuesta Blanca, Estancia Vieja, Huerta Grande, La Cumbre, La Falda, Los Cocos, 
Mayu Sumaj, Ongamira, San Antonio de Arredondo, San Esteban, San Roque, Santa María de Punilla, Tala 
Huasi, Tanti, Valle Hermoso, Villa Giardino, Villa Icho Cruz, Villa Parque Siquiman, Villa Santa Cruz del 
Lago. 

16 Las sierras cordobesas, por sus condiciones climáticas y paisajísticas, comenzaron a ser elegidas como desti-
no turístico de élite hacia fines del siglo XIX y principios del XX; el Tren de las Sierras y el Hotel Edén fueron 
pilares de esa empresa. Posteriormente, a mediados de siglo y con el advenimiento del peronismo, comenzó 
a tomar fuerza un turismo popular o de masas, lo cual implicó que millones de personas visiten el lugar 
esporádicamente (Reinoso, 2023).

17 En efecto, según las bases del INDEC el crecimiento demográfico en ese periodo de veinte años fue el 
siguiente: la población del departamento Colón aumentó en un 79,5%; en Punilla fue del 47,2%; en Santa 
María del 41,3%; en Río Primero del 24, 8%; en Rio Segundo del 22,9%; y, finalmente, en el último lugar se 
encuentra la ciudad capital que creció un 12,7% para la misma fracción temporal (Reinoso, 2023).
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tiene sobre inversiones destinadas a cambiar los usos del suelo, extender infraestruc-
turas y desarrollar un mercado inmobiliario atractor de nuevos habitantes-usuarios, 
utilizando como nicho de mercado el recurso de venta de la vida en la naturaleza.

Por último, Crissi y Quevedo (2024) advierten que en los últimos años, los 
procesos de turistificación se incrementaron de manera exponencial en regiones no 
tradicionales. Tras analizar las dinámicas turísticas de la región Noroeste (departa-
mentos de Pocho, Minas y Cruz del Eje) de la Provincia, las autoras sitúan procesos 
donde el crecimiento urbano está orientado en torno al desarrollo turístico de una 
zona, pero dentro de una región con actividades primarias dominantes que tiende 
a gestionar estratégicamente los espacios desde intereses turísticos y traccionar las 
actividades de diferentes grupos sociales en vista a esta producción novedosa de 
plusvalías. 

2.3. La reactivación y el protagonismo de la obra pública vial 
Siguiendo a Betancourt (2015), el capitalismo siempre ha necesitado de las bases 

espaciales para su reproducción, expansión y acumulación por desposesión. Para 
ello, y en un proceso de aprendizaje, adaptación y racionalidad limitada (Álvarez 
Huwiler y Bonnet, 2022), el Estado constituye un engranaje de acciones e institu-
ciones que, a través del diseño e implementación de políticas públicas, permite la 
regulación del tiempo, del espacio y de la sociedad, en virtud de los intereses siem-
pre cambiantes del capital.

Como explican Behrend y Banchi (2017), en Argentina, gran parte de los Es-
tados provinciales son los principales actores económicos y la variación en el peso 
del Estado subnacional en la economía suele tener un impacto importante en las 
dinámicas políticas locales: si el Estado es la principal fuente de gasto e inversión, 
los incentivos para los empresarios serán estar cerca de la elite política.

La inversión y gestión de la obra pública vial es una de las acciones estatales neu-
rálgicas en este esquema, y una reconocida estrategia de gestión de la tradición gu-
bernamental del peronismo cordobés que conduce la Provincia desde 1999. Dado 
que por sus costos las rutas aéreas no podrían ser utilizadas como vías de transporte 
de granos y ganado; y considerando que la provincia de Córdoba no cuenta con las 
vías fluviales requeridas para llevar cargas de semejante magnitud por sus ríos, así 
como tampoco cuenta con una red amplia de ferrocarriles, las rutas terrestres repre-
sentan la principal alternativa de circulación y comercialización de la producción 
agrícola (CFI, 2019). 
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No obstante, los esquemas de inversión y de obra pública vial no fueron uni-
formes desde el cambio de siglo. Durante la primera década de los 2000, y tras la 
enorme crisis de 2001-2002, la obra pública vial estuvo paralizada. En el nivel pro-
vincial, en estos estos años la acción se concentró en el mantenimiento de las rutas 
provinciales –y no en la construcción de nuevas vías–, principalmente, en manos de 
consorcios y empresas privadas, como Caminos de la Sierras S.A18. Sin embargo, 
a partir del año 2010 este esquema comenzó a transformarse cuando la provincia 
inició la compra de acciones de la empresa Caminos de las Sierras S.A., proceso que 
se completó en el año 2018 con la compra del 100% (Camino de las Sierras, s/f). 

Entre los años 2016 y 2019 el Ministerio de Obras Públicas desarrolló obras 
viales de más de 1.800 km entre pavimentación, rehabilitación y construcción de 
nuevas rutas, puentes y caminos. Entre los años 2016 y 2021 el Plan Vial incluyó 
obras de pavimentación de 689,2 kms. de caminos y se reacondicionaron 836,06 
kms (Ministerio de Obras Públicas, s/f). Asimismo, se construyeron dos puentes: 
Puente Sargento Cabral, sobre Río Suquía en la Ciudad de Córdoba; en el interior, 
el puente que une Villa María y Villa Nueva, sobre el Río Ctalamochita. Además, 
durante el año 2024 el gobierno provincial invirtió casi 40.000 millones de pesos en 
la concreción de importantes obras viales. Entre ellas se encuentran la ampliación 
de la avenida Luchesse, en Villa Allende; la autovía variante de la ruta provincial 
N° 5, entre Alta Gracia y la ruta S-495; la autovía sobre la ruta C-45, que se extien-
de entre las rutas nacionales N°20 y 38 (Autopista Córdoba-Carlos Paz) y la ruta 
provincial N°34 (bajada del camino de las Altas Cumbres); y la duplicación de la 
colectora interna de la Circunvalación de Córdoba, en el tramo entre las rotondas 
del Piamonte y la de Puente 15 (Prensa Córdoba, 7/11/2024). 

Por su dimensión, por los recursos invertidos, pero también por los debates y 
controversias en el ámbito público que han conllevado su ejecución, las obras de 
mayor envergadura fueron la Autovía de la Ruta N°5 y la variante de la ruta N° 38 
de Punilla.

Aunque el proyecto fue conocido en el año 2017, la construcción de la Autovía 
de Punilla fue iniciada en 2022 y estuvo a cargo de la ya nombrada empresa estatal 
Caminos de las Sierras S.A., que también fue la autora del Estudio de Impacto Am-

18 Integrada en este momento por las empresas José Cartellone Construcciones Civiles, Impregilo, Iglys, Codi, 
Empresa Constructora Delta y Carlos Caruso y Cia, Caminos de las Sierras obtuvo en 1997 la concesión por 
25 años de la Red de Accesos a Córdoba (RAC), a través de una licitación pública internacional convocada 
(Camino de las Sierras, s/f).



26 candela de la vega, paula reinoso, erika saccucci y maría paula ávila castro

biental. Tras la presentación del proyecto, y ante la expresión de rechazo popular en 
la audiencia pública correspondiente19, en el año 2018 el gobierno provincial dió 
marcha atrás con la ejecución de la segunda traza del proyecto. A inicios de 2021 
se rediseñó la traza de la autovía, al oeste de las sierras (Campos, 15/01/2021). Al 
tratarse de un nuevo proyecto, y como lo exigía la ley provincial de ambiente, se pre-
sentó un nuevo Estudio de Impacto Ambiental y se convocó a una nueva audiencia 
pública20. En abril de 2021, dadas las políticas de aislamiento social preventivo y 
obligatorio (ASPO) por Covid 19, la audiencia se realizó de manera virtual y, nueva-
mente, expresó un alto nivel de rechazo: casi un 90% de las personas oradoras (La 
Nueva Mañana, 15/5/2021). 

A pesar de ello, el 24 de agosto del año 2021 finalmente se publicó en el Boletín 
Oficial la Resolución 192 de la Secretaría de Ambiente de la Provincia mediante 
la cual se otorgó licencia ambiental a la empresa, ignorando y desoyendo la voz de 
los vecinos y vecinas. El último tramo de esta Autovía de montaña fue inaugurado 
en 2024, al conectar en casi 22 kilómetros las localidades de Comuna San Roque, 
Bialet Massé, Santa María de Punilla, Cosquín y Molinari. Según los propios datos 
del Gobierno, requirió una inversión de 130 millones de dólares (Agencia Córdoba 
Turismo, 25/11/2024). 

Por su parte, en diciembre del año 2024 se inauguró un tramo de 27 kilóme-
tros que une Alta Gracia con la comunidad de Villa Ciudad América y el lago Los 
Molinos y es parte de la nueva variante a la Ruta N° 5 (Córdoba Interior Informa, 
5/12/2024). La obra estuvo a cargo de la empresa estatal Caminos de las Sierras, 
pero se licitaron diferentes tramos a empresas privadas: José Juan Chediack, Boeto 
y Buttigliengo S.A., y Paolini Hermanos S.A (Tierra Vida, 03/2022). El tiempo de 
ejecución de esta obra fue de alrededor de un año, y el gobierno provincial declaró 
una inversión de 100 millones de dólares (Gobierno de Córdoba, 2024). 

Al igual que el caso anterior, el proyecto fue impugnado. El 5 de agosto de 2021, 
la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación de Córdoba, a car-
go del juez Leonardo Massimino, aceptó el amparo ambiental colectivo presentado 

19 Esta audiencia pública se llevó a cabo del 11 al 18 de mayo de 2018, y en el expediente N° 0517-023469/2018 
se declara como objeto “Alternativa Ruta Nacional N° 38: Puente Costa Azul- La Cumbre - Sección Costa 
Azul Cosquín” (Maina, La Tinta, 18/05/2018).

20 Esta audiencia pública se convocó para el 9 de abril de 2021, y el expediente N°0517-025819/2021 decla-
raba como objeto “Alternativa ruta N° 38 –Tramo variante cuesta azul-La Cumbre” (Secretaría de Ambiente, 
16/03/2021). 
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por los habitantes de Paravachasca (Tierra Viva, 03/2022). El amparo solicitaba la 
suspensión de la audiencia pública porque su realización virtual excluía a las y los ve-
cinos que no disponían de los medios económicos y tecnológicos ni los conocimien-
tos pertinentes para participar mediante esa modalidad. Finalmente, la audiencia 
pública se realizó a fines de agosto de ese año, con un alto grado de rechazo entre 
las personas oradoras inscritas21. La Secretaría de Ambiente otorgó en septiembre de 
2021 la licencia ambiental para que Caminos de las Sierras avance con el proyecto. 

3. Sujetos y denuncias sobre los efectos de las expropiaciones capitalistas

Junto a otros estudios y análisis, el problema ambiental en la provincia revela 
una y otra vez las desigualdades e injusticias en el acceso y uso de la tierra, perjuicios 
hacia la naturaleza y sus bienes comunes, las poblaciones que habitan los territo-
rios afectados junto con sus modos de vida, trabajo, salud, acceso a alimentos, u 
otros efectos más simbólicos. Desde inicio del siglo XXI, la cuestión ambiental se 
presenta en Córdoba como un eje importante de movilización social que evidencia 
profundas contradicciones entre formas de habitar los territorios, un acceso inequi-
tativo a los bienes comunes naturales y una apropiación desigual de los beneficios 
que resultan de su uso y distribución, así como una desproporcionada y desigual 
distribución de los riesgos y daños ambientales. 

Esta sección se divide en dos partes. En la primera, realizamos una breve des-
cripción de los actores que protagonizaron los procesos de mayor conflictividad 
ambiental, entre mediados de la década de 2010, y hasta finales de 2025. En la se-
gunda, explicamos las principales denuncias que estos sujetos han enunciado sobre 
los efectos de la particular dinámica de la expropiación capitalista sobre la natura-
leza en el territorio cordobés. 

3.1. Los sujetos de la resistencia ambiental cordobesa

3.1.1. La Asamblea de Vecinos Unidos en Defensa de un Ambiente Sano (VUDAS)

El conflicto de vecinos y vecinas organizadas en contra de la producción de 
agrocombustibles tiene su expresión icónica en el rechazo del emplazamiento y pro-

21 La audiencia Pública fue convocada para el 9 de agosto de 2021, bajo el expediente N°0517-025932/2021 
que declara como objeto “Estudio de Impacto Ambiental “Alternativa ruta provincial N° 5- Tramo: Alta Gra-
cia-Villa Ciudad América”. (Secretaría de Ambiente, 09/08/2021). 
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ducción de la fábrica ubicada en el corazón de barrio San Antonio, en la zona sur 
de la ciudad de Córdoba capital. Este conflicto se originó en el año 2012 cuando la 
empresa Porta Hnos. originariamente productora de alcohol en todas sus presenta-
ciones, sumó la producción de agroetanol a base de maíz. Desde ese momento, la 
agrupación VUDAS ha desplegado una diversidad de estrategias en el marco de este 
conflicto: desde acciones directas y bloqueos temporales a la empresa, creación de 
una red interdisciplinaria para el estudio de la afección a la salud desde abordajes de 
la epidemiología crítica y comunitaria y la consecuente producción de evidencias y 
datos en el marco del sostenido proceso de judicialización del conflicto.

A partir de 2015 el conflicto adquiere una nueva escala en el terreno judicial. 
Aunque la primera denuncia vecinal data del año 2012, la causa se activó en 2015 
mediante un amparo ambiental presentado ante la justicia federal. La demanda se 
fundamentó en la ausencia de Estudio de Impacto Ambiental obligatorio, la falta 
de audiencia pública y el incumplimiento de normativas municipales y provinciales 
que regulan las localizaciones industriales. En el año 2024 el conflicto jurídico 
trasciende nuevamente de escala al ser presentado y aceptado por la Comisión In-
teramericana de Derechos Humanos (CIDH), consolidando al caso como un ante-
cedente inédito en Argentina y en la región sobre violaciones a derechos humanos 
vinculadas a actividades extractivistas, más particularmente, a la producción de 
agrocombustibles en contextos urbanos y en el marco de políticas para la transición 
energética (Saccucci, 2025). En el año 2021, VUDAS recibió el premio de reconoci-
miento a las defensoras ambientales denominado “Berta Cáceres” otorgado por el 
Congreso de la Nación Argentina.

3.1.2. La Coordinadora en Defensa del Bosque Nativo

Durante los años 2016 y 2017, ante la política de actualización del Ordenamien-
to Territorial de Bosque Nativo que presentó el gobierno provincial, un conjunto 
de organizaciones socioambientales se aglutinó bajo el nombre de Coordinadora 
en Defensa del Bosque Nativo (CoDeBoNa). La Coordinadora movilizó a más de 
ochenta organizaciones sociales, territoriales, políticas, comunidades campesinas, 
productoras y productores de la apicultura y la agricultura familiar y a pueblos origi-
narios (Hevda, 2018; Salizzi, 2020; Schneider et al., 2018). A fines de diciembre de 
2016, convocó a una marcha multitudinaria con más de diez mil personas, y en los 
meses siguientes auspició talleres territoriales, asambleas y movilizaciones masivas, 
así como gestiones con el Estado que incluyeron diálogos con los poderes Ejecutivo 
y Legislativo de la Nación. Se trató de un proceso de resistencia que duró alrededor 
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de un año, hasta que el anteproyecto por falta de tratamiento en la Legislatura 
perdió estado parlamentario (Ávila Castro, 2022). Luego de ello, la CoDeBoNa 
no se disolvió y, más bien, continuó con otras actividades en los territorios de las 
organizaciones que la componían. 

3.1.3. Las asambleas y colectivos serranos en contra de las autovías

Entre los años 2017 y 2022 se produjeron fuertes movilizaciones en torno a la 
construcción de la Autovía de Punilla y la Autovía de Paravachasca. En Punilla, 
vecinos y vecinas, organizaciones sociales, ambientales, colectivos o personalidades 
académicas, se organizaron para frenar su ejecución22. Estas organizaciones presio-
naron para que –en cumplimiento con la ley provincial del ambiente– el gobierno 
provincial llamase a una audiencia pública. Muchas de estas asambleas ya habían 
tenido una participación muy activa en la lucha por la ley provincial de Bosques 
entre los años 2008 y 2010, y por la actualización de la ley en articulación con la 
CoDeBoNa, entre 2016 y 2017. Posteriormente, estas mismas asambleas también 
formaron parte de las protestas y reclamos por los focos de incendios que, con picos 
en el año 2020, asediaron a la provincia y al valle de Punilla, especialmente. En 
agosto del año 2022, seis integrantes de estas asambleas fueron imputados por la 
fiscal Paula Kelm de la ciudad de Cruz del Eje por amenazas, daños y resistencia a la 
autoridad, en el marco de manifestaciones contra la obra de la Autovía de Punilla; 
se espera que el juicio comience en mayo de 2026 (La Tinta, 6/01/2026). 

Procesos de impugnación similares sucedieron con la construcción de la Auto-
vía de Paravachasca. En agosto del 2021, vecinos y vecinas de localidades de ese valle 
motorizaron la presentación de un amparo ambiental, donde se solicitaba la nuli-
dad del procedimiento de evaluación de impacto ambiental y la suspensión de la 
audiencia pública digital. En marzo de 2022, comenzaron un acampe que paralizó 
el trabajo de las máquinas en un tramo de la construcción, hasta que fueron des-
alojados por una orden del fiscal Diego Fernández, de la ciudad de Alta Gracia. La 
Asamblea Paravachasca es el nombre que organiza a gran parte de vecinos y vecinas 
del Valle, que ya se había conformado en el marco del proceso de la CoDeBoNa. 

22 Se conformaron asambleas locales (tales como la Asamblea Ambiental Cosquín, Asamblea San Roque 
Despierta, Asamblea de Vecinos/as Bialet Massé, Asamblea Ambiental Santa María de Punilla, Asamblea 
Vecinal Casa Grande, Asamblea Valle Hermoso, Asamblea Giardino, Asamblea Ambiental Huerta Grande, 
Grupo Compartiendo Semillas Parque Siquiman) y regionales (Unidos por el Monte, Asamblea Punilla Sur, 
Asamblea Ambiental Punilla Norte, entre otras). 
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Todos los veranos organiza el encuentro Territorialidades, una jornada de discusión 
y reflexión sobre las problemáticas ambientales del Valle de Paravachasca. 

3.1.4. Las brigadas forestales

Si bien son una constante en la provincia, el año 2020 marcó un hito por la 
gravedad y la magnitud de los incendios forestales en la provincia. Ese escenario 
adverso llevó a muchos vecinos y vecinas de zonas afectadas a capacitarse y comen-
zar a construir colectivos de autodefensas frente al avance del fuego: así nacieron 
las brigadas forestales. Se trata de organizaciones de reciente formación y rápida 
multiplicación en el territorio cordobés, que tienen como objetivo participar en el 
combate, remediación y prevención de incendios forestales. Si bien ya existían unas 
pocas brigadas forestales con una trayectoria de más de diez años en la provincia 
de Córdoba, es particularmente en el año 2020, luego de estos incendios forestales 
que azotaron el territorio provincial, que emergieron una multiplicidad de nuevas 
brigadas. Hacia el año 2025, son más de treinta las brigadas que se extienden en 
diferentes zonas de todo el territorio cordobés. 

Marengo (La Tinta, 29/12/2025) explica que las causas de los incendios foresta-
les pueden ser pensadas como un círculo que abarca desde el negocio inmobiliario, 
la ganadería, los basurales a cielo abierto, los negocios extractivistas hasta un cablea-
do eléctrico en mal estado. Durante el año 2024, a estos factores, se sumó el mal uso 
de la herramienta de contra fuegos por parte del Equipo Técnico de Acción ante 
Catástrofes de Córdoba (ETAC). Sin embargo, la utilización de esta técnica –frenar 
el fuego con un frente de otro fuego–, en condiciones climáticas adversas, más de 
30°grados de temperatura, viento a más de 30 km por hora o menos de 30% de 
humedad, favorece la propagación de un incendio. 

En este marco, las brigadas forestales se integraron por habitantes de las zonas 
afectadas, son personas de diversas trayectorias y condición socioeconómica, y entre 
sus principales cuestionamientos se encuentra la cuestión de la imputación de cau-
sas que provocan e inician los incendios, por un lado, y las estrategias aplicadas para 
su combate y prevención, por otro. Dos de sus consignas más expandidas, “todo 
fuego es político” y “donde hubo incendio, habrá bosques”, condensan el sentido 
de estos cuestionamientos. 

3.1.5. La Mesa Agroclimática y Ambiental de Río Segundo y Pilar 

Desde el año 2020, funciona la Mesa Agroclimática y Ambiental de Río Segun-
do y Pilar (MACA), un espacio intersectorial integrado por familias productoras 
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hortícolas, facultades de la Universidad Nacional de Córdoba –Escuela de Nutri-
ción de la Facultad de Ciencias Médicas, Facultad de Ciencias Agropecuarias, Fa-
cultad de Ciencias Exactas y Facultad de Ciencias Sociales–, áreas municipales de 
salud y ambiente, y organizaciones territoriales. (Sgarella, La Tinta, 29/12/2025). 

Se trata de un espacio de diálogo para que los horticultores elaboren estrategias 
de trabajo frente a los daños y efectos de la crisis climática en la actividad agro-
pecuaria. Además, se propone como una red de contactos para que las personas 
productoras de la región puedan articular sus principales demandas y necesida-
des frente a los organismos del Estado municipal, provincial y nacional (InterNos, 
30/03/2021). 

3.1.6. Las comunidades indígenas de Córdoba

En un escenario de reemergencia indígena (Domínguez, 2009; Escolar y Rodríguez 
[comps.], 2019; Palladino, 2018; Sosnowski, 2021) que se ubica desde principios de 
siglo, el territorio cordobés ha estado atravesado por procesos de lucha y organi-
zación de las comunidades indígenas en defensa de sus territorios. En ese marco, 
se destacan, al decir de Palladino (2021) los sentidos ecológicos en los procesos de 
defensa y recuperación de los territorios indígenas y la participación de las comuni-
dades en diferentes procesos de lucha socioambiental, como el caso de la resistencia 
a las autovías (Reinoso, 2023). Particularmente en el año 2021 emergió con fuerza 
un proceso de articulación entre diversas comunidades indígenas en articulación 
con otros colectivos sociales, académicos y políticos. Lo que las comunidades nom-
braron como “La Caminata Indígena” (Luque, 17/09/2021) surgió en un escenario 
particularmente hostil que estaban atravesando algunas comunidades como Ticas 
(en Bialet Massé) y Pluma Blanca (en el Chavascate)23 que se vieron obligadas a 
“salir a la calle” para visibilizar los abusos, despojos y violencias que estaban su-
friendo las comunidades y que se profundizaron en el marco de la pandemia por 
Covid-19. Hablamos de situaciones de vulneración de los cuerpos y territorios in-
dígenas por parte de agentes vinculados a la actividad inmobiliaria que necesitan 
“liberar espacio” para el desarrollo de proyectos de privatización y urbanización de 
espacios; las violencias denunciadas van desde intentos de desalojo de los territorios 
comunitarios (en connivencia con los gobiernos locales) hasta amenazas verbales o 
físicas, abuso sexual o violencia psicolígica y simbólica hacia miembros de las comu-
nidades (Reinoso, 2023). Ante ello, emerge “La Caminata” como una herramienta 

23 Sobre estos casos trabajamos en el Capítulo V de este libro.
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para plasmar en la agenda pública tal situación; si bien dicho proceso no perduró 
en el tiempo como espacio organizativo, sí sentó un precedente y hoy las diversas 
comunidades siguen articulando y aportando en diferentes procesos y proyectos 
en defensa de los territorios, como, por ejemplo, en tareas de reforestación (Sosa 
Tillard, 10/12/2023) o en acciones de defensa del patrimonio natural y cultural 
(Bortolon, 13/12/2026). 

3.2. Los efectos denunciados por las luchas ambientales cordobesas

3.2.1. El desmonte: la extinción de monte nativo y sus causales

En su informe del año 2009, la COTBN (2009) ya había constatado que entre 
2008 y 2010 más del 95% de los bosques nativos originarios de Córdoba habían 
sido perdidos. El escenario es diverso en los diferentes sectores de la provincia: 
encontramos áreas que desde hace décadas no poseen cobertura boscosa, otras que 
las están perdiendo de manera acelerada, otras que poseen grandes extensiones de 
plantaciones exóticas y, por último, otras que poseen medias y altas coberturas y 
que es necesario proteger. 

El desmonte de los bosques nativos del norte y noroeste del territorio provin-
cial fue grave en los departamentos Río Seco, Sobremonte y Tulumba: “perdieron 
entre los años 2002 y 2016 cerca de 206.612,8 hectáreas de monte, el equivalente 
a 13.774,2 hectáreas por año (dando lugar a una tasa promedio anual de deforesta-
ción del 6,7 %)” (Salizzi, 2018, p.8). Estos valores se ubican entre los más altos del 
mundo para la época. Campetella (8/12/2022, párr. 41), coincide y remarca que 
“No es que el sur provincial no perdió bosque nativo, sino que fue arrasado mayor-
mente en el siglo anterior”. 

Según el informe del Proyecto MonTeS (2021), una de las razones más impor-
tantes del alto nivel de deforestación no solo en la provincia, sino a nivel global, 
ha sido el avance de las fronteras agropecuarias. Lo que las asambleas y colectivos 
ambientales han denunciado hasta ahora es que el desmonte no es una mera con-
secuencia del avance de la frontera agropecuaria, sino más bien su condición. Por 
ejemplo, la CoDeBoNa fue una de las organizaciones que denunció justamente 
que el gobierno promovía disposiciones e instrumentos para el cambio del ordena-
miento territorial del bosque nativo (OTBN) en el que se favorecía la disposición de 
zonas amarillas frente a las rojas, con el objetivo de privilegiar la ganadería integrada 
(Kopta et al., 2016). 



33¿qué tiene de nuevo la expropiación capitalista sobre la naturaleza en Córdoba?

En el caso de las serranías cordobesas, el desmonte adquiere notas característi-
cas. Una de las principales causales que aquí se constata son los incendios (Instituto 
Gulich, 2024). De acuerdo al Gráfico 3, en el año 2020 la provincia de Córdoba 
registró la temporada de incendios más extrema: se registraron 208 incendios mayo-
res a las 5 hectáreas en las Sierras de Córdoba, que afectaron una superficie total de 
291.866 hectáreas, un 9.5% del área serrana. Para el año 2024, el Instituto Gulich 
continuó la cuenta de megaincendios: “20 incendios mayores a 100 hectáreas (ha) 
que consumieron más de 80.000 ha, es decir, más que la superficie de la ciudad de 
Córdoba, que abarca 57.600 ha” (2024, s/p). El estudio revela que el 80% de la su-
perficie quemada ya había sido afectada por el fuego, algunas incluso hasta 10 veces 
entre 1986 y 2023 (Naval et al., 2023, p.139). Como novedad, ante los patrones de 
incendios recurrentes en determinadas zonas serranas de Córdoba, el estudio detec-
tó 14.000 ha. sin registro de fuego hasta el presente, lo que alerta sobre la expansión 
de los incendios hacia regiones que históricamente habían quedado al margen.

Gráfico 3. Áreas quemadas por incendios en miles de hectáreas  
desde 1987 hasta 2020

Fuente: Naval et al., 2023

Deon (2023) propuso pensar en estrategias “(neo)coloniales” de apropiación de 
tierras y, en sintonía, Fernández Bouzo y Wertheimer (2025) hablan de “extractivis-
mo incendiario” para caracterizar una modalidad deliberada y especulativa de uti-
lización del fuego. En este sentido, las denuncias de las brigadas forestales llevaron 
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a ubicar en la discusión pública el uso del fuego como una de las estrategias para 
forzar cambios en el uso del suelo y nombraron este proceso como un “ecocidio” 
(BBC, 09/10/2020). Desde las asambleas que se pronunciaron en contra de la cons-
trucción de las autovías en los valles serranos, también vincularon los incendios con 
la creación de proyectos de loteos, countries, barrios cerrados, o emprendimientos 
turísticos:

Algunos son activados porque desean quemar para construir grandes negocios 
inmobiliarios, mineros o recreativos, por eso nosotros decimos que donde hubo 
fuego negocios quedan. En el último incendio iniciado en Cosquín, donde se 
afectaron 20 mil hectáreas de Sierras Chicas (tanto del lado de Punilla como 
del Departamento Colón) dejaron un impacto brutal, y el origen tuvo que ver 
con un negocio inmobiliario desarrollado a partir de la tala del bosque nativo 
para un complejo de cabañas o una residencia privada. Un hecho que se está 
investigando en la fiscalía de Cosquín. Un acto de ‘limpieza’ (como le dicen) de 
la masa forestal, donde al bosque lo quitaron, lo prendieron fuego y no lo pu-
dieron ocultar, ya que devino (junto a la enorme masa forestal seca y los vientos) 
en un enorme incendio que se vio del lado de Punilla y de las Sierras Chicas 
(Deon en Ratti, 2020: s.p.). 

Según denuncian estas organizaciones, el sector inmobiliario ha encontrado res-
quicios para lograr algunas modificaciones frente al escaso o deficiente control por 
parte de las autoridades de Ambiente de la Provincia, así como también en leyes pa-
ralelas como las que regulan el Área Metropolitana (10.004 y 9.841) promovidas por 
el Instituto de Planificación Metropolitana (IPLAM) y los municipios de la región.

En este escenario, y como consecuencia del desmonte y de las dinámicas del 
capital señaladas sobre los territorios, se profundiza una crisis hídrica en distintos 
puntos de la provincia (Koberwein, 2020; Chiavassa, Ensabella y Deon, 2017). En 
su análisis Martina, Barri y Deon (2020) advierten que las sierras constituyen un 
territorio hidrosocial en disputa en tanto el desarrollo de nuevas urbanizaciones, 
loteos privados y mega obras de infraestructura avanzan específicamente sobre las 
cuencas hídricas, afectando de manera directa la calidad y disponibilidad del agua. 
Estudios focalizados en las Sierras Chicas (Chiavassa, Ensabella y Deon, 2017), por 
ejemplo, advierten las particulares características de las cuencas de la región, que 
presentan una superficie de captación pequeña y tienen una limitada capacidad de 
retención, lo que conduce, o bien a una baja disponibilidad o bien a desbordes e 
inundaciones (en épocas de lluvia); ello, sumado a los incendios, urbanizaciones, 
deforestación y explotaciones extractivas, profundiza la problemática. En efecto, en 
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el año 2022 se evidenció una de las crisis hídricas más graves de los últimos tiempos 
(Domínguez Cuaglia, 16/12/2022). 

3.2.2. Los daños y riesgos alimentarios y sanitarios

El avance de la frontera agropecuaria ha sido asociado a la intensificación de 
la competencia con otros usos de la tierra, especialmente con la producción de ali-
mentos, lo cual genera aumentos de precio y, en consecuencia, hambrunas para los 
sectores de escasos recursos. Pero, además, los métodos e insumos de producción, 
tanto agrícolas como industriales, son también señalados por sus efectos dañinos 
sobre la tierra y la salud de las poblaciones cercanas. 

El uso de productos dañinos y contaminantes en la producción agrícola es un 
tema presente en la conflictividad ambiental cordobesa. En el estudio de Díaz y 
Maldonado (2024), entre el año 2000 y el 2020, el mayor porcentaje de los conflic-
tos registrados se vincula a la forma de producción de la actividad agrícola (57,82%), 
y le siguen los conflictos correspondientes a la actividad forestal (18,29%), princi-
palmente los vinculados al desmonte de bosque nativo y a la reforma de la ley de 
bosques de la provincia de Córdoba. Y entre las causas que se señalan en las noticias 
sobre estos conflictos ambientales, las autoras señalan que las pulverizaciones reali-
zadas en zonas rurales en cercanías a áreas residenciales (32,85%), por un lado, y la 
contaminación por productos químicos y biológicos de uso agropecuario (23,84%), 
por otro, constituyen los aspectos más mencionados. 

“La deriva de agroquímicos no es un fenómeno nuevo ni excepcional, sino una 
consecuencia recurrente del modelo de producción agrícola dominante”, señalan 
desde la Mesa Agroclimática y Ambiental de Río Segundo y Pilar (MACA). Es que 
en la llamada Región Alimentaria de Córdoba, el uso de plaguicidas (insecticidas, 
fungicidas, herbicidas) es uno de los principales factores de pérdida productiva y de 
riesgo socioambiental (Sgarella, 26/12/2025). 

Aunque no de manera exclusiva, los efectos relacionados con el aumento de la 
producción de bioetanol a base de maíz puede ilustrar cabalmente estos daños y 
riesgos. Por un lado, la creciente demanda y presión en torno a la disponibilidad de 
maíz para la producción de agroetanol ha producido una reasignación masiva del 
cultivo, en detrimento de su uso alimenticio. Esta mayor presión sobre este alimen-
to produce una narrativa corporativa de “escasez” que tiene un impacto directo en 
sus precios aumentándolos y excluyendo de su acceso a las poblaciones más vulne-
rables. Especialmente, y como ha sido denunciado por organizaciones ambientales, 
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la generación de “escasez” de maíz para consumo humano no debe ser entendida 
como falta de “materia prima” sino como una vulneración al acceso de un alimento 
básico en las dietas latinoamericanas: se estima que para producir un metro cúbico 
de bioetanol se requieren 2,7 toneladas de maíz (Informe de Coordinación de Bioe-
nergía de la Secretaría de Agricultura, Ganadería y Pesca, 2025). 

Sin embargo, el análisis de las variaciones de precio del maíz para su consumo 
como alimento es limitado ya que resulta muy complejo acceder a datos públicos y 
válidos: en Argentina este cereal está cotizado como commodity en mercados mayoris-
tas y de granos, lo que implica que su cotización no distingue entre usos (forrajero, 
industrial, alimentario directo o para agrocombustibles, por caso) y que los valores 
internos quedan estrechamente acoplados a los movimientos internacionales y a las 
tensiones de oferta y demanda del complejo agroexportador. Esto dificulta conocer 
un precio realista del maíz destinado a consumo familiar, ya que la cotización oficial 
suele corresponder al grano “en bruto”, entregado en Rosario u otros puertos. No 
obstante, es posible guiarnos con algunos indicadores claves: 

i. El valor internacional del maíz/commodity pasó de aproximadamente 165 
USD/ton en el año 2020 a picos cercanos a 318 USD/ton en 2022, casi duplicán-
dose (Federal Reserve Economic Data, s/f). 

ii. En el plano nacional, se registran incrementos consistentes con ese salto ex-
terno: el año 2022 mostró uno de los niveles más altos de la década en términos de 
USD/ton y, para 2025, se registran valores nominales récord en pesos en la pizarra 
de Rosario, para los últimos 8 años (Bolsa de Comercio de Rosario y por la Subse-
cretaría de Mercados Agropecuarios).

iii. Los datos disponibles sobre productos derivados del maíz muestran incre-
mentos significativos en el precio, lo cual es indicador de los aumentos del valor de 
la materia prima: según el informe elaborado por el Ministerio de Agricultura, Ga-
nadería y Pesca - Secretaría de Gestión Sanitaria (2025), la harina de maíz, uno de 
los principales insumos alimentarios a partir del grano, pasó de un precio promedio 
de 394,06 USD/tn en el año 2020 a 694,91 USD/tn en 2024, lo que representa 
una suba del 76,35 % del precio de este insumo alimenticio.

Aunque estos valores no permiten aislar el precio del maíz como alimento, sí 
evidencian que la creciente competencia por el grano, particularmente por la ex-
pansión del agroetanol y políticas de incentivo a las exportaciones de materia pri-
ma, presiona al alza su valor y contribuye a reducir su disponibilidad relativa en la 
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esfera alimentaria. Estos datos indirectos permiten advertir que el alza sostenida de 
los precios del maíz como commodity, desde el año 2020, se trasladó al valor de los 
alimentos derivados. Estas subas pueden tener múltiples efectos sobre su disponi-
bilidad y su precio al consumidor: al aumentar el valor del grano “commodity”, se 
trasladan mayores costos a cada etapa de la cadena productiva y comercial (indus-
trialización, elaboración de harina u otros derivados, transporte, comercialización), 
lo que tiende a elevar los precios finales de los alimentos a base de maíz. Sumado 
a ello, cuando gran parte de la producción se orienta hacia mercados de exporta-
ción o uso energético, disminuye la porción destinada al consumo interno, lo que 
restringe la oferta doméstica y favorece esa narrativa corporativa de “escasez” que 
impulsa nuevas subas o encarece el acceso para las poblaciones más vulnerables. 

Por otro lado, los riesgos sanitarios del modelo de producción de agroetanol han 
sido objeto de diversas investigaciones sobre los procesos de salud-enfermedad en la 
comunidad de barrio San Antonio e Inaudi de la zona sur de la ciudad de Córdoba. 
Estas investigaciones han detectado índices y frecuencias alarmantes de afecciones a 
la salud de diversos grados tales como: afecciones crónicas en la piel, alergias, casos 
de cáncer en una frecuencia muy elevada a comparación de las medias poblacio-
nales, abortos espontáneos, casos de púrpura, malformaciones en recién nacidos, 
sumados a estudios que indican daño genético tanto de las poblaciones adultas de 
estos barrios, como en niños, niñas y adolescentes. 

En el marco de estos estudios, VUDAS reclamó el desarrollo de una ciencia 
pública, comprometida con las necesidades de las comunidades afectadas a partir 
de abordajes de la epidemiología crítica comunitaria transdisciplinaria, que critican 
las perspectivas epistemológicas hegemónicas y sus abordajes individualizantes para 
el estudio de los procesos de salud/enfermedad. 

En este sentido, motorizaron procesos de co-construcción del conocimiento con 
la incorporación de saberes locales respecto de los modos en los cuales se presenta 
la contaminación y cómo afecta a la diversidad de cuerpos y organismos. Aquí 
destacan dos relevamientos epidemiológicos realizados por la Red Universitaria de 
Ambiente y Salud (REDUAS 2013 y 2016) coordinados por el Dr. Medardo Ávila 
Vazquez24 y la conformación del Colectivo de Epidemiología Crítica y Comunitaria 

24 El Dr. Medardo Ávila Vázquez es médico pediatra y neonatólogo, docente e investigador de la Facultad de 
Ciencias Médicas de la Universidad Nacional de Córdoba y referente de la Red de Médicos de Pueblos Fumi-
gados. Coordinó y publicó estudios epidemiológicos sobre contaminación por agroquímicos en localidades 
de Córdoba, entre ellos el estudio sobre Monte Maíz, que documentó una elevada presencia de glifosato y 
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(CECyC) que desde el año 2020 estudia los daños y afecciones al cuerpo-territorio 
en el marco de este conflicto y en articulación con la organización vecinal y asam-
blea. Este colectivo publicó en el año 2023 el libro titulado “Informe socio-terri-
torial de los daños a la salud por la permanencia de la fábrica de bioetanol Porta 
Hnos. en la ciudad de Córdoba” (Saccucci, et. al., 2023) donde se sistematizan an-
tecedentes académicos, al tiempo que se integran nuevos hallazgos de investigación 
al respecto de la vivencia de las afecciones y daño al cuerpo y al territorio en este 
conflicto.

3.2.3. La expulsión del territorio de familias, comunidades o sectores poblacio-
nales 

La expulsión poblacional de los territorios rurales ha sido ya ampliamente de-
nunciada, pero ha continuado sucediendo especialmente sobre pequeños produc-
tores campesinos, sobre todo capricultores, que son los que aprovechan íntegramen-
te el monte y sus servicios ecosistémicos para forraje, uso de maderas y obtención 
de alimentos (Kopta et al., 2016). Tal como lo denuncian estas comunidades, la 
expulsión no implica sólo un desplazamiento. El daño al proyecto de vida o a la 
identidad paisajística de quienes habitan en estos territorios producen desgarros en 
los tejidos comunitarios y, tal como analizamos para el caso de poblaciones expues-
tas a la contaminación por el uso de agrotóxicos y/o la producción de agrocombus-
tibles, la migración no debe ser entendida como una estrategia individual, sino más 
bien como una búsqueda de refugios para la vida (Saccucci y Reinoso, 2022). Así, 
estos procesos demandan incluso una revisión y ampliación de conceptos como los 
refugiados ambientales. 

En el lenguaje de las luchas ambientales, la expulsión resulta el paso previo para 
la ampliación o intensificación de la expropiación de la naturaleza. Desde la pers-
pectiva de las asambleas y organizaciones que se opusieron a la construcción de la 
Autovía de Punilla, la expulsión es un efecto de los daños a la salud humana y no 
humana en el Valle. En la audiencia pública del año 2018, se mencionaron como 
riesgos la contaminación radioactiva, dado que el trazado de la Autovía atravesaría 
el yacimiento de uranio “Rodolfo”; la inestabilidad del terreno durante la construc-

un aumento de enfermedades y problemas de salud tales como cáncer, abortos espontáneos y trastornos 
respiratorios. Estos trabajos ponen en relación los hallazgos clínicos y ambientales con modelos productivos 
basados en monocultivos y el uso del paquete tecnológico (agrotóxicos) que también puede hacerse extensiva 
a la producción de agrocombustibles ya que forman parte de la misma cadena productiva cuya expansión está 
sostenida por un creciente uso de agroquímicos.
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ción, y el posible aumento de la contaminación del Dique San Roque con la conse-
cuente alteración de las cuencas hídricas y los impactos del desmonte de cientos de 
hectáreas sobre la pérdida de biodiversidad (La Tinta, 14/05/2018). 

Haciendo foco en el conflicto por la producción de bioetanol, la denuncia de 
los efectos de expulsión social se recoge en el señalamiento de un territorio de sa-
crificio (Saccucci, 2024c, 2018). No sólo se trata del espacio materialmente afectado 
por la contaminación a través de la modificación total de las condiciones ambienta-
les del territorio (migración de animales, tala de árboles, presencia de olores nausea-
bundos, entre otros), sino que se enfatiza también la dimensión de la vivencia del 
sufrimiento ambiental (Auyero y Swistun, 2008) que reorganiza la vida cotidiana 
en su totalidad como por ejemplo el encierro en las viviendas como estrategia de 
autoprotección frente a la toxicidad, o la necesidad de migrar a otros territorios de 
la ciudad o provincia en la búsqueda de espacios de vida no tóxicos. Este proceso de 
migración por expulsión es frecuentemente vivido por los sujetos como un desgarro 
comunitario. El desarrollo de estas estrategias de autoprotección exigen profundos 
cambios e impedimentos en los proyectos de vida de los sujetos. 

Si los efectos contaminantes y perjudiciales para la salud son un causal de ex-
pulsión de comunidades o poblaciones, las organizaciones ambientales han denun-
ciado que existe un mecanismo de ocultamiento discursivo de estos efectos. La 
operación de procesos de “acaparamiento verde” expresa la predominancia de una 
retórica de las “energías limpias” o de las “buenas prácticas agrícolas” que busca 
presentar los procesos productivos como prácticas ambientalmente sustentables, 
invisibilizando y despolitizando los procesos extractivos y contaminantes sobre los 
cuales se sostiene (Forlani, 2025; Saccucci y Reinoso, 2024; Toledo López y Tittor, 
2019). Así, por un lado, las organizaciones que luchan en contra de la producción 
de agroetanol han advertido que los discursos la transición energética se reduce a 
un viraje hacia las autodenominadas “bioenergías” sin considerar críticamente sus 
efectos e incluir a las comunidades implicadas y afectadas en la toma de decisiones 
al respecto de los tipos y modos de la transición. En efecto, a lo largo del libro he-
mos priorizado el uso del concepto agroenergías/agroetanol más que los conceptos 
hegemónicos de bioenergías/bioetanol. Desde una perspectiva crítica, la diferencia 
entre bioetanol y agroetanol radica en el modo en que cada término nombra y ocul-
ta las implicancias ambientales de estos combustibles25. 

25 Mientras bioetanol forma parte de una narrativa empresarial que busca asociar lo “bio” con energías lim-
pias, “verdes” y renovables, invisibilizando sus impactos, el término agroetanol permite evidenciar su verdade-
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Forlani (2025), por su parte, también se refiere a la estrategia de “ambientaliza-
ción” del discurso de los promotores de la lógica agrícola en general en Córdoba, a 
partir de la institucionalización de lo que se ha venido a denominar Buenas Prácti-
cas Agrícolas (BPA). El discurso de las BPA, según los estudios de este autor para el 
caso cordobés, se instituye como un modo de responder a la conflictividad socioam-
biental a partir de una disputa de sentido en dos direcciones complementarias: a) 
el reconocimiento relativo y limitado de ciertos impactos ambientales del modelo 
de producción agrícola (especialmente con relación a la contaminación/afectación 
sanitaria); b) la legitimación de las innovaciones tecno-productivas inmanentes a la 
modernización agrícola como las soluciones a lo que presentan como “externalida-
des ambientales” (Forlani, 2025, p.270). 

3.2.4. La expropiación de las capacidades democráticas y políticas para decidir

En un trabajo reciente (de la Vega, 2026) exploramos cómo las dinámicas y 
relaciones capitalistas fuertemente extractivas sobre la naturaleza generan transfor-
maciones o reformulaciones regresivas en las prácticas, sentidos, horizontes y pro-
yectos democráticos. Dos ecuaciones han simplificado esta conexión espuria: “más 
extractivismo, menos democracia”, en palabras de Svampa (2019, p. 12); y “cuanto 
más delegativa es una democracia, más se facilita la implantación de los extractivis-
mos”, en las de Gudynas (2014, p.143). Con ese parámetro se entiende el enorme 
esfuerzo de los análisis sobre los procesos de organización y lucha ambiental en 
explicar cómo estos dejan al desnudo aquella tan bien explicada racionalidad de 
tipo formal-procedimental e instrumental de la democracia liberal: despojada de 
su carácter político en sentido amplio (Merlinsky, 2021); caracterizada desde los 
desacoples entre la “esfera del poder y la esfera societal” (Pesquero Bordón, 2023, 
p. 183); o incapaz de aceptar y traducir los conflictos como momento constituyente 
de lo político (Martínez Espinosa, 2018). Machado Aráoz es determinante cuando 
afirma que:

“las únicas formas de ‘democracia’ que puede haber sobre el suelo del extrac-
tivismo, sobre el trasfondo histórico-geográfico, económico-político-cultural de 
apropiación oligárquica y destructiva de los medios de vida, son formas de de-
mocracia formal; ‘modos de gobierno’ que no pongan en discusión o en revi-
sión un régimen político ya prestablecido” (2021, p. 94)

ro origen: cultivos alimenticios. Por ello, agroetanol resulta más adecuado para señalar su vínculo estructural 
con el modelo agroindustrial y del agronegocio y cuestionar el “manto verde” bajo el cual se intenta legitimar 
su expansión.
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En contraposición, los análisis sobre conflictos ambientales en el país han va-
lorado el uso de lo que se ha llamado mecanismos de democracia directa, en tanto 
formas más legítimas de acercarse a eso que se enuncia como voluntad popular26. 
En este plano, una de las disputas más importantes de las luchas ambientales cor-
dobesas se plantea en términos de la participación ciudadana y del reclamo sobre 
el poder de decisión alrededor del territorio. En este marco se entiende el reclamo 
y el uso de la instancia de la Audiencia Pública, que contempla la ley provincial de 
ambiente (Ávila Castro, 2021). 

En el proceso de discusión sobre el ordenamiento territorial, la CoDeBoNa 
remarcó que el gobierno provincial no cumplió con los estándares de participación 
para la construcción, discusión y definición del nuevo ordenamiento, y concentró 
parte de sus reclamos en la necesidad de que se desarrolle para Córdoba un verda-
dero proceso de participación intersectorial. Por ello, elaboró una cartilla, deno-
minada “Quinta cartilla”, que fue confeccionada entre 2016 y 2017 en el marco de 
talleres a los que asistieron las más de 80 organizaciones que componían la Coor-
dinadora. El punto de partida fue una concepción profunda y amplia del término 
participación ciudadana como: “un proceso de construcción progresiva, colectiva 
y protagónica entre pares, que aportan sus saberes informales, no formales y/o for-
males, elaborando criterios, pautas y herramientas para convertirse en normativas 
y políticas públicas sobre el territorio que habitan” (CoDeBoNa, 2017, p.3). Así, 
la CoDeBoNa movilizó una perspectiva de participación sustantiva, intersectorial, 
transdisciplinar, con base en los territorios y a partir de criterios no solo técnicos o 
científicos, sino también de ciudadanía política. 

Por su parte, las asambleas del valle de Punilla presionaron para la realización 
de la primera y la segunda Audiencia Pública, según lo establece la ley provincial de 
ambiente, y lograron un alto grado de participación con posiciones en contra del 
proyecto por desatender las necesidades prioritarias de la población local. A ello se 
sumaron críticas a las irregularidades del procedimiento de consulta previa durante 
el procedimiento de realización del Estudio de Impacto Ambiental, por ejemplo, a 
poblaciones indígenas afectadas, tal y como exige la legislación y tratados interna-
cionales (Organización de las Naciones Unidas). En general, sus voces incluyen un 
cuestionamiento a la idea clásica de “progreso” que representarían las obras viales, 

26 Los análisis de Hincapié (2017) son ejemplos de esta línea. En de la Vega (2020), también valoramos que las 
demandas por procedimientos de remoción o deposición de cargos públicos eran expresión de la restitución 
de mandatos imperativos en la relación de representación política.
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pero que no se construye y proyecta desde la participación efectiva, real y democrá-
tica de la población, donde los habitantes puedan elegir cómo quieren vivir.

El caso de VUDAS nos permite comprender otro aspecto de los efectos sobre 
las relaciones y capacidades democráticas. El proceso de politización alrededor del 
conflicto vuelve entendible la emergencia de una nueva forma de subjetividad po-
lítica: las defensoras ambientales. Ya no se trata de la reivindicación de nombres 
como ciudadanos o vecinos y vecinas, que alguna vez sirvieron para referenciar los 
sujetos protagonistas de luchas ambientales. La apuesta se intensifica con la carga 
antagonista que tiene el concepto de defensora ambiental. En el uso que hace la 
organización VUDAS, se trata de la participación activa y protagonista de mujeres 
que se dedican a la protección y salvaguardia de los territorios y sus comunidades 
en contextos de amenazas derivadas de actividades extractivas, megaproyectos o po-
líticas públicas extractivistas. El uso del femenino busca visibilizar el hecho de que 
la gran mayoría de personas que se encuentran en guarda respecto de los territorios 
son mujeres y su relevancia como hecho político. Se trata de mujeres que en su 
mayoría no cuentan con experiencias de lucha anteriores y que su participación 
política en la asamblea ambiental barrial es su primera experiencia organizativa. 

4. Conclusión 

Sobre el comienzo de este capítulo, presentamos dos objetivos: identificar las 
notas más destacadas en los últimos diez años de la dinámica de expropiación ca-
pitalista en torno a los bienes naturales del territorio cordobés, por un lado; y, por 
otro, describir las denuncias e implicancias que diversas organizaciones ambientales 
han vinculado a esta dinámica expropiatoria. 

Respecto del primero, mostramos lo que consideramos los principales cambios 
en las tendencias capitalistas que aumentan la presión sobre los usos y el acceso a 
la naturaleza. Así, a comienzos de la década de 2010, los antecedentes ya señalaban 
que el modelo de desarrollo del agronegocio –dinamizado por la soja– se presen-
taba como un patrón de acumulación basado en la intensificación agrícola y la 
sumisión de la actividad industrial a la primaria. A su vez, y hasta la crisis de 2008, 
el mercado inmobiliario privado cordobés se concentraba casi exclusivamente en 
desarrollos orientados a medianos y grandes ahorristas o inversores, mientras que 
el mantenimiento de la obra vial para garantizar la circulación de personas, bienes y 
servicios había quedado mayormente en manos de empresas privadas –como Cami-
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nos de la Sierras S.A.–. Diez años después, sobre el inicio del 2020, el agronegocio 
se muestra como un modelo de producción que continúa siendo el gran dinami-
zador de la dinámica expropiatoria de naturaleza, con un podio compartido para 
la producción de la soja y el maíz. La vinculación subordinada de la producción 
ganadera intensiva y el vertiginoso crecimiento de la industria de agrocombustibles 
se muestran como notas destacadas del periodo; y el sector inmobiliario residencial 
y turístico continuó su crecimiento y presión sobre los usos del suelo. 

Así, para la década de 2020, la profundización de las conexiones económicas 
transectoriales organizadas en torno a la producción primaria son la nota más reco-
nocida27. Ello nos arroja un modelo que se presenta “extractivista” en los términos 
en los que Gago y Mezzadra (2015) han reclamado delimitar el fenómeno: un mode-
lo que tiene en su corazón al agronegocio, pero que además: i) se organiza con y más 
allá de la extracción y exportación de materias primas, ii) desarrolla operaciones 
y circuitos extractivos con el sector industrial y el sector de servicios, y iii), por lo 
anterior, presenta un aterrizaje territorial que no puede asociarse al paisaje rural o 
no urbano solamente o a priori. 

Lo anterior no sería posible sin una sostenida inversión de obra pública vial que 
se reactivó en 2010. El papel del Estado provincial en este sentido es contundente y 
obliga a poner entre paréntesis las posiciones que diagnostican una retirada o una 
desinversión pública, aunque esa sea la orientación en el nivel nacional. En efecto, 
este aspecto se une a estudios previos como el de Forlani (2025) que afirman que, 
aunque no es exclusiva de esta provincia, la imbricación agronegocio-estatalidad 
provincial tuvo una manifestación categórica en el desarrollo del modelo de agro-
negocios; o como el de Villarreal que caracteriza a partir de una reconstrucción 
histórica que, entre mediados de la década de 1990 y 2016, el estado provincial 
operó como como un “asegurador agrario” (2023, p.148). Un análisis posterior 
sugiere que esta forma de intervención estatal debe compararse con el desarrollo y 
la orientación de políticas ambientales provinciales que emergieron en el periodo 
y que también representan inversión de recursos públicos y presencia estatal en el 
territorio. 

Si sumamos a los agentes estatales –que, por su parte, no se trata ni de actores 
homogéneos ni con intervenciones estables en el tiempo– a estas conexiones tran-

27 Nuestras indagaciones aún no han explorado las particulares dinámicas y dimensiones del sector financiero, 
pero es indudable su participación en esta articulación extractiva.
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sectoriales que organizan la economía extractiva de naturaleza en Córdoba, nos 
encontramos ante una multiplicación de agentes y sus vínculos que conlleva una ex-
presión extensiva y entrelazada del modelo en casi todo el territorio de la provincial. 
No obstante, una mirada que se reclame en la tradición de la Economía Política no 
podría dejar de advertir que se trata de una coexistencia no exenta de conflictos o 
contradicciones ya dentro de la clase capitalista, ya con los agentes e instituciones 
estatales; y, por supuesto, con los colectivos y asambleas que denuncian y resisten 
semejante red expropiatoria. 

La activación y la lucha de colectivos, asambleas y comunidades organizadas en 
defensa de la naturaleza ha desafiado ciertamente estas configuraciones de la diná-
mica extractiva de la economía capitalista al denunciar la amplia gama de efectos 
dañinos y riesgos. Por eso siempre son nuestro termómetro. Si bien desde inicios 
del siglo XXI se ha mantenido constante la presencia de las luchas ambientales en 
Córdoba, no se trata de acciones disruptivas que se distribuyan de manera homo-
génea en todo el territorio. Ello nos permite entender, en la mirada panorámica y 
tal como indica Barrera Calderón (2025), que Córdoba se presenta como una pro-
vincia bisagra donde coexisten, de manera tensa, territorios plenamente integrados 
a la lógica del agronegocio y espacios en proceso de incorporación conflictiva, en 
los que el capital despliega estrategias de apropiación, disciplinamiento territorial y 
reorganización institucional. Considerando el despliegue de sujetos, de denuncias 
y de efectos. 

En sintonía con otras formas de la conflictividad social, entre 2015 y 2025 las 
luchas ambientales continuaron reclamando su lugar en la escena política cordobe-
sa, pero con una presencia sectorial y fragmentada tanto en términos territoriales, 
organizativos, subjetivos y de horizontes políticos, que para quienes nos importan 
los proyectos de justicia social, equidad y democracia, no podemos sino advertir y 
disponer nuestras energías políticas para construir. 
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CAPÍTULO II

CAPTURA ESTATAL Y TRANSICIÓN ENERGÉTICA:  
LA CONSOLIDACIÓN DE LA PROVINCIA DE CÓRDOBA 

COMO ENCLAVE PRODUCTIVO DE AGROETANOL  
EN EL PERIODO 2022-2025

Erika Saccucci28 
Selim Lamas29

1. Introducción

En los últimos quince años la provincia de Córdoba (Argentina) se consoli-
dó como un enclave estratégico para la producción de agroenergías, especialmente 
“bio”etanol a base de maíz, en el marco de una crisis energética mundial y del au-
mento de la demanda de agrocombustibles para la transición energética (Saccucci y 
Reinoso, 2023). Esto supuso una reconfiguración del agronegocio fuertemente im-
pulsada por el diseño y ejecución de políticas públicas nacionales y sobre todo loca-
les de promoción de la actividad, a pesar de las impugnaciones que realizan diversas 
organizaciones sociales que denuncian la contaminación y critican que puedan ser 
consideradas energías “verdes” (Saccucci, et. al., 2022). 

En este marco, este artículo se inscribe en proyectos de investigación más am-
plios, en los cuales sostenemos que los discursos vinculados a la sostenibilidad-tran-

28 Docente e investigadora en la Facultad de Ciencia Política y Relaciones Internacionales de la Universidad 
Católica de Córdoba-Unidad Asociada al CONICET; investigadora Adjunta del Consejo Nacional de Inves-
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doctoral en el marco del Programa Posdoctoral de Estudios de América Latina, organizado por la Universidad 
Nacional de Villa María.

29 Licenciado en Ciencia Política por la Facultad de Ciencia Política y Relaciones Internacionales de la Uni-
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sición energética-economía circular, expresan un proceso de reacomodo de la racio-
nalidad neoliberal que reconoce los límites del crecimiento económico a los fines 
de garantizar la acumulación (Saccucci y Reinoso, 2024a). En ese sentido, estos 
procesos, lejos de significar una ruptura o cambio sistémico, habilitan la reproduc-
ción general del modo de acumulación a partir de un nuevo discurso orientado a la 
maximización de las ganancias en función de la reducción de costos de producción 
y el aprovechamiento intensivo y repetido de las materias primas. 

De acuerdo a investigaciones desarrolladas por este equipo, existe un conjun-
to de políticas públicas que se presentan como discursos orientados a proteger el 
ambiente, pero que tienen efectos significativos en la renovación y reproducción 
de dinámicas extractivas sobre los territorios, lo que reintroduce o amplifica focos 
de conflictividad y resistencia de las comunidades. Estos discursos producen una 
economización de la naturaleza como condición de posibilidad de las nuevas diná-
micas extractivistas que se asientan sobre la financierización de los bienes comunes 
y nuevos procesos de extracción intensiva (Saccucci, Ávila Castro, Reinoso y de la 
Vega, 2025).

Valiéndonos de los aportes de Oszlak y O’Donell (2007) entendemos a las po-
líticas públicas como resultado de disputas de poder entre sectores y clases sociales 
que se cristalizan en la agenda de gobierno en un momento determinado y en el 
desarrollo de específicas acciones de gobierno. En esta línea, uno de los puntos en 
los que hacemos énfasis en este trabajo es en la dinámica de correlación de fuerzas 
que atraviesa todo el proceso de toma de decisión y posición respecto de la política 
referida a los agrocombustibles, tanto al interior del sector energético y productivo, 
como en su interacción con las lógicas estatales y de la sociedad civil. Asimismo, 
entendemos a las políticas públicas en un sentido amplio y no restrictivo, entre las 
cuales podemos mencionar las siguientes: la aprobación de un conjunto de leyes 
nacionales y provinciales de promoción, restricción y excepción; firma de convenios 
público-privados, firma de convenios entre organismos públicos y desarrollo de in-
fraestructura, obras y servicios públicos (Saccucci y Reinoso, 2024b).

En este sentido, hemos identificado que la economía circular opera como una 
línea directriz de la narrativa configurada por las políticas públicas, donde la cadena 
de valor del agroetanol es presentada como ejemplo exitoso de implementación de 
una economía circular sostenible. En los últimos años se han desarrollado diversas 
innovaciones tecnológicas que han permitido la incorporación de nuevos eslabones 
a este esquema, profundizándolo. Sin embargo, aquí ofrecemos un análisis crítico 
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que impugna que este círculo sea sostenible al ponderar las consecuencias ambien-
tales, sanitarias, sociales, políticas y territoriales de este esquema productivo y de 
gobernanza actual que hemos definido como corporativa (Saccucci, en prensa).

En este marco, este artículo tiene por objetivo actualizar el análisis del desarrollo 
del sector de agroetanol en los últimos 3 años (2022-2025) a partir de un releva-
miento de políticas públicas nacionales, provinciales y municipales y de noticias pe-
riodísticas sobre reconfiguraciones del sector. Este análisis se concentra en el rol de 
las políticas públicas, de los tipos de intervenciones del Estado y sus articulaciones 
con el desarrollo de innovaciones tecnológicas que habilitan renovados mecanis-
mos de generación de valor y despojo. 

El análisis de los datos que presentamos a continuación muestra que Córdoba 
se consolidó en los últimos tres años como un laboratorio de transición energética 
donde confluyen políticas públicas de fomento, innovaciones técnicas y resistencias 
sociales. El discurso de la economía circular permitió legitimar la incorporación 
de nuevos eslabones en la cadena de valor del agroetanol, pero sus consecuencias 
ambientales y sanitarias demandan una mirada crítica que contemple tanto los pro-
cesos institucionales como las luchas territoriales. Este doble movimiento confirma 
que más que una energía limpia, el agroetanol funciona como vector de reorganiza-
ción del agronegocio en clave verde, en un proceso de gobernanza corporativa que 
reproduce desigualdades y abre interrogantes sobre la justicia ambiental y social de 
la transición en curso.

Así, sostenemos que el período 2022-2025 se caracterizó por una profundiza-
ción de la ofensiva estatal cordobesa, expresada en un entramado de políticas públi-
cas que, lejos de limitar o regular el accionar del capital, reprodujeron y ampliaron 
su margen de acción bajo el discurso de la sostenibilidad y la transición energética. 
Este proceso puede ser analizado en términos de captura del Estado, entendida no 
solo como cooptación institucional, sino como una forma estructural de subordi-
nación del aparato público a la lógica de acumulación privada, mediante la cual el 
Estado se convierte en agente activo de promoción, financiamiento y legitimación 
del modelo agroenergético. La captura se materializa en un proceso de dinamiza-
ción económica fuertemente estadocéntrica, donde los recursos públicos (subsidios 
fiscales, líneas de crédito, infraestructura y desarrollo científico) son orientados a 
sostener la competitividad del capital agroindustrial corporativo y concentrado, re-
duciendo sus costos y asegurando su expansión territorial. De este modo, Córdoba 
se consolida como un laboratorio a cielo abierto de innovación productiva, donde 
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las retóricas de la economía circular y la descarbonización encubren una intensifi-
cación de las lógicas extractivas. La captura estatal no solo implica la socialización 
pública de los costos económicos de la transición, sino también la socialización de 
sus efectos socioambientales, al trasladar a la sociedad y a los territorios los impac-
tos de la contaminación, la concentración y la degradación ecológica derivados del 
modelo agroenergético vigente.

2. Perspectiva teórica: transición energética y políticas públicas

La discusión en torno a la transición energética debe comprenderse en un mar-
co más amplio donde los lenguajes de la sostenibilidad, la economía circular y la 
innovación tecnológica operan como dispositivos legitimadores de un modelo de 
desarrollo que no rompe con las lógicas extractivas previas, sino que las reacomoda 
bajo nuevas narrativas. Desde la ecología política latinoamericana y la perspectiva 
de la justicia ambiental, distintos autores advierten que esta transición, lejos de 
constituir un quiebre sistémico, representa la adaptación de la racionalidad neoli-
beral a las exigencias ambientales contemporáneas, permitiendo la continuidad de 
un patrón de acumulación basado en la maximización de ganancias mediante el 
uso intensivo de recursos y la externalización de costos socioambientales (Saccucci 
y Reinoso, 2024). Este proceso de transición es fuertemente dinamizado a nivel in-
ternacional por organismos como la ONU y a nivel nacional-local por los gobiernos 
que a través de diversas políticas públicas fomentan este proceso. 

Según Oszlak y O’donnell (2007) la razón para estudiar las políticas públicas y 
sus impactos radica en la importancia de contribuir al conocimiento sobre el Esta-
do latinoamericano y los actuales patrones de dominación. Los autores nos instan 
a preguntarnos sobre cuáles son las formas en que los gobiernos actúan o inciden 
en la distribución de recursos de las sociedades, en el orden global y en los cambios 
sociales.

En este artículo, y siguiendo esta línea, nos alejamos de considerar a las políticas 
públicas como meras decisiones públicas (outputs) generadas a partir de la identi-
ficación de necesidades o demandas sociales (inputs) por parte de un conjunto de 
instituciones y funcionarios públicos en interacción con otros actores de un sistema 
político. Más bien, partimos de entender a la política pública como expresión o 
resultado de disputas de poder entre sectores y clases sociales que se cristalizan en la 
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agenda de gobierno en un momento determinado y en el desarrollo de específicas 
acciones de gobierno (Saccucci y Reinoso, 2024b).

Concretamente, la política pública puede entenderse como la toma de posición 
del Estado frente a una “cuestión” problematizada que se explicita en la intención 
de intervenir a través de un conjunto de acciones –formalizadas o no– u omisiones 
(Oszlak y O’donnell, 2007). Tal y como advierten los autores, 

“Incluye decisiones de una o más organizaciones estatales, simultáneas o sucesi-
vas a lo largo del tiempo, que constituyen el modo de intervención del Estado 
frente a la cuestión. De aquí que la toma de posición no tiene por qué ser unívo-
ca, homogénea ni permanente. De hecho, suele ser todo lo contrario” (p.565).

Es decir que las políticas no suceden espontáneamente, sino que tienen una 
intencionalidad tanto en su accionar manifiesto como en la inacción. En ese senti-
do, las posiciones adoptadas por el Estado pueden ser de dos tipos: inacciones, que 
son “los temas” frente a los cuales el Estado decide no actuar –o “cajonearlo”–; y 
las acciones que a su vez pueden ser exógenas (respuestas a demandas externas) o 
endógenas (iniciativas del aparato estatal) (Álvarez Huwiler y Bonnet, 2022). Con-
cretamente el Estado toma posición respecto de los “temas” o las “cuestiones” que 
forman parte de la agenda de gobierno, por lo que en definitiva una política pública 
por lo general es una forma de intervención sobre un problema que es parte de esa 
agenda en permanente construcción y disputa.

Asimismo, resulta particularmente relevante destacar en la formulación de las 
políticas públicas y de una agenda de gobierno, la presencia de “arenas” donde se 
van resolviendo los conflictos y disputas en torno a la toma de decisiones. Desde 
esta perspectiva todo el proceso de diseño, ejecución, comunicación e implementa-
ción de las políticas públicas está atravesado por lógicas de conflicto-consenso entre 
diferentes actores sociales que pujan por sus propios intereses: 

“Las arenas representan la dimensión, traducida en espacios y contenidos, don-
de los intereses de los diferentes actores entran en conflicto. Ante la necesidad 
de anticipar los resultados, satisfactorios o insatisfactorios, los actores entran 
en disputa tratando de minimizar sus pérdidas y/o maximizar sus ganancias” 
(Krajevski, Mantovaneli Junior y Theis, 2020, p.266).

Con todo ello, aquí nos interesa resaltar el lugar relevante que la “cuestión” de 
la agroenergía en general, y de la producción de agroetanol en particular, ha toma-
do en la agenda de gobierno tanto nacional como provincial en las últimas décadas, 
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siempre como resultado de disputas de poder. Esto se materializa y evidencia en un 
conjunto de prácticas estatales orientadas- por acción u omisión- no solo a generar 
las condiciones de posibilidad del desarrollo y expansión de la producción de agro-
combustibles y de agroetanol, sino también a legitimar socialmente intereses parti-
culares del agronegocio para contrarrestar las cada vez más visibles impugnaciones a 
esta forma de transición que se manifiesta en conflictos socioambientales (Saccucci 
y Ávila Castro 2020).

3. Presentación del caso de estudio y decisiones metodológicas

Los discursos de transición energética emergen en el marco de la crisis fósil 
y de reacomodos en la geoestrategia mundial. La crisis de disponibilidad fósil ha 
sido percibida por diversos Estados como una oportunidad de “desarrollo”, espe-
cialmente para países con economías emergentes fuertemente asentadas sobre la 
producción de alimentos. Por ejemplo, la India ha fijado como meta alcanzar un 
corte del 30% de bioetanol en 2030 (Das, 2020), o la directriz de Estados Unidos 
de ampliar las mezclas de biodiésel. Esta reconfiguración del escenario internacio-
nal tracciona reconfiguraciones productivas en Argentina en general, y en Córdoba 
en particular ya que su economía se asienta mayoritariamente sobre el agronegocio 
y la agroindustria. Así, este contexto internacional ha generado un nuevo mercado 
en torno a la bioeconomía. En consecuencia, la transición energética provincial 
no se explica solo por su normativa interna, sino también por su articulación con 
tendencias y presiones globales que condicionan su matriz productiva.

A su vez, los agrocombustibles no pueden ser analizados únicamente desde su 
potencial de sustitución de fuentes fósiles, sino desde los procesos políticos, pro-
ductivos, sanitarios y territoriales sobre los cuales se sostienen. Para comprender 
el rápido desarrollo del sector agroenergético en la provincia de Córdoba, resulta 
clave examinar el rol que desempeñaron las políticas públicas. Al marco nacional 
conformado por la Ley 26.093 “Régimen de Promoción para la Producción y Uso 
Sustentables de Biocombustibles en Argentina”, vigente entre 2006 y 2021 y por 
la Ley 27.640 “Marco regulatorio de biocombustibles”, sancionada en 2021 y aún 
vigente, se sumó en Córdoba la Ley Provincial 10.721 (2020), denominada “Ley de 
promoción y desarrollo para la producción y consumo de biocombustibles y bioe-
nergía”. Esta última impulsó el uso de agroetanol y agrodiésel en el transporte y en 
las flotas públicas, consolidando a la provincia como el principal enclave agroetano-
lero del país (Saccucci y Reinoso, 2023).
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En la provincia de Córdoba, operan cinco empresas dedicadas a la producción 
de bioetanol en base a maíz, a saber: BIO4, localizada en Río Cuarto, ACABIO 
Cooperativa Limitada, emplazada en la localidad de Villa María; Promaíz, situada 
en la población de Alejandro Roca y Porta Hnos. localizada en el corazón de barrio 
San Antonio, dentro de la ciudad de Córdoba. 

Esta actividad productiva, inexistente en la provincia antes del 2012, se profun-
dizó a partir de una serie de políticas públicas que dieron forma a lo que los gobier-
nos locales y provinciales presentan como “economía circular”. En investigaciones 
propias anteriores analizamos la vinculación discursiva que se construye en las po-
líticas públicas entre agroetanol-economía circular, presentándose como ejemplo 
exitoso de prácticas sustentables. Esto implicó una adaptación y resignificación del 
concepto de economía circular, ya que el eje no está puesto en el uso reiterado de 
la misma materia prima, sino en el agregado de valor y de la inclusión de nuevos 
eslabones en la cadena. Es decir, no se trata de un sistema cerrado de (re)produc-
ción, sino de la consolidación de una nueva cadena de valor articulada en torno a 
las agroenergías y al agronegocio (Saccucci y Reinoso, 2024a).

La capacidad del sector productor de agrocombustibles se profundizó a partir 
de la incorporación de un modelo de economía circular que impulsa el aprovecha-
miento de estas cadenas de valor y la “eliminación de los residuos”, lo que permitió 
la articulación de diversas actividades económicas y nuevas alianzas transectoriales 
dentro del agronegocio (Saccucci y Reinoso, 2023). Este proceso se ha desarrollado 
en el marco de impugnaciones sociales y denuncias por contaminación (Saccucci 
et al., 2022). 

Así, la “circularidad” de la cadena se organiza a partir de la producción primaria 
del maíz transgénico, lo cual aumenta la dependencia del “paquete tecnológico” 
(semillas modificadas genéticamente más agrotóxicos necesarios para su activación); 
aumento del monocultivo o bien reducción de la rotación de cultivos necesaria para 
la regeneración de la tierra; traslados diarios de toneladas de maíz transgénico desde 
el campo a las medianas y grandes ciudades donde se encuentran las destilerías (Río 
Cuarto, Alejandro Roca, Villa María, San Francisco y Córdoba Capital). Los secto-
res agroenergéticos sostienen la necesidad de mejorar la conectividad urbana por 
lo cual esto profundiza la presión por la construcción de autovías; destilación en 
las ciudades, que genera contaminación y múltiples afecciones a las comunidades 
aledañas; con los “descartes” del proceso de destilación estos sectores han produci-
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do la “burlanda”, alimento balanceado a base de agrotóxicos para la ganadería con 
método “feedlot”. En la imagen a continuación se visibilizan estos eslabones:

Imagen 1. Eslabones de la cadena de valor del agroetanol

Fuente: producción propia 

Para esta investigación desarrollamos un análisis documental de diversas fuentes 
tales como normativas y políticas públicas nacionales, provinciales y municipales, 
informes elaborados por los principales actores involucrados y notas periodísticas y 
de prensa oficial. La integración de estos tres tipos de documentos conformó nues-
tro corpus de trabajo, con el objetivo de acceder a la diversidad de instrumentos y 
políticas y los impactos que tienen en el sector del agroetanol. 

Para cumplir con nuestro objetivo de investigación hemos realizado un análisis 
de contenido cualitativo de un corpus construido a partir de la sistematización de 
notas periodísticas publicadas durante el período 2022-2025 en periódicos naciona-
les y locales respecto de los cambios en el sector agroenergético, así como también 
de innovaciones tecnológicas asociadas al sector; pronunciamientos y comunicados 
de diversas entidades públicas (por ejemplo Portal de la Legislatura de Córdoba) e 
información y videos recabados de los portales de diversas empresas vinculadas a 
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la actividad (en el Anexo 1 se han incorporado los documentos que conforman el 
corpus que han sido efectivamente citados en el análisis de datos). 

Asimismo, nos propusimos diversificar las fuentes, de modo que seleccionamos 
notas de medios gráficos digitales nacionales de gran tirada: La Nación, Infobae; 
portales institucionales oficiales nacionales y provinciales: Gobierno de la Nación, 
Infoleg y portales de Universidades Nacionales, Rentas Córdoba y Banco de la Pro-
vincia; y medios gráficos sectoriales y locales que difunden las novedades vinculadas 
a los agrocombustibles.

A partir de dicho relevamiento conformamos un corpus donde se realizó un 
análisis de contenido (Krippendorff, 1990). Para ello diseñamos una estrategia de 
aproximación consistente en varias dimensiones. En un primer momento realiza-
mos una lectura minuciosa del corpus, para luego comenzar a indizar algunos ele-
mentos discursivos que advierten sobre posibles relaciones a partir de identificar 
palabras claves como «biocombustibles», «agroindustria», «bioetanol», «economía 
circular», «sostenibilidad» y «producción de maíz». La técnica de análisis de conteni-
do implica la lectura general de toda la documentación, su posterior segmentación, 
indización y tematización de aquellos extractos sugerentes. Finalmente procedimos 
a releer estas selecciones para identificar los aspectos característicos en relación a 
nuestro objetivo de investigación. A partir del análisis de contenido identificamos 
unidades de sentido que emergen de los propios discursos analizados y refieren a 
los temas principales de las narrativas sobre la economía circular y la producción 
de agrocombustibles. 

4. Políticas Públicas de fomento del agroetanol

A continuación analizamos las políticas públicas que han tenido impacto en el 
sector de agrocombustibles, en los niveles nacionales, provinciales y municipales en 
el periodo estudiado. En términos generales estas políticas han tenido por objetivo 
el fomento de esta actividad, más que intenciones regulatorias, en sentido estricto. 
Así, primero analizamos diversas políticas fiscales, cuyo eje central está dado por 
exenciones al sector, mientras que en el segundo apartado analizamos una serie de 
políticas públicas provinciales orientadas al establecimiento de una demanda públi-
ca cautiva de agroetanol y, en tercer lugar, analizamos el rol clave del municipio en 
el desarrollo de innovación tecnológica para la intensificación extractiva. Por últi-
mo, indagamos los efectos de estas políticas públicas multinivel en el sector produc-
tivo del agroetanol, como eslabón dinamizador del agronegocio en la actualidad.
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4.1. La producción del marco normativo y fiscal: RIGI y exenciones 
“estratégicas” locales
A nivel nacional, en el 2024 se aprobó en Argentina el Régimen de Incenti-

vo para Grandes Inversiones (RIGI) como un instrumento de política económica 
mediante la “Ley de Bases y Puntos de Partida para la Libertad de los Argentinos” 
(Ley N.º 27.742), orientado a promover la radicación de proyectos de gran escala, 
principalmente en sectores intensivos en capital y recursos naturales. Los sectores 
económicos incluidos expresamente en el RIGI son: foresto-industria, turismo, in-
fraestructura, minería tecnología, siderurgia, energía y petróleo y gas. 

Desde una perspectiva crítica, el régimen puede ser interpretado como un dis-
positivo estatal que prioriza la atracción de inversiones mediante amplios beneficios 
fiscales, aduaneros y cambiarios, así como garantías de estabilidad normativa de 
largo plazo, configurando un marco de excepción regulatoria frente a otros sectores 
productivos. En este sentido, el RIGI se inscribe en una matriz de desarrollo que 
refuerza lógicas extractivas y de inserción subordinada en la economía global, al 
tiempo que reconfigura las relaciones entre Estado, territorio y capital, desplazando 
el foco de la política pública en términos reguladores de la actividad económica, 
hacia la maximización de condiciones de rentabilidad para grandes inversiones. La 
sanción del RIGI creó un marco para que las provincias compitan por la radicación 
de grandes capitales. 

No obstante, cabe mencionar que su aprobación generó un marcado desconten-
to social y protestas en distintas provincias del país, donde organizaciones sindica-
les, ambientales y de pueblos originarios denunciaron que el régimen profundiza 
las desigualdades territoriales, favorece la concentración del capital y debilita la 
capacidad regulatoria del Estado (El Submarino Jujuy, 2024). Diversas ONGs advir-
tieron además que los privilegios fiscales y la desregulación que promueve el RIGI 
“perjudican la protección del ambiente” y podrían “convertir a la Argentina en un 
refugio del lavado de activos” (LM Neuquén, 2024)

En este sentido, en octubre de 2024, la Legislatura de Córdoba sancionó la Ley 
Provincial 10.997, materializando la adhesión provincial al RIGI nacional (Rentas 
Córdoba, 2024a) y sumando nuevas exenciones económicas. El gobierno provincial 
presentó la ley local como un “esquema superador” al modelo federal, manteniendo 
la tradición cordobesa de establecer su “propio modelo de todo” (Infobae, 2024). El 
“plus” cordobés reside en su capacidad de establecer un blindaje regulatorio local 
para los capitales concentrados. La Ley 10.997 no sólo adhiere al RIGI, sino que 
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garantiza la estabilidad fiscal en tributos provinciales, profundizando los beneficios 
económicos y exenciones más allá del alcance nacional (Puntal, 2024). Además, la 
normativa faculta al Poder Ejecutivo provincial para aplicar medidas adicionales 
para alentar la radicación de inversiones (obras de infraestructura complementa-
rias, programas de capacitación); y lo más relevante, la posibilidad de ampliar el 
régimen de beneficios a otras actividades económicas consideradas estratégicas para 
Córdoba, superando la limitación de los ocho sectores enlistados en el RIGI nacio-
nal.

Esta maniobra regulatoria provincial transforma la autonomía en una ventaja 
comparativa. Al crear un RIGI provincial complementario, Córdoba establece un 
mecanismo de blindaje regulatorio que asegura la estabilidad fiscal provincial por 
largos periodos de tiempo y extiende incentivos ad hoc al sector agroenergético tales 
como exenciones y reducciones en tributos provinciales –impuesto a los Ingresos 
Brutos (IIBB), Impuesto Inmobiliario y Sellos– por períodos que pueden variar 
según la actividad (entre 3 y 14 años para exenciones fiscales), además incorpora 
herramientas complementarias como certificados de crédito fiscal, beneficios adua-
neros y facilidades cambiarias establecidas en el régimen nacional, y la posibilidad 
de la provincia de ofrecer obras de infraestructura, asistencia técnica, capacitación 
y regímenes promocionales adicionales para proyectos que considere estratégicos. 

Tabla 2. Instrumentos provinciales de fomento directo a la producción 
de agrocombustibles (2023-2025)

Política/
Instrumento

Nivel/
Organismo

Tipo de Beneficio Detalle Efectos

Exención IIBB
Ley Tributaria 
Provincial (2024)

0% de Ingresos Brutos 
a la comercialización de 
biocombustibles

Subsidio fiscal directo, 
eliminando costos 
operativos

Exención/
Reducción 
Imp. 
Automotor

Decreto 67/2024 
(Feb 2024)

Reducción del 
50% en Impuesto 
Automotor a vehículos a 
biocombustibles

Incentiva la demanda 
y el consumo de cortes 
superiores (E17/B20) a 
nivel local

Línea de 
Crédito

Bancor (“Dale 
BIO”)

Financiamiento para 
infraestructura y 
equipamiento (plantas/
tanques)

Apoyo al capital de 
inversión, asegurando la 
expansión productiva.

Fuente: elaboración propia a partir de análisis
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Así, determinadas actividades vinculadas a la producción y transformación de 
biocombustibles cuentan con tratamientos diferenciales en el Impuesto sobre los 
Ingresos Brutos, incluyendo exenciones o alícuotas reducidas, conforme a la Ley 
Impositiva Anual de la Provincia de Córdoba del año 2024. En particular la produc-
ción primaria y la figura de la “mera compra” tributan alícuota 0 % en el Impuesto 
sobre los Ingresos Brutos, mientras que las fases de industrialización y comercializa-
ción se encuentran sujetas a tratamientos diferenciales o gravámenes positivos, aun-
que bajos, (3 o 4% para la comercialización mayorista de agrocombustibles) según el 
tipo de actividad y su encuadre normativo. Este diseño configura un beneficio fiscal 
selectivo, concentrado en los eslabones iniciales de la cadena.

Por último, el Decreto N° 67/2024, publicado en febrero de 2024, estableció 
una reducción del 50% del Impuesto a la Propiedad Automotor para vehículos 
propulsados principalmente con agrocombustibles (Rentas Córdoba, 2024b). Esto 
se complementa con una reducción del 20% en las tasas por patentamiento de ve-
hículos 0 km y una quita total (100%) sobre el Impuesto de Sellos en unidades que 
utilicen biocombustibles.

Este “blindaje regulatorio” debe ser entendido como un acto político para la 
retención y expansión del capital bioindustrial considerado necesario para la con-
solidación del enclave agroenergético. El “blindaje regulatorio” implica una transfe-
rencia del riesgo económico y normativo desde los grandes proyectos de inversión 
hacia las finanzas públicas provinciales, al restringir la capacidad futura del Estado 
de ajustar su política fiscal y regulatoria frente a cambios macroeconómicos, sociales 
o ambientales.

Además del RIGI, la Ley Impositiva de la Provincia de Córdoba para el ejerci-
cio 2024, junto con sus decretos reglamentarios, consolidó el posicionamiento del 
sector agroenergético mediante la prórroga de exenciones fiscales directas (princi-
palmente en el Impuesto sobre los Ingresos Brutos), configurando un tratamien-
to tributario diferencial que, en los hechos, reafirma su jerarquización como área 
prioritaria de la política productiva provincial. En este sentido, la sanción a nivel 
nacional del RIGI se entramó con políticas públicas provinciales preexistentes y 
concomitantes que tienen por objetivo el establecimiento de un régimen fiscal y 
desregulador fuertemente asentado en los agrocombustibles a partir de la amplia-
ción de las cadenas de valor que conforman el agronegocio, en la cual la anexión del 
eslabón agroenergético es entendido como estratégico. La categoría “estratégico” 
merece ser problematizada: no alude a una planificación estatal orientada al interés 
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público, sino a una lógica de priorización económica que coloca en el centro de la 
agenda a aquellas actividades capaces de maximizar la rentabilidad y atraer capital. 
En este sentido, el Estado reproduce un lenguaje propio del sector privado, donde 
la “estrategia” se asocia a competitividad y expansión antes que a la sostenibilidad o 
justicia socioambiental. Así, la noción de “estrategia” opera más como un dispositi-
vo de legitimación que como una orientación política transformadora. 

Estas políticas de abstención fiscal son mecanismos de poder fundamentales 
para el modelo de gobernanza corporativa (Saccucci, 2025). Al reducir el IIBB a 
cero y subsidiar la adquisición y uso de vehículos compatibles, el Estado provincial 
está asumiendo un gasto fiscal que, en la práctica, representa la socialización de los 
costos de la transición y garantiza la máxima rentabilidad para los productores con-
centrados. El costo del extractivismo se traslada a las arcas públicas, manteniendo 
el discurso de la eficiencia económica sin interrupciones.

A su vez, el soporte estatal se completa con herramientas financieras específicas. 
El Banco público de la provincia de Córdoba (Bancor) lanzó en 2025 la línea de 
financiamiento “Dale BIO” con el objetivo de fomentar y asistir financieramente 
la actividad agroenergética (Bancor, 2025). Esta línea incluye créditos para Micros, 
Pequeñas y Medianas Empresas (MiPyMEs) destinadas a la adquisición de equipa-
miento, maquinaria, y obras de infraestructura necesarias para la instalación de 
plantas y la producción de agroetanol a base de maíz. El apoyo financiero reduce 
las barreras de entrada y asegura el capital de inversión necesario para la expansión 
productiva del sector.

4.2. La producción de demanda: políticas de aumento de cortes y 
demanda pública cautiva
El papel del Estado provincial y de las instituciones públicas municipales resul-

tó decisivo en la consolidación del mercado del agroetanol en Córdoba. Lejos de 
limitarse a un rol regulador, el Estado provincial asumió funciones activas en la 
construcción de demanda, mediante la promoción del uso de mezclas con mayor 
contenido de agroetanol que los cortes establecidos a nivel nacional, particularmen-
te en ámbitos bajo su órbita directa como flotas públicas, servicios de transporte 
público y empresas con participación estatal. 

Estas políticas conforman estrategias de demanda inducida y uso preferente del 
agroetanol en circuitos institucionales específicos. En este marco, el Estado provin-
cial y los gobiernos municipales impulsaron esquemas de consumo público institu-
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cionalizado, entendidos como prácticas estables y formalizadas de incorporación 
del agroetanol en el funcionamiento cotidiano de organismos, servicios y entidades 
públicas, sustentadas en decisiones administrativas, contratos y convenios intergu-
bernamentales, que generaron una demanda cautiva y relativamente previsible, in-
dependiente del mercado minorista y de las decisiones individuales de consumo, 
contribuyendo a reducir la incertidumbre comercial y a estabilizar las condiciones 
de reproducción del sector productor.

Así, estas iniciativas, orientadas a incorporar los agrocombustibles en flotas 
vehiculares oficiales, universidades y dependencias estatales, configuraron un es-
cenario en el que el Estado se volvió no sólo garante de la viabilidad técnica del 
bioetanol, sino también su principal promotor y consumidor. En este marco, la in-
tervención estatal no puede entenderse únicamente como una política energética o 
ambiental, sino como parte de un proceso más amplio de institucionalización de la 
“bioeconomía circular”, en el que se articulan intereses empresariales, legitimacio-
nes científicas y estrategias de posicionamiento territorial local, nacional y regional.

En esta línea, por ejemplo, en 2024, la Universidad Nacional de Córdoba 
(UNC) anunció la incorporación de agrocombustibles en su propia flota vehicular 
oficial. Esta iniciativa busca ampliar el consumo del B20 (gasoil con 20% de agro-
diesel) o E17 (nafta con 17% de agroetanol) (UNC, 2024). Con ello, la universidad 
no sólo validó técnicamente la viabilidad de los agrocombustibles sino que además 
se constituyó como actor legitimador del discurso circular y demandante de estos 
tipos de energías. 

De forma complementaria, la provincia promovió la migración de más de 2.100 
vehículos oficiales al consumo de agrocombustibles, fomentando el uso de mezclas 
con contenidos de agroetanol superiores a los cortes mínimos obligatorios estable-
cidos por la normativa nacional, en ámbitos bajo su control directo. Estas prácticas 
no implicaron una modificación formal del régimen nacional de biocombustibles, 
sino la utilización de la capacidad estatal provincial para inducir la demanda y 
consolidar circuitos de consumo con un fuerte componente institucional. Incluso 
se desarrollaron ensayos piloto y experiencias demostrativas orientadas a visibilizar 
la viabilidad técnica del uso de mezclas con alto contenido de bioetanol. En este 
marco, se realizaron pruebas experimentales con E70 (70 % de etanol) en contextos 
controlados, así como demostraciones públicas en el ámbito del automovilismo de-
portivo, entre ellas el uso de E40 (combustible con 40 % de etanol y 60 % de nafta 
fósil) en competencias del TC2000 y de E17 (combustible con 17 % de etanol y 83 
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% de nafta) en el rally cordobés. Estas experiencias no formaron parte del régimen 
de comercialización regular de combustibles, sino que cumplieron una función sim-
bólica, técnica y política, orientada a legitimar socialmente la expansión del agroeta-
nol y a reforzar su posicionamiento como enclave provincial energético estratégico 
(Puntal, 2025). Estas experiencias se difundieron en congresos y exposiciones como 
ejemplos de innovación y competitividad, reforzando la narrativa oficial de Córdo-
ba como referente de “bioeconomía circular”.

Otro hito se dio en diciembre de 2024, cuando se inauguró en la capital pro-
vincial la primera estación de servicio pública que expende mezclas superiores de 
agrocombustibles, específicamente E17 (por encima de los cortes permitidos a nivel 
nacional). El proyecto fue impulsado por la empresa WICO en articulación con el 
gobierno provincial y municipal, y fue presentado como un ejemplo exitoso en el 
acceso ciudadano a energías limpias (EconoJournal, 2024). En términos críticos, 
esta política buscó instalar socialmente la idea de que el bioetanol constituye una 
alternativa sostenible, generando al mismo tiempo un mercado para productores 
locales como Bio4, ACA Bio, Promaíz y Porta Hnos.

Estos procesos articulados configuran un dispositivo de poder que entrama nor-
mas nacionales, provinciales y municipales, intervenciones de organismos estata-
les, universidades, empresas y organización de eventos públicos. Este dispositivo 
organiza prácticas, discursos y mercados en torno al agroetanol. Este crecimiento 
profundiza las tensiones del modelo agroextractivo, ampliando el monocultivo de 
maíz, la dependencia de agroquímicos y los conflictos territoriales ya visibles en 
experiencias como la de la planta Porta Hnos. vigente desde el año 2012.

4.3. Innovación tecnológica para la intensificación extractiva
El desarrollo del agroetanol como agroenergía depende intrínsecamente de la 

innovación tecnológica y “biotecnológica” que permite aumentar los rendimien-
tos productivos y ampliar la escala de producción sin necesidad de aumentar la 
superficie destinada a tales cultivos. Durante el periodo 2022-2025 se observó una 
convergencia de políticas nacionales y provinciales orientadas a la intensificación 
biotecnológica, aunque sin una articulación formal entre ellas. Tanto a nivel nacio-
nal, como en el ámbito local, se impulsaron iniciativas con un mismo horizonte 
productivista: optimizar la eficiencia del agroetanol, instaurar una narrativa que 
busca asociar estas energías a alternativas verdes y sostenibles y profundizar la ex-
pansión del modelo agroenergético provincial. Esta coincidencia evidencia la di-
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fusión de una misma racionalidad económica extractivista en distintos niveles del 
Estado, más que una coordinación planificada.

A nivel nacional, a finales del 2024, la Secretaría de Agricultura aprobó dos mi-
croorganismos fermentadores genéticamente modificados (levaduras)30, a través de 
la Disposición N° 48/2024 (Infoleg, 2024). El objetivo explícito de esta biotecnolo-
gía es maximizar la productividad en la agroindustria. Se estima que estas levaduras 
permitirían un incremento en la producción de bioetanol en un rango de entre 21 y 
24 millones de litros a partir de la misma cantidad de granos transformados actual-
mente (Data Portuaria, 2024). Esto supone una mayor producción, que se calcula 
que se traducirá en 15 millones de dólares anuales de adición a la producción actual 
(Ministerio de Economía, 2024).

Esta política de innovación es clave ya que en la actualidad el sector de bioe-
tanol a base de maíz percibe que la escala productiva se encuentra limitada por la 
disponibilidad del maíz. En estos discursos de los productores, se construye una 
idea de escasez de “materia prima” (maíz) –a pesar del aumento de producción de 
toneladas agregadas– lo cual limitaría el desarrollo del sector. En estos discursos se 
exalta una noción de riesgo climático: la creciente demanda de maíz se vuelve alta y 
progresivamente sensible a la volatilidad de las cosechas, como advirtieron referen-
tes del sector en la campaña productiva 2023/2024 (Agrositio, 2023). Esta noción 
de riesgo climático está desprovista de una visión reflexiva al respecto del contexto 
y las prácticas productivas lo producen y agravan. En este contexto discursivo, la 
estrategia adoptada por el Estado en articulación con el capital privado es la inten-
sificación biotecnológica.

Por otra parte, a nivel municipal destaca la creación en el año 2023 del Ins-
tituto de Transformación Energética Córdoba (ITEC) (Municipalidad de Córdo-
ba, 2022; Municipalidad de Córdoba, 2024) bajo la órbita del Ente BioCórdoba, 
con el objetivo de impulsar la investigación aplicada en energías renovables y la 
eficiencia energética (Ser industria, 2025). La creación de este organismo público 
municipal respondió a la necesidad de otorgar una base institucional al discurso de 
la economía circular, vinculando innovación tecnológica con legitimación estatal 
del modelo agroenergético. El instituto municipal, financiado con fondos públi-

30 Las levaduras aprobadas son la Saccharomyces cerevisiae GICC03671 y GICC03636 y serán destinadas 
al procesamiento de carbohidratos y granos en la producción industrial de etanol combustible y, de manera 
secundaria, se utilizará la burlanda derivada del proceso industrial como alimento para ganado.
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cos, concentra esfuerzos en investigación aplicada para optimizar el rendimiento 
industrial del agroetanol, en articulación con universidades y empresas del sector. 
Si bien se presenta como un espacio de cooperación y desarrollo tecnológico para 
la “transición energética”, en la práctica su agenda de investigación se orienta a 
resolver problemas de eficiencia productiva definidos por la propia agroindustria, 
transfiriendo resultados, infraestructura y capacidades técnicas al circuito privado.

Así, la puesta en marcha del instituto simbolizó la consolidación de una es-
trategia municipal que, en articulación con la provincia, presentó a la ciudad de 
Córdoba como “capital verde” y laboratorio de innovación. En clave crítica, esta 
institucionalización mostró cómo la circularidad se convierte en una verdadera 
“tecnología de gobierno” orientada a medir, clasificar y exhibir “sustentabilidad”, 
al mismo tiempo que se mantiene la dependencia estructural del monocultivo de 
maíz.

Si bien el discurso institucional se centra en la descarbonización y la Agenda 
2030, el ITEC está fuertemente enfocado en promover las agroenergías, especial-
mente el bioetanol. Su rol más significativo en la dinámica de gobernanza corpora-
tiva es el impulso a la instalación y desarrollo de una planta piloto para intervenir 
e investigar las variables del proceso productivo, con el propósito de mejorar el 
rendimiento de la producción de bioetanol. Esta planta es desarrollada y financiada 
enteramente con fondos públicos.

El caso del ITEC permite observar cómo los procesos de innovación pública 
pueden devenir en mecanismos de captura del conocimiento científico y tecno-
lógico estatal por parte del capital privado. En este sentido, se da una “captura 
de la investigación pública” que alude a la subordinación de la política científica 
estatal a las demandas de competitividad y rentabilidad del modelo agroenergéti-
co. La inversión pública asume el riesgo de la investigación y el desarrollo (I+D), 
mientras los beneficios derivados (patentes, mejoras de proceso, mayor eficiencia y 
eficacia y la consecuente expansión de mercados) quedan apropiados por el sector 
empresarial. Este proceso no implica necesariamente corrupción o ilegalidad, sino 
la naturalización de un modelo de gobernanza donde el Estado actúa como socio y 
garante del capital, antes que como regulador u orientador del interés público a la 
medida de las necesidades de las comunidades locales. En consecuencia, la innova-
ción científico-tecnológica deja de ser un bien público y se convierte en un vector 
de legitimación del extractivismo “verde” que sustenta la expansión del agronegocio 
bajo el discurso de la economía circular.
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En conjunto, estas dinámicas de Innovación tecnológica expresan cómo la po-
lítica científica provincial se incorpora en el entramado de promoción del capital 
agroenergético. El ITEC representa solo una de las múltiples herramientas median-
te las cuales el Estado asume un rol activo en la consolidación del sector, combi-
nando incentivos económicos, tecnológicos y regulatorios que reducen los costos 
empresariales y socializan los riesgos de la transición energética. A continuación, se 
sintetizan los principales instrumentos provinciales de fomento directo implemen-
tados entre 2023 y 2025.

Tabla 3. Instrumentos provinciales de fomento directo a la producción 
de agrocombustibles (2023-2025)

Política/
Instrumento

Nivel/
Organismo

Tipo de Beneficio 
Detalle

Efectos 

Innovación 
Biotecnológica
(Disp. 48/2024)

Nación
Sec. de 
Agricultura 

Aprobación de 
microorganismos 
GM para maximizar 
rendimiento 

Aumenta la eficiencia 
productiva por unidad de 
grano.
Estimación: incremento en 
la producción de bioetanol 
en un rango de entre 21 y 24 
millones de litros. 

Instituto de 
Transformación 
Energética 
Córdoba (ITEC) 

Municipal
Ente 
BioCórdoba

Desarrollo de I+D 
Creación de una 
planta experimental 
piloto con fondos 
públicos 

Socialización de los costos de 
investigación y desarrollo.
Apropiación privada de las 
innovaciones y beneficios 
derivados. 

Fuente: elaboración propia a partir de análisis

5. Efectos de las políticas públicas en el sector del agroetanol: 
dinamización y consolidación

El resultado directo de las políticas públicas multinivel de fomento implemen-
tadas durante el período 2022-2025 -RIGI nacional, RIGI cordobés, exenciones 
impositivas locales, establecimiento de demanda pública cautiva y financiamiento 
público de I+D aplicado al sector agroenergético fue una clara dinamización y con-
solidación del sector agroetanolero de Córdoba como enclave productivo. Ambos 
procesos, aunque estrechamente vinculados, remiten a dimensiones analíticamente 
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diferenciables: mientras la dinamización refiere a la expansión de la actividad pro-
ductiva, el aumento de volúmenes y la aceleración de inversiones, la consolidación 
alude a la estabilización estructural del sector, su especialización y profundización 
territorial y su creciente centralidad dentro del entramado del agronegocio.

Este doble movimiento no implica una retracción del Estado, sino una recon-
figuración de sus funciones, en la cual la intervención pública se orienta selectiva-
mente a fortalecer actividades económicas consideradas estratégicas. En línea con 
los aportes de García (2019), el Estado no se retira del campo productivo, sino que 
estructura el campo de acción de los actores económicos, favoreciendo a aquellos 
con mayor capacidad de acumulación y articulación transectorial. De este modo, 
las políticas públicas no solo estimulan el crecimiento sectorial, sino que ordenan 
jerárquicamente el modelo productivo, ahora reorganizado en torno a la capacidad 
gravitacional de la producción de agroetanol, reforzando un patrón de crecimiento 
económico concentrado.

Un primer efecto de esta intervención estatal es la consolidación de la tenden-
cia de crecimiento del cultivo de maíz, insumo fundamental de la agroindustria 
agroetanolera:

Cuadro 4. Cantidades producidas de agroetanol, periodo 2012-2024

Fuente: Informe de la Bolsa de Comercio de Rosario, 2025
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Tal como se expresa en la Tabla 4, si bien la campaña 2021/2022 estuvo marca-
da por condiciones climáticas adversas que redujeron los volúmenes producidos, en 
las campañas posteriores no solo hubo una recuperación, tal como indica el cuadro 
3, sino que hubo un aumento. Por su parte, la campaña 2023/2024 evidenció una 
recuperación significativa: la producción provincial de maíz se incrementó en un 
55 % respecto del ciclo 21/22, alcanzando estimaciones cercanas a los 18 millo-
nes de toneladas (Noticias agropecuarias, 2024). En lo relativo a la actual campaña 
2024/2025 los datos disponibles indican que la producción se mantiene por enci-
ma de la media histórica de la provincia. La creciente participación relativa del maíz 
sobre el total de la producción agraria y frente a la soja (Sembrando noticias, 2023) 
expresa un reordenamiento productivo inducido por políticas públicas, orientado a 
sostener aquellos complejos agroindustriales considerados más dinámicos.

Este reordenamiento no es neutral: la expansión del maíz responde a la crecien-
te demanda del complejo agroenergético y refuerza un esquema de especialización 
productiva que profundiza la dependencia de insumos biotecnológicos y la intensi-
ficación del uso del suelo. En los términos planteados por García (2019), se trata de 
un proceso de reestructuración estatal excluyente, en el cual las capacidades públi-
cas se alinean con las necesidades de los sectores más capitalizados, mientras otros 
usos del territorio y formas de producción agroecológicas quedan subordinadas.

En paralelo, se observa una marcada dinamización del volumen de agroetanol 
producido en Córdoba, particularmente durante 2024. La provincia concentra una 
proporción sustantiva de la producción nacional, con estimaciones que la ubican 
en torno al 52 % del total del bioetanol de maíz (Informe Cámara de Granos de 
Córdoba, 2024). Este dato no solo refleja crecimiento, sino que confirma un pro-
ceso de especialización territorial que consolida a Córdoba como enclave agroeta-
nolero. Tal especialización es característica de aquellos sectores que se fortalecen a 
partir de una articulación estrecha entre capital privado y dispositivos estatales que 
garantizan previsibilidad normativa, rentabilidad y estabilidad de largo plazo.

El aumento efectivo de la producción durante 2024 estuvo impulsado tanto por 
la mayor disponibilidad de maíz como por inversiones directas en capacidad instala-
da. La ampliación de la planta ACA Bio4 en Río Cuarto constituye un hito relevan-
te en este proceso (Energía estratégica, 2025). Esta inversión de US$25 millones, 
que comenzó a ejecutarse a comienzos del 2025, tiene por objetivo la ampliación 
la planta está incrementando su capacidad instalada en más del 20%, y llevar la 
producción diaria de 400 a 500 metros cúbicos (La Nación, 2025)
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Este dinamismo industrial, sumado a que la producción nacional de bioetanol 
alcanzó un récord histórico en 2024 –1,21 millones de metros cúbicos– (Banco Pia-
no, 2025), refuerza la percepción de que la principal restricción del sector no es la 
demanda, sino la disponibilidad del insumo agrícola y/o la capacidad tecnológica. 
En consecuencia, se profundizan las presiones por expandir la frontera agraria y 
por profundizar la intensificación productiva vía biotecnología, consolidando un 
modelo de crecimiento basado en el aumento de escala y la innovación técnico-tec-
nológica.

Un tercer elemento central de esta dinámica es la intervención estatal en la for-
mación de precios, potestad establecida en las legislaciones nacionales y que cons-
tantemente ha sido objeto de tensiones, disputas y lobby por parte de los sectores 
energéticos. Durante el período analizado se registraron aumentos en los precios 
mínimos regulados del agroetanol de maíz. En 2025, el gobierno respondió a los re-
clamos del sector y oficializó nuevas actualizaciones (Economis, 2025). Esta política 
no operó como un mecanismo de regulación restrictiva, sino como una herramien-
ta de aseguramiento de rentabilidad, reforzando el rol del Estado como garante de 
la reproducción económica del complejo agroenergético. En términos analíticos, 
este tipo de intervención se inscribe en los procesos de captura estatal donde el 
Estado internaliza las demandas del sector y las traduce en políticas que reducen la 
incertidumbre económica.

Finalmente, los datos productivos confirman que la dinamización del sector se 
produjo de manera simultánea a un proceso de consolidación y concentración en 
manos de grandes capitales. El crecimiento más visible proviene de la expansión de 
grandes plantas industriales y parques logísticos, como en el caso de ACA Bio4. Si 
bien existen desarrollos tecnológicos orientados a esquemas más descentralizados –
como las mini-destilerías de Porta Hnos., pensadas para cadenas feedlot y autoabas-
tecimiento– estos no han alterado sustantivamente la estructura concentrada del 
sector. De este modo, la producción de agroetanol se consolida como un enclave 
altamente concentrado, en el cual el Estado cumple un rol central como promotor, 
financiador y productor de conocimientos e innovaciones orientadas a asegurar la 
rentabilidad de los actores de mayor escala.

En conjunto, la evidencia analizada permite afirmar que las políticas públicas 
no sólo dinamizaron la actividad agroetanolera, sino que consolidaron un patrón 
de crecimiento, basado en la especialización territorial, la concentración del capital 
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y una gobernanza corporativa donde el Estado actúa como articulador clave del 
proceso de acumulación.

Reflexiones finales 

La investigación analiza que la transición energética en Córdoba se configu-
ra como un proceso que fortalece y expande el agronegocio, habilitando nuevas 
formas de acumulación bajo el discurso legitimante de la “economía verde” y la 
“circularidad”, más que como una transformación orientada a desmontar el mode-
lo extractivo. En este proceso, el Estado adquiere un rol decisivo: lejos de limitar, 
regular u orientar la transformación en función del interés público y colectivo, 
se convierte en agente productor del “ecosistema” agroenergético, desplegando un 
entramado de políticas públicas que, lejos de ser neutrales, dinamizan, fortalecen 
y consolidan al sector. Dichas políticas combinan instrumentos de fomento eco-
nómico con dispositivos de innovación científico-tecnológica que, en vez de abrir 
horizontes pos-extractivos, intensifican la lógica productivista existente.

Este análisis permite avanzar en una conceptualización de la captura del Estado 
como fenómeno estructural y no meramente asociado a prácticas ilegales o discre-
cionales. La captura se expresa en la socialización de los costos y riesgos (financieros, 
institucionales, ambientales, sanitarios y territoriales) de la transición, mientras los 
beneficios y rentas derivados de la innovación productiva, la expansión del merca-
do y el desarrollo de conocimientos son apropiados y privatizados. 

En este sentido, el ITEC constituye un caso paradigmático: la inversión pública 
asume el riesgo y desarrolla capacidades, pero los resultados se subordinan a la 
lógica de competitividad del capital agroenergético. Se trata de una captura del co-
nocimiento científico que se inscribe en una captura estatal más amplia, en la que la 
política científica, tecnológica y productiva a la medida de las demandas del sector.

Paralelamente, las experiencias de luchas territoriales visibilizan las tensiones 
y conflictos de este modelo. El conflicto con la empresa Porta evidencia cómo la 
promesa “verde” convive con impactos sanitarios, ambientales y procesos de deste-
rritorialización, configurando territorios de sacrificio. La necesidad de traducir las 
denuncias vecinales al lenguaje tecnocientífico para ser reconocidas revela asime-
trías epistémicas y límites profundos de la gobernanza vigente.

En síntesis, el artículo demuestra que la transición energética en Córdoba no 
desmantela el extractivismo, sino que lo resignifica, ampliando su sentido, prác-
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ticas y alcances territoriales. El Estado, lejos de ser contrapeso o regulador, actúa 
como socio estratégico del capital agroetanolero: dinamiza la expansión del sector, 
consolida sus posiciones estructurales de poder y legitima socialmente el proceso, 
mientras consolida un patrón de crecimiento excluyente. La transición aparece así 
menos como horizonte emancipador que como nuevo dispositivo de intensifica-
ción extractiva, sostenido por políticas públicas que reproducen dependencia tecno-
lógica, concentración empresarial y desigualdades socio-territoriales.
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Nota 03 15/12/2023 Rentas 
Córdoba

https://www.rentascordoba.gob.ar/cms/ley-n-
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Nota 04 22/12/2023 Agrositio https://www.agrositio.com.ar/noticia/232852-
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Nota 05 05/02/2024 Rentas 
Córdoba

https://www.rentascordoba.gob.ar/cms/
decreto-n-67-2024-reduce-el-cincuenta-por-
ciento-50-del-monto-a-pagar-del-impuesto-a-la-
propiedad-automotor-de-la-anualidad-2024-a-
los-vehiculos-propulsados-por-biocombustible-
susp/

Nota 06 22/02/2024 Municipalidad 
de Córdoba

https://cordoba.gob.ar/passerini-instituto-de-
transformacion-energetica-cordoba/?

Nota 07 26/02/2024 Ser Industria https://www.serindustria.com.ar/cordoba-
abre-el-instituto-de-transformacion-energetica-
con-foco-en-las-renovables/

Nota 08 10/05/2024 Fundar https://fund.ar/publicacion/el-rigi-un-
proyecto-anti-argentina/

Nota 09 16/05/2024 LM Neuquén https://www.lmneuquen.com/pais/ley-
bases-la-dura-advertencia-las-ong-contra-el-
rigi-n1113897?

Nota 10 30/07/2024 Noticias 
Agropecuarias

https://www.noticiasagropecuarias.
com/2024/07/30/la-bolsa-de-cereales-de-
cordoba-proyecta-un-nuevo-record-en-la-
cosecha-de-maiz/

Nota 11 31/07/2024 El Submarino 
Jujuy

https://elsubmarinojujuy.com.ar/los-pueblos-
originarios-cumplen-su-tercer-dia-de-resistencia-
contra-la-ley-de-bases-y-rigi/?

Nota 12 31/07/2024 Todo Noticias https://tn.com.ar/campo/2024/07/31/
la-produccion-argentina-de-bioetanol-es-octava-
a-nivel-mundial-y-cordoba-lidera-con-el-52-de-la-
mano-del-maiz/

Nota 13 01/08/2024 Acopiadores de 
Córdoba

http://www.acopiadorescba.com/content/
noticias-del-sector/otras/la-produccion-
argentina-de-bioetanol-es-octava-a-nivel-
mundial-y-cordoba-lidera-con-el-52-de-la-mano-
del-maiz

Nota 14 03/10/2024 Infobae https://www.infobae.com/
politica/2024/10/03/cordoba-anuncio-que-
adherira-al-rigi-pero-anticipo-que-tendra-un-
esquema-superador-al-del-gobierno-nacional/

Nota 15 21/10/2024 Puntal https://www.puntal.com.ar/rigi/el-regimen-
incentivo-grandes-inversiones-ya-rige-toda-la-
provincia-n226336
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Nota 16 21/10/2024 Rentas 
Córdoba

https://www.rentascordoba.gob.ar/cms/
ley-n10997-2024-adhierase-la-provincia-de-
cordoba-al-regimen-de-incentivo-para-grandes-
inversiones-rigi/

Nota 17 21/10/2024 Consejo 
Profesional 
de Ciencias 
Económicas

https://trivia.consejo.org.ar/ficha/522768-ley_
dgr_cordoba_109972024._la_provincia_de_
cordoba_se_adhiere_al-regimen-de-incentivo-
para-grandes-inversiones-rigi

Nota 18 22/10/2024 Gobierno 
Nacional 
(Argentina.
gob.ar)

https://www.argentina.gob.ar/noticias/
rigi-desde-hoy-las-empresas-podran-aplicar-al-
regimen

Nota 19 23/12/2024 Gobierno 
Nacional 
(Argentina.
gob.ar)

https://www.argentina.gob.ar/noticias/el-
gobierno-nacional-autorizo-nuevas-levaduras-
biotecnologicas-para-producir-etanol-y

Nota 20 26/12/2024 Data Portuaria https://dataportuaria.ar/nota/21019/
el-gobierno-autorizo-nuevas-levaduras-
biotecnologicas-para-incrementar-la-
produccion-de-biocombustibles/

Nota 21 2024 Universidad 
Nacional 
de Córdoba 
(UNC)

https://www.unc.edu.ar/secretaría-de-políticas-
de-sustentabilidad/autoridades-de-la-unc-
participaron-de-la-inauguración-del

Nota 22 2024 Universidad 
Nacional 
de Córdoba 
(UNC)

https://www.unc.edu.ar/secretaría-de-políticas-
de-sustentabilidad/la-unc-se-suma-al-uso-de-
biocombustibles

Nota 23 26/06/2025 La Nación https://www.lanacion.com.ar/economia/
campo/us25-millones-amplian-por-mayor-
demanda-una-de-las-principales-plantas-de-
etanol-de-maiz-de-la-nid26062025/

Nota 24 11/04/2025 Banco Piano / 
BCR

https://www.bancopiano.com.ar/Inversiones/
Servicios/Noticias/Nota/biocombustibles-
produccion-argentina-de-bioetanol-registra-
record-en-2024-bcr

Nota 25 16/04/2025 Todo Noticias https://tn.com.ar/campo/2025/04/16/
argentina-convierte-en-etanol-el-4-del-maiz-
mientras-brasil-mas-del-13-y-estados-unidos-
el-35/
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Nota 26 15/09/2025 Energía 
Estratégica

https://www.energiaestrategica.com/
bio4-amplia-su-planta-de-bioetanol-con-una-
inversion-superior-a-30000-millones-de-pesos/

Nota 27 2025 Economis https://economis.com.ar/suben-los-precios-
del-bioetanol-y-del-biodiesel/

Nota 28 Sin fecha Banco de 
Córdoba 
(Bancor)

https://www.bancor.com.ar/empresas/
prestamos/dale-bio/

Nota 29 Sin fecha La Opinión de 
Tandil

https://www.laopiniondetandil.com.
ar/2024/04/25/el-gafi-advirtio-al-gobierno-
que-el-regimen-de-grandes-inversores-convertira-
a-la-argentina-en-un-refugio-del-lavado/?
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CAPÍTULO III

LA RELACIÓN ENTRE DESIGUALDADES Y 
VULNERABILIDAD CLIMÁTICA EN LAS POLÍTICAS 

PÚBLICAS SOBRE CAMBIO CLIMÁTICO. UN ANÁLISIS 
INTERSECCIONAL Y COMPARATIVO DE POLÍTICAS 

NACIONALES Y SUBNACIONALES EN CÓRDOBA

Candela de la Vega31 
Paula Reinoso32 

Helena Mazza33 
Malena Zeballos34 
Natalia Tumas35

1. Introducción

La relación entre las políticas públicas sobre cambio climático (CC, en adelante) 
y las diversas formas de desigualdad social es compleja. Por un lado, los múltiples 

31 Investigadora Adjunta CONICET-CConFinES UNVM; Docente e investigadora en las siguientes insti-
tuciones: Facultad de Ciencias Sociales (UNC), Facultad de Ciencia Política y Relaciones Internacionales 
(UCC) e Instituto Académico Pedagógico en Ciencias Sociales (UNVM). Integrante del colectivo de investi-
gación El llano en llamas.

32 Docente e investigadora en la Facultad de Ciencia Política y Relaciones Internacionales de la Universidad 
Católica de Córdoba; Becaria posdoctoral IDEJUS (UNC/CONICET); Integrante del colectivo de investiga-
ción El llano en llamas.

33 Becaria doctoral IDEJUS (UNC-CONICET); Adscripta en la Facultad de Ciencia Política (UNC); Integran-
te del colectivo de investigación El llano en llamas.

34 Becaria doctoral CONICET-CConFinES UNVM.

35 Investigadora Adjunta, Centro de Investigaciones y Estudios sobre Cultura y Sociedad (CIECS), Consejo 
Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas (CONICET) y Universidad Nacional de Córdoba (UNC); 
Profesora Asistente, Facultad de Ciencias Médicas (FCM, UNC); Profesora Titular, Facultad de Ciencias de 
la Salud, Universidad Católica de Córdoba (UCC).
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ejes de desigualdad social, tales como el género, la etnicidad, la clase social, la edad, 
la condición de discapacidad, la orientación sexual o el estatus migratorio; deter-
minan en gran medida cómo los grupos sociales experimentan los impactos del 
cambio climático (Rigon, 2025). De hecho, la relación entre los daños y riesgos 
provocados por la crisis climática y la desigualdad en América Latina ha sido denun-
ciada desde un importante caudal de estudios que han revelado conexiones entre 
la crisis climática y las desigualdades asociadas al género (Moreano Venegas, Lang 
y Ruales Jurado, 2022; Vázquez et al., 2018), el territorio, o la etnicidad y colonia-
lidad (Rodríguez Garavito y Baquero Díaz, 2020). Por otro lado, a medida que los 
gobiernos abren sus agendas para incluir la cuestión de la crisis climática, también 
crece el riesgo de que esas políticas –en todas sus etapas– perpetúen o incluso agra-
ven las desigualdades sociales existentes. De ahí que, en la discusión internacional, 
se insiste en que las políticas adopten un enfoque que priorice a los grupos sociales 
o los territorios más vulnerables, con el fin de asegurar que las acciones contra el 
cambio climático no profundicen, amplíen o creen nuevas brechas sociales (Mar-
kkanen y Anger-Kraavi, 2019). 

En Argentina, las políticas públicas sobre CC emergieron hace relativamente 
pocas décadas. Desde los años ‘90, los pactos y acuerdos internacionales suscritos 
por el país fueron el marco general para los posicionamientos del Estado en cuanto 
a políticas públicas: nos referimos a la Convención Marco de las Naciones Unidas 
sobre el Cambio Climático (CMNUCC) ratificada en 1993, el Protocolo de Kioto 
ratificado en 2001 y el Acuerdo de París, vigente desde 2016. Sin embargo, aunque 
en 2015 se crea la Dirección de Cambio Climático, bajo la órbita del entonces Mi-
nisterio de Ambiente y Desarrollo Sustentable, es recién en noviembre de 2019 que 
esta estructura administrativa nacional queda formalizada a través de la aprobación 
de la ley nacional de Presupuestos Mínimos de Adaptación y Mitigación al Cambio 
Climático (N°27.520). Kiessling y Pacheco Alonso señalan un consenso entre acadé-
micos y estudiosos de la política climática argentina que reconoce que en los años 
anteriores a esta ley, la política de CC ha sido más bien “errática, de baja prioridad 
en la agenda pública e impulsada desde el exterior a partir de las agendas definidas 
por las negociaciones internacionales en la materia” (2023, pp. 9-10). De hecho, 
siguiendo la historización de la agenda gubernamental que hacen estos autores, 
es posible afirmar que de manera previa al inicio del gobierno de Mauricio Macri 
(2015-2020), la agenda climática fue principalmente abordada por la Cancillería 
argentina, es decir, como política exterior antes que doméstica.
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En términos de políticas públicas a nivel doméstico, es también esta ley nacional 
de presupuestos mínimos lo que constituye el puntapié a partir del cual se amplió 
el diseño de políticas con acciones específicas para abordar la crisis climática a nivel 
subnacional. Recordemos que, en nuestro país, la aplicación de políticas ambienta-
les es competencia de las provincias y el gobierno nacional solo tiene la potestad de 
sancionar leyes que establecen estándares generales de protección. Esta distribución 
de competencias explica, por caso, el avance desigual entre provincias en cuanto 
a los niveles de protección ambiental en sus jurisdicciones (cfr. Figueroa, Novas y 
Gutiérrez, 2025).

En la provincia de Córdoba, además de la coordinación normativa con el nivel 
nacional, los desafíos en materia de política pública climática no son menores si se 
trata de reconocer expresiones locales del problema y diseñar líneas de intervención 
que admitan las diferencias sociales y territoriales en la distribución de daños y 
riesgos de la crisis climática. Un informe realizado por la Fundación para el Desa-
rrollo de Políticas Sustentables (FUNDEPS) en 2022 sobre los efectos del cambio 
climático (CC) en la provincia de Córdoba reconstruye la recurrencia de fenóme-
nos climáticos extremos en el territorio provincial entre 2000 y 2020, producto del 
cambio climático: inundaciones, sequías, incendios forestales, olas de calor. Según 
esta fuente, estos fenómenos efectivamente afectaron de manera desigual a mujeres, 
grupos empobrecidos, sectores urbanos con precariedad habitacional o poblaciones 
emplazadas en zonas geográficas con mayor riesgo de incendios o inundaciones 
(Antonena et. al., 2022). 

En la escala local, la ciudad de Córdoba ha estado en el centro de la escena 
climática sudamericana en el último año debido a anomalías térmicas significati-
vas. Un estudio reciente indica que la ciudad lideró el ranking de calor atípico en 
toda Sudamérica durante el trimestre de diciembre 2024 a febrero 2025 (Climate 
Central, 2025). Un informe de Asís y Barotto (2023) registra que, siguiendo los úl-
timos datos disponibles, la ciudad emite 5,1 millones de toneladas de CO2 al año y 
representa el 1,4% de las emisiones totales del país36. A su vez, por caso, en el marco 
de un proyecto de extensión de la Universidad Nacional de Córdoba (UNC), se 
han identificado formas diferenciales concretas en las que la crisis climática afecta 
a determinadas zonas de la ciudad: respecto a otras zonas, los barrios aledaños al 

36 Según el registro del Global Covenant of Mayors for Climate & Energy, consultado a inicios del 2026, la 
ciudad de Córdoba informó por última vez la emisión anual de 4.8 toneladas métricas de dióxido de carbono 
equivalente. 
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río Suquía reúnen las características de una zona de incremento del calor urbano o 
isla de calor (Litvinoff, 2025). Como parte de este mismo proyecto, en septiembre 
de 2025 se realizó en esos barrios el primer simulacro de ola de calor de Argentina, 
donde las y los vecinos practicaron cómo actuar ante temperaturas extremas (Facul-
tad de Ciencias Médicas, 2025)37. 

Bajo este panorama, este capítulo pretende identificar si existe en el diseño de 
políticas climáticas un reconocimiento, un diagnóstico y una intervención acorde 
con la distribución diferenciada de riesgos y daños de la crisis climática según las 
condiciones de vida de diversos sectores sociales: situación de ingresos, de género, 
de educación y formación o de vivienda, entre otras. Como hipótesis orientativas, 
este estudio considera que: 

I.	 Los diagnósticos y soluciones de la agenda climática global siguen per-
meando con fuerza el diseño de políticas domésticas de cambio climático 
–especialmente cuando se trata de leyes marco–, y por ello, las políticas 
climáticas se presentan con más predisposición a “copiar” diagnósticos y 
soluciones, que a relevar las particularidades y cargas de afectación diferen-
cial en el propio territorio nacional o subnacional.

II.	 Aunque heterogéneos, y especialmente en los últimos años, el diseño de 
las políticas sobre cambio climático ha ido incluyendo diagnósticos sobre 
las maneras en las que algunas formas de desigualdad afectan el alcance de 
la vulnerabilidad climática de poblaciones y territorios, pero no delinean 
soluciones o líneas de intervención coherentes con esas carga diferenciales. 

III.	 Los diseños de las políticas subnacionales desarrollan estos diagnósticos de 
manera más ajustada e interrelacionada respecto de la realidad cordobesa, 
mientras que las políticas nacionales tienden a tratar de forma homogénea 
los riesgos, daños o vulnerabilidades climáticas de poblaciones y territorios.

El capítulo se divide en tres grandes partes38. En la primera, ofrecemos una des-
cripción de nuestro enfoque de análisis, de los materiales y los métodos utilizados. 
En la segunda parte mostramos los resultados del análisis siguiendo tres dimensio-

37 Proyecto de Extensión “Impacto en la salud del cambio climático en barrios y comunidades aledaños a la 
cuenca del Río Suquía”, de la Secretaría de Extensión, dirigido por la Dra. Susana Vanoni. 

38 Este texto es una versión revisada de una ponencia presentada en las I Jornadas de Sociología de la Facultad 
de Ciencias Sociales (UNC), “La sociedad en disputa. Luchas, horizontes y desafíos de la sociología”, desa-
rrolladas el 8 y 9 de agosto de 2024. Asimismo, el estudio forma parte de una investigación más amplia finan-

https://drive.google.com/file/d/1U-blMA9_4M4og2iBNf7alQtyXy7LbJAg/view?usp=sharing
https://drive.google.com/file/d/1U-blMA9_4M4og2iBNf7alQtyXy7LbJAg/view?usp=sharing
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nes principales: la definición del CC como problema de política pública, la delimi-
tación de los destinatarios de las políticas de CC, y la formulación de estrategias 
de intervención. Finalmente, ofrecemos lecturas finales que ponen en diálogo los 
resultados obtenidos con las hipótesis orientativas, y con debates más amplios sobre 
el diseño de la política climática doméstica y su permeabilidad a una perspectiva 
interseccional de las desigualdades y la vulnerabilidad climática de poblaciones y 
territorios. 

2. Enfoques, materiales y métodos

2.1. Sobre el enfoque de análisis 
El enfoque de análisis de políticas públicas que utiliza nuestro estudio resulta de 

una combinación de tres grandes orientaciones. 

En primer lugar, como parte de un desarrollo teórico que venimos trabajando 
en estudios previos (Saccucci et al., 2025; Torres y de la Vega, 2025; de la Vega 
y Ciuffolini, 2015), el enfoque utilizado se inscribe en una tradición del estudio 
de políticas públicas que asume que su configuración se encuentra atravesada por 
un conjunto de relaciones contradictorias, dinámicas y potencialmente conflictivas 
que se entretejen en un momento histórico de las sociedades capitalistas, tal como 
señala el viejo y conocido texto de Oszlak y O’Donnell (1995). Bajo esta perspectiva, 
y siendo fieles a nuestra trayectoria de investigación atenta a la conflictividad social 
de la época, mirar las políticas públicas no implica reconstruirlas como un acción 
racional, lineal y secuencial dirigida a resolver –o no– problemas; sino ofrecer una 
explicación sobre cómo ellas nos dan pistas sobre los dispositivos de dominación 
vigentes y sobre las pujas y fuerzas que se le resisten. A diferencia de los enfoques 
tradicionales, asumimos que las políticas e intervenciones estatales no se dispo-
nen necesaria ni automáticamente a reducir o eliminar los problemas sociales o 
las desigualdades, sino que pueden crear nuevas desigualdades o amplificar las ya 
existentes. 

En segundo lugar, este estudio se nutre de las orientaciones metodológicas de 
corte interpretativo desde donde las políticas públicas representan discursos que 
expresan y construyen sentidos, representaciones o encuadres semánticos sobre 

ciada por la Universidad Nacional de Villa María (UNVM) y la Universidad Católica de Córdoba (UCC), en 
Córdoba, Argentina.
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los problemas de políticas, las soluciones o estrategias de intervención, o sus des-
tinatarios. Aquí, la importancia analítica del análisis interpretativo no radica en 
la caracterización técnico-administrativa de las respuestas a los problemas sociales, 
sino en el modo múltiple y controversial en que se nombran, explican, interpretan 
y ponderan estos problemas en el debate público y en los instrumentos estatales 
(Hajer, 1995). 

De forma particular, se trata de un análisis cualitativo focalizado en el momento 
del diseño de las políticas públicas. Por ende, si bien se excluye lo que sucede en el 
momento de la implementación de las leyes y políticas o los efectos posteriores a 
su puesta a andar, sí destacamos que el estudio del diseño de las políticas no sólo 
permite examinar los objetivos gubernamentales enunciados en este momento de 
decisión de la política, sino también considerar que ya la existencia de un diseño de 
políticas produce “efectos” sociales relevantes (Aguilar Villanueva, 2012)39. 

En tercer lugar, el marco analítico desarrollado por O. Hankivsky para un aná-
lisis de políticas basado en la interseccionalidad (IBPA, por sus siglas en inglés) 
representa una importante y emergente contribución al campo. Vale aclarar que la 
perspectiva de la interseccionalidad excede tanto al análisis del problema del CC 
como al problema de las políticas públicas, y ello es así porque se basa en un supues-
to principal muy potente y fructífero: es la variedad y superposición de relaciones 
y estructuras de poder que interactúan e impactan en la vida de los diversos gru-
pos poblacionales lo que crea particulares experiencias de desigualdad, exclusión y 
precariedad (Crenshaw, 1991; Gaona, 2021). Sin embargo, en términos generales, 
aún son escasos los estudios que han aplicado este enfoque y este instrumento para 
el análisis de las políticas públicas (Kakar et al., 2021; Humphries et al., 2023). 
Específicamente en la región latinoamericana, entre los escasos antecedentes de 
aplicación de este instrumento se encuentra el análisis de Tumas et al. (2024) sobre 
políticas de prevención de la obesidad y sobrepeso40, y el de Paz-Ruiz y Saletti-Cuesta 
(2024) sobre políticas para abordar la violencia de género en Córdoba (Argentina) 

39 La existencia de una política pública en su fase de anuncio o en su fase de formalización en un diseño ya 
implica un “efecto” o un “cambio” en sí mismo (Meny y Thoening, 1992). 

40 Existen estudios que analizan el diseño o la gestión de políticas públicas desde una perspectiva interseccio-
nal, pero no necesariamente desde el marco de Hankivsky: el estudio de Venegas Pasmiño y Riquelme Parra 
(2023), que analizan la etapa de implementación de un programa dirigido a mujeres indígenas rurales en 
Chile; o el estudio de Baltà, Guizzo y Mestre (2022), que analizan la incorporación de una perspectiva inter-
seccional en políticas culturales de Barcelona. Por su parte, Rebolledo y Galaz (2022) inscriben al análisis de 
las políticas públicas como un campo desafiante para la perspectiva de la interseccionalidad. 
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. A pesar de la creciente necesidad de marcos analíticos que incorporen la justicia 
social en el campo de políticas climática, la incorporación de enfoques intersec-
cionales en las políticas y acciones de adaptación al cambio climático sigue siendo 
limitada (IPCC, 2022; Mikulewicz et al., 2023). 

2.2. Sobre los materiales 
Asumiendo la complejidad de la interacción de las intervenciones estatales mul-

tinivel en un país federal en su organización jurídico-política, el análisis de este 
estudio fue realizado a partir de un corpus que integra y compara políticas tanto de 
alcance nacional como subnacional, para la provincia de Córdoba y para la ciudad 
de Córdoba.

En términos operativos, se realizó una búsqueda en dos etapas. Durante la pri-
mera etapa, buscamos documentos de políticas en sitios web gubernamentales, en 
informes y repositorios de organizaciones que trabajan en el tema a nivel nacional y 
local; y se consultaron notas de prensa y artículos académicos previos. En un segun-
do momento, buscamos otras políticas referenciadas en los mismos documentos de 
las políticas registradas en la primera etapa. 

Durante esta búsqueda, y para decidir la inclusión o no de políticas en nuestro 
corpus, utilizamos simultáneamente un criterio temático, un criterio temporal y un 
criterio de tipo de documento. 

El criterio temático fue necesario para seleccionar las políticas según su objeto 
de regulación. Dado que la noción de CC funciona como un paraguas discursivo 
muy amplio que puede ser incluidos o referenciado en políticas sectoriales diversas, 
se consideraron sólo aquellas políticas que regularan directamente el problema de 
los efectos del cambio o la crisis climática, ya sea que presenten o no alguna intersec-
ción entre cambio climático y otro objeto de regulación pública (por ejemplo: cam-
bio climático y agricultura, cambio climático y resiliencia urbana, entre otros). En 
cuanto al criterio temporal, abarcamos políticas creadas desde la sanción de la ley 
nacional de Presupuestos Mínimos de Adaptación y Mitigación al Cambio Climá-
tico (ley nacional N° 27.520) –el 20 de noviembre de 2019– hasta la fecha de cierre 
del estudio, julio de 2024. Aquí vale hacer una aclaración: a nivel nacional, nuestro 
corpus incluye políticas sancionadas hasta diciembre de 2023, ya que a la fecha 
de cierre del estudio no fue posible disponer de documentos de políticas públicas 
sobre cambio climático elaboradas durante el gobierno de Javier Milei, que asumió 
el 10 de diciembre de 2023. A pesar de que sí identificamos posicionamientos 
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políticos a través de declaraciones públicas que muestran una ruptura importante 
respecto de la orientación general de las políticas en la materia –precisamente, con 
un avance de discursos negacionistas sobre la crisis climática–, estos posicionamien-
tos no fueron traducidos en documentos disponibles que evidenciaran diseños de 
políticas públicas. 

En relación al criterio sobre el tipo de documento, integran nuestro corpus 
aquellas políticas sobre las cuales obtuvimos documentos que simultáneamente: i) 
hayan sido producidos por dependencias gubernamentales oficiales de los distintos 
niveles jurisdiccionales; ii) que formalizan la creación de la política incluyendo fun-
damentos, definiciones, componentes, o que ordenaran el inicio y las condiciones 
de su vigencia; iii) y estuvieran accesibles de manera online y pública. Aclaramos 
que existen políticas climáticas que no se encuentran en nuestro corpus porque no 
pudimos acceder a sus documentos vinculados, aunque existieran efectivamente41. 

Tras esta búsqueda, se conformó un corpus que consta de 22 documentos de 
políticas: 10 de nivel nacional, 6 de nivel provincial y 6 de nivel municipal, para la 
provincia y la ciudad de Córdoba, respectivamente. 

Detallamos el corpus en las Tablas 1, 2 y 3 de abajo, consignando la sigla con la 
que identificamos a cada política en la sección de presentación de resultados: 

Tabla 1. Políticas nacionales de cambio climático incluidas en el corpus 
de análisis

Año Gobierno Partido 
político de 
gobierno

Alcance 
jurisdiccional

Autor Nombre de la política 
(Siglas)

2019 Mauricio 
Macri

PRO/
Juntos por 
el Cambio

Nacional Legislativo Ley 27520 de Presupuestos 
mínimos de adaptación 
y mitigación al cambio 
climático global (Ley PM)

41 Entre ellas, en el nivel nacional, el primer Plan Nacional de Adaptación y Mitigación al Cambio Climático 
(PNAyMCC), iniciado en el gobierno de Mauricio Macri; o el Acuerdo de Acción Climática, de agosto de 
octubre de 2022, gobierno de Alberto Fernández. 
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2019 Mauricio 
Macri

PRO/
Juntos por 
el Cambio

Nacional Ejecutivo Tercer informe bienal 
de actualización de la 
República Argentina a la 
convención marco de las 
naciones unidas sobre el 
cambio climático (3°IBA)

2019 Mauricio 
Macri

PRO/
Juntos por 
el Cambio

Nacional Ejecutivo Resolución Conjunta 
1/2019 entre la Secretaría 
de Cambio Climático y 
Desarrollo Sustentable y la 
Secretaría de Agricultura, 
Ganadería y Pesca (Res.C. 
1/2019)

2020 Alberto 
Fernández

Frente de 
Todos

Nacional Ejecutivo Decreto 1030 de 
Reglamentación Ley 27520 
(Decr. N. 1030)

2020 Alberto 
Fernández

Frente de 
Todos

Nacional Ejecutivo Segunda Contribución 
Determinada a Nivel 
Nacional de la República 
Argentina (2º CDNA)

2022 Alberto 
Fernández

Frente de 
Todos

Nacional Ejecutivo Plan Nacional de 
Adaptación y Mitigación 
al Cambio Climático 
(PNMACC)

2023 Alberto 
Fernández

Frente de 
Todos

Nacional Ejecutivo Estrategia Nacional 
de Acción para el 
Empoderamiento 
Climático (ENACE)

2023 Alberto 
Fernández

Frente de 
Todos

Nacional Ejecutivo Estrategia Nacional de 
Géneros, Diversidad 
y Cambio Climático 
(ENGyD)

2023 Alberto 
Fernández

Frente de 
Todos

Nacional Ejecutivo Estrategia Nacional para 
el Uso de los Mercados de 
Carbono (ENUMeC)

2023 Alberto 
Fernández

Frente de 
Todos

Nacional Ejecutivo Estrategia de Desarrollo 
Resiliente con Bajas 
Emisiones a Largo Plazo a 
2050 (ELP)

Fuente: elaboración propia
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Tabla 2. Políticas provinciales de cambio climático incluidas en el corpus 
de análisis 

Año Gobierno Partido 
político de 
gobierno

Alcance 
jurisdiccional

Autor Nombre de la política 
(Siglas)

2022 Juan 
Schiaretti

Hacemos 
por 
Córdoba/
Partido 
Justicialista

Provincial Ejecutivo Decreto Prov. 
1444/2022 de exención 
tributaria para proyecto 
con Certificados de 
Carbono Desplazado 
(Decr. P. 1444)

2022 Juan 
Schiaretti

Hacemos 
por 
Córdoba/
Partido 
Justicialista

Provincial Ejecutivo Programa Provincial 
Pago por Servicios 
Ambientales

2023 Juan 
Schiaretti

Hacemos 
por 
Córdoba/
Partido 
Justicialista

Provincial Ejecutivo Diagnóstico ambiental
provincial 2022-2023 
(DAP)

2023 Juan 
Schiaretti

Hacemos 
por 
Córdoba/
Partido 
Justicialista

Provincial Legislativo Ley 10942 de 
Reglamentación y 
desarrollo de mercados 
de instrumentos que 
certifiquen activos 
ambientales (Ley P. 
10942)

2023 Juan 
Schiaretti

Hacemos 
por 
Córdoba/
Partido 
Justicialista

Provincial Ejecutivo Resolución N°98/2023 
(Res. P 98)

2024 Martín 
Llaryora

Hacemos 
por 
Córdoba/
Partido 
Justicialista

Provincial Ejecutivo Resolución Ministerial 
68/2024 de creación 
del Programa Pulmones 
Verdes (PPV)

Fuente: elaboración propia
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Tabla 3. Políticas municipales de cambio climático incluidas en el corpus 
de análisis

Año Gobierno Partido 
político de 
gobierno

Alcance 
jurisdiccional

Autor Nombre de la política 
(Siglas)

2019 Martín 
Llaryora

Hacemos 
por 
Córdoba/ 
Partido 
Justicialista

Municipal Ejecutivo 
CIPPEC 
BID LAB

Estrategias de Desarrollo 
Integral para el área 
Metropolitana de 
Córdoba (EDIAMC)

2020 Martín 
Llaryora

Hacemos 
por 
Córdoba/ 
Partido 
Justicialista

Municipal Ejecutivo Plan de Metas 2020-2023 
(PM)

2021 Martín 
Llaryora

Hacemos 
por 
Córdoba/ 
Partido 
Justicialista

Municipal Ejecutivo Mesa de Trabajo de 
Acción Colectiva para la 
Sostenibilidad de la ULA 
(Universidad Libre de 
Ambiente) (MTACS)

2021 Martín 
Llaryora

Hacemos 
por 
Córdoba/ 
Partido 
Justicialista

Municipal Ejecutivo Programa Padrinazgo de 
Espacios Verdes (1992) 
(PEV)

2023 Martín 
Llaryora

Hacemos 
por 
Córdoba/ 
Partido 
Justicialista

Municipal Ejecutivo Programa “Respira 
Córdoba” (RC)

2023 Martín 
Llaryora

Hacemos 
por 
Córdoba/ 
Partido 
Justicialista

Municipal Ejecutivo Plan de recuperación del 
Área Central de la Ciudad 
de Córdoba (PRACC)

Fuente: elaboración propia
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Respecto el corpus de documentos, cabe agregar que a pesar de que el análisis 
documental está ampliamente validado dentro del campo cualitativo, los documen-
tos asociados a las políticas de cambio climático no son homogéneos a la hora 
de ofrecer sustantivamente fragmentos discursivos que remitan a fundamentos, su-
puestos latentes y explícito. Así, nuestro corpus abarca leyes, planes o estrategias, 
resoluciones y decretos; por su género, se trata de documentos muy distintos ya en 
su formato, en su estilo enunciativo, ya en el tipo de contenido que incluyen. Esto 
constituye un desafío para la incorporación y triangulación de materiales y métodos 
a la hora de estudiar políticas públicas. 

2.3. Sobre el método y las técnicas de análisis 
Para analizar estos documentos se utilizaron las dimensiones analíticas del mar-

co IBPA propuesto por Hankivsky (2012), pero utilizando la adaptación que fue ya 
justificada en un estudio previo desarrollado por parte de este equipo (Tumas et al., 
2024). Considerando el tipo de materiales utilizados, fueron seleccionadas y adap-
tadas tres preguntas de tipo descriptivas del marco IBPA original42 y estos grupos de 
preguntas constituyen las tres principales dimensiones de análisis: la definición del 
problema objeto de la política, de sus destinatarios y de sus soluciones. Con este 
instrumento adaptado, que se detalla en la Tabla 4, se aplicaron técnicas del análi-
sis de contenido sobre los documentos textuales. Como gran campo, el análisis de 
contenido “procura comprender los datos no como un conjunto de acontecimien-
tos físicos sino como fenómenos simbólicos” (Krippendorff, 1997, p.7). De este 
modo, esta técnica nos permite identificar los temas emergentes de los discursos y 
establecer vínculos entre ellos, poniendo énfasis en el sentido de dichos textos y en 
la interpretación del contenido temático de los datos que construimos. 

42 El estudio reciente de Kakar et. al., (2021) también aplicó de manera adaptada el método IBPA para un 
diseño cualitativo basado en el análisis documental.
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Tabla 4. Preguntas del marco “An Intersectionality-Based Policy 
Analysis” seleccionadas y adaptadas para el estudio

Dimensión Preguntas de análisis Objetivo analítico

D1. Definición del 
problema 

¿Cómo se define el problema 
objeto de atención de las 
políticas? ¿Qué supuestos y 
niveles (micro, meso, macro) 
operan en la definición del 
problema, sus determinantes y sus 
consecuencias? ¿El documento 
asocia el problema con la 
desigualdad o la injusticia?

Identificar si las políticas 
asumen en sus supuestos 
que el cambio climático es 
un problema influenciado 
por diferentes relaciones de 
desigualdad.

D2. Definición de 
destinatarios

 ¿En qué medida la política 
identifica en sus supuestos que 
hay grupos poblacionales más 
afectados por el problema? ¿Qué 
sentidos se asocian a la incidencia 
diferencial del problema entre 
distintos grupos poblacionales? 
En la consideración de diferentes 
relaciones de desigualdad, ¿el 
diseño de la política las presenta 
de manera exclusiva, aditiva o 
interseccional?

Reconocer si las políticas 
caracterizan a sus 
destinatarios con desiguales 
cargas de afectación del 
problema y atravesados 
por múltiples relaciones de 
desigualdad.

D3. Definición de 
soluciones

¿El tipo de intervención diseñada 
por la política tiene en cuenta 
las necesidades diferenciadas 
y específicas de los grupos o 
sectores afectados? ¿Qué niveles 
o combinación de niveles de 
análisis se incorporan (micro, 
meso, macro) en las soluciones?

Examinar si las soluciones 
propuestas abordan las 
necesidades de las personas 
teniendo en cuenta las 
intersecciones de las 
relaciones sociales, así como 
los diferentes niveles de 
análisis.

Fuente: elaboración propia

Asimismo, de manera transversal a cada dimensión IBPA, aplicamos un análisis 
comparativo en relación a atributos que consideramos centrales de las políticas, a 
saber: el año de elaboración de la política, la gestión de gobierno bajo la que fue 
creada, el nivel jurisdiccional y el tipo de política (decreto, ley, estrategia, etc.). Este 
método, según R. Fideli (1998), tiene por objeto confrontar dos o más propieda-
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des enunciadas en dos o más objetos en un momento preciso o en un período de 
tiempo. La búsqueda y consulta de antecedentes de investigación sobre política 
climática complementaron el ejercicio interpretativo. 

3. La definición del problema

Encontramos tres grandes formas en las que el CC se define como problema de 
política pública; cada una de estas formas expresa una manera distinta de delinear 
el CC como un problema de política pública atravesado –o no– por relaciones de 
desigualdad social o territorial. 

3.1. El CC como problema supuesto 
Esta forma de definir el CC puede ser encontrada en un conjunto de catorce 

políticas, lo que la constituye en la definición que más presencia tiene en el corpus. 
Aquí, se asume que el CC es ya parte de la agenda de gobierno –y por ende, es un 
problema sobre el cual el Estado debe responder–, pero no se ofrecen ni descripcio-
nes, explicaciones o expresiones locales del problema, como tampoco se describen 
cargas diferenciales de responsabilidad o de afectación. 

Más bien a modo enunciativo, el conjunto de efectos negativos del CC son 
referidos como afectaciones sobre ‘el desarrollo’, ‘el bienestar’, ‘la sostenibilidad’, 
‘la salud’, y ‘la resiliencia’; en todas ellas, es común la referencia nominal a los Ob-
jetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) de la ONU como modo de justificación de 
por qué el CC es un problema de agenda. Las políticas pueden incluir referencias 
al impacto del problema sobre lo que denominan ‘inclusión social’, pero sin especi-
ficar o ponderar sectores sociales, territoriales o económicos. Por ello decimos que 
en estas políticas, el CC aparece como un problema supuesto. 

Al observar si hay diferencias según nivel de jurisdicción, destacamos que a 
nivel subnacional se trata de la definición de CC con mayor presencia, incluso a 
lo largo del tiempo: el CC como un problema que no hace falta explicar o situar 
se encuentra en cinco políticas de alcance local43 y en seis de nivel provincial44, sin 
distinciones significativas según el tipo de formalización de la política (ley, resolu-
ción, plan o programa), ni tampoco según orientación partidaria de la gestión de 

43 PM, RC, MTACS, EDIAMC, PEV.

44 Res.P. 98, Decr. P. 1444, DAP, Ley P. 10942, PPV.
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gobierno. Ejemplo de esta tendencia es el Decr.P. 1444. Aquí, el CC ni siquiera es 
explicado como problema; sólo se menciona que el CC y las emisiones de GEI son 
fenómenos negativos que hay que evitar, reducir o mitigar. Lo mismo sucede en el 
DAP cuando replica definiciones de documentos internacionales como la Conven-
ción Marco de Naciones Unidas. 

Por su parte, a pesar de su menor presencia, sí identificamos cuatro políticas de 
nivel nacional que evidencian este tipo de delimitación del CC45. Al ser políticas 
que son creadas por la prescripción de leyes anteriores, o porque temáticamente son 
una prolongación explícita de la agenda internacional, sus fundamentos asumen al 
CC como problema ya explicado.

3.2. El CC como problema de desigualdad geopolítica
En esta forma, se acentúan causas y consecuencias del CC dentro de un eje 

exclusivo de desigualdad: la desigualdad geopolítica a escala mundial. Se trata de 
la inclusión de referencia al principio de las responsabilidades comunes pero dife-
renciadas, de amplia circulación en la agenda internacional, que distingue ‘países 
desarrollados’ de ‘países no-desarrollados’, y en base ello, define la distribución de 
vulnerabilidades y obligaciones de intervención. Según este principio, debido a la 
mayor presión que han ejercido históricamente sobre el ambiente y a su mayor capa-
cidad financiera y tecnológica, los países desarrollados tendrían una mayor respon-
sabilidad en el diseño e implementación de políticas para mitigación y adaptación 
al CC. 

Destacar la desigualdad geopolítica mundial al momento de delimitar el CC 
como problema es una vía que se encuentra en tres políticas del corpus, todas de 
nivel nacional, y de las dos gestiones de gobierno que ocuparon el cargo. Así, por 
ejemplo, en la ley nacional de PM (sancionada por el gobierno de Mauricio Macri, 
Alianza PRO), la única referencia que se hace a las diferentes cargas de responsabili-
dad en el CC tiene que ver con el reconocimiento de una desigual contribución al 
daño según países (art.4 inciso a). Es la única vez que se usa la palabra desigualdad 
en el texto legal. Si bien se asume que la gran causal del CC es ‘la actividad huma-
na’, no se problematiza en profundidad qué tipo de actividades y qué sectores socia-
les o económicos dentro de las fronteras del país son los que contribuyen más que 
otros. Algo similar sucede en los fundamentos del decreto nacional reglamentario 

45 Es el caso del 3 °y 4° IBA (2019 y 2021), respectivamente; del INGEI, y ENUMC. 
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de esta ley, producido ya bajo el cambio de gestión de gobierno (Alberto Fernández, 
Frente de Todos), donde en la página 2 encontramos una breve referencia respecto 
de la existencia de “sectores de mayor incidencia” en la emisión de gases de efectos 
invernaderos, aunque no se especifica cuáles son esos sectores. Confirmando esta 
forma, el prólogo del documento denominado 2ºCDNA expresa un explícito pedi-
do a los países más desarrollados a asumir un mayor compromiso y mayor esfuerzo 
en la mitigación y adaptación al CC. 

La presencia de esta forma de definición del CC sólo en las políticas de nivel na-
cional concuerda con lo que Kiessling y Pacheco Alonso (2024) remarcan: al menos 
durante las dos primeras décadas del siglo XX, la posición argentina dominante en 
el debate internacional ha asumido que el país se encuentra ‘en vías de desarrollo’, 
con un bajo nivel de emisiones juntos con otros países del Sur Global. La cuestión 
aquí es que se desliza la idea de que, por tener bajas emisiones de gases dañinos, 
estos países se encuentran exentos de realizar los mayores esfuerzos para enfrentar 
los efectos del CC y permite evadir el debate y la obligación de tomar medidas al 
respecto según la exacta y precisa contribución nacional al problema del CC. Los 
autores precisan que la predominancia de esta posición en el nivel nacional permi-
te entender que haya sido más bien durante los últimos años que se incorporó al 
debate doméstico la cuestión de la adopción y diseño de medidas de intervención 
pertinentes según cómo se expresa el problema del CC en el territorio nacional.

3.3. El CC como problema de desigualdades multidimensionales
Sólo en un conjunto de políticas de nivel nacional se encuentra presente una 

forma de delimitar el CC que amplía los referentes o los ejes de la desigualdad a 
los que se asocia su explicación como problema de política pública. Estas políticas 
reconocen que el CC es un problema multicausal y con multiplicidad de efectos 
sociales, lo que permite entender una mayor permeabilidad de estos textos a la pers-
pectiva interseccional de la desigualdad en la vulnerabilidad climática. De manera 
general, las políticas refieren a la ‘complejidad’ de las causas del problema y a la 
‘interdependencia’ de las relaciones de desigualdad donde mirar sus impactos. 

Esta forma de justificar el CC como problema de políticas es muy representativa 
en cinco políticas nacionales que fueron formuladas durante el gobierno de Alberto 
Fernández, entre los años 2022 y 2023: el PNAMCC, y cuatro políticas formuladas 
como Estrategias, la ENACE, la ENGyD, la ELP y la ENUMeC. Salvo en la ELP y 
la ENUMeC que hablan de un ‘ambiente integral’ en los demás textos se incluye 
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al menos una vez el término ‘interseccional’46; la mayor presencia de esta palabra se 
encuentra en la ENGyD que, incluso, incorpora una definición de este término47. 
Potenciando este encuadre, las políticas nominan los efectos del CC en términos 
de ‘desigualdades’, ‘inequidades’ o de ‘falta de garantías a derechos’. Además, la 
ENACE, la ENGyD, la ELP y la ENUMeC incorporan las expresiones ‘justicia 
climática’, ‘justicia ambiental’ o ‘justicia’ a sus fundamentos.

Las políticas nacionales que contienen esta tendencia reconocen cargas dife-
renciales de responsabilidad hacia dentro de las fronteras nacionales, y en sus fun-
damentos ponderan las contribuciones de daños o riesgos específicos que aportan 
los diferentes sectores económicos. Así, la ENACE incorpora en su diagnóstico el 
inventario de gases de efecto invernadero (GEI) de Argentina para el año 2018, don-
de se asienta que son las actividades ganaderas las que mayor cantidad de emisiones 
generan en términos subsectoriales, seguidas por el sub-sector transporte, dentro 
del gran sector de energía48. En este mismo sentido, la Res.C. 1/2019 es una regu-
lación conjunta entre la Secretaría de Cambio Climático y Desarrollo Sustentable 
y la Secretaría de Agricultura, Ganadería y Pesca, que focaliza en la descripción del 
rol que tiene la actividad agroindustrial en la generación de GEI.

4. La definición de destinatarios

La forma en la que una política define a sus destinatarios o receptores representa 
un campo privilegiado para observar si se incluyen o no múltiples ejes de desigual-

46 Por ejemplo, en la página 48 de la ENACE: “A su vez, se aborda desde una visión interseccional, incorpo-
rando condiciones que entrelazan el género con la clase, etnia, edad, lugar de residencia, entre otras. En los 
análisis de cambio climático en particular resulta primordial pensar en este sentido, debido a que su impacto 
es radicalmente distinto según las condiciones de hábitat y ambiente de las personas”. O en la página 233 
del PNAMCC: “se deberán contemplar las experiencias y necesidades de las comunidades locales desde un 
enfoque interseccional e intercultural en la planificación de la conectividad”. 

47 En la página 17 establece: “La interseccionalidad hace referencia a las múltiples identidades y experien-
cias de exclusión, de subordinación y de opresión por las que atraviesan las mujeres indígenas, migrantes, 
campesinas, de barrios populares y afrodescendientes y busca visibilizar las imbricaciones que existen en las 
relaciones de poder”. 

48 De acuerdo al Inventario Nacional de Gases de Efecto Invernadero de 2021 (Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible, 2021) –la versión más nueva a la que puede accederse–, el segundo sector que más 
contribuye a las emisiones de GEI es el que abarca las actividades de ganadería, agricultura, silvicultura y otros 
usos de la tierra, concentrando un 39% de las emisiones. Es superado únicamente por el sector energía, con 
un 51%. Sin embargo, si se observan los subsectores, la actividad que más contribuye a la emisión de GEI es 
la ganadería, responsable de un 22,2% de la misma.
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dad en la descripción de sus situaciones de daño, vulnerabilidad, marginación o 
exclusión. Para analizar esta dimensión, recuperamos los tres modelos que Hancock 
(2007) construye para identificar las relaciones de desigualdad en el análisis de polí-
ticas y, especialmente, de la forma en que se nombra y se refiere a sus destinatarios. 
En lo que denomina un modelo unidimensional, la política pone énfasis en un solo 
eje de desigualdad, asumido como más relevante (por ejemplo, sector socioeconó-
mico o el área espacial); en el modelo múltiple pueden identificarse relaciones que a 
priori son igual de importantes, pero analíticamente independientes (por ejemplo, 
clase social, género y etnia/raza); y por último, en el modelo interseccional hay una 
relación interactiva y mutuamente constituyente entre las diversos ejes de desigual-
dad y, por tanto, no son analíticamente independientes. 

4.1. Los destinatarios y su desigualdad múltiple
Las relaciones de desigualdad para describir destinatarios emergen cuando ex-

ploramos el uso que los textos hacen de la idea de ‘vulnerabilidad’: al hablar de 
vulnerabilidad estas políticas reconocen que existen áreas territoriales o poblacio-
nes más afectadas que otras hacia dentro de las fronteras nacionales, provinciales 
o locales. Esta tendencia se encuentra en los textos de nueve políticas: tres a nivel 
nacional (tanto del gobierno de Macri como de Fernández)49, una a nivel provin-
cial50 y cinco a nivel local51. Considerando esta dimensión, esta forma de definir a 
los destinatarios es la que tiene mayor presencia en el total de políticas analizadas. 

Ahora bien, en estas políticas emergen rasgos del modelo multidimensional de 
la desigualdad de Hancock (2007) porque los textos incluyen referencias o a la 
condición socioeconómica, o al tipo de ecosistema ambiental o a la edad como 
parámetros para distinguir cargas de vulnerabilidad y afectación diferencial. Pero 
hablamos de un modelo multidimensional porque ello sucede sin ofrecer explica-
ciones sobre el modo concreto ni sobre los motivos por los que se producen estas 
diferencias de afectación; con lo cual, estas diversas relaciones de desigualdad son 
tratadas más bien de manera aditiva y no interseccional, es decir, sin considerar 
las interacciones, amplificaciones o sobredeterminaciones que pueden producirse 
entre diferentes ejes de desigualdad social. Por ejemplo, la ley nacional de PM habla 

49 Ley PM; Decr. N. 1030; 2º CDNA. 

50 DAP. 

51 PEV; MTACS; PM; RC; EDIAMC.
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de “el desarrollo de métodos y herramientas para evaluar los impactos y la vulne-
rabilidad, y permitir la adaptación al cambio climático en los diferentes sectores 
socioeconómicos y sistemas ambientales del país” (Art. 18, inc. b). Y a nivel provin-
cial, por caso, el DAP enuncia que las condiciones de vulnerabilidad poblacional se 
debaten en relación a la situación de pobreza e indigencia en el Gran Córdoba y a 
la distribución de la población en el territorio. 

Mención especial merecen un subgrupo de cuatro políticas municipales52 que 
consideran dimensiones contextuales y multinivel, en tanto establecen a ‘la ciudad’, 
‘el municipio’, ‘el centro urbano’ o ‘el área central’ como destinatarios territoriales 
de la intervención estatal. La ubicación del espacio urbano no es menor cuando, 
por un lado, Argentina es un país altamente urbanizado –aproximadamente el 92% 
de su población habita en ciudades (INDEC, 2023)–; y por otro, cuando la deman-
da de materia y energía que supone la urbanización sobrepasa por mucho los ciclos 
de regeneración de los ecosistemas –por caso, a nivel mundial mientras las ciudades 
ocupan solamente 3% de la superficie del planeta, consumen dos terceras partes 
de la energía y producen, entre muchas otras cosas, 80 % de las emisiones de CO2 
(Moreano Venegas et al., 2022). Ahora bien, en tanto que las políticas suelen pri-
vilegiar las áreas céntricas de la ciudad –en detrimento de las periferias o las zonas 
periurbanas– advertimos que estas políticas contribuyen a reproducir la desigual-
dad y fragmentación que históricamente organiza el patrón espacial de las ciudades 
latinoamericanas, y del cual la ciudad de Córdoba no está exenta53. El ejemplo más 
extremo lo constituye el RC, que en su página 7 delimita restrictivamente una zona 
objeto de intervención: “el área central de la ciudad de Córdoba, entendida como 
la zona céntrica de la ciudad y el Casco Histórico Tradicional”. Entonces, en las 
tendencias de constitución del espacio urbano en el país, la focalización de este tipo 
de políticas en las áreas centrales de las ciudades puede contribuir a reproducir las 
desigualdades socioespaciales hacia el interior del mismo espacio urbano. 

52 PM; RC; EDIAMC; PEV.

53 Entre las tendencias de los últimos años en la constitución urbana de la ciudad de Córdoba, el estudio de 
Molinatti (2013) describe un proceso de expansión suburbana, de reestructuración del espacio metropolitano, 
de concentración económica y de localización selectiva de nuevas inversiones privadas en la periferia urbana, 
y de significativa segregación residencial socioeconómica. Una de las conclusiones más preocupantes del estu-
dio de esta autora es que no solo los diferentes grupos sociales muestran un patrón residencial bien definido, 
ocupando y apropiándose de zonas específicas del espacio urbano, sino que el mismo se ha visto reafirmado 
en las últimas décadas, a pesar de las mejoras observadas en términos educativos.
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4.2. Destinatarios y la desigualdad ausente 
En esta forma, los textos de las políticas no remiten a relaciones de desigualdad 

a la hora de caracterizar destinatarios de las políticas: aquí, no se problematizan 
los modos en los que el CC afecta a diferentes grupos sociales o áreas territoriales. 
Tampoco hay referencia a la vulnerabilidad como condición relativa y diferencial de 
poblaciones o territorios. 

Esta forma se presenta en los textos de siete políticas, dos nacionales54 y cinco 
provinciales55. A nivel nacional, se trata de políticas que se diseñaron a partir de 
las directrices establecidas por cumbres climáticas y organismos internacionales. 
Aquí los destinatarios son nombrados con las más genéricas fórmulas del ‘territorio 
nacional’, ‘la población argentina’, ‘a lo largo y ancho del gobierno’, o el ‘territorio 
nacional de la República Argentina’. A nivel provincial, se repite el uso de fórmulas 
como ‘agentes económicos’, ‘comunidad’ o ‘personas humanas o jurídicas’

4.3. Destinatarios y la desigualdad interseccional
La tercera forma de describir a los destinatarios de políticas sólo se encuentra 

en cinco políticas nacionales56 y es la más débil en el corpus total de políticas, pero 
la que más interesa a un enfoque interseccional de la relación entre desigualdades 
y vulnerabilidad climática. En esta forma se reconocen impactos diferenciales del 
CC considerando más de un eje de desigualdad entre destinatarios. La edad, el 
género, la orientación sexual, la pertenencia a comunidades indígenas, la ubicación 
territorial en relación a lo largo y ancho del país, la situación socioeconómica, edu-
cativa y migrante: todas ellas arman el mapa de relaciones de desigualdad con las 
que se caracteriza a los destinatarios. En estas políticas emergen rasgos del modelo 
interseccional de Hancock (2007) en tanto los textos remiten a superposiciones y 
efectos amplificadores de la combinación de estos diferentes ejes de desigualdades. 

Estas políticas fueron diseñadas durante el gobierno de Alberto Fernández 
como Estrategias o planes de acción que darán marco a otras. La ENACE recono-
ce en su página 19 que hay “grupos que se encuentran en condiciones de mayor 
vulnerabilidad social y, por lo tanto, están más expuestos a los daños y pérdidas 
determinados por el cambio climático: mujeres y niñas, LGBTI+, población indí-

54 3°IBA, Res.C. 1/2019. 

55 Ley. 10942; Decr. P. 1444; Res P 98, PPV

56 PNAMCC, ENACE; EGDyCC, ELP y ENUMeC. 
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gena, población rural y sectores urbanos de muy bajos recursos”. En esta política 
se asume que el CC afecta de manera desigual a los sectores sociales según estas 
categorías sociales, y también incluye un estudio cuantitativo a nivel nacional que 
pretende demostrar la existencia de percepciones, disposiciones o actitudes dife-
renciales hacia el problema según los ejes mencionados. Por su parte, la ENGyD y 
el PNAMCC enuncian que la mayor parte del daño ambiental recae sobre muje-
res pobres, migrantes, indígenas o afrodescendientes, por lo que resulta necesario 
“incorporar un enfoque interseccional al analizar los efectos del cambio climático, 
reconociendo las desigualdades sistémicas que se configuran a partir de la super-
posición de diferentes factores sociales como el género, la etnia, la edad y la clase 
social”, como textualmente enuncia la ENGyD en su página 17. Se destaca una 
mayor ponderación del género y la sexualidad como ejes de desigualdad y es en 
función de ellas que se identifican vínculos con otras categorías sociales; en el caso 
de la ENGyD la jerarquización de los términos de “Géneros y Diversidades” en el 
título así lo reflejan. En la ENUMeC, no obstante, lo que tiene mayor presencia en 
el texto es la referencia a comunidades originarias y a la escala local del desarrollo. 

5. La definición de soluciones

Encontramos aquí dos grandes formas de describir las soluciones o líneas de 
intervención en el corpus de políticas. Para describir estas formas utilizamos tres 
criterios combinados. Primero, si ofrecen o no descripciones detalladas de compo-
nentes, acciones concretas, metodologías, plazos, actores intervinientes en cada eta-
pa e indicadores de evaluación. Segundo, consideramos los niveles de intervención 
de las acciones prescriptas, podemos distinguir intervenciones más bien en el nivel 
micro –orientada a la modificación de conductas individuales, y por tanto, depen-
den relativamente de la voluntad de cada individuo57–; o en niveles más bien macro 
–orientadas a modificar estructuras o relaciones sociales, que operan sobre toda la 
población o sectores poblacionales, y que modifican la conducta de los individuos 
de forma mediada, a través de incentivos positivos o negativos, o de prescripciones 

57 Este tipo de abordajes contribuye a reducir la idea del CC como un tema espacial y temporalmente distante 
para las personas. M. Moreano Venegas et al. (2022, p.9) señalan que “La perspectiva centrada en lo cotidiano 
respecto del gobierno del cambio climático, por ejemplo, al analizar las relaciones de poder cotidianas en la 
toma de decisiones por parte del capital y el Estado, permite demostrar cómo la política climática no es una 
gran narrativa global, sino que se compone de una serie de decisiones tomadas a distintas escalas, también a 
pequeña escala, y que afectan a los individuos de manera diferenciada según su posicionalidad de clase social, 
de género, racial, etc”.
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legales o normativas–. Por último, consideramos si operan en una o diversos ejes de 
las desigualdades diagnosticadas.

5.1. Las soluciones de la agenda internacional 
Las intervenciones que clasificamos en este tipo aparecen en un total de siete 

leyes, decretos y resoluciones, cinco nacionales y dos provinciales. Estas políticas 
prescriben grandes orientaciones para el diseño de otras o de posteriores estrategias 
de solución, y no incluyen descripciones de componentes, acciones concretas, me-
todologías, plazos, actores intervinientes en cada etapa e indicadores de evaluación. 
Por esta razón, no podemos establecer aquí si diseñan acciones de nivel micro, 
macro o ambos. 

En un primer subgrupo, y siguiendo la clasificación más famosa en la gobernan-
za internacional, consideramos cuatro políticas nacionales58 en cuyos textos resue-
nan las dos grandes orientaciones para las soluciones climáticas: por un lado, las 
medidas enfocadas en actuar sobre las causas, de mitigación; y, por otro lado, las 
medidas enfocadas en los efectos, de adaptación59. Siguiendo a Isla Vargas (2020), 
las medidas de adaptación y mitigación son reconocidas y se han institucionalizado 
en políticas públicas de distintos estados de Latinoamérica. Ahora bien, otros ante-
cedentes advierten que en la adopción de este lenguaje suelen operar reducciones 
importantes sobre lo que se consideran causas y efectos del CC: las medidas de 
mitigación se han limitado fundamentalmente a reducir las emisiones de gases de 
efecto invernadero –y no a cuestionar, por caso, los modelos, actores y estrategias 
de desarrollo, producción y consumo energético–; y, por su parte, las medidas de 
adaptación se han focalizado en aminorar los efectos negativos del cambio climático 
sobre las personas –y no tanto sobre la naturaleza y sus capacidades regenerativas–. 

En este tipo de intervenciones no podemos dejar de advertir que existe una di-
visión de hecho en los abordajes entre el Norte y el Sur Global: mientras se espera 
que los países del Norte privilegien las políticas de mitigación –por su responsabili-
dad histórica en la generación del problema del CC–, los países del Sur reclaman la 
importancia de la adaptación como estrategia para continuar en su camino de desa-
rrollo, pero han tendido a interpretarla como una necesidad de restablecimiento de 

58 Ley nacional de PM –junto al Decr. N. 1030 que reglamenta su aplicación–; Res. C. 1/2019; 2º CDNRA.

59 Las clasificaciones de adaptación y de mitigación fueron elaboradas por el grupo Intergubernamental de 
Expertos sobre el Cambio Climático (IPCC), organización que funciona como apoyo a la Convención Marco 
de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático.



105la relación entre desigualdades y vulnerabilidad climática en las políticas públicas…

condiciones propicias para el desarrollo, sin cuestionar ni reformar profundamente 
los mismo modelos o pautas de desarrollo (Kiessling y Alonso Pacheco, 2023). Por 
ejemplo, M. Bueno (2018) destaca que, en el ámbito diplomático, en 2019 Argen-
tina conformó un bloque con Brasil y Uruguay para articular y sostener posiciones 
comunes en materia de agricultura y adaptación al cambio climático en las mesas 
internacionales. En este contexto, el bloque buscó mantener a las actividades de 
agricultura y ganadería por fuera de las discusiones sobre mitigación y adoptando 
una posición defensiva respecto a cualquier reclamo vinculado a las emisiones del 
sector.

En un segundo subgrupo, incluimos a una política nacional60 y dos provincia-
les61 que, también justificando su atención y cumplimiento de compromisos inter-
nacionales, exponen directrices para la producción y sistematización de datos e in-
formación sobre la problemática del cambio climático. Por ejemplo, el DAP plantea 
en su página 15 que la producción de “información confiable, de calidad y objetiva 
es fundamental para delinear y fijar políticas públicas ambientales”. En estos docu-
mentos se describen intervenciones orientadas a generar datos sobre condiciones 
ambientales, demográficas y económicas del territorio y su relación con la emisión 
de gases de efecto invernadero; o bien, sobre el monitoreo o los impactos de corto y 
mediano plazo de medidas implementadas. La efectiva producción de información 
podría orientar, en un momento posterior, intervenciones diferenciadas para los 
distintos sectores poblacionales y territoriales y, a su vez, justificar decisiones de 
intervención a nivel micro o macro. 

5.2. Las soluciones sectoriales
Trece políticas del corpus responden a este tipo de intervenciones que se carac-

terizan por privilegiar una dimensión de las desigualdades sociales y territoriales. 
Ahora bien, según posean menor o mayor nivel de especificidad en el diseño de 
soluciones, y según estas intervenciones puedan ser clasificadas en niveles micro o 
macro, podemos clasificar dos subgrupos.

En el primer subgrupo, encontramos las cinco políticas nacionales –el 
PNAMCC, la ENACE, la ENGyD, la ELP y la ENUMeC– que establecen más bien 
grandes perspectivas para el diseño futuro de intervenciones, con las que otras o 

60 3° IBA. 

61 DAP; Res. P. 98.
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futuras políticas deben cumplir. A diferencia de la tendencia anterior, estas políticas 
incluyen orientaciones que refieren más directamente a ejes de desigualdades. En el 
caso del PNAMCC, se plantean que las soluciones deben diseñarse considerando 
al “género y diversidad”, la “gestión integral de riesgo”, la “salud”, y una “transición 
laboral justa” como cuatro “enfoques o áreas transversales”. La ENUMeC, a su vez, 
en su página 41 llama a “Establecer condiciones para asegurar que los programas y 
proyectos autorizados para participar en mercados regulados internacionales contri-
buyan al desarrollo sostenible y la erradicación de la pobreza, con especial atención 
a las prioridades locales de desarrollo y priorizando a los pueblos y comunidades 
originarias y los grupos sociales en mayor condiciones de vulnerabilidad”. 

Estas políticas indican con mayor precisión líneas de intervenciones de nivel 
individual o comunitario, aunque más bien de modo enunciativo: la formación y 
capacitaciones en perspectiva de género o de biodiversidad a funcionarios, la in-
corporación de equipos técnicos, ONG o empresas a la gestión de políticas; o la 
recuperación saberes o conocimientos de la población en procesos de educación, 
formación, sensibilización y acceso público a la información. Además, es posible 
encontrar la enunciación de tipos de acciones que operan a nivel macro: la ENGyD 
prescribe incorporar la perspectiva de género en todas las acciones de planificación 
estatal y de diseño presupuestario, mientras que el PNAMCC plantea institucio-
nalizar diálogos interculturales con pueblos indígenas. No obstante, no incluyen 
acciones que operen sobre las causas más importantes del problema del CC como 
la es la disminución de la dependencia de los combustibles fósiles o la organización 
del desarrollo de las sociedades por fuera del imperativo de un crecimiento econó-
mico abstracto e ilimitado.

En segundo lugar, clasificamos un subgrupo de diez políticas subnacionales, 
siete políticas locales y tres provinciales. Estas políticas también son sectoriales pues 
regulan una dimensión del problema del CC, y respecto al subgrupo anterior, ob-
servan un nivel de especificidad mayor en la descripción de acciones concretas, ac-
tores intervinientes, plazos e indicadores de evaluación, así como la consideración 
de intervenciones tanto a nivel micro como macro. Encontramos aquellas políticas 
que focalizan en: 

A.	 Soluciones de corte economicista o financiera62 que gestionan instrumen-
tos para la obtención de fondos para inversiones de capital sobre proyectos 

62 Ley P. 10942 y el Decr. P. 1444.
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sustentables, regulan y promueven instrumentos financieros y tributarias, o 
promueven y regulan usos energéticos en actividades económicas específi-
cas. Si bien este tipo de soluciones son valoradas positivamente por algunos 
estudios (cfr. Restrepo-Ochoa et al., 2020), también han recibido importan-
tes críticas que apuntan a su ineficacia e insuficiencia en el tratamiento del 
problema. Así, en tanto crean instrumentos que permiten al mismo merca-
do capitalista regular la devastación ambiental a través de la ley de la oferta y 
la demanda, pueden ser consideradas “falsas soluciones” (Moreano Venegas 
et al., 2022, p.5) porque, paradójicamente, son políticas que contribuyen a 
la reproducción o amplificación de desigualdades (Lara, 2013; Díaz-Cruz, 
2016; Viganò, 2023; Saccucci et al., 2025). 

B.	 Soluciones de corte territorial63 que, por un lado, incluyen capacitaciones, 
formaciones y asistencias técnicas que, en un nivel micro, buscan modificar 
conductas individuales; y, por otro lado, contemplan intervenciones que 
superan el nivel micro cuando prescriben la creación de dependencias de 
la Administración Pública provincial o municipal con funciones y temas 
específicos, o cuando detallan intervenciones sobre el espacio urbano.

6. Conclusiones

En este capítulo mostramos cómo en el diseño de políticas sobre CC se inscribe 
el reconocimiento y diagnóstico de las formas de desigualdad social y territorial 
como factor de afectación diferencial de la vulnerabilidad climática. Para ello, apli-
camos un instrumento analítico basado en la perspectiva interseccional, que cons-
tituye una adaptación del instrumento Intersectionality-Based Policy Analysis (IBPA) 
desarrollado por Hankivsky (2012) y que orienta el análisis de los textos de las polí-
ticas en tres dimensiones: la definición del CC como problema de política pública 
(dimensión 1), la caracterización de destinatarios de la política (dimensión 2) y la 
definición de estrategías o líneas de intervención (dimensión 3). 

Retomando las hipótesis del trabajo, tras los hallazgos del estudio podemos 
afirmar que se corroboran parcialmente. Nuestra primera hipótesis planteaba que 
los diagnósticos y soluciones de la agenda climática global siguen permeando con 
relativa predominancia el diseño de políticas domésticas, y por ello, las políticas 

63 RC, EDIAMC, MTACS., PEV, PPV, PM, PRACC. 
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climáticas se presentan con más predisposición a “copiar” diagnósticos y soluciones 
genéricas, que a relevar las particularidades y cargas de afectación diferencial en el 
propio territorio nacional o local y diseñar intervenciones más ajustadas. 

Por un lado, constatamos en la dimensión 1 que el CC se aborda como un 
problema ‘supuesto’ en quince de las 22 políticas analizadas, confirmando la impor-
tante adhesión que tienen las políticas domésticas a la agenda internacional sobre 
el tema. En estas políticas, si bien se asume que el CC forma parte de la agenda 
gubernamental nacional o subnacional, remiten a documentos o instrumentos de 
circulación internacional para justificar el alcance y gravedad del CC. Por otro lado, 
aunque con menos incidencia, la ausencia de descripciones situadas se observa para 
la dimensión 2, la delimitación de destinatarios; sólo en siete de las 22 políticas 
estudiadas los destinatarios son nombrados con fórmulas genéricas: sucede en dos 
leyes nacionales –donde se usan fórmulas como ‘territorio nacional’ o ‘la población 
argentina’– y en cinco de nivel provincial –que repiten el uso de fórmulas como 
‘agentes económicos’, ‘comunidad’ o ‘personas humanas o jurídicas’–. Entonces, 
podemos considerar que es en el plano de la delimitación del problema de políticas 
–es decir, al momento de la inclusión de explicaciones de causas y consecuencias 
del CC–, que la política climática argentina tiende a replicar o remitir a los diseños 
de la agenda global, y ello sucede con más incidencia en las políticas subnacionales. 
Esta tendencia se revierte al momento de analizar la dimensión 3, pues en siete 
políticas nacionales y solo dos provinciales es posible vincular sus propuestas de 
intervención como espejos de las grandes líneas de la agenda global: mitigación, 
adaptación y producción de información. En su conjunto, del total de 22, son ocho 
las políticas que indican estas tres acciones más bien como estrategias de soluciones 
que operan como marcos prescriptivos para otras, carecen de descripciones de ac-
ciones concretas y no especifican niveles de intervención micro o macro. 

La segunda hipótesis planteaba que, aunque de forma heterogénea entre ellas, 
las políticas climáticas seleccionadas sí ofrecen diagnósticos sobre maneras en las 
que algunas formas de desigualdad afectan el alcance de la vulnerabilidad climática 
de poblaciones y territorios. 

De hecho, nuestro análisis constató que en una porción de políticas públicas se 
exponen textualmente diagnósticos de la relación entre desigualdades y vulnerabi-
lidad climática. Para la dimensión 1, pudimos encontrar que siete políticas en total 
explican el CC ya sea como un problema asociado sólo a una desigualdad geopolíti-
ca, ya sea como un problema multidimensional que involucra una ‘complejidad’ de 
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causas y una ‘interdependencia’ de los impactos. Para la dimensión 2, nuevamente 
encontramos diseños más permeables a caracterizar a los destinatarios a partir de si-
tuaciones de desigualdad. Diez políticas cumplen con esta apertura: si bien son solo 
cuatro las que incluyen diagnósticos asumiendo múltiples desigualdades intersec-
cionales para describir a los destinatarios; no es despreciable el hecho que, aunque 
bajo un tratamiento aditivo, sean nueve las políticas que reconocen desigualdades 
territoriales o socioeconómicas como factores de afectación diferencial de la crisis 
climática. Decimos que lo hacen de manera aditiva pues o no ofrecen explicaciones 
sobre el modo concreto ni sobre los motivos por los que se producen estas diferen-
cias de afectación; o no consideran las interacciones, amplificaciones o sobredeter-
minaciones que pueden producirse entre diferentes ejes de desigualdad social.

Hasta aquí, entonces, los diseños de políticas son más permeables a considerar 
una perspectiva interseccional a la hora de diagnosticar la vulnerabilidad climática 
cuando se trata de describir a los destinatarios (dimensión 2). Pero una segunda 
parte de esta hipótesis suponía que aun cuando las desigualdades hayan sido incor-
poradas en la dimensión 2 o en la 1, era más difícil encontrarlas operando en líneas 
de intervención concretas (dimensión 3). En este sentido, alrededor de la mitad del 
corpus de políticas sí verificamos diseños de intervenciones climáticas que incorpo-
ran ejes de desigualdad, aunque de manera sectorial. Cinco de estas políticas son 
nacionales y enuncian enfoques o tipos de intervenciones que se prescriben como 
transversales al diseño de soluciones, por caso, el género o los conocimientos loca-
les. Otras siete políticas provinciales y locales se centran en soluciones sectoriales, 
de corte económico y territorial, y suelen combinar acciones micro y macro. 

La última de nuestras hipótesis sostenía que existen diferencias en la permeabili-
dad de los diseños de las políticas subnacionales respecto de las políticas nacionales, 
asumiendo el carácter federal del Estado Argentino y a la gran variedad de especifi-
cidades de los territorios. Si analizamos la manera en que el CC se construye como 
problema de política (dimensión 1), es la política nacional hasta 2023 la que ha 
sido más permeable a asociar el CC como un problema que tiene impactos diferen-
ciales según ejes de desigualdad: ya sea considerando sólo la dimensión geopolítica 
o ya sea considerando otros ejes de desigualdad, son las políticas de nivel nacional 
las que se muestran más permeables a incorporar diagnósticos diferenciales según 
situaciones o condiciones de vida. Particularmente, en la ENACE y la EGyD existe 
un mayor reconocimiento de las desigualdades en relación a las leyes y decretos na-
cionales. No obstante, a pesar del reconocimiento que nos merecen estas dos políti-
cas, no se encuentran ya vigentes tras el cambio de gobierno en diciembre de 2023. 
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Si observamos el modo en que delimitan destinatarios (dimensión 2), nueva-
mente las caracterizaciones más complejas de la relación entre desigualdades y vul-
nerabilidad climática se encuentran en políticas nacionales. La edad, el género, la 
orientación sexual, la pertenencia a comunidades indígenas, la ubicación territorial 
en relación a lo largo y ancho del país, la situación socioeconómica, educativa o 
migrante: todas ellas arman el mapa de relaciones de desigualdad con las que se 
caracteriza a los destinatarios en la política nacional. 

Por el contrario, al menos en lo que refiere a la explicación del problema del CC 
y a la delimitación de los destinatarios, la política subnacional es comparativamente 
menos permeables a incluir expresiones locales o manifestaciones concretas del 
alcance y modos de los impactos diferenciales de la vulnerabilidad climática en te-
rritorio y poblaciones. Al considerar la dimensión 3, la política subnacional gana en 
la descripción de acciones concretas, actores intervinientes, plazos e indicadores de 
evaluación, así como la consideración de intervenciones tanto a nivel micro como 
macro; no obstante, en el corpus estudiado, se trata de intervenciones que ofrecen 
soluciones economicistas o, en el mejor de los casos, sobre el espacio urbano. 

La inclusión de la interseccionalidad en la formulación de políticas públicas 
sobre CC es esencial para capturar la diversidad y complejidad involucrada en sus 
dimensiones sociales. Sin este enfoque, las políticas pueden reproducir o incluso 
ampliar las desigualdades existentes, lo que resalta la urgencia de una reflexión más 
profunda sobre cómo las políticas públicas contribuyen, o no, a la reducción de 
estas disparidades. En consecuencia, argumentamos que es fundamental integrar 
perspectivas interseccionales en la elaboración de políticas climáticas. 

Como señalan Jordi Baltà, Gigi Guizzo y Àngel Mestres (2022), aquí el desafío 
radica en hacer de la interseccionalidad un principio transversal en la política, no 
sólo en términos discursivos, sino a través de medidas concretas que combatan las 
desigualdades producidas por la intersección de diferentes ejes de exclusión. Es 
fundamental que la perspectiva interseccionalidad se articule en todas las etapas 
de la política pública, desde su formulación hasta su ejecución, para abordar las 
desigualdades estructurales y los impactos cruzados que afectan a diferentes grupos 
sociales y territorios. Sin embargo, la interseccionalidad por sí sola no garantiza la 
efectividad de las políticas públicas, ya que es un enfoque que, si bien necesario, 
requiere esfuerzos y compromisos institucionales e interactorales para su adecuada 
implementación.
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CAPÍTULO IV

“DETRÁS DE DESARROLLO Y PROGRESO”

BOSQUES-AGUA, FRONTERA EXTRACTIVA Y 
TRANSFORMACIONES HIDROSOCIALES EN EL CHACO 

SECO CORDOBÉS (2000-2024)

Marina Ayrala Quiroga64

1. Introducción

En las últimas décadas, el noroeste de Córdoba atraviesa una serie de transfor-
maciones en las que la expansión de la frontera extractiva opera territorialmente y 
define qué se reconoce como bien común, quién dispone de sus usos y con qué cri-
terios se distribuye el agua y se conservan los bosques nativos. En clave ecorregional, 
este proceso se inscribe en el Chaco Seco y adquiere allí una especificidad, el vín-
culo bosques-agua es un ensamblaje ecodependiente e interdependiente que enlaza 
funciones ecohidrológicas con arreglos históricos de habitabilidad, acceso y cuida-
do bajo condiciones de aridez. A su vez, el avance extractivo tiende a homogeneizar 
la diversidad ecorregional frente a la “pampeanización” (Pengue, 2017), proceso 
de expansión de lógicas productivas y paquetes tecnológicos del agronegocio hacia 
territorios antes situados fuera de su horizonte de rentabilidad. En ese marco, la 
pérdida de bosques nativos y la disputa por el acceso, uso y control del agua convier-
ten el territorio en un campo de controversias donde la conflictividad ambiental 
vuelve legibles mecanismos de desigualdad. Con el fin de interpretar estas transfor-
maciones territoriales, el capítulo se apoya en un andamiaje conceptual que permite 

64 Becaria doctoral del CONICET en temas estratégicos; Docente e investigadora en la Licenciatura en Am-
biente y Energías Renovables de la Universidad Nacional de Villa María; Integrante del equipo de coordina-
ción de la Diplomatura en Género y Cambio Climático de CLACSO; Integrante del Colectivo de investiga-
ción-acción “La Jarilla”.
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leer la reconfiguración del agua y de los bosques nativos como un proceso material, 
histórico y político. En primer lugar, los conflictos se abordan como conflictos 
ecológico-distributivos anclados en tramas de colonialidad y desigual apropiación 
de la naturaleza (Alimonda, 2011). En segundo lugar, el agua se comprende desde 
el ciclo hidrosocial, entendido como proceso socioecológico coproducido por flujos 
biofísicos, infraestructuras, instituciones y regímenes de conocimiento, cuya con-
figuración expresa y reproduce relaciones de poder (Linton & Budds, 2014). Este 
marco se completa al desplazar la mirada hacia las condiciones de reproducción de 
la vida, incorporando el cuidado como criterio para evaluar cómo se distribuyen 
responsabilidades, costos y accesorios (Batthyány et al., 2024), la producción de lo 
común para comprender qué tramas sostienen el agua y el monte frente a lenguajes 
tecnocráticos (Gutiérrez Aguilar, 2020), y los saberes situados como anclajes de una 
defensa encarnada de los bienes comunes. (Ulloa, 2021). Estas nociones convergen 
en una pregunta rectora por el nexo de los bosques con el agua como unidad te-
rritorial de análisis y por los criterios que se disputan en torno a su sostenimiento. 
Sobre estas premisas, el capítulo propone nombrar estos espacios como territorios 
“bosques-agua”. El sintagma no funciona sólo como designación empírica, sino 
como clave epistémica y política para leer territorios hidrosociales en los que la 
conservación de bosques nativos, la dinámica de aguas superficiales y subterráneas, 
las tecnologías de captación y distribución, y los regímenes de propiedad y uso 
de la tierra integran un mismo entramado. Pensar en términos de bosques-agua 
permite restituir la coproducción entre bosques nativos y agua, y discutir las re-
presentaciones que separan la política hídrica del ordenamiento territorial de los 
bosques nativos, como si se tratara de dominios independientes. Con ello, el en-
foque delimita un campo de análisis en el que lo “hídrico” y lo “forestal” aparecen 
como dimensiones inseparables de una misma reorganización territorial. En este 
contexto, el período 2000-2024 se caracteriza por la intensificación de la frontera 
agropecuaria, la consolidación de un soporte institucional que habilita y regula esa 
expansión y el despliegue de conflictos históricos en torno al derecho a la tierra 
y al acceso al agua (Ayrala Quiroga y Barrera Calderón, 2021). En este sentido, la 
hipótesis que guía el análisis sostiene que el avance de la frontera extractiva se vuel-
ve observable en tres registros enlazados: a) en el plano material de los territorios 
bosques-agua, mediante cambios en la cobertura de bosques e instalación de nuevas 
infraestructuras hidráulicas; b) en el plano institucional, a través del reescalamiento 
de la normativa ambiental que reordenan las implicancias institucionales y técnicas 
de “bosques-agua”; y c) en el plano valorativo, donde lenguajes de valoración cen-
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trados en obras, eficiencia, cobertura y expansión de servicios dominan las arenas 
públicas y desplazan otras formas de valorar el monte y el agua. En coherencia con 
esta hipótesis, la organización del capítulo despliega una tríada analítica como una 
secuencia argumentativa. Con base en un corpus híbrido y situado, desarrollado en 
la sección metodológica, el capítulo busca re-encuadrar la discusión pública más allá 
de la evaluación tecnocrática de obras y coberturas, y orientar la pregunta hacia la 
contribución efectiva de políticas e infraestructuras a sostener, restaurar y reprodu-
cir bienes comunes ecodependientes e interdependientes como los bosques nativos 
y el agua en el Chaco Seco cordobés.

2. Metodología

Este capítulo reconstruye, con base en fuentes públicas y verificables, cómo se 
reconfigura el noroeste de Córdoba como territorio hidrosocial “bosques‑agua”. 
El diseño combina la trayectoria de trabajo participativo de más de una década 
con comunidades del Movimiento Campesino de Córdoba (MCC), en particular 
en las centrales UCATRAS y APENOC, vinculadas a la conservación de bosques 
nativos y acceso al agua; y un análisis hemerográfico‑documental y cartográfico que 
permite leer, en forma integrada, transformaciones materiales, arreglos institucio-
nales y disputas de legitimidad. El recorte temporal principal es 2000 -2024, por 
ser el tramo en el que se intensifica el cambio de uso del suelo y se consolidan 
dispositivos normativos y de infraestructura que reordenan el nexo bosque‑agua. 
En coherencia con el título, 2020 -2024 ópera como ventana de lectura del tramo 
reciente (eventos críticos, debates públicos y reacomodamientos institucionales). 
Algunas fuentes fechadas en 2025 se incorporan únicamente para cerrar el registro 
discursivo y contextual. Estos datos, no se emplean para extender series cuantitati-
vas, cuya disponibilidad comparable llega hasta 2024 (por ejemplo, la serie anual 
de coberturas). El análisis se organiza en tres dimensiones interdependientes: a) 
Dimensión material. Describe los cambios en la materialidad del ensamblaje “bos-
ques‑agua” a partir de tres indicadores: 1) dinámica anual de coberturas (pérdida y 
reemplazo de vegetación natural) con la serie MapBiomas Argentina en el recorte 
2000 -2024, agregada a escala departamental; 2) reconfiguraciones recientes de co-
berturas productivas con cartografía provincial IDECOR en cortes comparables 
(2017 -2018 y 2020 -2021), con foco en categorías ligadas a intensificación ganaderia 
extensiva (p. ej., “pastura natural manejada”) y, cuando corresponde, irrigación; y 3) 
los posibles efectos ecohidrológicos se discuten como mecanismos reportados por 
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la literatura para interpretar patrones observados, sin presentarlos como medicio-
nes directas (Giménez et al., 2020; Maertens et al., 2022). b) Dimensión institucio-
nal y normativa. Construye un corpus de presupuestos mínimos nacionales y regí-
menes provinciales (bosques, agua, evaluación ambiental, áreas protegidas y otros 
instrumentos relevantes), complementado con documentación pública accesible 
(expedientes, informes y estadísticas). Se analiza cómo estos dispositivos re‑escalan 
autoridad, fijan umbrales y formatos de prueba (categorías, permisos, monitoreo, 
sanción) y habilitan o restringen usos del agua y del bosque nativo, en línea con la 
conceptualización de territorios hidrosociales (Boelens et al., 2016). c) Dimensión 
valorativa. Releva enunciaciones públicas y textos en voz propia de tres arenas (Es-
tado provincial, empresariado/productivismo,comunidades MCC y organizaciones 
territoriales y ambientales) para identificar cómo se definen “daños” y “soluciones” 
y qué criterios se vuelven comparables (eficiencia, progreso, seguridad, salud, digni-
dad, cuidado). La lectura triangula sistemáticamente estas dimensiones, los cambios 
materiales se interpretan junto con los marcos normativos que los habilitan y con 
los lenguajes que los justifican u objetan. Se explicitan asimetrías de disponibilidad 
y calidad de datos (p. ej., fechas incompletas en registros de perforaciones o reza-
gos de actualización cartográfica) y se evita derivar causalidades directas cuando las 
fuentes no permiten sostenerlas.

3. Marco teórico

3.1 Historicidad de los conflictos, territorialización y producción social 
de naturaleza
La conflictividad en torno a los bienes comunes se vuelve inteligible cuando se 

la sitúa en una matriz histórico-crítica donde colonialidad, capitalismo y patriarcado 
operan como ejes constitutivos de la apropiación diferencial de la naturaleza y de la 
producción de desigualdades territoriales (Ayala Carrillo et al., 2017; García-Torres 
et al., 2020). En esta clave, territorio nombra un proceso de territorialización que 
transforma el espacio en una relación social en disputa, donde se estabilizan y se im-
pugnan regímenes de acceso, control y legitimidad (Raffestin, 2015; Lefebvre, 2013; 
Alimonda, 2011). Esa producción territorial se enlaza con la mercantilización de la 
tierra y de la naturaleza, que reordena derechos, obligaciones y umbrales de vida 
bajo la lógica del mercado y sus dispositivos de desposesión (Polanyi, 1944/2017). 
En el Chaco Seco cordobés, esta perspectiva gana peso empírico por rasgos estruc-
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turantes como la aridez, la alta variabilidad hidroclimática, la dependencia de cap-
taciones y acuíferos, la dispersión de poblaciones rurales y el papel ecohidrológico 
del monte nativo en la regulación local del agua. Por ello, entender al territorio 
como objeto y producto de relaciones de poder supone tres premisas 1) que se 
produce en la articulación entre normas, propiedad, instituciones, infraestructuras, 
violencias y discursos; 2) que expresa una correlación histórica de fuerzas y 3) que 
esa producción es necesariamente conflictiva, porque allí se enfrentan proyectos de 
vida, economías morales y modos de habitar no equivalentes ni conmensurables, 
especialmente cuando la frontera extractiva reordena las condiciones mismas de 
reproducción de los territorios bosques-agua (Alimonda, 2011).

Sobre ese trasfondo, la noción de producción social de naturaleza permite exa-
minar cómo el extractivismo reorganiza ecosistemas, trabajo y energía bajo metabo-
lismos de flujo abierto: circuitos expansivos que externalizan costos socioambienta-
les, desplazan daños hacia poblaciones subalternizadas y acumulan valor en cadenas 
globales (Moore, 2016; Martínez-Alier, 2015). Esta conceptualización habilita leer la 
agriculturización y el cambio de uso del suelo, con deforestación y artificialización 
hidráulica, entre otras tecnologías, como parte de una frontera que avanza sobre 
territorialidades campesino-indígenas, reescalando competencias y modificando el 
acceso efectivo a tierra y agua (Porto-Gonçalves, 2004; Haesbaert, 2004; Svampa, 
2011). En consecuencia, el período 2000-2024 puede definirse como un ciclo de 
intensificación extractivista asociado a presiones de commodities, en el que los con-
flictos ambientales activan gramáticas de derechos, repertorios de acción colectiva y 
disputas por el sentido de lo público-común (Merlinsky, 2013, 2016, 2020). Dicho 
de otro modo: sobre la base de valores-significados y experiencias situadas, personas 
y colectivos imprimen estrategias sobre el espacio, (re)crean su existencia y disputan 
el territorio como forma concreta de vida.

3.2 Perspectiva hidrosocial: co-producción del agua, escalas y 
territorios en disputa
El concepto de ciclo hidrosocial ordena una comprensión del agua como pro-

ceso relacional y ecológico-distributivo: el agua no existe como “recurso hídrico” 
dado, sino que se coproduce mediante flujos biofísicos, infraestructuras, marcos le-
gales, saberes expertos y prácticas locales, configurando territorios hidrosociales en 
disputa (Swyngedouw, 2009; Linton & Budds, 2014; Boelens et al., 2016). Esta co-
producción implica que lo hídrico se organiza simultáneamente como materialidad 
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(captaciones, redes, perforaciones), como normatividad (permisos, ordenamientos, 
regímenes de uso) y como régimen de verdad (qué conocimientos cuentan, cómo 
se prueba, quién tiene autoridad para decidir). La literatura converge en dos despla-
zamientos decisivos. Primero, el problema de las escalas: el control y la circulación 
del agua se definen en arreglos que reconfiguran relaciones entre niveles de deci-
sión. Esa organización de poderes, junto con sus ensamblajes y desplazamientos, 
forma parte constitutiva de lo hídrico. Segundo, la necesidad de reflexividad meto-
dológica cuando los conflictos se traducen a formatos de gestión: las traducciones 
técnicas-administrativas, no son neutrales, sino que orientan decisiones públicas 
hacia determinados beneficios productivos y filtros de evidencia (Merlinsky et al., 
2020; Larsimont & Martín, 2022). En el Cono Sur, estos debates se actualizan en 
un escenario de expansión de riego, acueductos y perforaciones, junto con reorde-
namientos normativos y narrativas de modernización hídrica, volviendo ineludible 
tratar el acceso al agua como campo de disputa material y política.

3.3 Frontera hídrica, autoridad e infraestructura
La noción de frontera hídrica del agronegocio condensa un proceso regional: ex-

pansión del riego y de otros usos intensivos del agua apoyados en paquetes tecnoló-
gicos y arreglos financiero-empresariales que reordenan prioridades públicas hacia 
la productividad y el valor de cambio del agua (Santos C., 2020). Materialmente, 
la multiplicación de perforaciones profundas, entubados, canales y redes privadas 
recomponen flujos, tiempos de residencia y posibilidades de recarga. En términos 
hidrosociales, infraestructuras y usos reconfiguran territorios al producir nuevas 
dependencias, exclusiones y formas de control. En contextos semiáridos, como los 
de la región chaqueña, ese ensamblaje puede desanclar el nexo bosque-acuífero al 
acelerar extracciones y rigidizar caudales con finos productivos, desplazando fun-
ciones ecosistémicas del monte nativo que regulan pulsos y almacenamientos subte-
rráneos. En el plano institucional, la expansión de la frontera hídrica se acompaña 
de re-escalados de autoridad y de procedimientos que generan controversias socio-
técnicas: requisitos, peritajes y matrices de evaluación trasladan la decisión hacia 
agencias expertas, filtrando qué cuenta como evidencia y, por tanto, quién puede 
acceder,a qué ritmo y bajo qué condiciones (Li, 2007). Esta gubernamentalidad 
convive con el repertorio histórico de la “misión hidráulica” y sus justificaciones 
de eficiencia y control. Los aparatos hidráulicos operan como tecnologías de orde-
namiento que jerarquizan usos y sujetos (Molle et al., 2009). El resultado es una 
arquitectura decisional polinivel donde los cambios de escala redistribuyen dere-
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chos, cargas y capacidades efectivas de incidencia (Budds et al., 2023; Macpherson 
et al., 2024). En el plano semántico, las infraestructuras portan promesas, afectos 
y legitimidades. La poética de la infraestructura permite comprender cómo la obra 
deviene signo de progreso y seguridad, condensando expectativas que naturalizan 
soluciones y silencian alternativas (Larkin, 2013). Esa gramática de modernización 
enunciada como progreso, competitividad, seguridad hídrica, dota de plausibilidad 
a excepciones regulatorias y autorizaciones especiales, desplazando la pregunta por 
la consistencia ecosistémica local del vínculo bosques-agua. En la región chaqueña 
argentina, evidencias de desmonte, conflictividad y reorganización productiva se 
entrelazan con la dimensión hídrica de ese modelo en nuevas obras, dispositivos 
administrativos y repertorios discursivos que legitiman su avance (Toledo-López et 
al., 2023). Finalmente, la financiación introduce sesgos adicionales: modelos de ne-
gocio, deuda y partenariados condicionan qué obras se hacen, dónde y para quién, 
transfiriendo riesgos a usuarios subalternizados y al ambiente (Bayliss, 2014; Reis 
et al., 2024).

3.4 Cuidado y sostén de la vida
El cuidado opera aquí como concepto analítico y como criterio normativo-po-

lítico: sostener la vida exige reconocer infraestructuras de cuidado y trabajos rela-
cionales que conectan cuerpos, territorios y más-que-humanos, haciendo visibles 
dependencias materiales y afectivas expulsadas de la evaluación pública (Haraway, 
2020; Narayanaswamy et al., 2023). En América Latina, los feminismos ecoterrito-
riales han mostrado la potencia de situar la reproducción social y la pertenencia 
como criterios de justicia, permitiendo leer prácticas comunitarias del agua como 
redes vitales que disputan sentidos y materialidades (Linsalata, 2014; Ojeda et al., 
2022). La ética del cuidado aporta además claves enunciativas y metodológicas para 
interpelar roles quién cuida, de qué, cómo y con qué consecuencias evaluar políti-
cas hídricas más allá de indicadores ingenieriles e incorporar saberes situados en el 
diseño de soluciones (Harcourt, 2023; Narayanaswamy et al., 2023). Conceptual-
mente, esto se traduce en desplazamientos encadenados: de “acceso” a capacidad 
de habitar, de “gestión” a tejido de relaciones, y de “participación” a coproducción 
de criterios de valoración (Tamayo-Álvarez, 2023). En territorios hidrosociales de-
fendidos frente al extractivismo, el registro de gobernanzas plurales del agua vuelve 
observable la coexistencia y el conflicto entre normas estatales,consuetudinarias 
y comunitarias, mostrando cómo arreglos desde abajo ordenan accesos, manteni-
miento y decisiones (Ulloa et al., 2020).
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3.5 “Bosques-agua”: interdependencia ecohidrológica y lenguajes de 
valoración en disputa
La categoría “bosques-agua” organiza el marco teórico como principio de com-

prensibilidad territorial: nombra la interdependencia ecohidrológica mediante la 
cual la cobertura boscosa, los suelos y las dinámicas de agua superficial y subterrá-
nea co-configuran condiciones de vida, producción y conflicto. 

En la ecorregión del Gran Chaco Americano, la remoción de cobertura, la 
agriculturización y la intensificación de artefactos hidráulicos han alterado flujos 
locales (infiltración, escorrentía, evaporación), desplazando costos hacia comunida-
des rurales y tensionando arreglos históricos de abastecimiento (Gasparri & Grau, 
2009; Vallejos et al., 2015; Magliano et al., 2016; Barchuk et al., 2017). La “pam-
peanización” describe la expansión del patrón productivo pampeano hacia ecorre-
giones extrapampeanas: Pengue (2017) la define como “la exportación del modelo 
intensivo pampeano hacia otras ecorregiones que ‘no son pampa’, como el Chaco 
y el Espinal” (p. 19). En términos socioambientales, este corrimiento de la frontera 
agropecuaria se asocia con cambios de uso del suelo y con la profundización de 
presiones antrópicas que degradan la estructura y funcionalidad de los bosques; en 
esa línea, “los procesos de deforestación y de degradación hacen que el Espinal sea 
una de las ecorregiones boscosas más amenazadas de la Argentina” (Rojido et al., 
2021, p. 87). 

A escala nacional, el monitoreo oficial señala que en el Espinal (distrito del 
Caldén) “el principal responsable de la transformación de los bosques nativos son 
los incendios forestales, algunos de estos propiciados para la habilitación ganade-
ra” (Subsecretaría de Ambiente, 2024, p. 4) y advierte que la alta intensidad y re-
currencia del fuego en regiones como el Espinal, sumada al impacto de prácticas 
ganaderas, “puede tener como consecuencia una pérdida irreversible del bosque” 
(Subsecretaría de Ambiente, 2024). En concordancia, la tasa anual de pérdida en el 
Espinal muestra oscilaciones marcadas, con un máximo en 2018 (0,82%) y un míni-
mo en 2023 (0,11%) (Subsecretaría de Ambiente, 2024, p. 15). Hallazgos recientes 
reportan dinámicas hidrológicas emergentes por cambio de uso, incluidos “neo-hu-
medales” y efectos no locales de la expansión agrícola (Díaz et al., 2022; Bracalenti 
et al., 2024). Los diagnósticos 2023-2024 corroboran la persistencia del proceso y 
sus impactos (BID & CIPPEC, 2024; MapBiomas, 2024), mientras estudios de per-
cepción registran cómo clima, agua y salud se vuelven experiencias encarnadas de 
desigualdad (Castilla, 2021; Montes Galbán, 2024). En este punto, y dado que cons-
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tituye una dimensión de análisis del capítulo, resulta clave desarrollar el concepto 
de lenguajes de valoración. No se trata solo de “opiniones” o “discursos” sobre la 
naturaleza, sino de marcos prácticos y argumentativos mediante los cuales actores 
heterogéneos definen qué beneficio cuenta como daño, qué se vuelve prioritario 
y qué se considera legítimo en la disputa por lo público-común. Los lenguajes de 
valoración organizan, así, criterios de equivalencia o inconmensurabilidad: hacen 
posible medir y justificar decisiones (por ejemplo, en clave de eficiencia, cobertura, 
productividad o seguridad hídrica), pero también sostienen valoraciones que resis-
ten la traducción tecnocrática (salud, dignidad, continuidad de la vida, soberanía 
alimentaria, vínculos ancestrales y afectivos con el monte y el agua) (Martínez-Alier, 
2013; Zografos, 2023). En los conflictos, estos lenguajes se articulan con gramáticas 
de derechos y repertorios de acción colectiva, y delimitan qué pruebas se aceptan, 
qué voces tienen autoridad y qué soluciones se vuelven posibles (Merlinsky, 2013, 
2016, 2020). Como operador analítico, “bosques-agua” permite entonces clasificar 
políticas y obras según orienten una recomposición del vínculo bosques-agua (res-
tauración ecológica, protección efectiva, arreglos comunitarios de convivencia) o 
profundicen su desacople (deforestación, captaciones que drenan recargas, excep-
ciones que priorizan la productividad). A la vez, habilita sistematizar lenguajes de 
valoración y sus efectos territoriales: cuándo una obra reorganiza el acceso desde 
un régimen de productividad y control, y cuándo arreglos comunitarios de cuida-
do reordenan prioridades desde la reproducción de la vida. En esa intersección se 
delimita el campo conceptual desde el cual el capítulo interpreta la producción de 
territorios hidrosociales desiguales en el Chaco Seco cordobés. Asimismo, habilita 
sistematizar lenguajes de valoración y sus efectos territoriales. Cuándo una obra 
reorganiza el acceso desde un régimen de productividad y control, y cuándo arre-
glos comunitarios de cuidado reordenan prioridades desde la reproducción de la 
vida. En esa intersección se delimita el campo conceptual desde el cual el capítulo 
interpreta la producción de territorios hidrosociales desiguales en el Chaco Seco 
cordobés. 
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4. Dimensión material: transformaciones ecohidrosociales (2000-2024)

Figura 1. El Chaco Seco cordobés

Nota. Elaboración propia a partir del “Proyecto MapBiomas Argentina”. Los departamentos 
resaltados corresponden a los que se encuentran total o parcialmente comprendidos en la porción 

cordobesa del Chaco Seco.

La dimensión material de las transformaciones se aborda en consonancia al 
ciclo hidrosocial. Con dicho propósito, el análisis de este apartado se adapta a dis-
ponibilidades de datos y capacidad de procesamiento frente a diferentes unidades 
de medición.

4.1 Transformación del soporte ecohidrológico: pérdida de vegetación 
(2000-2024)
La evidencia más robusta y continua (2000-2024) para el Chaco Seco cordobés 

es la pérdida acumulada de vegetación natural (monte/matorral/pastizales natura-
les) y su reemplazo por coberturas productivas o superficies con menor biomasa. Se 
emplean los mapas anuales de cobertura y uso del suelo de MapBiomas Argentina 
(serie anual hasta 2024), en el recorte espacial de superficie de intersección de-
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partamental con la ecorregión del Chaco seco, serie que habilita observar ritmos, 
acumulados y heterogeneidad espacial.

La pérdida acumulada estimada para 2000-2024 alcanza 317.916 ha, altamente 
concentrada: Ischilín, Tulumba, Río Seco y Sobremonte concentra 73,8% del total 
(Tabla 1). Esta distribución importa por dos razones: primero, porque concentra 
cambios en el noroeste–norte provincial (Parque Chaqueño Occidental) donde, se-
gún diagnóstico institucional, históricamente se registraron tasas elevadas de defo-
restación y alta vulnerabilidad a desertificación (Defensor del Pueblo de la Nación, 
2011). Asimismo, la pérdida implica degradación de la infraestructura ecológica que 
regula infiltración, evapotranspiración, redistribución de humedad y protección de 
suelos. 

Tabla 1. Pérdida acumulada de vegetación (2000-2024) por dptos. en el 
Chaco Seco cordobés

Departamento Sup. dpto 
(ha)

% CS (aprox.) Pérdida veg. 
2000–2024 (ha)

Pérdida (% 
dpto)

Ischilín 513.981 9 74.014 14,40

Tulumba 991.543 17 58.190 5,87

Río Seco 615.679 12 51.475 8,36

Sobremonte 328.466 6 50.822 15,47

Cruz del Eje 663.286 12 36.060 5,44

Calamuchita 548.932 8 15.756 2,87

San Alberto 333.885 6 9.703 2,91

San Javier 432.397 3 8.924 2,06

Punilla 259.133 4 7.189 2,77

Pocho 223.345 5 3.387 1,52

Minas 374.575 6 2.396 0,64

Nota. Procesamiento propio con base en los datos de MapBiomas Argentina (Departamentos con 
más del 90% de superficie en la ecorregión del Chaco seco. Serie anual hasta 2024)
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Ahora bien, el vínculo “deforestación-agua” no es lineal. La literatura ecohidro-
lógica para el Chaco muestra que la sustitución masiva de vegetación leñosa por 
agricultura puede disparar drenaje profundo y recarga, elevando niveles freáticos y 
movilizando sales, con pulsos rápidos de ascenso bajo cultivos anuales, mientras que 
remanentes de bosque sostienen descarga transpirativa local de aguas subterráneas 
salinas (Giménez et al., 2016). En este sentido, la pérdida de monte no sólo “quita 
regulación”, sino que puede re-encaminar el agua hacia el subsuelo y alterar calidad 
(aumento de salinidad), generando un nuevo régimen ecohidrológico de mediano 
plazo.

Figura 2. Pérdida anual de vegetación por departamento en la porción 
cordobesa del Chaco Seco (2000-2024)

Nota. Elaboración propia a partir de los Mapas Anuales de Cobertura y Uso del Suelo de 
MapBiomas Argentina. Se incluyen todos los departamentos total o parcialmente comprendidos 

en la porción cordobesa del Chaco seco.

El gráfico permite identificar que las transformaciones no ocurren como una 
pendiente continua sino como pulsos (años de pérdida extraordinaria) intercalados 
con tramos de menor intensidad. En términos espaciales, la señal más intensa se 
concentra en un conjunto reducido de departamentos, mientras que la mayoría 
permanece con pérdidas anuales relativamente bajas.
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La serie anual de pérdida de vegetación en hectáreas por departamento (2000-
2024), construida a partir de cartografía anual de cobertura y uso del suelo (Ma-
pBiomas, 2024), muestra un patrón de pulsos y concentración. El período 2000-
2006 exhibe los máximos eventos de pérdida, con picos destacados en Río Seco 
(en 2004: 8.147 ha), Tulumba (en 2004: 6.987 ha) e Ischilín (en 2005: 10.671 ha), 
seguidos por una caída marcada a partir de 2007-2008 y una estabilización poste-
rior en valores comparativamente bajos para la mayoría de los departamentos. Este 
primer “pulso” es consistente con la expansión temprana de la frontera agraria 
moderna en el norte cordobés, que la bibliografía identifica como núcleo de avan-
ce del agronegocio, particularmente en Río Seco, Sobremonte y Tulumba (Salizzi, 
2020). En términos institucionales, el gráfico también dialoga críticamente con el 
marco legal: aunque la Ley Nacional 26.331 (Presupuestos mínimos para la protec-
ciónde Bosques Nativos) prohibía desmontes en el período de transición hasta que 
cada provincia sancionara su OTBN, Córdoba aprueba su ley recién en 2010 y la 
reglamenta en 2011, es decir, con rezago respecto del cronograma nacional, lo que 
ayuda a explicar por qué los desmontes no “desaparecen” de inmediato (Defensor 
del Pueblo de la Nación, 2011; Decreto 170/11). La reducción estadística posterior 
es coherente con reportes oficiales relevados por la literatura: la pérdida de tierras 
forestales cae de 39.936 ha (2008-2011) a 7.765 ha (2012-2015), aunque persisten 
eventos (por ejemplo, un segundo pico en Ischilín 2014: 6.742 ha) que advierten 
sobre brechas de control, reconfiguración espacial del desmonte y/o cambios de 
modalidad (parches, mosaicos, conversión a forrajes) más que un “fin” del proceso 
(Salizzi, 2020). En suma, la evidencia cartográfica no solo periodiza ritmos, sino 
que sugiere un cambio de régimen: de expansión rápida a moderación regulatoria 
imperfecta, con persistencias y rebrotes que requieren interpretaciones no lineales.

4.2 Apropiación hídrica
A diferencia de la cobertura vegetal (serie anual completa), los indicadores hídri-

cos disponibles son parciales y deben tratarse como proxies verificables, no como 
hidrometría plena.

Perforaciones y pozos: La base georreferenciada de APRHI permite caracterizar 
el stock de perforaciones por departamento y, en una parte de los registros, aporta 
campos temporales asociados (p. ej., fechas vinculadas a bombeo). En el recorte de-
partamental, la evidencia muestra que existen departamentos con alta densidad de 
registros (Punilla: 163; Cruz del Eje: 157; San Javier: 74; San Alberto: 73; Calamu-
chita: 77; Ischilín: 61), y otros con escasa presencia en el registro (p. ej., Sobremonte 
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y Minas), lo que obliga a interpretar la base como registro técnico-administrativo 
con cobertura desigual, no como censo exhaustivo de todas las perforaciones exis-
tentes. Además, se encuentra algunas s en una proporción significativa pero incom-
pleta para la cobertura de “pozos con fecha 2000–2025” varía por departamento 
(Tabla 2), por lo que el componente temporal debe usarse como indicador aproxi-
mado de intensificación, no como datación exacta de perforación (APRHI, s. f.).

En términos de usos, predomina el abastecimiento doméstico y municipal, con 
participación relevante de usos agrícolas y pecuarios en varios departamentos. Este 
patrón es materialmente importante porque indica una transición desde un territo-
rio regulado por infraestructura ecológica hacia un territorio crecientemente regu-
lado por infraestructura técnica (bombeo, conducción, distribución intrapredial), 
donde el acceso se decide por inversión, derechos y capacidad de mantenimiento.

Pivote central: En Córdoba, el riego por pivote central exhibe una expansión 
provincial marcada. En el año 2000 se registran 355 círculos y 29.378 ha regadas 
con este sistema, y en 2014, 1.393 círculos y 102.393 ha, con extensión desde 1 a 20 
departamentos (Feler & Barrionuevo, 2018). Este dato es clave porque evidenciaa el 
crecimiento de una modalidad tecnificada de extracción y uso del agua en el período 
de estudio, y permite además, ubicar al Chaco seco cordobés en una geografía dife-
rencial de la irrigación. En particular, San Alberto y San Javier muestran incorpo-
ración del pivote (p. ej., de 9 círculos en 1998 a 105 en 2008 según el relevamiento 
cartográfico del estudio), lo que refuerza que la irrigación no ocupa un patrón espa-
cial de extensión uniforme, si no que se concentra, intensificando la extracción y con 
los efectos ecohidrológicos y sociales consecuentes (disminución del nivel freático 
zonificado y dificultad para el acceso desde pozos domésticos y comunitarios).

4.3 Intensificación ganadera: “pastura natural manejada” como 
tecnología territorial
En el Chaco Seco cordobés, una clave material (y verificable) es la expansión 

de la categoría “pastura natural manejada”, que IDECOR define como cobertura 
herbácea y/o leñosa intervenida por manejo de la carga ganadera. En 2020-2021, 
IDECOR explicita que, en el noroeste, esta clase puede incluir árboles emergentes y 
leñosas controladas por rolados (mecanismos típicos de “limpieza” y simplificación 
del estrato), lo cual es crucial para interpretar impactos ecohidrológicos aun sin irri-
gación artificial. En 2022-2023 la categoría se ajusta como “pastura manejada con 
o sin emergentes”, asociada al reemplazo de bosques/matorrales y a la regulación 
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mecánica de leñosas (rolados), explicitando su vínculo con transformaciones de 
estructura vegetal.

Tabla 2. Monte y pastura natural manejada por departamento (2017/18)

Departamento Pastura nat. 
anejada 
2017/18 (ha)

Pastura 
2017/18 (%)

Pastura nat. 
manejada 
2020/21 (ha)

Pastura
2020/21 
(%)

Calamuchita 22.463 4,7 28.511 5,98

Cruz del Eje 82.879 12,6 85.638 13,0

Ischilín 142.268 28,2 143.819 28,51

Minas 9.228 2,6 9.365 2,62

Pocho 23.550 7,7 23.265 7,59

Punilla 13.724 5,5 14.151 5,66

Río Seco 101.206 14,3 105.703 14,95

San Alberto 21.515 6,3 22.711 6,7

San Javier 5.688 3,7 9.133 5,9

Sobremonte 121.241 37,4 122.637 37,86

Tulumba 89.964 9,4 99.666 10,37

Nota: Elaboración propia con base en IDECOR (series 2017/18 y series 2020/2021)

La Tabla 2 muestra un corte temporal asociado a disponibilidad de datos (2017/18 
y 2020/2021) sobre “Pastura natural manejada”. Allí se observa un fenómeno de 
“ganaderización” (vía pasturas manejadas) con principal impacto en Sobremonte e 
Ischilín que presentan proporciones muy altas de pastura natural manejada, y le 
siguen Río Seco y Cruz del Eje que refuerzan el patrón. Esta evidencia sostiene una 
inferencia material que permite identificar el avance de la frontera extractiva, donde 
la reconfiguración del territorio hidrosocial ocurre por simplificación de coberturas 
y manejo ganadero (compactación, alteración de macroporosidad, cambios en infil-
tración y escorrentía, redistribución del agua dentro del predio).

5. Dimensión institucional y normativa

Esta dimensión reconstruye los dispositivos institucionales que gobiernan el 
agua y los bosques nativos en el noroeste de Córdoba dentro del Chaco Seco, en el 
período 2001 a 2024. Las normativas son leídas como tecnologías de gobierno que 
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organizan competencias, umbrales técnicos, monitoreo y sanción. Estos arreglos 
producen y disputan territorios hidrosociales porque articulan flujos, infraestruc-
turas, instituciones y ambiente en torno al control (Boelens et al., 2016). En esta 
clave, la institucionalidad no acompaña pasivamente la expansión extractiva, sino 
que delimita sus condiciones de posibilidad y define quién puede sostener en expe-
diente lo que se presenta como uso legítimo.

En este marco, el concepto de re escalamiento nombra un proceso político e 
institucional en el que se reconfiguran los niveles de autoridad, las unidades terri-
toriales que importan para decidir y los criterios de prueba que definen qué cuenta 
como impacto o como uso legítimo. No se trata de un traslado administrativo neu-
tro, sino de una disputa por la escala en la que se decide y se controla, y por la escala 
en la que se vuelve legible el agua y el monte para el Estado y para los actores priva-
dos (Brenner, 2004). Swyngedouw (2009) precisó que, en la hidropolítica, la escala 
opera como tecnología política porque fija dónde se decide, qué evidencias valen 
y quién puede producirlas. En territorios áridos, esta pregunta se completa con el 
problema del ajuste institucional a la escala ecorregional. Young (2002) y Cash et 
al. (2006) sostienen que los instrumentos fallan cuando la escala del dispositivo no 
coincide con la escala de los procesos biofísicos y sociales que busca gobernar, o 
cuando la capacidad operativa no acompaña el mandato normativo.

Para esta dimensión, el reescalamiento se evalúa en el plano jurídico y en el 
plano técnico. El jurídico-político combina presupuestos mínimos nacionales y regí-
menes provinciales, con provincias que ejecutan, regulan y definen procedimientos 
asociados. En el técnico-administrativo que incorpora plataformas, requisitos de 
profesionalización y umbrales, tiende a traducir conflictos en condiciones técnicas 
de cumplimiento. Ese movimiento expresa lo que Li denomina la operación de 
“volver técnico” un problema político, y lo que Larkin analiza como el poder de 
la infraestructura para organizar decisiones, promesas y jerarquías, también en el 
plano institucional (Li, 2007; Larkin, 2013).

5.1 Corpus institucional trabajado y criterio de lectura
El corpus se organizó en tres familias. La primera reúne presupuestos mínimos 

nacionales que fijan principios y herramientas generales de protección ambiental, 
agua y bosques. La segunda reúne regímenes provinciales que complementan y eje-
cutan esos pisos en Córdoba, con especial densidad en ordenamiento de bosques 
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nativos, política ambiental, evaluación de impacto y administración del agua. La 
tercera reúne decretos provinciales que instituyen áreas protegidas y corredores bio-
geográficos que operan como cierres territoriales específicos.¹ A continuación, la 
Tabla 3 sintetiza el corpus institucional y explicita, para cada instrumento, la escala 
dominante, el tipo de reescalamiento que induce y su capacidad de integrar bosques 
y agua como entramado ecohidrológico y político.

Tabla 3. Corpus institucional y claves de reescalamiento en territorios 
bosques-agua (2001-2024)

Tema, instrumento, año, 
jurisdicción

Escala, adecuación ecorregional e integración 
bosques-agua

Ambiente y derechos 
procedimentales.
Constitución Nacional, 1994, 
Argentina. Ley General del 
Ambiente 24.675, 2002, 
Nación. Ley de acceso a la 
información ambiental 24.831, 
2003, Nación

Define principios y herramientas de presupuestos 
mínimos. Re escala la ejecución hacia provincias. 
La adecuación ecorregional depende de cómo se 
traduzcan el ordenamiento ambiental del territorio y 
la evaluación de impacto en territorios áridos

Acceso a información y 
control social. Ley 24.831 de 
información ambiental, 2003, 
Nación. Ley 8.803 de acceso 
a actos del Estado, 1999, 
Córdoba

Re escala capacidad de fiscalización hacia ciudadanía 
y organizaciones, aunque depende de apertura de 
expedientes y de capacidades locales para activar 
pedidos. En contextos rurales dispersos, la brecha es 
institucional y material

Política ambiental y 
dispositivos complementarios. 
Ley de Política Ambiental 
Provincial 10.208, 2014, 
Provincia de Córdoba. Ley 
10.830, 2022, Provincia de 
Córdoba. Seguro ambiental, 
Decreto 288, 2015. Evaluación 
ambiental estratégica, 
Resolución 13,2015

Re escala decisiones a procedimientos de EIA y 
audiencias. Aumenta la densidad instrumental 
y tecnifica el acceso. La adecuación ecorregional 
depende del modo en que anexos y dictámenes 
reconozcan la aridez, recarga y fragilidad del Chaco 
Seco. Riesgo de tratamiento sectorial si no se articula 
con OTBN.
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Evaluación de impacto 
ambiental. Ley Ambiental 
Provincial 7.343, 1985, 
Provincia de Córdoba. Decreto 
3.290, 1990. Decreto 2.131, 
2000

Da procedimento la autorización previa a un 
proyecto. Reescalamiento hacia saber experto y 
organismos revisores, con condicionamientos frente 
a la competencia por incentivos productivos. La 
adecuación depende de incorporar aridez e impactos 
acumulativos en clave ecorregional

Monitoreo y sanción 
ambiental. Creación de 
Policía Ambiental, Ley 
10.115, 2012. Ley de Policía 
Ambiental, Ley 10.806, 2022. 
Ley de infracciones y Tribunal 
Administrativo Ambiental, 
Ley 11.027, 2024, Provincia de 
Córdoba

Refuerza la capacidad sancionatoria. Reescalamiento 
hacia centralización del control y procedimientos 
administrativos. Adecuación depende de presencia 
territorial y accesibilidad a denuncias. Se integra 
por posibilidad de perseguir infracciones hídricas y 
forestales. Requiere coordinación interagencial para 
evitar vacíos.

Minería. Prohibición de 
minería metalífera a cielo 
abierto con sustancias tóxicas, 
Ley 9.526, 2008, Provincia de 
Córdoba

Cierre legislativo preventivo. Reescalamiento por 
decisión provincial frente a presiones sectoriales. 
Adecuación alta en cuencas del Chaco seco Integra 
por prohibición. Protege agua y territorios de 
bosque nativo al excluir actividades de alto riesgo 
hidroquímico.

Producción agricola: 
Fitosanitarios. Ley 9.164, 
2004, Provincia de Córdoba. 
Decreto 132, 2005

Reescalamiento hacia control profesional, receta 
y fiscalización. La adecuación depende de derivas, 
escorrentías y abastecimiento rural disperso.Se 
integra con perspectiva hídrica por prevención de 
contaminación de agua superficial y subterránea. 
No íntegra conservación de bosque como problema 
institucional.

Sistemas intensivos de 
producción animal. Ley 9.306, 
2006, Provincia de Córdoba. 
Decreto 1.103, 2006

Condiciona habilitaciones y exige gestión de 
efluentes. Reescalamiento hacia requisitos técnicos 
y controles. La adecuación depende de la capacidad 
de asimilación en cuencas del Chaco seco. Se integra 
por riesgo sobre calidad del agua y por demanda. No 
ordena cobertura vegetal.



134 marina ayrala quiroga

Agroforestería y promoción 
productiva. Plan Provincial 
Agroforestal, Ley 10.467, 2017, 
Provincia de Córdoba. Decreto 
1.241, 2018. Buenas Prácticas 
Agropecuarias, Ley 10.663, 
2019

Reescalamiento hacia métricas, registros y 
plataforma. Exige cobertura arbórea mínima del 2% 
con posibilidad de 5% por ciento según condiciones.
Se integra de modo ambiguo. Puede aportar 
cobertura y control de erosión, pero puede habilitar 
sustituciones funcionales respecto del bosque nativo 
si opera como compensación simplificada, pero no 
ecohidrológica. La adecuación depende de especies, 
sitio y manejo.

Conservación de suelos. Ley 
8.936, 2001, Provincia de 
Córdoba. Decreto 115, 2004

Reescalamiento hacia planes de manejo y control. 
Alta pertinencia en aridez si se coordina con 
cobertura vegetal.Se integra con funciones 
ecohidrológicas por tratar suelo como mediador 
de infiltración, recarga y escorrentía. Requiere 
articulación con OTBN

Agua como bien ambiental. 
Régimen de Gestión 
Ambiental de Aguas 24.688, 
2002, Nación

Establece un piso nacional y remite implementación 
a provincias y cuencas. La adecuación ecorregional 
requiere gestión por cuenca y criterios de aridez que 
no quedan garantizados por el diseño mínimo,ni por 
la capacidad operativa.

Régimen hídrico. Código de 
Aguas 5.589, 1973, Provincia 
de Córdoba. Administración 
Provincial de Recursos 
Hídricos, Ley 9.867, 2010, 
Provincia de Córdoba

Centraliza autorizaciones en agencia provincial 
y habilita arreglos corporativos por usuarios. Re 
escala hacia tecnologías y expedientes. Adecuación 
ecorregional limitada si el criterio dominante es 
volumétrico y predial, sin lectura de microcuenca. 
La conservación del bosque aparece como condición 
ambiental externa y no como parte del derecho de 
agua.

Calidad de aguas. Normas y 
estándares de vertido, Decreto 
847, 2016, Provincia de 
Córdoba

Estandariza parámetros y control, rescalamiento 
hacia monitoreo técnico. La adecuación depende de 
contemplar salinidad natural y estiaje. Se integra por 
protección de cuerpos de agua, con efectos indirectos 
sobre ecosistemas de monte y salud ambiental.

Organización de usuarios. 
Consorcios de usuarios 
de riego, Ley 6.604, 1981, 
Provincia de Córdoba, y 
modificatoria Ley 9.074, 2002

Reescalamiento hacía productores agropecuarios. 
Descentraliza la operación hacia consorcios bajo 
tutela estatal. Puede consolidar capturas de decisión. 
Puede incorporar reglas locales de uso y cuidado, 
pero no garantiza articulación con OTBN
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Bosques nativos. 
Ley de Presupuestos Mínimos 
de Bosques Nativos 26.331, 
2007, Nación. Decreto 
reglamentario 91, 2009, 
Nación

Reescala hacia provincias la cartografía y el control 
del OTBN. La adecuación ecorregional depende 
de la calidad de mapas, de participación real y de 
capacidades de control. Re escala también hacia 
expertos, por requisitos de planes y auditorías

Bosques nativos, OTBN 
Córdoba. 
Ley 9.814, 2010, Provincia de 
Córdoba. Decreto 170, 2011, y 
Decreto 1.131, 2012, Provincia 
de Córdoba

Reescala autoridad al nivel provincial y desplaza 
disputas a arenas técnicas y legislativas. Adecuación 
ecorregional tensionada por mapas y por la 
dinámica de conflictos ambientales asociados. Exige 
capacidades sostenidas de monitoreo y sanción

Conservación provincial 
por área y corredor. Ley de 
áreas naturales 6.964, 1983, 
Provincia de Córdoba. Parque 
Natural Provincial y Reserva 
Forestal Natural Chancaní, 
Decreto 6.573, 1986. Reserva 
Provincial de Uso Múltiple 
Salinas Grandes, Decreto 464, 
2003. Corredor Biogeográfico 
del Caldén y del Chaco Árido, 
Decreto 891, 2003

Reescala la protección a unidades territoriales 
específicas. Adecuación ecorregional alta en el 
diseño, pero dependiente de gestión concreta. El 
re escalamiento queda en figura de control si faltan 
recursos económicos y técnicos para la integración 
territorial

Jerarquía nacional de 
conservación. Cesión de 
jurisdicción, Ley 10.481, 
2017, Provincia de Córdoba. 
Aceptación y creación de 
Parque Nacional Traslasierra, 
Ley 27.435, 2018, Nación

Reescalamiento vertical hacia la Administración 
de Parques Nacionales. Adecuación alta para 
conservación estricta. Exige articulación con entorno 
y derechos locales. Se integra en escala de paisaje. 
Protege cobertura de monte y nacientes, con efectos 
sobre regulación hidrológica.

Manejo del fuego. Ley 8.751, 
1999, Provincia de Córdoba. 
Ley nacional 26.562, 2009. 
Ley nacional 26.815, 2012. 
Ley 10.958, 2024, Provincia de 
Córdoba

Reescalamiento hacia autorizaciones, prohibiciones 
y sanciones. Adecuación alta por régimen de aridez 
e incendios. Depende de capacidades económicas 
de prevención y control. Se integra a la clave 
ecorregional al reducir incendios, erosión y deterioro 
de calidad hídrica. Protege bosque como soporte 
ecohidrológico.

Nota: Elaboración propia; se sistematiza normativa nacional y provincial (2001-2024).
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5.2 Ordenamiento de bosques nativos y política de la clasificación
El ordenamiento de bosques nativos opera como una política de clasificación 

que no se limita a describir la naturaleza. Produce una geografía normativa que 
habilita y bloquea usos, asigna jerarquías de conservación y define qué evidencias 
deben presentarse para intervenir. En términos institucionales, la clasificación crea 
legibilidad estatal, pero también abre un campo de disputa por el mapa y por sus 
efectos distributivos. Esa tensión se volvió visible en Córdoba con el proceso de 
construcción del OTBN provincial, que involucró instancias participativas y luego 
controversias por el texto final, las categorías y sus consecuencias (Silvetti et al., 
2013; Cabrol & Cáceres, 2017).

Los antecedentes locales que se incorporan a esta discusión aportan dos claves. 
La primera es que el OTBN no solo ordena el monte. También ordena relaciones 
sociales, porque transforma el territorio en un régimen de permisos, planes, ins-
pecciones y fondos. El acceso a los Planes de Conservación de Bosques Nativos 
depende de una trama comunitaria territorial, de mediaciones técnicas y de una se-
cuencia administrativa que introduce demoras, estancamientos y asimetrías, en es-
pecial para comunidades indígenas y familias campesinas con conectividad limitada 
y tenencia no regularizada (Pedernera y Ayrala, 2022). La adecuación ecorregional 
no puede darse por supuesta. Cingolani y colegas muestran que la actualización del 
OTBN y su implementación necesitan cartografías más finas y actualizadas sobre 
vegetación y dinámicas del territorio, porque mapas de baja resolución o desactua-
lizados tienden a desanclar la norma de procesos ecológicos situados (Cingolani et 
al. , 2022).

En ese contexto, el gráfico de evolución anual de pérdida forestal por provincia 
y categoría introduce un hallazgo institucional de alto peso. Córdoba aparece como 
la provincia con el mayor pico de pérdida en bosques clasificados como Categoría 
I, con un salto excepcional que supera ampliamente las decenas de miles de hectá-
reas en un año. Ese comportamiento se registra después de la sanción del OTBN 
provincial y de su reglamentación. Para esta dimensión, el dato no se usa como 
descripción material del paisaje, sino como indicador de brecha institucional entre 
el efecto esperado de la clasificación y el efecto observado. 
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Figura 3. Pérdida de bosques nativos por provincia según categorías  
de conservación según clasificación del Ordenamiento Territorial  

de Bosques Nativos

Nota: elaboración propia en base a IDECOR

La categoría roja supone máxima protección. La pérdida posterior muestra lí-
mites de control, de prevención y de sanción, o bien dinámicas de excepción y de 
reconfiguración que el instrumento no logra contener. 

La literatura sobre la Ley de Bosques ha insistido en que el problema no se agota 
en el diseño de categorías. Incluye financiamiento, capacidad inspectiva, judiciali-
zación y política provincial de aplicación (Schmidt, 2015; Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible, 2017; Silvetti et al., 2013). El re escalamiento se torna legible 
aquí porque el presupuesto mínimo nacional define el marco, pero la provincia 
ejecuta, controla y sanciona. Cuando la provincia carece de presencia territorial su-
ficiente, o cuando los circuitos administrativos privilegian la legibilidad técnica por 
encima de la eficacia territorial, la clasificación puede funcionar como promesa nor-
mativa y como arena de conflicto, sin traducción garantizada en protección efectiva.

5.3 Agua, permisos y procedimientos técnicos
En Córdoba, las regulaciones en materia hídrica tienen base en el Código de 

Aguas provincial, que define prioridades de uso y asigna a la autoridad hídrica un 
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poder de policía orientado al inventario, la regulación de extracciones, el control 
de obras y la sanción de incumplimientos (Riera, 2017). Esta dimensión evalúa 
el reescalamiento que dicho andamiaje produce. El reescalamiento remite a una 
redistribución de competencias, capacidades de control y criterios de prueba que 
redefine quién decide, con qué instrumentos y bajo qué racionalidad técnica se legi-
timan autorizaciones, condicionamientos y sanciones (Swyngedouw, 2009; Boelens 
et al., 2016). El riego mecanizado con agua subterránea constituyó un vector central 
del reordenamiento institucional. La superficie bajo riego creció desde alrededor de 
11.000 hectáreas en 1997 a más de 88.000 hectáreas en 2011. En respuesta, el marco 
provincial incorporó instrumentos para el ciclo de autorización y control, entre 
ellos la Ley Orgánica de la Dirección de Agua y Saneamiento (Ley 8548, 1996), la 
ley de consorcios de riego (Ley 6604, 2003) y la Res. DAS N° 432-2004 sobre perfo-
raciones para riego complementario (2004) . En 2005 se constituyeron Consorcios 
de Usuarios de Agua Subterránea, uno por cada gran zona agroecológica, con un 
consorcio en Traslasierra que incluye la cuenca del río Los Sauces en San Alberto 
y San Javier. Estos consorcios agrupan automáticamente a los usuarios habilitados, 
controlan caudalímetros, colaboran en monitoreos de calidad y registran obras, a 
cambio de un canon. La descentralización operativa traslada funciones de control 
a una institucionalidad de usuarios y conserva la decisión formal en la autoridad 
hídrica, bajo un lenguaje de participación que opera, en los hechos, como corpora-
tivismo del riego (Riera, 2018; Solanes, 1998).

El sesgo pro-escala se observa con nitidez en el dispositivo del permiso precario, 
revocable y condicionado. Esta figura reafirma el dominio público, pero desplaza 
incertidumbre e inversión al solicitante y, con ello, selecciona por capacidad de 
absorber riesgo y costos fijos. El resultado favorece a actores capitalizados y penaliza 
accesos de pequeña escala, un patrón compatibleevidencia válida (Li, 2007; Mer-
linsky, 2013). En el Chaco Seco cordobés, donde bosque nativo y agua integran 
un ensamblaje ecohidrológico, el permiso hídrico tiende a recortar el problema al 
volumen y la obra puntual, con menor adecuación a la escala ecorregional y con 
riesgo de desacople frente a los instrumentos de conservación de bosques nativos, 
un rasgo estructurante de los territorios hidrosociales.

La organización de usuarios por consorcios introduce un movimiento mixto. 
Por un lado, habilita coordinación local de infraestructura y distribución. Por otro, 
no asegura por sí misma equidad en el acceso, ya que la escala organizativa puede 
consolidar capturas de decisión cuando el poder territorial se concentra. El insti-
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tucionalismo crítico advierte que la gobernanza real se arma con arreglos situados 
y negociaciones, no con diseños normativos perfectos (Whaley & Cleaver, 2022). 
Para territorios rurales pobres de Argentina central, Cáceres y Rodríguez Bilella 
(2014) señalan que los productores capitalizados se apropian del agua con mayor 
éxito que comunidades rurales pobres, lo que ayuda a interpretar el sesgo pro escala 
cuando el acceso depende de capacidades previas para gestionar permisos, sostener 
estudios y absorber costos fijos.

5.4 Evaluación ambiental, umbrales y el expediente como territorio
La articulación institucional más directa entre agua y bosque se juega en la eva-

luación ambiental. La ley ambiental provincial y sus decretos reglamentarios esta-
blecen autorización previa y evaluación de impacto para actividades y obras con 
potencial daño. La Política Ambiental Provincial actualiza tipologías y anexos, in-
corpora seguro ambiental y habilita evaluación ambiental estratégica. En conjunto, 
estos instrumentos reescalan la decisión hacia el expediente, ya que definen qué se 
considera impacto relevante, qué variables se miden y quién produce la evidencia 
válida. Lascoumes y Le Galès (2007) permiten leer este giro como un cambio en el 
modo de gobierno. El instrumento no sólo restringe o habilita. Produce una forma 
de relación entre gobernantes y gobernados basada en indicadores, protocolos y 
estándares. 

El seguro ambiental refuerza este patrón porque introduce una lógica de garantía 
económica que, aunque busca internalizar riesgo, también selecciona por capacidad 
financiera. La evaluación ambiental estratégica puede operar como herramienta de 
anticipación cuando orienta planificación en cuencas y corredores. No obstante, su 
efectividad depende de que deje de ser un anexo formal y se convierta en instancia 
con efectos vinculantes y con participación sustantiva, una tensión recurrente en la 
gobernanza ambiental latinoamericana.

5.5 Regímenes sectoriales productivos y la frontera del riesgo 
aceptable
La Dimensión institucional y normativa no se agota en bosques y agua. Un 

conjunto de regímenes sectoriales define el perímetro de lo productivamente acep-
table en relación con el ambiente. La regulación de fitosanitarios organiza recetas 
y control profesional, con efectos directos sobre calidad hídrica. La normativa de 
conservación de suelos promueve prácticas para reducir erosión, clave en ambientes 
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con escorrentía intensa y cobertura degradada. La regulación de sistemas intensivos 
de producción animal condiciona habilitaciones y exige gestión de efluentes, con 
implicancias para cuerpos de agua. La prohibición provincial de minería metalífera 
a cielo abierto con sustancias tóxicas opera como cierre preventivo frente a riesgos 
hidroquímicos. Estos instrumentos no integran en su diseño el nexo bosque y agua, 
pero inciden sobre él mediante demanda, contaminación y degradación del suelo.

En el tramo reciente del período, se consolidan instrumentos de promoción 
productiva que reescalan la cuestión ambiental hacia métricas y registros. El Plan 
Provincial Agroforestal obliga a incorporar cobertura arbórea mínima del 2 por 
ciento del predio productivo y prevé condiciones que pueden elevarla al 5 por cien-
to. Esta obligación fija un criterio cuantitativo que facilita el control y seguimien-
to. También desplaza la discusión hacia equivalencias medibles. Cabrol y Cáceres 
(2017) advierten que las disputas por servicios ecosistémicos no se resuelven con 
equivalencias simples, lo que resulta central para evaluar si la obligación agrofo-
restal complementa la conservación del bosque nativo o si habilita sustituciones 
funcionales que no sostienen las mismas funciones ecohidrológicas. En el mismo 
sentido, los estudios sobre controversias del OTBN muestran que la medición y la 
clasificación se vuelven arenas de disputa (Koberwein, 2018; Silvetti et al., 2013).

6. Dimensión valorativa

6.1 Definición conceptual y estrategia de análisis
En ecología política, “lenguajes de valoración” refiere a los repertorios mediante 

los cuales actores sociales justifican qué importa, comparan alternativas y vuelven 
legítimas ciertas decisiones socioambientales (por ejemplo: “eficiencia”, “progreso”, 
“vida digna”, “cuidado”, “derechos”) (Martínez-Alier, 2002; Toledo López, 2010). 
No son meras “opiniones”: operan como enunciados públicos que fijan equiva-
lencias, organizan pruebas aceptables y determinan qué puede presentarse como 
solución razonable.

Este apartado se ancla en perspectivas teóricas complementarias. Primero, la 
tradición de economía política que explica la tendencia del capital a traducir natu-
raleza a equivalentes conmensurables (precio, rendimiento, productividad), proceso 
que Polanyi conceptualizó como expansión de mercancías ficticias y “desencastre” 
de lo social respecto del mercado (Polanyi, 2001). En clave ecológico-distributiva, 
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Martínez‑Alier subraya que esa conmensuración es siempre incompleta: los conflic-
tos ambientales expresan choques entre idiomas de valor inconmensurables (por 
ejemplo, valor monetario versus valor de la vida, la salud o el territorio) (Martí-
nez‑Alier, 2002). Segundo, la teoría de la justificación muestra que los conflictos 
no sólo tratan de recursos sino de órdenes de valía: se disputa qué pruebas cuentan 
(eficiencia mercantil, derecho cívico, pertenencia doméstica, integridad ecológica) 
y qué forma legitima decidir (Boltanski & Thévenot, 2006). Tercero, para operacio-
nalizar el análisis de valoraciones socioambientales en el agro, se adopta la tipología 
sistematizada por Toledo López (2010) a partir de Gudynas y Foladori: las enuncia-
ciones se clasifican según (a) su ética predominante, antropocéntrica (la naturaleza 
vale por su utilidad humana) o eco/bio‑céntrica (la naturaleza posee valor propio), 
y (b) su concepción de “Naturaleza”, dicotómica (sociedad y naturaleza como esferas 
separadas, con dominio humano) o integrada/coevolutiva (sociedad como parte de 
la naturaleza, relación de interdependencia-ecodependencia) (Foladori, 2001; Gud-
ynas, 2003; Toledo López, 2010). Estas categorías no se asumen como “tipos puros”: 
se usan como brújula para leer desplazamientos y mixturas.

Metodológicamente, se realiza una lectura discursiva de enunciaciones en voz 
propia de tres arenas actorales (Estado provincial, sector empresarial/productivista, 
comunidades MCC/organizaciones territoriales y ambientalistas), con un muestreo 
seriado a lo largo de 2000-2024. Las unidades de análisis son fórmulas reiteradas, 
verbos de control y equivalencias sintéticas (por ejemplo, “garantiza”, “recuperar 
hectáreas”, “sin agua no se puede vivir”, “nos oponemos al desmonte”), y el procedi-
miento consiste en (i) registrar el enunciado (cita breve), (ii) ubicar su fuente y fecha, 
(iii) codificar su orientación valorativa (ética y relación sociedad‑naturaleza), y (iv) 
discutir regularidades y virajes. El marco hidrosocial aporta el “piso” interpretativo: 
agua y bosque se entienden como socio‑naturalezas, configuradas por infraestruc-
turas, instituciones y sentidos; por eso, las valoraciones importan porque definen 
qué se vuelve medible y gobernable (Linton & Budds, 2014; Boelens et al., 2016).



142 marina ayrala quiroga

Tabla 4. Matriz seriada de enunciados y valoraciones por sector y año  
(2005-2024)

Sector / año Enunciado Valoración Fuente y contexto

Estado (2005) “Así como 
construimos 
caminos, escuelas y 
dispensarios, habrá 
agua potable para 
21 localidades del 
norte donde hoy hay 
mortandad infantil.”

Antropocéntrica‑dicotómica 
(agua como provisión 
pública; obra‑bienestar)

Taquigrafía Legislatura 
de Córdoba. Discurso 
de José Manuel de 
la Sota, apertura de 
sesiones (Apertura 
2005).

Estado (2010) “Para Córdoba, 
la única manera 
de garantizar el 
abastecimiento de 
agua potable en el 
siglo XXI es traerla 
del Paraná.”

Antropocéntrica‑dicotómica 
(seguridad hídrica por 
oferta/traslado)

Ámbito (11/02/2010). 
Declaración de Carlos 
Gutiérrez (funcionario 
provincial), nota sobre 
proyecto Acueducto 
Paraná‑Córdoba.

Estado (2014) “Nadie puede 
individualmente 
estar desarrollando 
una tarea, siendo 
útil para la 
sociedad.”

Coevolutiva‑híbrida 
(valor de coordinación y 
participación)

El Diario de Carlos 
Paz (29/12/2014). 
Entrevista a Fabián 
López (funcionario 
provincial), sobre 
planificación/gestión.

Estado (2020) “Construcción de 
un acueducto que 
permita captación de 
agua y distribución 
por una red para 
uso ganadero en 
Córdoba norte.”

Antropocéntrica‑dicotómica 
(agua como insumo; 
eficiencia de entrega)

EIAS, Anexo IV, 
Apéndice 1 (2020). 
Documento técnico del 
proyecto Acueducto 
Ganadero (Provincia 
de Córdoba).
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Estado (2024) “Sin infraestructura 
no hay caminos, 
escuelas, hospitales, 
gas natural, agua 
potable; los 
del interior del 
interior sabemos su 
importancia real.”

Antropocéntrica‑dicotómica 
(infraestructura como moral 
pública)

Diario Alfil 
(16/09/2024). 
Declaración de Martín 
Llaryora (gobernador), 
debate Presupuesto 
2025.

Empresarial 
(2009)

“El maíz es la gran 
oportunidad de la 
Argentina como 
un país productor 
de alimentos”, dijo 
Pablo Ogallar, en 
Maizar.

Antropocéntrica‑dicotómica 
(naturaleza/agua como base 
del rendimiento)

La Nación 
(15/08/2009). Pablo 
Ogallar (dirigente 
sectorial), contexto 
Congreso MAIZAR.

Empresarial 
(2010)

“Produciendo 
un animal cada 
cuatro hectáreas se 
alcanzaría 340.500 
animales.”

Antropocéntrica‑dicotómica 
(monte como soporte 
productivo cuantificable)

Silvetti et al. (2013) 
reproduce declaración 
de CARTEZ 
(2010) en debate 
OTBN (“bosques 
productivos”).

Empresarial 
(2017)

“Producción y 
conservación 
no son términos 
antagónicos sino 
complementarios. 
La producción 
sustentable requiere 
un marco legal 
claro, estable y 
consensuado.”

Híbrida (eco‑eficiencia: 
conservación subordinada a 
seguridad productiva)

Diario Sierras 
(17/02/2017). 
Comunicado/posición 
de CARTEZ, atribuido 
a conducción sectorial 
(contexto: Ley de 
Bosques/OTBN).
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Empresarial 
(2022)

“El gobierno 
provincial ha 
entendido, al igual 
que nosotros, que 
hacer más eficientes 
los recursos de los 
productores es la 
mejor forma de 
gestión”

Antropocéntrica‑dicotómica 
(eficiencia, gestión y 
coalición estado-mercado)

Agroverdad 
(04/09/2021). 
Javier Rotondo 
(presidente CARTEZ), 
conformacion de la 
Mesa de enlace.

Comunidades 
(2010)

“Paren el desmonte, 
paren el desalojo; 
así lo afirma el 
Movimiento 
Campesino de 
Córdoba.”

Eco/bio‑céntrica‑coevolutiva 
(monte‑vida; límite al 
despojo)

Biodiversidad LA 
(2010). Comunicado 
atribuido al 
Movimiento 
Campesino de 
Córdoba (MCC) 
(campaña contra 
desmontes y desalojos).

Comunidades 
(2011)

“Esas tierras y esa 
agua que pretenden 
robar son el sustento 
de nuestras vidas 
y las de nuestros 
hijos.”

Eco/bio‑céntrica‑coevolutiva 
(agua/tierra como 
reproducción social)

BiodiversidadLA 
(2011). Texto atribuido 
al MCC, denuncia por 
despojo y amenaza a 
vida campesina.

Comunidades 
(2013)

“Si al monte lo 
criamos, él nos 
criará a nosotros.”

Eco/bio‑céntrica‑coevolutiva 
(reciprocidad; cuidado 
como racionalidad)

Silvetti et al. (2013). 
Cita a integrante del 
MCC en discusión 
sobre OTBN y 
territorialidades.

Comunidades 
(2018)

“Detrás de 
‘Desarrollo y 
Progreso’ hay 
destrucción del 
bosque nativo que 
afecta salud, agua, 
vida; no a proyectos 
empresariales.”

Eco/bio‑céntrica‑coevolutiva 
(salud‑agua‑bosque como 
criterio)

CDM Noticias 
(10/09/2018). 
Comunicado MCC 
contra Autovía de 
Montaña (Sierras).
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Comunidades 
(2025)

“No se puede morir, 
porque si nos 
morimos, nos sacan 
del territorio.”

Eco/bio‑céntrica‑coevolutiva 
(territorio como vida; 
permanencia)

Espacio de Memorias 
(2025). Ramona 
Orellano de 
Bustamante (referenta 
campesina), material de 
memoria/testimonio.

Nota: Elaboración propia a partir de enunciaciones públicas (2005-2024).

6.2 En el Estado
Desde 2005 el agua aparece valorada como provisión pública cuya legitimidad se 

expresa en el registro obra‑bienestar (“habrá agua potable…”, discurso gubernamen-
tal). A lo largo de la serie, esa valoración se hace más persistente como una moral de 
gestión basada en infraestructura: en 2010 la “única manera” es traer agua (oferta 
y traslado), en 2020 el proyecto se define por su función de “captación y distribu-
ción” para “uso ganadero”, y en 2024 se explicita la equivalencia infraestructura = 
progreso = derechos territoriales (escuelas, hospitales, agua potable). En términos 
de análisis valorativo, se trata mayormente de un patrón antropocéntrico‑dicotómi-
co: el agua es servicio y logística; el monte queda como contexto o soporte, no como 
sujeto de valor. Este patrón es coherente con lo que la Ecología Política del Agua 
observa como estabilización de “éxito” por entrega y cobertura, donde indicadores 
e infraestructura colonizan el criterio de justicia.

6.3 En el empresariado/productivismo
El eje dominante es el rendimiento y la seguridad para la acumulación. El enun-

ciado MAIZAR (2009) fija una teleología productiva (la “oportunidad” nacional 
como país productor), que tiende a convertir naturaleza y agua en condición ge-
neral del rendimiento. En 2010, la declaración reproducida en Silvetti et al. ex-
presa con nitidez la operación de traducción: el bosque se vuelve “productivo” si 
permite alcanzar un stock cuantificable (“340.500 animales”). En 2017 aparece un 
giro estratégico: “producción y conservación” se dicen “complementarios”, pero 
bajo la exigencia de un “marco legal claro”, es decir, una conservación subordinada 
a la previsibilidad productiva. Esto corresponde a lo que Martínez‑Alier describe 
como coexistencia conflictiva de lenguajes: la conservación ingresa como condición 
instrumental (eco‑eficiencia), no como valor intrínseco (Martínez‑Alier, 2002). En 
2022, el reclamo empresarial incorpora “arraigo” y “producción sostenible”, pero si-
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multáneamente desacredita el ambiente como “dogma”. El resultado es un híbrido: 
se amplía el repertorio social (arraigo) sin abandonar el núcleo antropocéntrico‑di-
cotómico que entiende al ambiente como restricción si no se alinea con “ciencia” 
definida en clave sectorial.

6.4 En comunidades campesino‑indígenas
En las comunidades organiazdas MCC y voces amnientalistas afines, el patrón 

es inverso: “paren el desmonte, paren el desalojo” no es un eslogan descriptivo, sino 
una justificación pública que vincula bosque, agua y reproducción social. El texto 
de 2011 explicita el nexo (“esas tierras y esa agua… sustento de nuestras vidas”), in-
troduciendo una valoración ecocéntrica y una ontología coevolutiva (vida humana 
como parte del territorio). La frase “si al monte lo criamos, él nos criará” radicaliza 
la reciprocidad: el monte no es “medio” sino condición y agente en la reproducción 
de vida. En 2018, la crítica a “Desarrollo y Progreso” señala el corazón del conflicto 
valorativo: el progreso medido por obra o circulación puede destruir condiciones 
de salud y agua. En 2025, el testimonio “nos sacan del territorio” reubica el valor 
como permanencia frente al despojo: la vida no es conmensurable en hectáreas 
recuperadas ni en stock, sino en continuidad territorial, vínculos y cuidado.

El aporte analítico que deja esta dimensión, en línea con el capítulo, es que el 
conflicto no se entiende sólo como disputa por un bien escaso, sino como cho-
que entre dos economías morales. Una, hegemónica (Estado‑mercado), tiende a 
organizar la “Naturaleza” desde una separación Sociedad/Naturaleza y una ética de 
servicio y rendimiento; otra, comunitaria, formula una ontología integrada y una 
ética eco/bio‑céntrica donde bosque‑agua es condición de vida. La consecuencia 
metodológica es directa: si la política pública evalúa éxito con métricas de entrega 
(cobertura, caudal, hectáreas, stock), reproduce el idioma dominante y vuelve “razo-
nables” omisiones sobre bosque‑agua. Re‑encuadrar justicia ambiental situada exige 
que el vínculo bosque‑agua sea también una prueba pública de valía (Boelens et al., 
2016; Liao & Schmidt, 2023), y que los lenguajes de salud, dignidad y cuidado no 
queden relegados a lo “cultural” sino reconocidos como criterios de evaluación.

7. Conclusiones

Este capítulo muestra que la “disponibilidad de agua” en el Chaco Seco cordo-
bés no puede leerse como un dato puramente físico, sino como un resultado histó-
rico de ensamblajes entre cobertura vegetal, usos del suelo, infraestructuras, reglas, 
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autoridades y disputas sociales. Al seguir el arco 2000 -2024, la evidencia material 
(pérdida de vegetación nativa, reconfiguración ganadera y expansión de estrategias 
de riego) aparece como una condición de posibilidad para el reordenamiento ins-
titucional y, al mismo tiempo, como un terreno de conflictividad: los cambios en 
el monte no sólo modifican flujos ecohidrológicos, sino que alteran qué agua se 
vuelve accesible, para quién y a qué costo territorial.

En esa trama, la sequía y los incendios 2020-2024 funcionan como “eventos 
bisagra” que intensifican la percepción de escasez y reordenan prioridades públicas. 
Lo que se presenta como emergencia climática se vuelve también un episodio de 
redistribución de responsabilidades: se activan discursos de infraestructura (acue-
ductos, rutas, obras) y de modernización productiva, mientras se desplazan hacia 
escalas locales (consorcios, permisos, monitoreos) decisiones sobre extracción y uso. 
La institucionalidad no opera como telón de fondo, sino como tecnología de go-
bierno: el OTBN, los marcos de riego y las regulaciones de perforaciones definen 
qué se considera uso legítimo y qué prácticas quedan bajo sospecha o fuera de 
reconocimiento.

El aporte central del análisis de lenguajes de valoración es mostrar que la dis-
cusión sobre bosque y agua no se reduce a “ambiente versus producción”, sino 
que expresa choques entre ontologías y proyectos de vida. Para el agronegocio y 
sectores estatales, el bosque aparece alternativamente como obstáculo, reserva de 
suelo “ocioso” o infraestructura verde a gestionar; para organizaciones campesinas, 
indígenas y ambientalistas, el monte es condición de reproducción social y de cui-
dado de bienes comunes, y el agua es vida antes que insumo. La frontera extractiva 
es, en este sentido, una frontera moral: disputa sobre qué se valora, qué se sacrifica 
y qué futuros se habilitan.

De cara al cierre del capítulo, la lectura hidrosocial permite proponer dos impli-
cancias. Por un lado, integrar gobernanza de bosques y gobernanza del agua como 
un mismo problema público: sin control efectivo del cambio de uso del suelo y 
sin regulación robusta de la extracción (superficial y subterránea), las políticas de 
“disponibilidad” tenderán a administrar síntomas. Por otro, fortalecer dispositivos 
de participación y justicia territorial: reconocer usos y derechos históricos, mejorar 
transparencia de datos (perforaciones, permisos, desmontes) y construir criterios de 
priorización que no recaigan únicamente en eficiencia económica, sino en sostén 
de la vida y resiliencia socioecológica. Con ello, el capítulo puede cerrar afirmando 
que cuidar el bosque nativo no es un gesto romántico, sino una condición estratégi-
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ca –material, institucional y simbólica– para una política hídrica viable en el Chaco 
Seco cordobés.
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CAPÍTULO V

DESAFÍOS DEL ORDENAMIENTO TERRITORIAL 
PARTICIPATIVO EN CÓRDOBA (2023-2025)

Gerardo Avalle65 
María Mercedes Ferrero66

1. Introducción

En la provincia de Córdoba, Argentina, el Ordenamiento Territorial Participa-
tivo –en adelante OTP– ha comenzado a adquirir visibilidad en el debate público y 
en determinadas iniciativas estatales recientes, en un contexto marcado por décadas 
de crecimiento urbano desregulado, conflictos socioambientales y deterioro de eco-
sistemas estratégicos. En este escenario, distintos actores –organismos provinciales, 
gobiernos locales, organizaciones civiles y colectivos ciudadanos– disputan senti-
dos, alcances y formas de intervención sobre el territorio, en torno a la necesidad 
de introducir criterios de regulación ambiental y planificación del uso del suelo. 
Más que como un eje consolidado de política pública, el OTP aparece así como una 
orientación en construcción, atravesada por tensiones institucionales, controversias 
sociales y definiciones aún abiertas respecto de su alcance efectivo (Díaz Romero, 
2017).
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El desafío no es menor. Córdoba presenta un prolongado historial de ausencia 
de planificación territorial integral, con fuertes presiones inmobiliarias y agropecua-
rias que han transformado el paisaje sin controles estatales consistentes, o favoreci-
das por el incumplimiento de normativas, la debilidad de los estudios ambientales 
y la autorización irregular de obras (Díaz Romero, 2023). A ello se suma una crisis 
hídrica creciente en las cuencas abastecedoras de agua, una pérdida sostenida de 
bosque nativo –hoy reducido a menos del 3 % de su extensión original– y una 
marcada fragmentación jurisdiccional, dada la existencia de 427 municipios y co-
munas con amplios márgenes de autonomía local. En este marco, la planificación 
del territorio se configura como un problema político, ambiental e institucional de 
primer orden.

Este capítulo analiza los desafíos recientes del Programa de Ordenamiento Terri-
torial Participativo en la provincia de Córdoba, atendiendo a la relación entre mar-
cos normativos, diseños institucionales y prácticas concretas de implementación en 
territorios atravesados por conflictos socioambientales. El objetivo no es evaluar el 
programa en términos de resultados o cumplimiento de metas predefinidas, sino 
reconstruir las tensiones, disputas y aprendizajes que emergen en su despliegue: la 
articulación –y fricción– entre distintos niveles de gobierno, la interacción entre 
saberes técnicos y demandas sociales, y la persistente tensión entre procedimientos 
burocráticos y participación con capacidad efectiva de incidencia. Si bien el análisis 
se centra en el caso cordobés, se incorporan referencias a experiencias de otras pro-
vincias argentinas con el fin de situar el caso en un marco comparativo más amplio.

Desde el punto de vista metodológico, el trabajo adopta un enfoque cualitativo 
y situado, orientado al análisis de un proceso de política pública en curso. El estu-
dio se apoya en un conjunto heterogéneo de materiales producidos entre 2023 y 
2025 en el marco de la implementación del Programa de Ordenamiento Territorial 
Participativo en la provincia de Córdoba. Las fuentes consideradas incluyen nor-
mativa provincial y municipal en materia ambiental y territorial; resoluciones ad-
ministrativas y lineamientos técnicos elaborados por organismos estatales; registros 
de talleres participativos y mesas interinstitucionales; notas de campo derivadas de 
la observación directa de instancias de participación ciudadana; así como inter-
cambios sostenidos con funcionarios provinciales, autoridades locales, técnicos y 
actores sociales involucrados en los procesos estudiados.

El análisis no adopta una perspectiva evaluativa externa ni pretende medir el 
“éxito” del programa en función de metas previamente establecidas. Por el contra-
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rio, se propone comprender el OTP como un proceso abierto y conflictivo, aten-
diendo tanto a los diseños institucionales como a sus derivas prácticas en el territo-
rio. En este sentido, los materiales empíricos son utilizados como insumos para un 
análisis interpretativo que busca dar cuenta de cómo se articulan –y en ocasiones se 
contraponen– las racionalidades técnicas, administrativas y políticas con los saberes 
locales y las demandas sociales.

Dado el carácter procesual del objeto de estudio, el capítulo asume una tem-
poralidad abierta: las situaciones y experiencias analizadas no se presentan como 
resultados cerrados, sino como momentos de un proceso en desarrollo, atravesa-
do por incertidumbres, avances parciales y conflictos persistentes. Esta decisión 
metodológica permite abordar el OTP no como una solución técnica ni como un 
dispositivo neutral, sino como un proceso político en disputa, situado en el cruce 
entre institucionalidad estatal, dinámicas territoriales y participación ciudadana.

2. Ordenamiento Territorial Participativo, Estado y disputas por el 
territorio

En este capítulo se asume una concepción del Estado y de las políticas públicas 
alejada de visiones instrumentales o tecnocráticas. Lejos de operar como un actor 
homogéneo y coherente, el Estado es entendido como un entramado heterogéneo 
de agencias, normativas, saberes técnicos y prácticas administrativas atravesadas por 
disputas internas, presiones externas y capacidades desiguales de intervención. Des-
de esta perspectiva, las políticas públicas no se limitan a la aplicación de instrumen-
tos técnicos, sino que constituyen dispositivos político-institucionales en los que se 
condensan relaciones de poder, conflictos de intereses y definiciones normativas 
acerca de qué problemas son reconocidos como tales y qué cursos de acción resul-
tan legítimos.

El OTP se inscribe plenamente en este registro. No puede ser entendido úni-
camente como un instrumento técnico de planificación del uso del suelo ni como 
una instancia neutral de concertación entre actores, sino como un proceso político 
atravesado por disputas en torno al territorio, el desarrollo y el rol del Estado. 
En este sentido, los instrumentos de ordenamiento territorial condensan tensiones 
históricas entre lógicas de mercado, regulaciones estatales y demandas sociales, y su 
diseño e implementación distan de ser procesos lineales o consensuales (Harvey, 
2005; Brenner, 2017).
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Desde una perspectiva crítica, el territorio no constituye un soporte físico pa-
sivo, sino una construcción social e histórica producida a partir de relaciones eco-
nómicas, políticas y simbólicas (Santos, 2000; Raffestin, 2011). El ordenamiento 
territorial interviene sobre esa producción del espacio con el objetivo de estabilizar 
ciertos usos y orientar dinámicas futuras, pero lo hace en un campo de fuerzas en 
el que interactúan actores con capacidades desiguales de incidencia. Por ello, toda 
política de ordenamiento implica necesariamente una toma de posición respecto de 
qué intereses se priorizan, qué actividades se promueven o restringen y qué formas 
de habitar, producir y circular son consideradas legítimas (Lefebvre, 2013).

La incorporación de la participación ciudadana en los procesos de ordenamien-
to territorial suele presentarse como una respuesta a los déficits democráticos de 
la planificación tradicional, históricamente dominada por enfoques tecnocráticos 
o capturada por intereses económicos concentrados (Healey, 2007). Sin embargo, 
la participación no constituye un principio homogéneo ni unívoco. Puede adoptar 
modalidades diversas –consultivas, deliberativas o vinculantes– y producir efectos 
también disímiles, que van desde la ampliación efectiva de la capacidad de inciden-
cia de las comunidades hasta su reducción a instancias meramente formales o legi-
timadoras de decisiones previamente adoptadas (Arnstein, 1969; Cornwall, 2008).

En este marco, una de las tensiones centrales que atraviesa el OTP es la que se 
establece entre burocracia y participación. Por un lado, la planificación territorial 
requiere procedimientos administrativos, marcos normativos, criterios técnicos y 
capacidades estatales que suelen expresarse en lenguajes especializados, temporali-
dades institucionales rígidas y formas jerárquicas de toma de decisión. Por otro, la 
participación social introduce saberes situados, experiencias territoriales concretas 
y demandas urgentes que frecuentemente entran en fricción con la racionalidad bu-
rocrático-administrativa. Esta tensión no debe leerse como una disfunción coyuntu-
ral del diseño institucional, sino como un rasgo estructural de las políticas públicas 
participativas, particularmente en contextos de alta conflictividad socioambiental 
(Ansell & Gash, 2008; Fung, 2015).

En el caso del ordenamiento territorial, esta tensión se intensifica debido a que 
las decisiones en juego afectan directamente usos del suelo, expectativas de valori-
zación económica y formas de reproducción social profundamente arraigadas. La 
participación no interpela únicamente los procedimientos administrativos, sino 
que cuestiona relaciones de poder consolidadas en el territorio. Como advierte 
O’Donnell (2008), la capacidad estatal para regular efectivamente el territorio es 
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siempre desigual y selectiva, y tiende a debilitarse allí donde los intereses económi-
cos son más intensos. Desde esta perspectiva, los procesos participativos no pueden 
evaluarse únicamente por su diseño formal, sino por su capacidad real de incidir 
en la orientación de las políticas y de reconfigurar –aunque sea parcialmente– las 
asimetrías existentes (Azuela, 2006).

Este capítulo se inscribe en ese enfoque, entendiendo el OTP como un proceso 
político en disputa, en el que el Estado provincial intenta recomponer capacidades 
de regulación y coordinación territorial en un contexto marcado por la fragmenta-
ción institucional, la presión de intereses económicos y la emergencia de demandas 
socioambientales cada vez más visibles. El análisis del caso cordobés permite pro-
blematizar los alcances y límites de la participación en la planificación territorial 
no desde una mirada normativa idealizada, sino a partir de su despliegue concreto 
en un proceso en curso, atravesado por tensiones, avances parciales y conflictos 
persistentes.

En términos operativos, el ordenamiento territorial puede definirse como el 
proceso planificado mediante el cual el Estado –en sus distintos niveles– organiza 
y regula el uso del espacio físico, procurando articular las dimensiones social, eco-
nómica y ambiental del territorio. Este proceso adquiere un carácter participativo 
cuando involucra activamente a la ciudadanía y a los actores locales en la cons-
trucción de diagnósticos, visiones y acuerdos sobre el destino del territorio. En un 
sentido ideal, un ordenamiento territorial es participativo “cuando los pobladores 
se ponen de acuerdo para definir el destino que le van a dar a sus recursos y bienes 
naturales, buscando el bienestar de todos” (Díaz Romero, 2017).

Sin embargo, la ausencia o debilidad de la participación social tiende a volver 
ineficaces los procesos de ordenamiento. La elaboración de diagnósticos técnicos 
exhaustivos resulta insuficiente cuando las decisiones sobre el uso del suelo se 
adoptan en ámbitos cerrados o responden prioritariamente a intereses económicos 
concentrados. Esta ha sido una dinámica recurrente en numerosas ciudades lati-
noamericanas, donde “ni siquiera se somete a discusión el destino de un territorio; 
cuando la comunidad reacciona, ya pasó la topadora”, como sintetiza gráficamente 
la bióloga Liliana Argüello al referirse al avance de urbanizaciones sin debate pú-
blico (citada por Díaz Romero, 2017, p. 4). El OTP se propone revertir esta lógica 
mediante la incorporación de instancias de diálogo y construcción de miradas co-
munes sobre el territorio.
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Desde el punto de vista conceptual, los procesos participativos de ordenamiento 
territorial suelen atravesar diversas etapas: (a) un diagnóstico colectivo del terri-
torio, en el que los actores locales aportan conocimientos y percepciones sobre 
problemáticas y potencialidades; (b) la formulación de una visión compartida de 
desarrollo futuro; (c) el diseño de instrumentos de planificación –planes, esquemas, 
zonificaciones u ordenanzas– que expresen los acuerdos alcanzados; y (d) la imple-
mentación y el seguimiento, con participación ciudadana en el control y eventual 
revisión de los lineamientos definidos (Méndez Casariego y Pascale Mediana, 2014). 
Como señala Gabriel Saal, se trata de que “los actores que participamos de un te-
rritorio hagamos un diagnóstico de nuestro espacio y pensemos una visión a futuro 
teniendo en cuenta quiénes somos, cómo es nuestra región y cuáles son nuestras 
expectativas como comunidad que habita ese espacio” (Díaz Romero, 2017, p. 6).

Un elemento central del enfoque participativo es la integralidad. No basta con 
criterios técnicos sectoriales, sino que deben considerarse múltiples dimensiones del 
territorio: la geografía física, los ecosistemas, las dinámicas productivas, la estructu-
ra demográfica y las condiciones de reproducción social (Díaz Romero, 2017). Esta 
mirada se vincula con los postulados del desarrollo sostenible y con instrumentos 
internacionales que promueven la participación pública en decisiones ambientales, 
como el Acuerdo de Escazú, cuyo artículo 7 reconoce explícitamente este derecho.

Finalmente, cabe señalar que en Argentina el ordenamiento territorial carece 
aún de una ley nacional específica, pese a la existencia de anteproyectos y guías 
metodológicas elaboradas a nivel federal (Consejo Federal de Planificación y Or-
denamiento Territorial, 2010). No obstante, varias provincias han avanzado en la 
materia mediante marcos normativos propios, como Mendoza (Ley 8.051), Jujuy 
(Ley 6.059) o Buenos Aires (Decreto-Ley 8912 y Ley 14.449). En este contexto, el 
caso de Córdoba reviste especial interés, en tanto constituye un intento reciente 
de institucionalizar procesos de ordenamiento territorial con participación social a 
escala provincial, en un escenario de crisis ecológica persistente y transformaciones 
en la gobernanza territorial.

3. Contexto cordobés y andamiaje normativo: del vacío planificador a 
una agenda ambiental-territorial en disputa

Históricamente, la provincia de Córdoba careció de un plan integral de ordena-
miento territorial y no contó con un organismo provincial de alto nivel dedicado 
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de manera específica a esa función. La planificación urbana y rural se configuró 
de forma fragmentada: cada municipio o comuna reguló –o no– el uso del suelo 
dentro de su ejido, mientras que, a escala provincial, predominaron instrumentos 
sectoriales (por ejemplo, la Ley de Ordenamiento Territorial de Bosques Nativos 
N° 9.814/2010) o políticas de infraestructura y vialidad impulsadas sin una visión 
territorial integrada. Este vacío planificador contribuyó a un patrón de desarrollo 
fuertemente guiado por dinámicas de mercado: expansión inmobiliaria y turística 
en las sierras, intensificación agrícola en las llanuras y urbanización difusa en torno 
a la capital, muchas veces sin obras de infraestructura básicas ni consideraciones 
ambientales sistemáticas (Díaz Romero, 2023). El resultado ha sido una combina-
ción de desequilibrios territoriales y conflictividad socioambiental creciente: con-
taminación de cuencas hídricas, disputas por desmontes ilegales y controversias 
asociadas a megaproyectos viales y urbanizaciones en zonas sensibles.

En diciembre de 2023, con el inicio de la gestión del gobernador Martín Llar-
yora, se produjo una reconfiguración institucional relevante: se creó el Ministerio 
de Ambiente y Economía Circular, en reemplazo de la anterior Secretaría de Am-
biente, y se estableció la Dirección General de Ordenamiento Territorial (DGOT) 
como una novedad dentro de la estructura provincial. En ese marco, fue convocado 
Pablo Riveros –referente del ambientalismo cordobés, ex Presidente Comunal de 
Villa Ciudad Parque y dirigente del Movimiento Verde Cordobés– para encabezar 
la DGOT (Zegarra, 2025, 12 de abril). Riveros asumió en enero de 2024 con el man-
dato de impulsar procesos participativos de ordenamiento territorial, especialmente 
en las cuencas serranas abastecedoras de agua, en un contexto de crisis hídrica 
recurrente que obligó en los últimos veranos al racionamiento del agua potable en 
diversas localidades. Según crónicas políticas, su incorporación al gobierno pro-
vincial estuvo asociada a la expectativa de evitar posiciones meramente simbólicas 
y orientar el trabajo hacia un ordenamiento con capacidad efectiva de incidencia 
en los valles serranos (Zegarra, 2025, 12 de abril). Ese giro se expresó en la formu-
lación del Programa de Ordenamiento Territorial para Municipios y Comunas de 
Córdoba (2024–2025)67, cuyo objetivo declarado es revertir el crecimiento urbano 

67 Al respecto es importante aclarar que, si bien la jerarquización de la cartera de Ambiente de Secretaría a 
Ministerio significa sin duda una mayor ponderación política de la materia, en un contexto general de ajuste 
económico -que tuvo su réplica a nivel del Estado provincial- la creación del Ministerio no fue acompañada 
de un robustecimiento en términos de incremento presupuestario. Según un informe del Observatorio de 
Trabajo, Economía y Sociedad - OTES (2023), el presupuesto 2024 asignó un total de 5.040 millones a la 
partida Saneamiento Ambiental, lo que representa una disminución del 22% en términos reales en compa-
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desordenado y acompañar a gobiernos locales en la elaboración de instrumentos de 
planificación urbana sostenible.

No obstante, este impulso institucional debe leerse con cautela. En diciembre 
de 2025, el Poder Ejecutivo provincial modificó nuevamente la estructura del ga-
binete, fusionando ministerios y reordenando áreas estratégicas, lo que relativizó 
la estabilidad del esquema ambiental y reintrodujo incertidumbre respecto de la 
jerarquía política y la capacidad operativa de las áreas vinculadas al ordenamiento 
territorial. En concreto, entre otras medidas, el Ministerio de Ambiente y Econo-
mía Circular dejó de existir como tal, se creó una Secretaría General de Educación 
y Ambiente en el marco del Ministerio de Educación –que absorbió gran parte de 
las otrora funciones del ministerio–, mientras que algunos organismos específicos 
clave del viejo Ministerio –la Policía Ambiental y los Tribunales Administrativos 
Ambientales– pasaron a la órbita del Ministerio de Justicia y Trabajo (La Nueva 
Mañana, 2025). En esa reorganización, la DGOT no perdió jerarquía institucional 
ni funciones; sin embargo, su futuro parece estar atado a movimientos políticos 
coyunturales, que se aceleran al acercarse el próximo ciclo electoral. En este sentido, 
la orientación hacia una planificación territorial por cuencas y con participación 
social se presenta como un proceso en disputa, dependiente de equilibrios políticos 
cambiantes y de la capacidad estatal de sostener prioridades ambientales frente a 
otras agendas de gobierno.

Paralelamente a esa reconfiguración, el período 2023–2025 mostró una activa-
ción normativa e institucional vinculada a la gobernanza de cuencas. En noviembre 
de 2023, la Legislatura cordobesa sancionó la creación de la Autoridad de Cuencas 
(Ley N° 10.941), concebida como un organismo descentralizado para coordinar ac-
ciones de preservación y saneamiento en cuencas hídricas y embalses. Su misión 
consiste en diseñar e implementar acciones para reducir, mitigar y sanear activi-
dades con impacto ambiental en lagos y cuencas, con especial atención a la conta-
minación de diques por eutrofización, efluentes sin tratamiento y sedimentación 
asociada a desmontes. La Ley 10.941 se apoya explícitamente en la Ley Provincial de 
Política Ambiental N° 10.208 (art. 2) y en la Ley General del Ambiente N° 25.675, 
además de alinearse con compromisos internacionales vinculados a biodiversidad y 

ración con 2023. Además, este monto se encuentra muy por debajo de los niveles presupuestados en 2010, 
cuando alcanzó su punto máximo y superaba en un 73% el valor actual. En 2010, el presupuesto destinado 
a Saneamiento Ambiental representaba el 0,67% del presupuesto total, mientras que para el año 2024 esta 
cifra se reduce drásticamente al 0,12%.
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Objetivos de Desarrollo Sostenible. La Autoridad incorpora una presidencia desig-
nada, una dirección técnica con representación de distintos ministerios (Ambiente, 
Bioagroindustria, Obras Públicas) y un consejo consultivo con expertos e institucio-
nes como el Instituto Nacional del Agua, configurando un esquema de coordina-
ción intersectorial para una gestión integrada del recurso hídrico.

En el mismo mes, se aprobó también la Ley N° 10.936 de Consorcios de Ges-
tión Integrada de Cuencas Agropecuarias, promovida desde el área de agricultura 
provincial. Esta norma impulsa consorcios participativos en ámbitos rurales orien-
tados a conservación de suelos, manejo del agua y mantenimiento de caminos 
rurales, en clave de desarrollo agropecuario sostenible. La coexistencia de ambos 
instrumentos –uno centrado en cuencas hídricas con enfoque prioritariamente am-
biental (Ley 10.941, bajo Ambiente) y otro orientado a cuencas agropecuarias con 
foco productivo (Ley 10.936, bajo Bioagroindustria)– expresa una tensión histórica 
en la provincia entre orientaciones conservacionistas y desarrollistas, que reaparece 
como problema de coordinación institucional y de criterios de abordaje territorial.

Este panorama institucional reciente se asienta, a su vez, en un andamiaje nor-
mativo más amplio y heterogéneo, donde confluyen reglas de autonomía local, mar-
cos ambientales, instrumentos sectoriales y decisiones administrativas. En primer 
lugar, la Constitución Provincial reconoce la autonomía municipal y comunal para 
el gobierno local (art. 180 y ss.), incluyendo facultades en materia de planeamiento 
urbano. La Ley Orgánica de Municipios y Comunas N° 8.102 (1986) y normas com-
plementarias consolidan un esquema fuertemente autonomista: cada jurisdicción 
puede dictar ordenanzas o resoluciones de uso del suelo dentro de su ejido, siempre 
que no contradigan leyes provinciales o nacionales. En la práctica, esta arquitectura 
favoreció la dispersión de decisiones: 427 municipios y comunas regulando de ma-
nera desigual –a veces contradictoria–, con capacidades técnicas y criterios heterogé-
neos. A ello se suma una particularidad territorial: sólo una porción minoritaria del 
territorio provincial se encuentra formalmente bajo ejidos municipales plenamente 
delimitados y aprobados, mientras que amplias áreas permanecen como “zonas ru-
rales” (coloquialmente nombrada como “zonas grises”) administradas directamente 
por la Provincia. En 2023–2025, se impulsó la delimitación legal de ejidos pendien-
tes mediante proyectos enviados por el gobernador para fijar radios municipales, 
con el objetivo de otorgar seguridad jurídica a límites y competencias; aun así, el 
mosaico jurisdiccional continúa siendo un condicionante mayor para cualquier pla-
nificación integrada.
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En segundo lugar, la Ley Provincial de Política Ambiental N° 10.208 (2014) 
constituye la norma marco ambiental de Córdoba y resulta central para el ordena-
miento territorial. En su Capítulo III incorpora el Ordenamiento Ambiental del 
Territorio (OAT) como instrumento de política ambiental provincial, estableciendo 
que debe asegurar el uso adecuado de recursos, posibilitar una producción armóni-
ca y promover la utilización sustentable de los espacios, articulando escalas locales, 
regionales y nacionales. Asimismo, consagra principios de participación ciudadana 
(incluyendo derechos a la información, audiencias públicas y mecanismos como 
la consulta popular ambiental) e incorpora la Evaluación Ambiental Estratégica 
(EAE) para políticas y planes (art. 32–41), con potencial alcance sobre planes urba-
nísticos. Sin embargo, pese a su robustez, la Ley 10.208 funcionó durante años más 
como un marco prescriptivo que como un dispositivo plenamente implementado: 
definió “el qué” del OAT participativo, pero su materialización efectiva quedó re-
legada, y recién desde 2024–2025 se observa un movimiento orientado a ensayar 
planes y experiencias piloto vinculadas al ordenamiento.

En tercer lugar, la Ley de Ordenamiento Territorial de Bosques Nativos N° 9814 
(2010) –dictada en el marco de la Ley Nacional N° 26.331 de presupuestos míni-
mos– operó, de hecho, como el instrumento de ordenamiento territorial “duro” 
más relevante de la última década. La 9.814 zonificar el territorio provincial en 
categorías roja, amarilla y verde, definiendo restricciones severas al cambio de uso 
del suelo en áreas de bosque nativo. Su sanción fue controvertida: se cuestionó la 
calidad del mapa y la subestimación de áreas de bosque, lo que generó disputas 
sobre la habilitación de desmontes y urbanizaciones. En la práctica, al declarar in-
tangibles grandes zonas serranas (1.863.743 has en categoría roja y 3.936.715 ha en 
categoría amarilla), la ley se convirtió en un freno normativo para emprendimientos 
inmobiliarios en áreas protegidas, disparando conflictos administrativos y judicia-
les. El caso de Villa Candonga (Sierras Chicas) es emblemático: un proyecto de 
barrio privado en zona roja fue autorizado irregularmente en 2010 por el entonces 
Secretario de Ambiente, en violación de la 9.814; posteriormente, la Justicia declaró 
nula la autorización y ordenó paralizar el loteo. Pese a que la empresa Ticupil S.A. 
continuó con obras, un fallo judicial de 2024 reafirmó la primacía del ordenamien-
to forestal, confirmando la imposibilidad de desarrollar en esa área (Sgarella, 2025; 
Díaz Romero, 2023). A su vez, conflictos como el del barrio El Gran Dorado en San 
Antonio –asociado a autorizaciones en zonas protegidas– se vinculan con la con-
dena penal del ex funcionario Raúl Costa, reforzando el peso del control judicial 
sobre decisiones administrativas en materia territorial.
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No obstante, la Ley 9.814 presenta limitaciones relevantes: se encuentra desac-
tualizada (la revisión quinquenal prevista no se realizó en 2015 ni en 2020 ni en 
2025) y su cartografía contiene imprecisiones que interactúan conflictivamente con 
la realidad catastral. Un problema recurrente se vincula con subdivisiones aproba-
das entre las décadas de 1920 y 1960 en áreas serranas que no se materializaron 
oportunamente como urbanizaciones (aunque figuren como tales en registros catas-
trales); en esos casos, la presencia de monte nativo llevó a su clasificación en rojo/
amarillo, mientras que propietarios alegan derechos adquiridos –con anterioridad a 
la ley– para lotear. La administración provincial ha adoptado como criterio verificar 
la “materialidad” al 2010: si para entonces el bosque se encontraba intacto, prima la 
Ley de Bosques y no se autoriza el cambio de uso; si existen indicadores claros de ur-
banización configurada (apertura de calles, infraestructura, prestación de servicios 
públicos), se procede a recategorizar por error cartográfico y habilitar desarrollos. 
Sin embargo, muchas de estas controversias terminan judicializadas o en negocia-
ciones ad hoc, mostrando la necesidad de armonizar la herramienta forestal con un 
esquema de ordenamiento territorial más amplio.

En cuarto lugar, la Ley 6.964 de 1983 creó el Sistema Provincial de Áreas Na-
turales Protegidas, que hoy ya cuenta con 30 áreas declaradas, con distinto grado 
de implementación. La legislación establece dos grandes categorías: Áreas destina-
das a uso no extractivo y rigurosa intervención del Estado, dentro de las cuales se 
contemplan Parques Naturales Provinciales, Monumentos Naturales Provinciales y 
Refugios de Vida Silvestre; y Áreas de aptitud productiva controladas técnicamente 
por el Estado: Reservas Provinciales de Uso Múltiple, Reservas Hídricas Naturales, 
Reservas Forestales Naturales, Reservas Naturales de Fauna, Reservas Recreativas 
Naturales, Reservas Culturales Naturales. Para cada una de ellas se establecen res-
tricciones específicas en cuanto a usos del suelo permitidos, condicionados y pro-
hibidos.

En quinto lugar, la normativa hídrica y sanitaria constituye un componente 
decisivo del mosaico regulatorio. Córdoba cuenta con un Código de Aguas (Ley 
N° 5.589/1973 y modificatorias) cuya autoridad de aplicación es la Administración 
Provincial de Recursos Hídricos (APRHI) (Provincia de Córdoba, 1973). Este códi-
go habilita la delimitación de áreas de protección y la imposición de restricciones 
de uso del suelo en zonas críticas; sin embargo, históricamente la APRHI se focalizó 
en infraestructura hídrica (diques, canales, perforaciones) más que en regulación 
territorial. En años recientes, la crisis de eutrofización de embalses impulsó mayo-
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res exigencias regulatorias, particularmente respecto de la instalación de loteos sin 
redes cloacales en cuencas de embalses. En esa línea, en 2022 se sancionó la Ley 
N° 10.830, que amplió categorías de proyectos sujetos a Evaluación de Impacto 
Ambiental (EIA), incluyendo “loteos y planes de vivienda que superen 25 lotes” 
y cualquier loteo ubicado dentro de cuencas de aporte de embalses destinados a 
agua potable, estableciendo un estándar más exigente para fraccionamientos y edi-
ficaciones en áreas sensibles. Asimismo, el Decreto reglamentario N° 2.131/2004 
exige que planes de ordenamiento urbano municipales cuenten con evaluación am-
biental aprobada por autoridades provinciales antes de su adopción, aunque esta 
obligación fue aplicada de manera irregular.

En materia de saneamiento, rigen disposiciones del régimen sanitario provin-
cial que prohíben la descarga de efluentes sin tratamiento en cursos de agua. Sin 
embargo, la carencia de plantas de tratamiento en numerosas localidades serranas y 
el uso extendido de soluciones individuales (pozos absorbentes) en un contexto de 
densificación poblacional generan contaminación difusa de napas y lagos. En abril 
de 2025, un fallo judicial de la Cámara Contencioso Administrativa de 3ra. No-
minación de Córdoba hizo lugar a un amparo ambiental colectivo presentado por 
Fundación para el Desarrollo de Políticas Sustentables (FUNDEPS), y ordenó me-
didas urgentes y estructurales para sanear el Lago San Roque, reconociendo el grave 
daño ambiental. La sentencia aprobó en general el Plan de Saneamiento del Lago 
San Roque y de Desarrollo Sostenible, elaborado por el gobierno de la provincia y 
previsto a partir del año 2023 y hasta 2038, pero exigió que el 85% de cobertura 
cloacal en la cuenca se alcance en un plazo de 8 años (en lugar de 15 como estipu-
laba originalmente el plan). Además, extendió responsabilidades a municipios y 
comunas respecto de medidas de control y extensión de infraestructura (Justicia 
Córdoba, 2025). Este precedente incrementó la presión institucional y judicial para 
ordenar el territorio y evitar que otras cuencas –como la del Dique Los Molinos– 
reproduzcan dinámicas similares.

En conjunto, Córdoba cuenta con un andamiaje normativo considerable: prin-
cipios constitucionales de autonomía local (Constitución Provincial, art. 180 y 
ss.), régimen municipal (Ley 8.102), una ley ambiental que prevé ordenamiento 
y participación (Ley 10.208), una ley de bosques que define zonas intangibles en 
el marco de presupuestos mínimos nacionales (Ley 9.814 y Ley 26.331) y otra que 
crea un Sistema Provincial de Áreas Naturales Protegidas (Ley 6.964), instrumentos 
sectoriales de agua (Ley 5.589; APRHI; Decreto 2131/2004; Ley 10.830) y nuevas 
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institucionalidades orientadas a la gobernanza por cuencas (Leyes 10.941 y 10.936), 
además de marcos generales como la Ley General del Ambiente 25.675. El desafío 
principal no reside en la ausencia de normas, sino en la articulación práctica de 
este mosaico: evitar contradicciones entre escalas y organismos, alinear ordenanzas 
locales con reglas provinciales y nacionales, y coordinar criterios entre ambiente, 
recursos hídricos, catastro e infraestructura. En esa clave, el despliegue reciente 
del programa provincial de OTP se presenta como un intento de recomposición 
institucional en un contexto de conflictividad persistente, judicialización creciente 
y reconfiguraciones políticas no lineales, cuyos alcances quedan abiertos y serán 
examinados en los apartados siguientes.

4. Tensiones institucionales y desafíos de gobernanza

La implementación de un OTP en la provincia de Córdoba enfrenta un con-
junto de tensiones institucionales que no pueden ser leídas como obstáculos coyun-
turales o fallas técnicas, sino como expresiones estructurales de la forma en que se 
organiza el Estado provincial, se distribuyen competencias entre niveles de gobierno 
y se procesan –o bloquean– los conflictos territoriales. Estas tensiones atraviesan 
tanto el diseño normativo como las prácticas administrativas y los dispositivos par-
ticipativos puestos en marcha, y constituyen un campo de disputa central para com-
prender los alcances reales del programa.

Una primera tensión clave se vincula con la fragmentación jurisdiccional frente 
a la necesidad de una visión territorial integral. Como se ha señalado, Córdoba 
cuenta con 427 municipios y comunas con amplias atribuciones en materia de 
planeamiento urbano, lo que dificulta abordar problemáticas que exceden los lími-
tes locales, como la gestión de cuencas hídricas, corredores biológicos o procesos 
de expansión metropolitana. Aunque desde el punto de vista ambiental resulta 
insoslayable una mirada supramunicipal, el esquema institucional vigente tiende 
a reforzar decisiones parciales y descoordinadas, en las que cada gobierno local 
actúa en función de intereses inmediatos, aun cuando sus definiciones impacten 
negativamente en territorios vecinos. La ausencia histórica de instancias efectivas 
de planificación regional en la provincia profundizó esta lógica. Las Comunidades 
Regionales –organismos departamentales creados por ley para coordinar munici-
pios y comunas– han tenido, en la práctica, una incidencia limitada en materia de 
ordenamiento territorial.
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El enfoque de planificación por cuencas impulsado desde la Dirección General 
de Ordenamiento Territorial busca precisamente interpelar este patrón, al propo-
ner unidades territoriales que no coinciden con los límites político-administrati-
vos tradicionales. Sin embargo, este desplazamiento de escala no está exento de 
resistencias: algunos intendentes perciben estas instancias como una amenaza a su 
autonomía o como un freno potencial a inversiones inmobiliarias o turísticas en 
sus localidades. En este punto, el ordenamiento participativo expone una tensión 
clásica de la gobernanza territorial: la dificultad de construir reglas de cooperación 
interjurisdiccional en contextos donde los incentivos económicos y políticos están 
organizados a escala local. Superar estas dinámicas –frecuentemente asociadas a 
una “tragedia de los comunes” (Omstrom, 2011) municipal– requiere no solo mar-
cos normativos, sino procesos sostenidos de negociación, generación de confianza 
y mediación estatal.

Una segunda tensión se relaciona con el equilibrio entre autonomía local y 
poder de policía provincial. Ligado a lo anterior está el debate sobre hasta dónde 
puede la Provincia “coaccionar” a los municipios a cumplir ciertos criterios en su 
ordenamiento territorial local. Legalmente, las municipalidades no pueden contra-
venir leyes provinciales o nacionales; por ejemplo, ninguna ordenanza local podría 
autorizar una urbanización en bosque protegido sin violar la Ley 9.814. Pero en la 
práctica, muchos gobiernos locales adoptaron la política del “ojos que no ven”: omi-
ten incorporar a sus normativas locales las restricciones ambientales superiores, ha-
ciendo la vista gorda mientras no haya denuncias. Solo cuando llega una interven-
ción de la Policía Ambiental provincial o un fallo judicial, se acata a regañadientes. 
Esta situación genera un juego de complicidades y omisiones: municipios que no 
controlan, Provincia que no tiene presencia continua en terreno, y desarrolladores 
privados que aprovechan las brechas. El OTP introduce aquí un dilema central. Por 
un lado, busca redefinir estas relaciones de poder a través de la persuasión, el acom-
pañamiento técnico y la construcción de consensos, bajo el supuesto de que la pre-
servación ambiental redunda en beneficios colectivos de mediano y largo plazo. Por 
otro, el Estado provincial no puede abdicar de su función regulatoria, especialmen-
te en territorios donde los costos ambientales de la inacción ya se manifiestan en 
crisis hídricas, pérdida de biodiversidad, colapsos de servicios o litigios judiciales. 

En Córdoba existe la Mesa de Entrada Única de Loteos (MEUL), un órgano 
interinstitucional por donde deben pasar los proyectos de subdivisión mayores a 
25 lotes, para recibir el visto bueno de Ambiente, Recursos Hídricos, Vialidad, 
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etc., como paso previo a su escrituración. Esto permite a la Provincia frenar em-
prendimientos que incumplan normativas. No obstante, los desarrolladores han 
encontrado resquicios, por ejemplo, realizar sucesivas subdivisiones simples de 24 
lotes para eludir la MEUL. Otra herramienta provincial es la Evaluación de Im-
pacto Ambiental (EIA): a través de la Secretaría de Ambiente, puede exigir EIA 
incluso a loteos pequeños si están en zonas sensibles (de hecho es lo que manda 
la ley 10.830 para cuencas de embalses). Aplicar estrictamente ese control serviría 
de “filtro” para evitar proyectos inviables. Por último, la Provincia puede apelar a 
la judicialización como herramienta disuasoria: el fantasma de terminar imputado 
penalmente por autorizar algo ilegal ya cala hondo tras la condena al exsecretario 
Raúl Costa en 2023.

Una tercera tensión estructural refiere a la asimetría de recursos financieros y 
capacidades técnicas entre niveles de gobierno, y a sus efectos sobre las decisiones 
territoriales. Muchas comunas pequeñas apenas cubren sus gastos corrientes, ca-
recen de equipos técnicos (urbanistas, arquitectos, ingenieras ambientales, etc.) y 
ven en cada inversión privada una tabla de salvación para su economía. Esto ha 
llevado a una actitud permisiva: se aprueban loteos o emprendimientos con míni-
mos requisitos, a cambio de que el inversor financie alguna obra o genere empleo 
local, y también por la perspectiva de aumentar la recaudación por tasas e impues-
tos inmobiliarios. Un intendente en crisis fiscal difícilmente quiera rechazar un 
proyecto que promete mejorar los ingresos municipales, aunque ambientalmente 
sea cuestionable. Esta dinámica se exacerbó tras los años ‘90 con el achicamiento 
del Estado central/provincial: se descentralizaron responsabilidades a municipios 
sin descentralizar fondos equivalentes. El resultado fue que “los gobiernos locales 
tienen una tendencia fuerte a ser permisivos en relación al uso del suelo, a fin de 
recaudar dinero” (nota de campo, diciembre de 2025). Por ende, el plan partici-
pativo enfrenta la disonancia de intereses: a nivel provincial puede en ocasiones 
primar la protección ambiental de largo plazo, mientras a nivel local a veces prima 
la urgencia financiera de corto plazo. El programa provincial intenta contrarrestar 
esta dinámica mediante incentivos económicos, asistencia técnica y la provisión de 
equipos profesionales para la elaboración de planes locales. Sin embargo, mientras 
persistan fuertes desigualdades estructurales entre municipios y comunas, subsiste 
el riesgo de una “competencia a la baja”, en la que localidades flexibilizan normas 
para atraer inversiones que otras rechazan. De allí la relevancia de la armonización 
regional y de criterios compartidos que reduzcan arbitrariedades y eviten la captura 
diferencial del territorio por intereses privados.
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Una cuarta tensión se vincula con la cultura político-administrativa y la coor-
dinación burocrática intraestatal. El ordenamiento territorial es por naturaleza 
multidisciplinario y requiere que reparticiones diversas trabajen juntos: Ambiente, 
Infraestructura y Servicios Públicos, Obras Públicas, Bioagricultura, Turismo, etc. 
En Córdoba ha habido históricamente choques de criterios entre carteras –por 
ejemplo, el Ministerio de Bioagroindustria (antes “Agricultura” o similar) promo-
viendo consorcios agropecuarios y caminos rurales que a veces implican desmontes, 
versus la Secretaría de Ambiente aplicando instrumentos de gestión de los bosques; 
o el Ministerio de Infraestructura proyectando rutas en zonas sensibles sin total 
consenso con Ambiente. La creación de la Autoridad de Cuencas es un intento de 
tener un espacio interministerial para la gestión hídrica. Pero en la operatividad co-
tidiana aún surgen conflictos: la APRHI (recursos hídricos), dominada por ingenie-
ros, tiene enfoques distintos a Ambiente respecto a cómo resolver la contaminación 
–unos piensan en obras duras, otros en soluciones basadas en la naturaleza, etc–. La 
coordinación burocrática es entonces un frente de trabajo. 

Se han impulsado instancias de conversatorios técnicos itinerantes en distintas 
regiones de la provincia, que reúnen a funcionarios de áreas provinciales diversas 
–Recursos Hídricos, Bosques, Áreas Naturales Protegidas y Colegios Profesionales– 
con gobiernos locales, organizaciones de la sociedad civil y ciudadanía. Estas expe-
riencias permiten poner en diálogo criterios técnicos y normativos en el territorio 
y, al mismo tiempo, exponen las tensiones internas del propio Estado, al obligar 
a organismos con competencias y enfoques disímiles a interactuar en situaciones 
concretas. Si bien constituyen un avance en términos de coordinación, también evi-
dencian fricciones persistentes entre lógicas sectoriales y disputas por atribuciones.

El alcance de estas iniciativas, sin embargo, está condicionado por la arquitec-
tura político-institucional provincial. La jerarquización inicial del área ambiental 
mediante la creación del Ministerio de Ambiente y Economía Circular fue leída 
como un fortalecimiento del rol estatal en la regulación territorial. No obstante, la 
ya mencionada reforma ministerial de diciembre de 2025 –que implicó la reasigna-
ción de parte de las competencias ambientales al Ministerio de Educación– volvió 
a introducir inestabilidad en la estructura de gobierno y relativizó la centralidad 
política del área ambiental. Estos reacomodamientos refuerzan el carácter no lineal 
y aún no consolidado del proceso de ordenamiento territorial participativo.

A ello se suma que la planificación territorial de escala provincial no ha estado 
históricamente concentrada en el área ambiental, sino dispersa entre distintos mi-
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nisterios con lógicas sectoriales propias. Las iniciativas actuales buscan cubrir par-
cialmente ese vacío, pero carecen de autoridad directa sobre políticas estratégicas 
como obra pública, vivienda o infraestructura productiva. En este marco, la efec-
tividad de los planes de ordenamiento depende de su posterior incorporación en 
agendas sectoriales que no siempre reconocen criterios ambientales o territoriales 
como prioritarios, lo que expone el riesgo de que el ordenamiento quede reducido 
a un ejercicio técnico-consultivo.

Finalmente, una quinta tensión estructural atraviesa los procesos de ordena-
miento territorial participativo y remite a la distancia entre participación efectiva 
y formalismo institucional. En numerosos contextos, la participación tiende a re-
ducirse a un requisito procedimental, desprovisto de capacidad real de incidencia 
sobre las decisiones sustantivas, lo que no solo limita su alcance sino que erosiona 
su legitimidad social. Esta deriva formalista se ve reforzada cuando los dispositivos 
participativos se organizan en torno a lenguajes técnicos, plazos administrativos 
rígidos y marcos de decisión previamente delimitados, dificultando la apropiación 
del proceso por parte de los actores territoriales.

En la provincia de Córdoba, esta tensión se inscribe en un escenario marcado 
por la existencia de un movimiento ambiental ciudadano activo –asambleas vecina-
les contra desmontes, fumigaciones, proyectos viales o emprendimientos inmobi-
liarios– cuya relación con los espacios institucionales de participación ha sido his-
tóricamente ambivalente y conflictiva. La desconfianza acumulada, forjada a partir 
de experiencias en las que las demandas sociales solo lograron incidir mediante la 
protesta o la judicialización, condiciona la disposición de estos actores a involucrar-
se en instancias promovidas por el Estado. En este marco, la participación no opera 
como un terreno neutro, sino como un espacio atravesado por memorias de con-
flicto, asimetrías de poder y expectativas divergentes respecto de su eficacia política.

A ello se suma el interrogante sobre el carácter vinculante de los resultados de 
los procesos participativos. Si bien el Acuerdo de Escazú y la Ley Provincial de Po-
lítica Ambiental Nº 10.208 establecen la obligación estatal de garantizar el acceso a 
la información y promover la participación pública en decisiones ambientales –con 
particular atención a las comunidades indígenas en los proyectos que las afecten–, 
la traducción de estos principios en mecanismos concretos con efectos jurídicos y 
administrativos continúa siendo limitada. En el caso cordobés, los dispositivos im-
plementados hasta el momento han tendido a adoptar formatos generalistas, lo que 
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plantea dudas sobre su capacidad para dar respuesta a la heterogeneidad de actores, 
conflictos y escalas territoriales involucradas.

En este contexto, la gobernanza del OTP se despliega en un campo particular-
mente exigente: articular múltiples niveles de gobierno, reorientar prácticas admi-
nistrativas arraigadas y habilitar instancias de participación con capacidad efectiva 
de incidir en la orientación de las políticas. La creación de estructuras instituciona-
les específicas y la asignación de recursos presupuestarios –como las partidas des-
tinadas al “Programa de Gestión Ambiental – Ordenamiento Territorial”– consti-
tuyen condiciones necesarias para la implementación de estos procesos, pero no 
garantizan por sí mismas su consolidación. El alcance efectivo de estas iniciativas 
depende, en última instancia, de su capacidad para sostenerse en el tiempo y tradu-
cirse en prácticas administrativas estables, más allá de coyunturas políticas, reorde-
namientos institucionales o cambios en las prioridades de gobierno.

5. Presiones económicas y conflictos socioambientales en el territorio

La necesidad de un plan participativo de ordenamiento en Córdoba se eviden-
cia al examinar los conflictos socioambientales que se han extendido en la provin-
cia en los últimos años. Estas situaciones ilustran las consecuencias de la falta de 
planificación, presiones económicas desordenadas sobre el territorio y un accionar 
estatal que en varias oportunidades ha sido promotor de acciones que afectaron am-
bientalmente los territorios. A continuación reseñamos algunos de los conflictos 
más relevantes y cómo el ordenamiento territorial busca abordarlos:

– Expansión urbana descontrolada en las sierras: en las últimas décadas, varias 
regiones serranas de la provincia de Córdoba han experimentado una expansión 
demográfica notable, con departamentos como Punilla y Calamuchita registrando 
incrementos poblacionales superiores a la media provincial entre 2010 y 2022 –por 
ejemplo, el departamento de Punilla creció de aproximadamente 178.401 a 221.273 
habitantes y el de Calamuchita de 54.730 a 75.911 según los datos del Censo Nacio-
nal de Población– (La Voz, 2023, 23 de noviembre), y en localidades más pequeñas 
de estas regiones se observan casos de crecimiento poblacional muy elevado (como 
Villa Ciudad Parque en Calamuchita, con aumentos de varios centenares por cien-
to, La Voz, 2024, 13 de julio). Estos patrones reflejan procesos de urbanización y 
asentamiento residencial que han transformado la estructura demográfica de las 
sierras de Córdoba. Este crecimiento fue motorizado por varios factores: migración 
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interna de familias buscando mejor calidad de vida o segunda residencia, auge del 
turismo y consecuente desarrollo inmobiliario (barrios privados, cabañas, loteos 
de fin de semana), así como la construcción de nuevas autovías que mejoraron la 
accesibilidad a estos valles. 

Sin embargo, la expansión se dio sin directrices claras. Muchos desarrollos se 
ubicaron en faldeos de montaña con fuertes pendientes (aumentando riesgo de 
erosión e inundaciones), o invadieron zonas de recarga de acuíferos. El Estado 
provincial priorizó grandes obras viales –como la Autovía Ruta 38 en Punilla o la 
Autovía Ruta 5 en Paravachasca/Calamuchita– pensando en el “progreso”, pero 
descuidó la infraestructura complementaria urbana (redes de agua, cloacas, gestión 
de residuos, equipamientos de salud y educación). Así, se crearon las condiciones 
para conflictos ambientales y sociales: por un lado, protestas de vecinos y asambleas 
ambientalistas contra las autovías por su impacto en el monte nativo (la Autovía de 
Punilla atravesó una Reserva Hídrica y generó deforestación, removiendo fauna y 
patrimonio arqueológico, lo que escaló en judicialización y represión de manifes-
tantes en 2021-202268). Por otro lado, las mismas comunidades serranas hoy sufren 
escasez de agua crónica y contaminación de ríos por el crecimiento sin servicios ade-
cuados. En Punilla, tras la inauguración de la autovía norte, se reportó mortandad 
de fauna atropellada por falta de pasos y se advirtió que ninguna medida había sido 
implementada para preservar la biodiversidad, confirmando los temores iniciales 
de ambientalistas. Además, los incendios forestales, propiciados por la sequía, la 
deforestación, el cambio climático e incluso la decisión deliberada de actores que 
especulan respecto a los posibles cambios de uso de suelo, arrasaron más de 60 mil 
hectáreas en el norte de Punilla en 2023, agravando la vulnerabilidad del suelo y las 
fuentes de agua. Todo este panorama configura una crisis ambiental que configura 
la contracara del proyecto desarrollista.

Aquí el ordenamiento participativo viene a intentar poner orden post-facto: 
las mesas territoriales en Punilla discuten cómo limitar nuevos loteos en sectores 
críticos (ej. proponiendo declarar “zona de amortiguación” sin urbanización alre-

68 Aun cuando se realizaron audiencias públicas y se garantizaron formalmente instancias de participación ciu-
dadana, el proceso se desarrolló en un contexto de fuerte conflictividad social, caracterizado por un desplie-
gue significativo de fuerzas policiales y por la judicialización de manifestantes, con ciudadanos que continúan 
imputados en la actualidad. Estas condiciones ponen en cuestión el carácter efectivo de la participación y 
evidencian las tensiones entre los dispositivos formales de consulta y las prácticas de control y disciplinamien-
to desplegadas en el territorio. “Conferencia de Prensa desde el territorio: Informe sobre la crisis ambiental 
en Punilla” 29-11-2024. 
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dedor de la Reserva Hídrica Natural de Los Gigantes, que es cabecera de cuencas). 
También se evalúa la posibilidad de establecer “zonas de resguardo arqueológico” 
administradas por comunidades locales en tramos de la autovía para proteger el 
patrimonio cultural que allí existe. En resumen, se busca reconducir el modelo de 
desarrollo serrano: pasar de uno extractivista (basado en inmobiliarias que consu-
men naturaleza) a uno sostenible que reconozca límites ecológicos. El desafío es 
monumental dado que la inercia inmobiliaria sigue presente –por ejemplo, muchos 
“loteos viejos dormidos” en Punilla ahora valen mucho dinero a partir de la auto-
vía y sus dueños presionan para activarlos. El plan territorial deberá decidir cuáles 
de esos loteos pueden avanzar con condicionantes (por ejemplo, solo si instalan 
cloacas, con baja densidad, etc.) y cuáles deben ser cancelados definitivamente por 
ubicarse en lugares inviables (vulnerabilidad hídrica o riesgo geológico). La justicia 
ambiental demanda priorizar el bien común (agua, biodiversidad) sobre el negocio 
privado, pero políticamente esto exige mecanismos compensatorios (por ejemplo, 
evaluar compras de tierras sensibles para convertirlas en áreas protegidas).

– Conflictos por avance urbanizador en bosque nativo protegido: ya mencio-
namos el caso Candonga, paradigmático de la pugna entre “negocio inmobiliario 
vs. ley ambiental”. En Candonga (Sierras Chicas), la empresa pretendió un country 
de 300 lotes en plena zona roja de bosque, apoyada por sectores del poder político. 
La resistencia de la Asamblea de Vecinos del Chavascate y una ONG como ADAR-
SA fue tenaz, usando herramientas legales (amparos, denuncias penales) que tarda-
ron más de una década en dar frutos. Finalmente se logró la anulación de la licencia 
ambiental ilegal en 2024, y el ex funcionario que la otorgó enfrentó un juicio penal. 
Aun así, la empresa sigue construyendo clandestinamente y el Estado provincial 
“ausente” no ha frenado efectivamente las obras, incumpliendo la sentencia. Esto 
expone un serio problema de gobernanza: ¿de qué sirve un plan o una ley si luego 
no hay control ni sanción efectiva? La Asamblea denuncia que ni la Policía Ambien-
tal ni la Municipalidad de Agua de Oro (jurisdicción local) fiscalizan, pese a estar 
ambas condenadas también en el fallo por omisión de deberes. 

En el contexto del ordenamiento participativo, estos casos enseñan que se debe 
incluir un componente de cumplimiento riguroso. Una propuesta es que los planes 
territoriales incorporen sistemas de monitoreo ciudadano: comités de vigilancia 
locales donde vecinos, municipios y Provincia revisen periódicamente el estado del 
territorio (por ejemplo, usando imágenes satelitales públicas, denuncias tempra-
nas). Si el OTP estuviera vigente desde antes, probablemente esa zona habría sido 
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identificada como área inviolable, evitando el conflicto. Un signo positivo es que 
activistas de Candonga y San Antonio han sido invitados a las mesas de trabajo, 
y algunos asesoran técnicamente desde la ONG. El riesgo a evitar es caer en un 
“greenwashing”69 donde la participación es simulada.

– Crisis hídrica y contaminación de aguas: Córdoba presenta un estrés hídrico 
de carácter estructural. Pese a la extendida percepción de “abundancia” asociada a la 
presencia de ríos serranos, la disponibilidad de agua es limitada y la presión sobre el 
recurso se intensifica con el crecimiento poblacional. El Lago San Roque, embalse 
que abastece aproximadamente el 70 % del agua potable de la ciudad de Córdoba, 
registra desde hace años procesos de eutrofización y proliferación de cianobacterias 
vinculados a descargas de efluentes sin tratamiento, sedimentación y degradación 
de las cuencas; en 2021, un bloom de cianobacterias obligó a suspender tempo-
ralmente el suministro por riesgo sanitario (Siniscalchi et al., 2023). Situaciones 
similares se observan en otros embalses estratégicos, como Los Molinos, mientras 
que numerosas localidades serranas enfrentan cortes recurrentes durante períodos 
de estiaje. La combinación de menor régimen de lluvias, pérdida de bosque nativo, 
sobreexplotación de acuíferos y déficit estructural de saneamiento configura una 
crisis socioambiental persistente.

Como mencionamos anteriormente, en el caso del Lago San Roque, el gobierno 
provincial encaró un Plan de Saneamiento de esa cuenca 2023-2038. El mismo es 
ambicioso: incluye obras de cloacas en todas las localidades ribereñas, restauración 
de bosques en zonas críticas, educación ambiental y regulación del uso del suelo. 
Sin embargo, su ejecución es compleja pues involucra a varios ministerios y decenas 
de municipios. Aquí es donde el ordenamiento participativo puede ser el vehícu-
lo para implementar el saneamiento. En la cuenca de Los Molinos ya se vio un 
ejemplo: se logró un acuerdo para modificar ordenanzas e incluir alternativas de 
“ecosaneamiento” en nuevas construcciones (separación de aguas grises y negras, 
biodigestores, fitodepuradoras, lombrifiltros, entre otras). También se hicieron ca-
pacitaciones conjuntas de los agentes municipales de obras privadas para unificar 
criterios. Son pasos pequeños pero importantes: antes, cada municipio tenía su 

69 Término en inglés que se traduce sencillamente como “lavado de imagen verde”. Y se identifica con una 
estrategia de actores empresariales o estatales para mostrarse más respetuosos del ambiente y su marco norma-
tivo de lo que en realidad son. El greenwashing se entiende como una forma de comunicación engañosa en la 
que una organización hace afirmaciones -a menudo positivas y no verificadas- sobre su desempeño ambiental 
que no se corresponden con sus prácticas reales, con el objetivo de proyectar una imagen de responsabilidad 
ecológica que no está respaldada por acciones concretas (Hill, 2025). 
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propio código de edificación sin contemplar el ambiente; ahora, en esa cuenca 
todos comparten al menos la exigencia de tecnologías basadas en la naturaleza para 
el tratamiento de efluentes en nuevas edificaciones. A futuro, se quiere replicar este 
modelo en otras cuencas. 

– Presiones del sector agropecuario en las llanuras y otras zonas aptas para la 
ganadería: Aunque la atención suele centrarse en las sierras, el norte provincial y 
las llanuras agrícolas del este y sur cordobés también presentan desafíos de orde-
namiento. El avance de la frontera agropecuaria desde los años 1990 transformó 
millones de hectáreas de monte chaqueño y pastizales en un paisaje de monocultivo 
(principalmente soja y maíz) tecnificado. Esto trajo cierta prosperidad económi-
ca en algunas regiones, pero también grandes impactos: desaparición de bosques 
(Córdoba perdió gran parte de su bosque en zonas bajas antes de 2010), crisis de 
biodiversidad, contaminación por agroquímicos y saturación de napas generando 
inundaciones en años húmedos. En pueblos rurales, la cercanía de cultivos fumiga-
dos a áreas urbanas generó conflictos en torno a la afectación de la salud por deriva 
de pesticidas. Además, la concentración de tierras expulsó a pequeños producto-
res, llevando a la marginación y/o desaparición de poblaciones rurales. En el arco 
noroeste y la microregión que representa Miramar de Ansenuza donde se ubica la 
Laguna Mar Chiquita, la tensión entre conservación ambiental y modelo del agro-
negocio se expresa también en la presión por la disponibilización de tierras para la 
ganadería, lo que trae aparejado una capitalización y bovinización de la agricultura 
campesina (Salizzi, 2023). En este frente, el ordenamiento integral plantea desafíos 
como: frenar la deforestación remanente (aplicando la Ley de Bosques a rajatabla 
en zonas de monte nativo remanente), promover una matriz agrícola más diversifi-
cada y amigable, y algo muy importante, impulsar el arraigo rural y repoblamiento 
de pequeños pueblos. 

Este punto remite a una discusión más amplia sobre los límites del actual patrón 
de concentración urbana en la provincia. La fuerte primacía de la ciudad de Córdo-
ba, que concentra alrededor de 1,5 millones de habitantes, contrasta con el estanca-
miento o pérdida de población en numerosas localidades intermedias del interior, 
profundizando desigualdades territoriales y presiones sobre los servicios urbanos. 
En este marco, el ordenamiento territorial se presenta como un terreno de interven-
ción posible para reorientar estas dinámicas, más que como una solución técnica 
cerrada. En términos generales, la cuestión remite a cómo se definen los usos del 
suelo y las prioridades de inversión pública. La concentración de infraestructuras 
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en determinados corredores –como los ejes Córdoba–Villa María o Córdoba–San 
Francisco– plantea interrogantes sobre la localización de actividades productivas, 
el acceso al hábitat y la expansión urbana en áreas ambientalmente frágiles. Al 
mismo tiempo, el predominio del monocultivo sojero en amplias extensiones del 
territorio provincial abre debates sobre la subordinación de otras funciones sociales 
y ecológicas del suelo, como la producción de alimentos, el arraigo poblacional o 
la restauración ambiental. En este sentido, la discusión sobre ordenamiento terri-
torial condensa disputas más amplias en torno al modelo de desarrollo, el uso del 
territorio y la distribución de oportunidades (nota de campo, diciembre de 2025).

En la provincia de Córdoba, los conflictos territoriales atraviesan escalas y es-
pacios diversos, desde las áreas serranas hasta las llanuras productivas, y desde lo 
urbano a lo rural. En todos los casos, emerge como problema recurrente la ausencia 
histórica de un marco integrador capaz de anticipar y regular las dinámicas eco-
nómicas en función de las capacidades del territorio. El ordenamiento territorial 
participativo aparece, en este contexto, como un espacio de disputa en torno a los 
usos del suelo considerados legítimos o inadmisibles en cada zona. La participación 
social introduce en ese proceso experiencias situadas de los impactos territoriales 
–inundaciones, escasez de agua, exposición a contaminantes– que suelen quedar 
subrepresentadas en los enfoques técnico-administrativos. A su vez, los saberes cien-
tíficos aportan herramientas para objetivar riesgos y límites ecológicos, aunque su 
traducción en decisiones efectivas depende de mediaciones políticas e instituciona-
les que no están garantizadas (nota de campo, diciembre de 2025).

6. Participación ciudadana en la planificación territorial cordobesa

La participación ciudadana no es un mero complemento, sino el núcleo que di-
ferencia al ordenamiento participativo de un plan tecnocrático tradicional. En Cór-
doba, incorporar efectivamente a la sociedad civil en la planificación ha requerido 
diseñar estrategias metodológicas específicas. Aquí describimos cómo se han organi-
zado los procesos participativos hasta ahora, analizando sus alcances y limitaciones.

El Programa de Ordenamiento Territorial Participativo de la DGOT definió 
una metodología escalonada, incluyendo instancias participativas de distinto tipo:

• Talleres abiertos de Ordenamiento Territorial Participativo: en los cuales 
se convoca a instituciones, ciudadanía, ONG, productores, referentes locales; para 
construir un diagnóstico territorial, identificando problemas y fortalezas de su lo-
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calidad. Se utilizan metodologías de mapeo para identificar zonas de conversación, 
zonas en riesgo ambiental o degradadas, zonas en conflicto. El resultado de cada 
taller se sistematiza en un Informe de Diagnóstico Participativo, que combina los 
aportes ciudadanos con datos duros (censos, imágenes satelitales, información am-
biental) analizados por los especialistas. A su vez, una vez recabado el diagnóstico 
se suele realizar un ejercicio de escenarios concertados a futuro: identificando esce-
narios tendenciales y el escenario deseado con desarrollo sostenible (uso de suelo 
ordenado, restauración de áreas degradadas, economía diversificada, comunidad 
resiliente). Esto genera un consenso orientador: todos acuerdan hacia dónde se 
quiere ir. Se espera que con esta visión, entonces, los equipos técnicos elaboren 
el Plan de Ordenamiento Territorial local en concreto; incluyendo zonificación, 
lineamientos normativos, proyectos prioritarios, etc., para transitar del presente al 
futuro deseado.

• Conversatorios técnicos interinstitucionales: son espacios de diálogo con 
organismos provinciales y expertos sectoriales que intervienen directamente en 
cuestiones relativas a Ordenamiento Territorial, abiertos también al público. Por 
ejemplo, se han realizado conversatorios con la Policía Ambiental, la Administra-
ción Provincial de Recursos Hídricos (APRHI), la Dirección de Bosques Nativos, 
Áreas Naturales Protegidas, Patrimonio y Arqueología, y con colegios profesionales 
(Arquitectos, Ingenieros). Estos encuentros cumplen una doble función: por un 
lado informar y capacitar a autoridades locales y vecinos sobre la normativa y he-
rramientas existentes; por otro lado, sirven para que los funcionarios provinciales y 
demás autoridades escuchen los reclamos locales sin mediaciones. Si bien no todos 
los problemas se resuelven en estas instancias, sí sirven para visibilizar los nudos 
conflictivos e incorporarlos al diagnóstico y las agendas de trabajo.

• Mesas de trabajo intergubernamentales: en algunos casos se han logrado re-
uniones periódicas con los gobiernos locales de una misma ecorregión y la DGOT, 
a fin de validar información, discutir e implementar propuestas.

• Devolución y acuerdos formales: en una etapa final se busca que la partici-
pación se formalice en compromisos concretos, por ejemplo, acuerdos relativos a 
tratamiento de efluentes o proyectos regionales de corredores ambientales, etc.

Una primera limitación que podríamos mencionar es que estos espacios cons-
tituyen instancias de participación no vinculante, con el riesgo de quedar luego 
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parcial o totalmente divorciadas de los procesos de toma de decisiones y las formu-
laciones técnicas posteriores de normativas, planes y programas. En relación a ello, 
un elemento importante a tener en cuenta es que según la Ley 10.208 y sus anexos 
establecidos por Ley 10.830, los Planes de Desarrollo Urbano y/o Regional y Pla-
nes de OT están obligatoriamente sujetos a la presentación de Estudio de Impacto 
Ambiental y Audiencia Pública; constituyendo esta última una nueva instancia de 
(des)legitimación social de los instrumentos finalmente formulados. Sin embargo, 
en última instancia, la efectividad de estas herramientas participativas reside en la 
capacidad organizativa, de incidencia política y de propuesta generada por los ac-
tores del territorio. En todo caso, el Programa de OTP lo que ofrece es multiplicar 
las instancias en donde esa potencia pueda expresarse y ponerse en diálogo con 
tomadores de decisiones.

Otro factor importante es la transparencia y el soporte tecnológico de los proce-
sos de OT. La Provincia, a través de IDECOR (Infraestructura de Datos Espaciales 
Córdoba) ofrece una plataforma accesible, con mapeos, imágenes satelitales y otros 
materiales, que proveen de información de calidad a la ciudadanía. Uno de los 
objetivos del Programa es que todos los instrumentos de Ordenamiento Territorial 
formulados y a formular sean publicados en ese repositorio, entendiendo que la 
participación y la implicación ciudadana y de las organizaciones de la comunidad 
en estos procesos se fortalece cuando la gente tiene acceso a la información territo-
rial geolocalizada.

Finalmente, un tema de fondo: la continuidad participativa post-plan. No se 
trata sólo de elaborar el plan con la gente y luego guardarlo en un cajón. Debe 
haber un seguimiento participativo permanente. Una posibilidad sería conformar 
“Consejos Asesores de Ordenamiento Territorial” que puedan sesionar regularmen-
te, monitoreando la ejecución de las propuestas relativas a OT, y proponiendo/
solicitando la actualización de los instrumentos cuando sea necesario. Esto empo-
dera a la comunidad para ser guardiana de su propio plan; en línea con lo que el 
Acuerdo de Escazú plantea como un objetivo de la democracia ambiental: integrar 
a los ciudadanos como co-gestores.

En cuanto a limitaciones o críticas a estas experiencias, algunas organizacio-
nes señalan que el proceso podría ser más inclusivo todavía, llegando a barrios 
populares que a veces quedan al margen del discurso ambiental. Otra crítica es la 
velocidad, los problemas avanzan rápido (cada año se pierde más bosque, llegan 
más habitantes a las sierras) y el planeamiento participativo toma tiempo en delibe-
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ración. Mientras tanto, ciertos sectores exigen ver resultados tangibles, al menos en 
términos de fiscalización y detenimiento de infracciones. Otras de las objeciones es 
que a pesar de que en las audiencias públicas la posición mayoritaria de las organi-
zaciones y comunidades es oponerse al trazado de obras de infraestructura vial, por 
ejemplo, las iniciativas continúan y se ejecutan.

En conclusión, la participación ciudadana en el ordenamiento territorial cor-
dobés ha pasado de ser prácticamente inexistente a ensayarse de manera creciente 
y estructurada. Hay un reconocimiento explícito desde el gobierno de que sin par-
ticipación, los planes no tendrán legitimidad ni efectividad. Las leyes y acuerdos 
internacionales respaldan esa apertura participativa. Convertir al habitante común 
en “sujeto socio-ambiental” activo, tal como lo define Riveros, es tanto un medio 
como un fin: medio para lograr mejores decisiones, fin en cuanto consolida ciuda-
danía plena y compromiso con el territorio. La decisión política requiere ajustarse a 
la voluntad ciudadana, de lo contrario queda en una instancia formal que le da un 
marco de legitimidad, a pesar de que el resultado fue el rechazo.

Los primeros casos muestran “luces y sombras” pero sobre todo aportan espe-
ranza de que el cambio de paradigma es posible. Córdoba, que en el imaginario 
está asociada a conflictos ambientales (como las marchas masivas contra Monsanto 
en Malvinas Argentinas 2013, las protestas por autovías, etc.), podría convertirse 
en referente de soluciones participativas en pocos años si consolida estos procesos.

7. Conclusiones

El proceso de ordenamiento territorial participativo en Córdoba se perfila como 
una respuesta innovadora y necesaria a la encrucijada socioambiental que vive la 
provincia. Tras analizar su contexto, normativas, tensiones, conflictos y avances, 
emergen varias conclusiones clave:

•	 Cambio de paradigma en la gestión territorial: Córdoba está transitando de 
un modelo de desarrollo marcado por la espontaneidad del mercado y la 
fragmentación institucional, hacia un modelo planificado y concertado. La 
creación de una Dirección General de Ordenamiento Territorial, la sanción 
de leyes como la de Autoridad de Cuencas y el involucramiento activo de 
actores sociales, indican un nuevo paradigma de gobernanza que prioriza 
la sostenibilidad y la participación. Este giro responde tanto a imperativos 
prácticos (crisis hídrica, conflictos legales) como a la influencia de una ciu-
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dadanía más consciente de sus derechos ambientales. Se trata de un proceso 
político en construcción, donde el Estado cordobés busca recuperar capaci-
dades de conducción del territorio que había delegado o perdido.

•	 La participación ciudadana, de la teoría a la práctica efectiva: lejos de ser un 
“adorno”, la participación pública se ha revelado un componente sustancial 
para diagnosticar problemas con precisión y legitimar las soluciones pro-
puestas. Los talleres y mesas intersectoriales han demostrado el alto valor 
del conocimiento local y han permitido consensuar visiones de futuro com-
partidas en comunidades diversas. Esto valida la premisa de que “para que 
el ordenamiento sea efectivo, debe ser participativo”. No obstante, la conti-
nuidad y profundidad de esa participación serán determinantes: el desafío 
es que la ciudadanía siga empoderada durante la implementación y con-
trol social de los planes. Solo así se podrán evitar retrocesos ante presiones 
políticas o económicas. En este sentido, Córdoba debería institucionalizar 
mecanismos permanentes (consejos, observatorios territoriales ciudadanos) 
amparados en su Ley 10.208 y en el Acuerdo de Escazú, garantizando el 
derecho de las generaciones presentes a decidir sobre su entorno.

•	 Tensiones a resolver mediante cooperación e incentivos: las dificultades ana-
lizadas –autonomía municipal vs integración regional, urgencias financieras 
locales vs. protección ambiental, inercias burocráticas, etc.– no desaparece-
rán automáticamente. Será necesario profundizar la cooperación multiac-
toral. La Provincia deberá ejercer un delicado equilibrio entre el apoyo y la 
exigencia: brindar recursos técnicos y económicos a comunas y municipios 
para que ordenen su territorio, y a la vez hacer valer las normas cuando 
alguien pretenda desconocerlas o violarlas. Incentivos positivos (financia-
miento, premios a buenas prácticas, compensaciones) combinados con la 
amenaza creíble de sanciones (multas, acciones legales) pueden conformar 
la paleta de herramientas. En paralelo, seguir formando capacidades loca-
les es necesario: más profesionales en los pueblos formados en urbanismo 
sustentable, más conciencia ambiental en los tomadores de decisión. Las 
experiencias narradas han empezado a cambiar mentalidades –por ejemplo, 
intendentes que antes veían al monte como “monte pelado” ahora lo ven 
como “fábrica de agua” indispensable. Ese cambio cultural debe extenderse.

•	 Logros tempranos y necesidad de capitalizarlos: los casos piloto han alcan-
zado resultados concretos –ordenanzas de ecosaneamiento, límites a loteos, 
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participación comunitaria activa– que sirven de modelo replicable. Es im-
portante difundir estos logros para generar un efecto demostración en otras 
regiones. Asimismo, capitalizar significa institucionalizar: si algo funcionó 
bien en una cuenca, convertirlo en normativa general o en protocolo –adap-
table– para otras. El aprendizaje continuo debe guiar la mejora de políticas.

•	 Visión de largo plazo con equidad intergeneracional: el ordenamiento te-
rritorial participativo no es una solución inmediata a todos los problemas, 
sino un proceso de mediano-largo plazo que busca dejar un legado positivo, 
materializar un compromiso “con las futuras generaciones”. Esto implica 
incorporar la equidad intergeneracional en la ecuación: no detonar hoy los 
territorios comprometiendo el mañana. En la práctica, significa decisiones 
valientes como preservar áreas naturales aun si hoy no se entienden todos 
sus servicios ecosistémicos; revertir prácticas insostenibles aunque suponga 
costos políticos; pensar en 2050 más que en la próxima elección. La partici-
pación joven es señal de esa mirada a futuro.

•	 Necesidad de un marco legal unificador y políticas de Estado continuas: 
si bien se avanzó mucho por vía programática, probablemente hará falta 
cristalizar una Ley Provincial de Ordenamiento Territorial que consagre los 
principios, lineamientos y la institucionalidad participativa para que tras-
cienda gobiernos. Dicha ley podría incorporar lo mejor de las experiencias 
provinciales comparadas y garantizar la periodicidad de actualización de 
planes (por ejemplo, obligando a revisar cada 5 años los planes regionales). 
También debiera articular la política de desarrollo territorial con la de vi-
vienda, producción y ambiente, en un todo coherente. Una vez establecida 
la ley, quedará sostener la voluntad política. Aquí es vital el consenso trans-
versal donde todas las fuerzas políticas cordobesas asuman el ordenamiento 
como política de Estado, de modo que no dependa de quien esté en el 
poder. La creación del Consejo de Desarrollo Sustentable (Ley 10.208) con 
representación multipartidaria apunta en esa dirección. Afianzar ese conse-
jo y dotarlo de atribuciones sobre ordenamiento puede blindar el proceso 
ante eventuales cambios.

En conclusión, Córdoba se encuentra en un momento bisagra. Los desafíos del 
plan de ordenamiento territorial participativo son grandes –algunos estructurales y 
otros emergentes– pero las oportunidades también lo son. La provincia cuenta con 
un acervo de normativa, conocimiento técnico local e impulso social que le permite 
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encarar la planificación de su territorio con una base relativamente sólida. Como 
destacó Pablo Riveros, el director de OT, se trata de “repensar el uso de la tierra 
como necesidad imperiosa” (Zegarra, 20 de abril de 2025) ante los embates del 
avance antrópico sobre el ambiente. Ese replanteo ya inició con voces múltiples en 
la mesa. Si Córdoba logra encauzar ese diálogo en acciones concretas y sostenidas, 
podría convertirse en un ejemplo de cómo una sociedad subnacional entera –Esta-
do y ciudadanía– se organiza para cuidar su “Casa Común” (en palabras del Papa 
Francisco, a quien curiosamente Llaryora, actual gobernador, cita seguido) y garan-
tizar un desarrollo verdaderamente sostenible. Los próximos años serán decisivos 
para verificar si estas buenas intenciones se consolidan en resultados: ciudades más 
ordenadas, ruralidad agrobiodiversa, ríos más limpios, poblaciones más seguras. En 
definitiva, un territorio cordobés planificado con y para su gente.
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CAPÍTULO VI

LAS LUCHAS ECOFEMINISTAS DE CÓRDOBA Y SUS 
DEBATES ACTUALES: ENTRE LA ÉTICO-POLÍTICA 

DE LOS CUIDADOS, LA DEFENSA DE LA VIDA Y LA 
PROTECCIÓN DE LOS CUERPO-TERRITORIO

Paula Reinoso70 
María Paula Ávila Castro71

1. Introducción

En el marco de un estudio crítico sobre un conjunto de conflictos y organiza-
ciones socioambientales de Córdoba, Argentina, emerge con fuerza la articulación 
de la preocupación ecológica y el papel de las mujeres en estas luchas, así como su 
particular mirada sobre la defensa de los derechos ambientales y de género. Este 
entrecruzamiento se evidencia de manera más general en el escenario de conflictivi-
dad ambiental que caracteriza a América Latina, donde se identifica una mayorita-
ria participación de mujeres y disidencias en los colectivos y procesos organizativos 
en defensa de los territorios y los bienes comunes (Svampa, 2021). 

En este capítulo proponemos un escrito reflexivo alrededor de tres categorías: la 
que señala las violencias y defensa de los cuerpo-territorio; aquella que problematiza 
las tareas de cuidado, tanto familiares o domésticas, como las vinculadas al ambien-
te; y la noción de defensa de la vida. Para ello vamos a conjugar el análisis de los 

70 Docente e investigadora en la Facultad de Ciencia Política y Relaciones Internacionales de la Universidad 
Católica de Córdoba; Becaria posdoctoral IDEJUS (UNC/CONICET); Integrante del Colectivo de Investi-
gación El llano en llamas.

71 Docente e investigadora en la Facultad de Ciencia Política y Relaciones Internacionales de la Universidad 
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conceptos emergentes desde los procesos de lucha, con los debates contemporáneos 
que se están gestando en el amplio escenario de discusión de diversas corrientes del 
ecofeminismo.

En la actualidad existe un gran debate en torno a los modos en que se imbrican 
los procesos de degradación ambiental y los movimientos ecologistas con las luchas 
feministas. Barrios, de la Vega y Olmedo (2023), en sintonía con el recorrido de 
antecedentes de Puleo (2005), identifican al menos tres tendencias actuales en la 
conceptualización del vínculo Mujer-Naturaleza: 1) un ecofeminismo clásico o radical 
surgido en “el Norte” en los años 70’, que asume una mirada esencialista donde 
las mujeres están en una posición “mejor” para comprender las consecuencias de la 
destrucción de la Tierra y de liderar las luchas en su defensa; 2) en segundo lugar, 
los ecofeminismos espiritualistas del Tercer Mundo, que entienden que los vínculos son 
fundamentales para la supervivencia de muchas mujeres en el Sur Global y que es 
el capitalismo colonial la causa de destrucción de los territorios; y, por último, 3) 
los ecofeminismos constructivistas o feminismos ecológicos, surgidos en los años 90’, que 
afirman que esta articulación tiene un carácter construido y se fundamenta en la 
dominación histórica sobre los cuerpos feminizados y la naturaleza.

En este capítulo nos posicionamos de manera crítica frente a la mirada esencia-
lista del ecofeminismo clásico e incorporamos para nuestro enfoque elementos de 
las otras dos perspectivas mencionadas en el párrafo anterior. Consideramos que 
entre mujeres y naturaleza existe una relación sociohistóricamente construida que 
no debe caer en el sesgo de asumir que los hombres y las mujeres expresan iden-
tidades psicosexuales opuestas, donde las mujeres son no agresivas e igualitaristas, 
con una predisposición natural al pacifismo y a la protección de la naturaleza, mien-
tras que los varones son agresivos, competitivos y naturalmente destructivos (Puleo, 
2005). De hecho, las tendencias más recientes deconstruyen el biologicismo inge-
nuo y consideran que la propensión a proteger la vida descansa en las condiciones 
materiales de vida en las que se encuentran las mujeres y el tipo de relacionamiento 
que construyen con la naturaleza y el entorno. En este sentido, Agarwal (1992) nos 
dice que el vínculo que las mujeres rurales poseen con la naturaleza no emerge de 
las características afectivas o cognitivas del sexo, sino que se origina a partir de la 
división sexual del trabajo y de la distribución del poder y la propiedad en virtud de 
la clase, la raza, el género y la casta a la cual pertenecen.

Para el desarrollo de este trabajo seleccionamos tres casos actuales de luchas por 
el territorio y el ambiente que nos permiten indagar sobre el entrecruzamiento de 
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género y ambiente. En primer lugar, recuperamos la experiencia de la Asamblea 
VUDAS-Fuera Porta (Vecinos Unidos por la Defensa de un Ambiente Sano y Segu-
ro), localizada en los barrios San Antonio e Inaudi de la capital cordobesa; afectadas 
por la producción de bioetanol de la fábrica Porta Hnos S.A. Desde su instalación, 
las vecinas comenzaron un proceso de resistencia y de reclamos para que la planta 
fuera relocalizada, ya que percibían el aumento de efectos adversos para la salud.

En segundo lugar, identificamos conflictos territoriales indígenas que han te-
nido lugar en los últimos años en el marco de un avance de la frontera urbana y 
el desarrollo inmobiliario en las sierras. Como ejemplos paradigmáticos encontra-
mos el proceso de defensa del territorio de Cochatalasacate de la comunidad Ticas 
(colindante a Bialet Massé) y la comunidad de Pluma Blanca ubicada en cercanías 
del río Chavascate (entre Candonga y El Manzano). Durante los últimos diez años 
ambas comunidades han sufrido de manera sistemática formas de violencias por 
parte de empresas, terratenientes o gobiernos locales y, particularmente durante 
el año 2021, han denunciado situaciones de violencia sexual hacia mujeres de los 
territorios en el marco de conflictos con inmobiliarias o desarrollistas.

Por último, en la última década los bosques nativos de Córdoba han sido esce-
nario y objeto de incendios forestales devastadores72, muchos de ellos vinculados 
al negocio de la tierra, el avance de la frontera urbana y el desmonte, entre otros. 
De un escenario que en la provincia de Córdoba cuenta con decenas de brigadas, 
recuperamos la reciente conformación de la agrupación “Fuegas. Brigadistas organi-
zadas de Córdoba”, la cual se constituye en una red de mujeres y disidencias de las 
brigadas forestales comunitarias cordobesas.

Para cumplir con nuestros objetivos, ofrecemos un análisis de contenido del 
corpus documental de los tres casos seleccionados, compuesto de entrevistas en 

72 Ese escenario adverso llevó a muchos grupos de vecinos y vecinas de zonas afectadas a capacitarse y co-
menzar a construir colectivos de autodefensas del fuego: así nacieron las brigadas forestales. Para octubre del 
2021 en Punilla había por lo menos nueve brigadas: Brigada Algarrobos, Huerta Grande; Brigada Ambiental, 
Cosquín; Brigada Forestal Cóndor, Punilla Sur; Brigada Forestal Chañares, Punilla Sur; Brigada Forestal Las 
Mojarras, Bialet Massé; Brigada Forestal Biguá, Punilla Sur; Brigada Forestal de Valle Grande; Brigada Fores-
tal Defensa Verde, Santa Cruz del Lago; Brigada Forestal Caburé, Villa Giardino; Sacha Brigada, San Marcos 
Sierras, entre otras. En Sierras Chicas registramos la existencia de: Brigada Forestal Inchín, Saldán; Brigada 
Forestal Kamchira, Cerro Azul; Brigada Forestal Colibrí, La Granja; Brigada Forestal Chavascate, Agua de 
Oro; Brigada Forestal Chiviquín, Unquillo; Brigada Forestal Isquitipe, Río Ceballos; Brigada Forestal Aromi-
to, Salsipuedes. En otras zonas hallamos la Brigada Forestal Comechingones de El Chacay y Las Albahacas al 
sur de la provincia; Brigada Forestal Pichana, Traslasierra; Brigada Forestal Comunitaria La Chilca, valle de 
Paravachasca; Brigada Forestal Kalahuala, valle de Calamuchita. 
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profundidad realizadas a informantes clave, notas periodísticas, sentencias y comu-
nicados públicos de las organizaciones o personas vinculadas a cada lucha durante 
los siguientes períodos: 2024 en el caso de VUDAS, 2022 a 2024 en el caso de 
Fuegas y 2021 a 2024 en el caso de Pluma Blanca y Ticas. El desarrollo del capítulo 
se organiza del siguiente modo: en un primer apartado ofrecemos una discusión 
conceptual general alrededor de diversos debates de los ecofeminismos; en el se-
gundo apartado trabajamos la categoría de ético-política de los cuidados; en tercer 
lugar, la defensa de la vida; en un cuarto apartado la noción de cuerpo-territorio y 
finalizamos el capítulo con las conclusiones.

2. Discusión sobre las dimensiones de análisis

En una investigación anterior (Ávila Castro, Reinoso y Ciuffolini, 2026 en pren-
sa) ya abordamos el entrelazamiento entre ambiente y género, pero atendimos a la 
específica imbricación de estas categorías con los dispositivos jurídicos implicados 
en las experiencias de lucha ambiental. En esta oportunidad comenzamos a obser-
var que en los discursos de las protagonistas de las organizaciones socioambientales 
bajo estudio emerge un conjunto de nociones muy específicas como la de tareas de 
cuidado, cuerpo-territorio o defensa de la vida. Encontramos que se trata de con-
ceptos emergentes de las luchas y que funcionan de manera transversal, tanto en 
los procesos organizativos de defensa de los territorios, como en la vida cotidiana. 
De la mano de Barrios et al. (2023), consideramos que estas categorías son concep-
tos-puente y las ponemos en discusión en el centro de los debates ecofeministas 
con el objetivo de problematizar las relaciones entre la crítica feminista y la crítica 
ambiental en diversos movimientos de lucha en Latinoamérica. 

Estos debates se vienen entrelazando en numerosas investigaciones académicas 
tanto a nivel regional como local. Por caso, encontramos una diversidad de estudios 
que abordan la problemática desde la lucha campesina o indígena, ya sea a partir de 
la noción de cuerpo-territorio (Cruz Hernández y Bayón Jiménez, 2020), donde se 
identifica una convergencia de luchas territoriales y feministas en la recuperación 
de la tierra y de los cuerpo-tierra73 frente a las violencias ejercidas contra los pueblos 
y comunidades locales; ya sea en el marco de proyectos extractivistas (Bolados Gar-
cía y Sánchez Cuevas, 2017), como también de abordajes de las ruralidades desde 
una mirada interseccional (Caro Molina, 2017). Estos trabajos se nutren, a su vez, 

73 En el cuarto apartado de este capítulo vamos a profundizar al respecto de este concepto.
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de un conjunto rico de perspectivas decoloniales, ecologistas y feministas (Lugones, 
2008; Espinosa Miñoso, 2012; Gutiérrez Aguilar, 2015; Segato, 2018; entre otras) 
que nos ofrecen algunas categorías valiosas para comprender las dinámicas de opre-
sión de la actualidad. 

Estas referencias indican que cada vez hay un mayor interés y necesidad de in-
dagar y reflexionar sobre cómo las problemáticas del ambiente y el acceso a la tierra 
afectan particularmente a mujeres y disidencias. Gutiérrez Aguilar (2017) nos habla 
de potenciar una “política en femenino” que implica reactivar los vínculos y la 
construcción de los comunes en la defensa de los territorios y la vida. En ese sen-
tido, algunos aportes plantean la necesidad de hacer una “lectura feminista de los 
territorios” (Cruz Hernández y Bayón Jiménez, 2020) que conecte las historias y me-
morias de las violencias sobre los cuerpos-territorios y la organización emergente, 
poniendo el foco en los modos de organización comunitaria (horizontes populares 
comunitarios, al decir de Gutiérrez Aguilar, 2020) para el sostenimiento de la vida. 

En el fondo de estas discusiones, consideramos que la categoría que permite un 
diálogo entre esta diversidad de miradas es la de interseccionalidad, en la medida 
en que nos permite comprender que diferentes formas de violencia se hallan entre-
lazadas junto con la cuestión de la degradación ambiental en los discursos, prácti-
cas y cuerpos de las y los activistas. Desde nuestro enfoque, la interseccionalidad 
funciona como un presupuesto central con el que estudiar las múltiples y complejas 
lógicas coloniales del capitalismo neoliberal. Siguiendo a Lugones (2008), todas las 
formas de opresión como la raza, la clase, el género y la sexualidad dentro de las 
estructuras coloniales están entretejidas de tal manera que resultan inseparables. 

A continuación nos ocupamos de profundizar estas ideas a partir del análisis de 
los tres conceptos-puente que atraviesan los discursos y prácticas de las protagonis-
tas de las luchas ambientales y territoriales que aquí estudiamos: 1) la ético-política 
de los cuidados, 2) la defensa de la vida y 3) el cuerpo-territorio. 

3. “Cuidar me cuida”: ético-política de los cuidados

La ética de los cuidados nace de las teorías feministas como una forma de pensa-
miento moral diferente al de la ética hegemónica liberal que pone la centralidad en 
el derecho y tiene una vocación de neutralidad y universalidad (Puleo, 2011). Desde 
esta perspectiva, se cuestiona el carácter –no sólo antropocéntrico– sino androcén-
trico de los modos de explotación de la naturaleza en un sentido similar al modo 
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en que se ha oprimido históricamente a las mujeres, con una misma lógica o ra-
cionalidad de dominación patriarcal que construye jerarquías y dualismos. En esta 
línea, la ética ecofeminista propone una ruptura con estos modos de organización 
de la sociedad, advirtiendo la interdependencia entre los humanos y no humanos 
y poniendo en el centro la importancia de la responsabilidad, la reciprocidad y la 
sostenibilidad de la vida. 

La noción de “cuidados” y “cuidadores” aparece en los discursos de las protago-
nistas de las luchas ambientales de una manera “diferente” o “desde otro lugar” al 
discurso, por ejemplo, de la estatalidad. Tanto las brigadistas como las vecinas de 
VUDAS han tomado contacto durante sus procesos de organización con el Estado, 
en muchas ocasiones para defenderse o resistirse frente a la violencia de algunas de 
sus prácticas y agentes74. Esto las ubica, en ocasiones, en una postura de crítica ante 
la mirada clásica de que el Estado es garante de derechos o proveedor de servicios 
básicos. Aunque nunca renuncian por completo a la demanda hacia el Estado de 
protección de derechos básicos, existen matices cuando las defensoras adscriben a 
miradas más perspicaces en torno al papel del Estado:

a mí toda la vida me enseñaron mis padres que no te preocupes porque hay un 
Estado que te cuida. Nosotros aprendimos que no. Y mis hijos que tienen la 
edad de ustedes ya se educaron sabiendo que el Estado no los protege, que nos 
tenemos que organizar y auto organizar para decir y mirar los procesos, para 
tener cuidado para cuando reclamamos los derechos (Entrevista a referente de 
VUDAS, vecina 1, 8/8/24).

Esto se plantea en unos términos que son muy importantes para la problema-
tización del ambientalismo feminista, ya que la categoría de “cuidados” condensa 
diverso tipo de discusiones. En primer lugar, que ante casos de contaminación 
como los de la empresa Porta en los barrios San Antonio e Inaudi, el Estado lejos de 
proteger a las familias y priorizar su salud, se coloca en una posición cómplice de la 
actividad privada desde diversos niveles y poderes gubernamentales. Esto deja a las 
comunidades sin amparo cuando denuncian la contaminación ambiental y solici-
tan intervención estatal, no solo porque el Estado permite el accionar nocivo de las 
empresas, sino también en la medida en que reprime a las luchas socioambientales 
en las movilizaciones con las fuerzas policiales y/o criminaliza a las activistas. De ahí 
que expresan la necesidad de “cuidarse” tanto de las empresas contaminantes como 

74 Para un abordaje más completo de este aspecto ver Ávila Castro, Reinoso y Ciuffolini (2026 en prensa).
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de los gobernantes. Las prácticas de seguridad al interior de los procesos de lucha 
socioambiental adquieren un cariz particular en el caso de las defensoras mujeres, 
como explica la vecina de la Asamblea VUDAS: 

no se juega solo que te van a cagar a palo. Las mujeres también tenemos en esas 
situaciones cuestiones que tienen que ver con lo sexual, violencia sexual, que 
también se da en esos espacios y si no, o sea, no vemos la mitad de la historia 
(Entrevista a referente de VUDAS, vecina 2, 8/8/24).

Las brigadistas llegan a una conclusión parecida en base a su experiencia con 
áreas del gobierno relacionadas al manejo del fuego o Defensa Civil. Cuando eva-
lúan el desempeño del Estado en la prevención o manejo de los incendios y en 
la protección del bosque nativo, en general, o cuando se encuentran con casos 
de violencia sexual perpetrados desde los agentes hacia las mujeres, elaboran un 
cuestionamiento agudo contra la idea tradicional de que el Estado cuida y protege 
a la naturaleza y a las personas. El caso de violencia contra una bombera llamada 
Luana Ludueña, en manos de un funcionario de la provincia de Córdoba fue un 
parteaguas en esta percepción75:

Es muy reciente mi vinculación entre feminismo y ambiente, pero la ficha neta 
cayó con Luana, con ver cómo funciona –y cómo no funciona– este sistema de 
cuidado y protección hacia el territorio por parte de quienes en teoría están 
formándose, capacitándose y teniendo recursos (...) Al acercarnos, al formar las 
brigadas comunitarias, capacitarnos y empezar a hablar el lenguaje de ellos te 
empieza a caer otra ficha. Vimos que no solo era falta de recursos o de dinero 
sino que había una cuestión patriarcal para marcar el terreno, una posición que 
nos excluía. Y que no cuida. O están cuidando otra cosa o no entendemos qué 
están cuidando (Brigadista C., citada en Rosso, 04/10/2024).

Desde el punto de vista de los ecofeminismos esto es fundamental, ya que no 
solo implica impericia o las clásicas fallas de gestión institucional, como señala la 
brigadista en la cita, sino que es efecto de un sistema de opresión patriarcal que 
se encuentra profundamente arraigado en el aparato estatal. Al mismo tiempo, 
no emerge solamente una racionalidad patriarcal que profundiza las desigualdades 
entre varones y mujeres y “excluye”, sino que también encontramos una razón ex-

75 La bombera Luana Ludueña denunció a fines de 2021 a Diego Concha, entonces titular de la Dirección 
General de Protección Civil de la Provincia de Córdoba y creador de la ETAC (Equipo Técnico de Acción 
ante Catástrofes), por abuso sexual. Luego de la denuncia la situación de Luana fue muy delicada y decidió 
quitarse la vida. 
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tractivista y economicista76 que considera a la naturaleza y a todos sus componentes 
como insumo para el desarrollo productivo humano, aún en los discursos de las 
dependencias de la órbita “ambiental” del Estado.

El héroe, el orgulloso Bombero Voluntario, el que arriesgaba virilmente su vida 
por cuidar a la población de las catástrofes naturales, el macho alfa, el jefe, el 
líder, el que nos protegía, “el capo” del Plan Provincial del Manejo del Fuego, 
jamás se ocupó realmente del flagelo ambiental de los Incendios o las Inunda-
ciones (Comunicado Brigada Isquitipe, 23/01/2022).

Para las luchadoras, cuando los funcionarios o las políticas aseguran que están 
para cuidar al mundo humano y no humano entienden que, o tal cuidado no existe 
o está operando una noción diferente de cuidado, que entra en contradicción con 
la ética ecofeminista de los cuidados. En la idea de cuidados no se trata solamente 
de sostener la vida de otros en situación de debilidad o amenaza social, sino que 
aparece una praxis de interconexión y fuerte reciprocidad que nutre y sostiene a 
todas las personas y vidas inscritas en la red de interdependencia.

No sé, me considero, fui una eterna cuidadora de mis papás y en cierta forma 
yo siento que cuidar me cuida. Esa es la simbiosis que yo tengo con el monte. 
Que si bien hacemos una tarea de protección, de cuidado, de concientización, 
de atención, en realidad, yo estoy sintiendo continuamente que a mí todo ese 
contexto me cuida. Y bueno, Fuegas hace eso conmigo. Les suelo pedir “cuíden-
me” (Brigadista Y., citada en Mirá Socioambiental, 12/09/2024).

Al mismo tiempo, los cuidados no son tareas excepcionales que deben realizarse 
en momentos específicos de urgencia, sino un quehacer cotidiano que nunca deja 
de cuidar. Como señalan Barrios et al., (2023) “la ética del cuidado se dispone 
como un imperativo de la lucha que trasciende el plano individual-femenino-huma-
no, abogando por extender estos valores a otros ámbitos colectivos y no-humanos” 
(p.133).

76 Seguimos a Gago y Mezzadra (2015) cuando caracterizan al extractivismo como el conjunto de operaciones 
extractivas del capital en sectores estratégicos como el territorial, digital o financiero que se articulan entre 
sí. Los autores consideran que estas nuevas articulaciones requieren de procesos de economización de la 
naturaleza que las vuelvan posibles. Para Brown (2015), la economización implica que ciertos valores como 
la maximización del capital, el empresarialismo, la eficiencia y la atracción de inversiones se imponen como 
verdad o sentido común y desplazan de la esfera pública a otros antiguos principios políticos de justicia, sobe-
ranía, ciudadanía o Estado de derecho.
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En el marco de la experiencia de las brigadistas, además, se produce una ruptura 
muy interesante de la supuesta dualidad entre las tareas de cuidado del mundo do-
méstico y las actividades más “duras” de vínculo con la naturaleza como el combate 
de incendios.

Empezar a darse cuenta que en esto de estar trabajando en un espacio tan, de 
ORIGEN masculinizado, una empieza a tomar roles también para reconocer 
[esta] masculinización o de tener que demostrar que aunque una sea mujer y 
mida un metro cincuenta, puede también. Y Fuegas creo que lo que viene a 
decir es “no importa eso”, digamos, lo que importa es el cuidado (Brigadista E., 
citada en Mirá Socioambiental, 12/09/2024).

Una visión más compleja y holística de los cuidados, en la que se integra la 
protección de la naturaleza viene a cuestionar roles preestablecidos basados en una 
diferenciación y división de tareas sexo-genérica muy marcada. El hecho de que las 
luchas, como la de las brigadistas, suponga una ruptura de los dualismos nos lleva 
directo al corazón de las desigualdades que se pueden identificar desde una pers-
pectiva ecofeminista. Fue Plumwood (1993) la teórica que desarrolló este aspecto 
con detalle, al diagnosticar, en primer lugar, que las formas de opresión tanto del 
pasado como del presente dejaron sus huellas en la cultura occidental como redes 
de dualismos. Para la autora, la estructura lógica del dualismo forma una base ma-
yor para la conexión entre formas de opresión, como en nuestros casos aparece 
claramente entretejida en los opuestos masculino/femenino; sociedad/naturaleza; 
humano/no-humano; producción/reproducción; público/privado; por mencionar 
algunas dualidades emergentes.

Nuestra lectura al respecto es que, si con el feminismo entró en conflicto la 
distinción entre hombre proveedor/productor y mujer cuidadora/reproductora, el 
ambientalismo feminista –de manera más profunda– pone en jaque precisamente 
los modos en que deberían llevarse adelante la provisión de bienes, su producción, 
el cuidado de la naturaleza y la reproducción de la vida, más allá de cualquier bi-
nomio.

[Que] “Las mujeres son las que cuidan y los hombres son los que agarran el chi-
cote”, no va más. De a poco empezamos a dejar de lado eso. Yo sí puedo llevar 
la mochila, vamos hablando más de estas cosas y de otras maneras de ir al fuego, 
con otra energía, con otra sensación. Lo principal es la manera en que vamos 
al fuego. Nuestra manera es desde otro lugar (Brigadista Y. citada en Rosso, 
04/10/2024).
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Así, las brigadistas desafían los destinos establecidos para las mujeres, como 
cuidadoras de un específico ámbito doméstico, familiar y privado, y lo amplían y 
resignifican hacia otras posibilidades o participaciones en la defensa del ambiente 
en general. La ética de los cuidados se asume “de otra manera y desde otro lugar”, 
es decir, con una métrica, valores y prácticas alternativas desde las que cuidar es 
sobre todo una manera holística e integral de vínculo y de vida en la tierra. Por 
ello, el modo de “ir al fuego”, es decir, la propia práctica de intervención sobre los 
incendios y los bosques nativos se ve modificada. Finalmente, todo esto también 
tiene como efecto una politización de la protección de la naturaleza y de las mujeres 
o disidencias, en tanto se extraen la noción de cuidados y a las mujeres del ámbito 
de lo privado, para ubicarlas en una defensa del ambiente que se concibe como 
bien común a ser cuidado colectiva y solidariamente. En palabras de Cabnal (2016, 
citado en Svampa, 2021), los cuidados pueden entenderse como acto personal y 
político en el marco de un feminismo ecoterritorial comunitario que abre el espacio 
colectivo de la sanación, en la búsqueda por romper con el paradigma colonial y 
patriarcal.

Podemos asegurar, entonces, que “estamos frente una praxis y una epistemolo-
gía política que afirma que otros feminismos son posibles, así como otras moderni-
dades son posibles” (Svampa, 2021, p.18). Al respecto, el ambientalismo feminista 
de Agarwal, propone una resignificación de las prácticas de cuidado que debe pro-
yectarse con una doble dirección:

En el frente feminista habría una necesidad de desafiar y transformar ambas 
nociones sobre género, así como la actual división del trabajo y de los recursos 
entre los géneros. En el frente ambientalista, habría una necesidad de desafiar y 
transformar, no sólo las nociones sobre la relación entre las personas y la natura-
leza, sino también los actuales métodos de apropiación de los recursos naturales 
de una minoría (1992, p.127).

En suma, estos debates pueden llevarnos a una reconversión de la noción eco-
feminista de ética de los cuidados como concepto-puente (Barrios et al., 2023), en 
los términos de una ético-política de los cuidados de base feminista y ambientalista 
que nos posibilite romper y superar diversidad de dualismos que funcionan repro-
duciendo variadas formas de opresión contemporáneas.
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4. “Vos tenés derecho a habitar un territorio y que ahí puedas cumplir tu 
proyecto de vida”: el concepto de defensa de la vida en las luchas

En el marco de una ética ecofeminista, la noción de defensa de la vida es central. 
“Nuestra lucha es por la vida” se titula un comunicado de una brigada de Córdoba 
(Brigada Isquitipe de Río Ceballos), para expresar su opinión y dolor frente a la 
muerte de la bombera Luana Ludueña. El título expresa uno de los sentidos más 
importantes de las luchas ecofeministas ya que, como señalan Barrios et al., (2023) 
“las luchas actuales se estructuran y proponen prácticas de regeneración de la vida 
en un sentido amplio, la articulación de las críticas feminista y ambiental encuentra 
aquí una forma potente” (p.127). 

Las autoras mencionadas también señalan que la noción de defensa de la vida 
es la contracara de la producción de condiciones de muerte que se experimenta en 
contextos de conflictos socioambientales, en manos de las corporaciones o empre-
sas contaminantes y prácticas gubernamentales. En términos de movilización por 
la defensa de los territorios y los bienes comunes, según la ONU y la Comisión 
Económica para América Latina y el Caribe (Cepal), América Latina es la más peli-
grosa del mundo para las defensoras de la tierra y el ambiente: entre 2015 y 2019 se 
registraron 166 referentes asesinadas (Tinjacá, 29/08/2022). Nombres como Berta 
Cáceres, líder indígena hondureña reconocida a nivel mundial y asesinada por pa-
ramilitares y de Lesbia Yaneth Urquía, también luchadora hondureña asesinada 
cuatro meses después de su compañera, resuenan entre muchas otras. Por su parte, 
un informe de Global Witness (2025) señala que en 2024, en el mundo fueron 
asesinadas o desaparecidas 146 personas defensoras del ambiente y el territorio. El 
82% del total de los casos documentados en 2024 ocurrieron en América Latina. 
Al mismo tiempo que el 10% de todas las personas defensoras asesinadas (13) o 
desaparecidas (1) en 2024 eran mujeres. 

Este tipo de violencias fueron introducidas en el apartado sobre la ética de los 
cuidados cuando las defensoras señalaban la estructura patriarcal que atraviesa al 
mercado y al Estado y conlleva el despliegue de prácticas agresivas contra las mu-
jeres y la naturaleza que se hallan lejos de “cuidarlas”. Entre estas acciones se des-
tacaban los peligros propios de la represión y criminalización de las protestas del 
ambientalismo feminista, las cuales también se ven amenazadas por la posibilidad 
del ejercicio de la violencia sexual.

De manera más específica, el caso de Luana Ludueña expresa el modo en que 
el Estado puede atentar a través de sus agentes contra la vida de las mujeres de for-
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mas particularmente violentas en casos de defensa del ambiente. Luana Ludueña 
denunció a Diego Concha, extitular de la Dirección General de Protección Civil de 
la Provincia de Córdoba y creador de la ETAC (Equipo Técnico de Acción ante Ca-
tástrofes). Luana era bombera y quería ingresar a la ETAC, motivo por el que entró 
en contacto con Concha y sufrió violencia sexual con acceso carnal en noviembre 
de 2021. Luego de la denuncia, su situación fue muy delicada y decidió quitarse la 
vida el 20 de enero de 2022.

En el marco de la causa “Concha, Diego Gustavo p.s.a. homicidio con motivo 
del abuso sexual con acceso carnal calificado por haber sido cometido en ocasión 
de sus funciones, etc.”, la Cámara Tercera en lo Criminal y Correccional de la 
ciudad de Córdoba, integrada con jurados populares, condenó a Diego Concha 
a prisión perpetua en agosto de 2024. Como trabajamos en profundidad en Ávila 
Castro, Reinoso y Ciuffolini (2026 en prensa), para la mayoría del tribunal el abuso 
sexual con acceso carnal cometido por el acusado provocó que la víctima decidiera 
quitarse la vida (Justicia de Córdoba, sentencia s/n° 2024). Aunque no fue caratu-
lado como un femicidio, ya que no existen registros todavía de que se consideren 
los suicidios femicidas como un caso de esta figura de violencia de género, algunas 
autoras consideran que se pueden conceptualizar como feminicidios extractivistas 
(Gallegos Candelaria y Tristán Rodríguez, 2021), políticos (Parodi, 2024) o territo-
riales (Tzul Tzul, 2021).

El feminicidio extractivista o territorial es un concepto que se viene instalando 
en los últimos años en América Latina y refiere a una modalidad específica de 
violencia feminicida que ocurre en el contexto de las resistencias comunitarias. La 
región es considerada una de las más peligrosas para las mujeres, quienes se ven 
atravesadas por una doble vulneración en tanto defensoras territoriales; más aún, 
las mujeres racializadas, indígenas y campesinas, que son mayormente asediadas 
por las lógicas extractivistas y patriarcales. En ese marco, el feminicidio extractivista 
puede comprenderse:

Partiendo de la noción de Marcela Lagarde, donde a diferencia al femicidio, se 
le piensa necesariamente como un crimen de Estado; pero también, como la 
culminación de un continuum de violencias sistemáticas y estructurales. Implica 
entonces, nombrarlo como el asesinato de mujeres con un móvil ciertamente 
misógino, pero también como la implementación de medidas de muerte para 
coartar las resistencias que se articulan en contra de la explotación territorial 
y el despojo que favorecen la acumulación; es decir, la preservación colectiva 
y común de la vida. El feminicidio extractivista, es tanto un crimen de estado, 
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como un crimen utilitario, cuyo victimario no es concretamente un individuo 
masculino, per se, sino toda la maquinaria capitalista y patriarcal que desde una 
asociación mafializada ejerce actos de violencia y culmina necesariamente con 
la muerte de las mujeres defensoras. (Gallegos Candelaria y Tristán Rodríguez, 
2021, p. 168)

Más allá de estos ejemplos radicales de ejercicio de la violencia, las mujeres se 
ven enfrentadas a múltiples situaciones críticas a lo largo de sus trayectorias de 
defensa de la salud y el ambiente. Tal es el caso de las familias que viven en barrio 
Inaudi y San Antonio, expuestas a una permanente contaminación y riesgo de en-
fermedad por la producción de Porta Hnos. En estos casos, los daños a la vida tanto 
de las personas como de los ecosistemas y bienes comunes se asumen como un 
costo inevitable, una externalidad según lo conceptualiza la economía clásica, que 
puede ser limitadamente gestionada o indemnizada, pero no eliminada. Todos los 
aspectos de la vida se ven amenazados en estos contextos: la supervivencia, la salud, 
la integridad física, la biodiversidad, pero también los proyectos más significativos 
de las personas en su existencia cotidiana y familiar en un hábitat. 

En el caso de los conflictos indígenas aparece marcadamente la idea de “riesgo” 
de vida y de la existencia de una multiplicidad de frentes que atentan contra la 
subsistencia de los propios territorios (entendidos como totalidades) que involu-
cran a todos los seres humanos y no humanos que lo habitan. Las mujeres aquí 
están particularmente expuestas pues, como analizamos en otros trabajos (Reinoso, 
2023; Ávila Castro, Reinoso y Ciuffolini, 2026) tanto en la defensa del territorio 
de Ticas como en el de la comunidad Pluma Blanca, los cuerpos feminizados son 
sometidos a formas de violencias específicas vinculadas a la sexualidad y a prácticas 
racializantes. 

Los conflictos que se dan en los territorios necesitan de una solución inmediata 
porque las afrentas vienen desde muchos frentes y los afectan [a las comuni-
dades] de manera vital al punto de poner en riesgo la vida, la integridad física 
y psíquica, sexual, su sustento económico, la subsistencia de sus tierras como 
preservadas y no solo desmontadas, que muchos lo hacen, sino también inci-
neradas, son muchas las circunstancias que atraviesan77 (Conferencia de Prensa 
01 28-08-21).

77 “Las violencias que se ejercen sobre los territorios y comunidades se manifiestan de diversas maneras, en 
diferentes grados y hacia específicos sujetos: en los relatos de las comunidades se mencionan violencias “terri-
toriales”, “ambientales”, “de género”; “simbólicas”, “psicológicas”, “físicas”. Las violencias se manifiestan en 
muchos casos a partir de amenazas verbales y agresiones (“vamos a llegar hasta las últimas consecuencias con 
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En los relatos de las defensoras por el ambiente de VUDAS además del daño 
ambiental hacia la comunidad, se ve claramente la afectación sobre los proyectos 
de vida (Saccucci y Reinoso, 2022) tanto en términos personales, como familiares 
o comunitarios: 

Hoy por hoy se habla de proyectos de vida en la corte interamericana, de que 
vos tenés derecho a habitar un territorio y que ahí puedas cumplir tus proyecto 
de vida. Nadie tiene derecho a coartarte ese derecho de vida. Yo no tengo por 
qué andar todos los días pensando en reunirme con mis vecinas y andar de lu-
gar a lugar para salvar mi barrio. Tengo derecho de ir a la panadería tranquila, 
reunirme con mis vecinos y hablar de, no sé, de lo que quiera y tener mi cabeza 
sana para otra cosa. Hoy no lo puedo hacer porque tengo que usar mi tiempo 
en ver cómo defender la causa, mi barrio, mi familia (Entrevista a referente de 
VUDAS, vecina 1, 8/8/24).

Este aspecto es particularmente importante para las mujeres en tanto éstas son 
las que protagonizan los procesos de lucha socioambiental. Es decir, en tanto son 
las que más perjudicados ven sus proyectos de vida, no solo por las desigualdades 
de género que ya marcan negativamente las posibilidades de desarrollo personal 
y profesional, sino también por verse empujadas a participar e involucrarse en la 
defensa de la vida humana y no humana.

los compañeros están, pero no están tomando un rol protagonista, pero sí están 
sosteniendo. Ahora, esto de que las mujeres [están] al frente en las luchas am-
bientales no es una cuestión que esté dándose sólo en Córdoba, sino que hay 
mucha investigación, ya incluso publicada, en términos de esto, de la feminiza-
ción, de la lucha ecológica o ambiental. Y hay un montón de explicaciones a eso 
que me exceden, yo no leo tanto, me encantaría, pero no me da la vida, pero que 
tiene que ver con estas lógicas, que son bastante patriarcales, que las mujeres 
somos las que cuidamos, los varones generan. Y bueno, en el medio, nosotras 
generamos igual, laburamos igual, renegamos con los críos (...) y además para-
mos para cortarle la calle (Entrevista a referente de VUDAS, vecina 2, 8/8/24).

Como señaló Agarwal (1992), esto no responde a ninguna esencia femenina que 
las lleve a inclinarse por los cuidados y la protección ambiental. Pensar de ese modo 
sería ceder a un biologicismo ingenuo que desconoce que los discursos y las prác-
ticas –y los dualismos que los estructuran– están sociohistóricamente construidos. 
En su lugar, para la autora “la realidad material en la que están inscritas mujeres 

uds.”); o a través del desmonte, que violenta las formas de vida de las poblaciones y las despoja de sus medios 
de subsistencia” (Ávila Castro, Reinoso y Ciuffolini, 2026, en prensa).
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de diferentes clases (/castas/razas) puede afectar sus respuestas a la degradación 
ambiental” (p.123). Junto con Vandana Shiva, Agarwal considera que en el Tercer 
Mundo las mujeres dependen de la naturaleza para su propia subsistencia y la de 
sus familias y comunidades. Por ello, la destrucción de la naturaleza se convierte en 
la destrucción de los recursos de subsistencia de las mujeres.

Quisiera sugerir aquí que la relación de las mujeres y los hombres con la na-
turaleza necesita ser entendida como arraigada a su realidad material, en sus 
específicas formas de interacción con el ambiente. Por lo tanto, en la medida 
que hay una división del trabajo y una distribución de la propiedad y el poder 
basados en el género y la clase (/casta/raza) estructuran las interacción de las 
personas con la naturaleza y ello estructura los efectos del cambio ecológico en 
las personas y sus respuestas a ello.
Al mismo tiempo, las mujeres en el curso de sus interacciones diarias con la na-
turaleza también adquieren un conocimiento especial de la variedad de especies 
y de los procesos de regeneración natural. Así, pueden ser vistas tanto como 
víctimas de la destrucción de la naturaleza como depositarias de un conocimien-
to sobre la naturaleza en modos distintivos respecto de los hombres y su clase. 
Ello provee los impulsos de su resistencia y respuesta a la destrucción ambiental 
(Agarwal, 1992, p.126).

La defensa de la vida, entonces, es la de una vida materialmente signada por el 
vínculo concreto que las mujeres establecen con la naturaleza y el territorio, la lucha 
contra la muerte es la contracara de ello, más allá de cualquier fundamentalismo o 
esencialismo ingenuo. Es importante reconocer que defender la vida supone tam-
bién reivindicar la diversidad constitutiva de la naturaleza. Shiva (2025) afirma que 
las prácticas extractivistas no solo degradan el ambiente y los bienes comunes sino 
que suprimen la biodiversidad de especies, cultivos, saberes y culturas humanas.

En este marco, la defensa de la vida supone una resistencia frente a los proyectos 
de muerte, es decir, estas experiencias no solo visibilizan mecanismos de coopera-
ción social en tanto resistencia, sino que expresan la construcción de proyectos de 
vida comunes78 como “respuestas a la destrucción ambiental”. 

78 Dice Federici (2020) que “al menos desde que los zapatistas conquistaron la plaza del Zócalo, el 31 de 
diciembre de 1993 en San Cristóbal de las Casas, para protestar por la legislación impuesta que disolvía el 
sistema mexicano de ejidos, el concepto de ‘lo común’ ha ganado popularidad dentro de la izquierda radical, 
tanto en Estados Unidos como internacionalmente, emergiendo como punto de encuentro y campo de ac-
ción común entre anarquistas, marxistas-socialistas, ecologistas y ecofeministas“ (p.160). 

https://gatopardo.com/reportajes/marichuy-movimientos-indigenas-mexicanos/
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Esta noción de lo común ha sido extensamente estudiada (Laval y Dardot, 2015; 
Gutiérrez Aguilar, 2015, 2020; Gutiérrez Aguilar y Rativa Gaona, 2020; Bollier, 
2016). Aquí lo recuperamos para advertir que, asumiendo la heterogeneidad de las 
formaciones sociales latinoamericanas, las luchas por lo común se organizan casi 
siempre a partir de esfuerzos colectivos en defensa de las condiciones materiales 
y simbólicas para garantizar la reproducción de la vida común (Gutiérrez Aguilar, 
2020), que desde las perspectivas indígenas o decoloniales podemos resumir como 
la defensa de la vida y el territorio y la búsqueda del Buen Vivir. Tal y como plan-
tean Gutiérrez Aguilar y Shokooh Valle (2021):

Cuando defiendes el agua, el río, defiendes la posibilidad de pescar, entonces 
defiendes la trucha, las ranas, empiezas a pensar de una manera que ya no es ese 
pensamiento lineal, determinista, causal. Empiezas a pensar en bucles, de ma-
nera más compleja, en los ciclos metabólicos que se fracturan y se recomponen. 
Y ahí cada vez más surge esta cuestión de la defensa de la vida, la defensa de la 
vida digna, de la vida generosa (2021, p.5).

En ese sentido, de lo que se trata es de construir formas de organización social 
que pongan en jaque los proyectos de muerte, ecocidas y extractivistas y que cons-
truyan un horizonte popular-comunitario, al decir de Gutiérrez Aguilar (2017). Las 
luchas indígenas o los feminismos decoloniales o comunitarios refuerzan la idea 
de construir respuestas o alternativas que “trasciendan” a los sujetos o conflictos 
particulares en tanto la defensa es “para toda la humanidad”: 

Hoy estamos en un momento de crisis ambiental, política, económica, de salud 
[...] Creemos absolutamente que los pueblos indígenas tienen las formas ances-
trales que son actuales y se han podido trascender el tiempo y el espacio y que 
hoy son la opción para la defensa de la vida, creemos absolutamente que es por 
algo, algo mucho más trascendente incluso que nos trasciende a nosotros, pero 
que podemos ser herramientas de esa transmisión, de eso inmenso que está ocu-
rriendo y que la pacha y pachacamac nos está pidiendo, que nos involucremos y 
defendamos la vida, porque de eso se trata (Conferencia de Prensa 01 28-08-21).

Desde esta mirada, la defensa de la vida es la defensa de la tierra y esos comunes 
que se traman están enraizados allí: “hay microluchas que se unen y todos tienen 
que ver; yo creo que el tema base es la tierra [...] la defensa de la vida es fundamental 
y debiera ser uno de los ejes que nos una para proyectarnos y hacer más fuerte esta 
idea” (Entrevista Ticas 08-09-20). Con todo ello, podemos decir que los comunes 
se organizan en las r-existencias (al decir de Porto-Gonçalves, 2015) que no solo 
resisten al poder dominante, sino que construyen formas de vida alternativas a las 
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impuestas por el capital, y configuran nuevas territorialidades en los procesos de 
territorialización.

5. “Guardianar el territorio; poner el cuerpo”: sentidos en torno al 
cuerpo-territorio

Los conceptos-puente (Barrios et al., 2023) como los de cuidados, defensa de la 
vida o cuerpo-territorio están fuertemente imbricados. De hecho, los concebimos 
antes que nada como distinciones analíticas con valor heurístico más que como 
realidades fenoménicas que se pueden separar en la realidad. Como advertimos 
en el apartado anterior, en las luchas socioambientales la ético-política del cuidado 
se dirige a sostener la vida y a protegerla frente a las prácticas de muerte del ex-
tractivismo capitalista y el Estado, lo cual implica inevitablemente una defensa del 
territorios como espacio de vida (Reinoso, 2023) y una implicación de los cuerpos 
en la resistencia. Por ello, los ecofeminismos han rescatado también la noción de 
cuerpo-territorio.

las mujeres históricamente siempre han cuidado los cuerpos propios y ajenos, 
porque era su tarea histórica, digamos, de cuidado. Y esta es una extensión de 
eso, que el territorio es parte del cuerpo, es el espacio donde vivimos, el espa-
cio que habitamos, y va por ahí (Entrevista a referente de VUDAS, vecina 2, 
8/8/24).

Efectivamente, el concepto de territorio permite integrar y relacionar la vida 
humana y la vida no humana, porque señala “la relación profunda entre vida hu-
mana y naturaleza: vivir tanto en un cuerpo como en una tierra” (Barrios et al., 
2023, p.129). Aquí las autoras hablan de la difundida idea de la defensa del terri-
torio-cuerpo-tierra, retomando a Cabnal (2010) y a la importancia que tiene esta 
categoría para comprender no solamente los procesos de degradación ambiental y 
de violencia de género, sino también para caracterizar las luchas y nuevos conceptos 
de resistencia e insubordinación.

Esto de pelear por el territorio, por el cuerpo territorio, pero es una política 
amorosa. O sea, fue como un proceso de irse dando cuenta de algunas cosas, 
porque bueno, uno no es un filósofo ni un erudito que mira las cosas desde un 
costado, sino que le está poniendo el cuerpo a lo cotidiano (Entrevista a referen-
te de VUDAS, vecina 2, 8/8/24).
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Una nueva mirada sobre la lucha, desde el lente del ambientalismo feminista, 
no puede dejar de concebir a la organización social como el entrecruzamiento de 
diversas prácticas que, necesariamente, son de cuidado –no solo de resistencia o 
protesta en sentido clásico–; que se juegan, por lo tanto, en el plano de lo estraté-
gico-político, pero también en lo íntimo y afectivo; que implican “poner el cuerpo” 
en un continuo cotidiano (y no esporádica o circunstancialmente); que se inscriben 
profundamente en el territorio, o tienen a la tierra como punto de partida y de 
llegada; que requieren y realizan una lectura global de los procesos de opresión en 
los que ningún aspecto de la violencia –incluida la cuestión de género– puede ser 
desatendido.

Lo que se le está haciendo al monte es lo mismo que el patriarcado hace con 
nuestros cuerpos (Rosso, 04/10/2024).

Al mismo tiempo que podemos atender la interseccionalidad de las opresiones, 
las luchas socioambientales exhiben magistralmente la imposibilidad de negar la 
esfera de proximidad física original e involuntaria o la interdependencia forzada de 
los cuerpos de la que habla Judith Butler (2006). Para la autora: 

Aunque luchemos por los derechos sobre nuestros propios cuerpos, los cuerpos 
por los que luchamos nunca son lo suficientemente nuestros. El cuerpo tiene 
una dimensión invariablemente pública. Constituido en la esfera pública como 
un fenómeno social, mi cuerpo es y no es mío. Entregado desde el comienzo 
al mundo de los otros, el cuerpo lleva sus huellas, está formado en el crisol de 
la vida social; sólo más tarde, y no sin alguna duda, puedo reclamar mi cuerpo 
como propio, como de hecho tantas veces lo hago (Butler, 2006, p.52). 

Garces (2013) resalta este aspecto cuando observa que los cuerpos no sólo coe-
xisten, sino que se continúan más que separan y, por lo tanto, están co-implicados 
en un mundo común.

No se trata, por tanto, de explicar la relación entre individuos, sino la imposibi-
lidad de ser sólo un individuo. Ésta es la condición para poder descubrirse en 
situación, es decir, para reaprender a ver el mundo ya no desde la mirada frontal 
y focalizada del individuo sino desde la excentricidad inapropiable, anónima, de 
la vida compartida (p.49).

Sin embargo, las luchas socioambientales también suponen un punto de quie-
bre en el debate feminista más amplio y no estrictamente ecologista, en la medida 
en que algunas proclamas feministas demandan un dominio sobre el cuerpo de 
la mujer o las disidencias, esto es, una soberanía occidental clásica (Plumwood, 
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1993) que privilegia la individualidad y autonomía de los cuerpos, que no solo se 
ve jaqueada por la vida en sociedad o el mundo social compartido. La problemá-
tica ambiental nos propone grandes advertencias al respecto porque el cuerpo no 
solamente es público o está interconectado con otros cuerpos humanos, sino que, 
además, se vincula con un mundo no humano, en la naturaleza, que lo ubica en 
una enorme red de dependencia y necesidad. Inclusive, la crítica del ambientalismo 
feminista nos explica que el cuerpo humano, por más esfuerzos que haga, no puede 
dejar de ser un cuerpo animal imbricado en la naturaleza de la que permanente-
mente busca separarse.

En el marco de las luchas ecoterritoriales esta interdependencia se refuerza en 
tanto la resistencia está “atada” al territorio y el cuerpo está constantemente expues-
to a situaciones de vulneración. En el caso de las brigadas, por ejemplo, el combate 
al fuego es cuerpo a cuerpo: las brigadistas enfrentan el fuego poniendo en riesgo 
su propia vida. 

En el caso de la comunidad Ticas, por ejemplo, aparece la idea de “guardianar 
el territorio”79 en ese sentido de “poner el cuerpo” y de “estar en el territorio” 
(Reinoso, 2023). De este modo, la noción de “guardias” hace parte de un lenguaje 
cotidiano en situaciones de extrema vulnerabilidad o urgencia (ante un ataque, por 
ejemplo, al territorio), pero también es una práctica que subyace a la lógica de de-
fensa territorial. La amenaza empuja a los cuerpos a quedarse en el territorio, pero 
también los expone, nuevamente a situaciones de mayor riesgo donde los cuerpos 
feminizados son violentados de modos específicos que advertimos anteriormente. 

En el caso de VUDAS aparece la idea de cuerpo no sólo significado en térmi-
nos individuales, sino en términos colectivos. Por ejemplo, para explorar el daño 
ambiental que la planta de Porta Hnos. ocasiona en la comunidad, la unidad de 
análisis que utilizan los profesionales en los estudios científicos para relevar el daño 
genético es siempre la familia; es decir que el examen cotidiano que se realiza para 
indagar sobre la existencia y el nivel de contaminación en los cuerpos, recae sobre 
todos los sujetos del entramado familiar. La perspectiva sobre el cuerpo allí no que-
da anclada a nivel individual, sino a una visión contextualizada donde el cuerpo 
asume sentido en relación a los otros (Saccucci y Reinoso, 2020). En ese sentido, 

79 Acá la idea de guardianar está asociada con la idea de “poner el cuerpo” “estar en el territorio” pero también 
la idea de “guardianas de la tierra/del territorio” en la literatura y en los movimientos está vinculado a esta 
idea de defensoras ambientales (defensa de la vida).
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vuelve a aparecer con fuerza la idea de interdependencia, pero también de la eco-
dependencia, en tanto la salud ambiental o su contracara (el daño) plantean una 
relación simbiótica con los cuerpos colectivos e individuales. 

6. Conclusiones

El análisis desplegado en las páginas previas se concentró en tres categorías 
emergentes del estudio de los casos de luchas ambientales, aunque se trata de con-
ceptos que están en el centro del debate de las perspectivas ecofeministas. Un as-
pecto relevante que identificamos en torno a las tareas y a la ética del cuidado es 
que existe un sistema de opresión patriarcal y extractivista que se encuentra pro-
fundamente arraigado en todos los ámbitos, incluso en el aparato estatal y en áreas 
“ambientales”. Según la experiencia de las protagonistas de las luchas, cuando los 
funcionarios o las políticas aseguran que están para cuidar a la naturaleza o a las 
personas aparecen contradicciones significativas, ya que tal cuidado no existe en 
los hechos o los agentes funcionan a partir de una noción diferente de cuidado, 
opuesta a la ética ecofeminista.

Esta ética se erige como un imperativo de la lucha que trasciende el plano indi-
vidual-femenino-humano, y que aboga por extender valores de protección y cuidado 
a otros ámbitos colectivos y no-humanos. Por ello, aparece una visión más compleja 
y holística de los cuidados, que ofrece un cuestionamiento de los roles preestableci-
dos basados en una diferenciación y división de tareas sexo-genérica muy marcada. 
Dentro del debate del ambientalismo feminista, esto supone también una ruptura 
de los dualismos occidentales y una crítica a los modos en que actualmente es 
representada dentro del sistema capitalista y patriarcal la provisión de bienes, su 
producción, el cuidado de la naturaleza y la reproducción de la vida.

Una de las principales reflexiones de este apartado es que es posible y deseable 
una politización de la protección de la naturaleza y de las mujeres, es decir, es pre-
ciso que se extraiga la noción de cuidados y a las mujeres del ámbito de lo privado, 
para ubicarlas en una defensa del ambiente que se concibe como bien común a ser 
cuidado colectiva y solidariamente. Para ello, proponemos hablar en términos de 
una ético-política de los cuidados de base feminista y ambientalista que nos posibili-
te romper y superar diversidad de dualismos que funcionan reproduciendo variadas 
formas de opresión contemporáneas.
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A continuación, analizamos la noción de defensa de la vida como consideración 
transversal de las luchas ecofeministas de Córdoba, en el marco de un aumento 
preocupante de la violencia contra las mujeres y la naturaleza. Esta violencia se 
ha expresado en la emergencia de feminicidios extractivistas, violencia sexual o en 
amenazas a la salud, la integridad física y la biodiversidad, pero también respecto 
a la imposibilidad de que las personas involucradas en procesos de resistencia pue-
dan crear proyectos de vida en un territorio atravesado por situaciones de daño 
ambiental. 

Cuando analizamos la afectación sobre los proyectos de vida, las mujeres son las 
que más perjudicadas ven sus experiencias cotidianas, no solo por las desigualdades 
de género que ya marcan negativamente las posibilidades de desarrollo personal y 
profesional, sino también por verse empujadas a participar e involucrarse en la de-
fensa de la vida humana y no humana. Analizamos que esto no responde a ninguna 
esencia femenina que las lleve a inclinarse por los cuidados y la protección ambien-
tal, sino que hay una base material que lo habilita, ya que en el Tercer Mundo las 
mujeres dependen de la naturaleza para su propia subsistencia y la de sus familias y 
comunidades. Por ello, la destrucción de la naturaleza se convierte en la destrucción 
de los recursos de subsistencia de las mujeres.

Un aspecto central de este apartado fue identificar los procesos de construcción 
de proyectos de vida comunes como respuestas a la destrucción ambiental, sobre 
todo desde las perspectivas indígenas o decoloniales que entienden la defensa de la 
vida y el territorio como la búsqueda del Buen Vivir y la construcción de un hori-
zonte popular-comunitario.

Finalmente, notamos que en las luchas socioambientales el concepto de territo-
rio permite integrar y relacionar la vida humana y la vida no humana y que la puesta 
del cuerpo es crucial en el continuo cotidiano de las tareas de cuidado y resistencia. 
La interdependencia y la reciprocidad aquí son fundamentales, en la medida en que 
los cuerpos se continúan entre sí y se hallan co-implicados e inscritos en el territo-
rio. Frente a las perspectivas liberales del feminismo, la problemática ambiental nos 
propone una crítica al individualismo en el que puede derivar esta mirada, porque 
el cuerpo no solamente es público o está interconectado con otros cuerpos huma-
nos, sino que, además, se vincula con un mundo no humano, en la naturaleza, que 
lo ubica en una enorme red de dependencia y necesidad.

En definitiva, pudimos caracterizar que las luchas socioambientales entendidas 
desde una clave ecofeminista expresan el entrecruzamiento de diversas prácticas 
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que, necesariamente, son de cuidado –no solo de resistencia o protesta en sentido 
clásico–; que se juegan, por lo tanto, en el plano de lo estratégico-político, pero tam-
bién en lo íntimo y afectivo; que implican “poner el cuerpo” en un continuo coti-
diano (y no esporádica o circunstancialmente); que se inscriben profundamente en 
el territorio, o tienen a la tierra como punto de partida y de llegada; que requieren 
y realizan una lectura global de los procesos de opresión en los que ningún aspecto 
de la violencia –incluida la cuestión de género– puede ser desatendido.
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EN LUCHA POR LA JUSTICIA EPISTÉMICA: LA 
EXPERIENCIA DEL COLECTIVO DE EPIDEMIOLOGÍA 

CRÍTICA Y COMUNITARIA EN EL MARCO DEL 
CONFLICTO CONTRA LA PRODUCCIÓN DE 

AGROETANOL EN LA CIUDAD DE CÓRDOBA

Julian Arriaga80  
Virginia Toledo López81  

Erika Saccucci82

1. Introducción

De acuerdo a diversos intelectuales, en la época contemporánea asistimos a un 
colapso ecológico como parte de una profunda crisis civilizatoria (Svampa y Via-
le, 2020; Machado Araoz, 2017; Leff, 2014), que exige revisar y problematizar los 
modos en que hemos construido nuestras relaciones con la naturaleza, así como 
también el modo de producción que sobre ella se erige. Esta crisis se expresa en 
múltiples formas: no es solo ambiental o económica, sino también epistémica y 
nos enfrenta a las consecuencias y límites del paradigma moderno y su racionalidad 

80 Becario doctoral de CONICET. Centro de Ecología y Recursos Naturales Renovables (CERNAR), Univer-
sidad Nacional de Córdoba.

81 Investigadora Adjunta del Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas (CONICET) con 
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Humanas de la Universidad Nacional del Centro de la Provincia de Buenos Aires (UNICEN)

82 Docente e investigadora en la Facultad de Ciencia Política y Relaciones Internacionales de la Universidad 
Católica de Córdoba-Unidad Asociada al CONICET; investigadora Adjunta del Consejo Nacional de Inves-
tigaciones Científicas y Técnicas, integrante del colectivo de investigación El llano en llamas. Residente post-
doctoral en el marco del Programa Posdoctoral de Estudios de América Latina, organizado por la Universidad 
Nacional de Villa María.
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occidental, colonial y patriarcal, que ha organizado y establecido las formas de co-
nocer e investigar el mundo. 

La racionalidad de la modernidad se constituyó como el modo hegemónico de 
producir el mundo, proceso en el que capitaliza, mercantiliza y homogeneiza distin-
tas formas de vida. Esta racionalidad científica, económica e instrumental legitima 
formas de apropiación y de transformación económico-tecnológica de la naturaleza, 
devenida en recursos escasos y “externalidades” del proceso de producción (Leff, 
2014). Esta voluntad de saber-poder que sostuvo al conocimiento experto le ha 
dado lugar a la existencia de una racionalidad insustentable que nos condujo a la 
actual crisis civilizatoria (Machado Araoz, 2017). Esta crisis hizo posible la apertura y 
el surgimiento de otros enfoques epistemológicos, la visibilización de otras cosmovi-
siones culturales y la legitimación de experiencias sociales, conocimientos y formas 
de conocer alternativas. Se trata de modos de pensamiento comprehensivos que 
territorializan una multiplicidad de “matrices de racionalidad” y se construyen en 
un diálogo de saberes (Leff, 2014). Esta racionalidad se configura en la emergencia 
de la complejidad tanto ambiental, como ontológica y epistemológica, que abre la 
posibilidad de pensar y de crear otros modos diversos de habitabilidad del mundo. 

En este escenario de (poli)crisis, los conflictos ambientales emergen como te-
rritorios de disputa no solo por la defensa de la naturaleza, sino también porque 
en ellos se configuran sentidos, saberes y cuerpos-territorios que históricamente 
han sido deslegitimados por la racionalidad moderna. Desde esta perspectiva, sos-
tenemos que las luchas ambientales, lejos de ser solo expresiones de rechazo local, 
constituyen escenarios fértiles para desarrollar y prefigurar formas alternativas de 
habitar, conocer y sanar.

En el marco de esta (poli)crisis han emergido diversos discursos que refieren 
a la necesidad de establecer transiciones y nuevas estrategias sostenibles. Particu-
larmente, en materia energética el debate respecto de la sostenibilidad ha dado 
lugar al concepto de transición energética que refiere al proceso de migración hacia 
una matriz diversificada, que progresivamente incluya energías “verdes” y pueda 
reemplazar la demanda de fósiles. Bertinat, Chemes y Forero (2020) presentan una 
clasificación, no exhaustiva ni excluyente, de las diferentes miradas existentes sobre 
la transición energética. Por un lado distinguen una postura corporativa, en la que 
se despliega una narrativa capitalista-tecnocrática y adquiere un rol central la cues-
tión de la propiedad y el control de acceso a las fuentes energéticas, materiales y 
tecnologías. Por otro lado, la mirada justa y popular retoma la noción de “transición 
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justa” impulsada desde los 1970 por el movimiento obrero en el marco de la crisis 
del petróleo, y se asienta sobre la premisa de construir el derecho a la energía en 
pos de la eliminación de la pobreza energética. Esta corriente cuestiona la idea de 
la energía como una mercancía y busca desprivatizar, descentralizar y democratizar 
los procesos de decisión en torno a la energía, así como desfosilizar las fuentes 
energéticas utilizadas, para el desarrollo de relaciones sociales acordes a los derechos 
humanos y los derechos de la naturaleza (Bertinat et al., 2020). 

Sin embargo, el debate hegemónico al respecto de las formas de la transición 
ha tenido como únicos protagonistas a los organismos internacionales y a algunos 
gobiernos nacionales y locales, pero ha excluido de toda participación a las comu-
nidades en sentido general, especialmente a las que denuncian ser afectadas por la 
actividad de diversas empresas orientadas a producir estas energías que se preten-
den “alternativas” y se autodenominan “sostenibles”. Así, el concepto de transición 
energética ha impulsado la implementación en muchos países del mundo de una 
amplia gama de políticas públicas y prácticas privadas orientadas a establecer regí-
menes promocionales para el desarrollo y profundización de estas actividades (Sac-
cucci y Reinoso, 2024), aunque desde una perspectiva corporativa, es decir, como 
un mero recambio de fuentes en la matriz energética que no cuestiona los modos de 
acumulación (Bertinat y Argento, 2022), sus formas de producción ni las relaciones 
de saber-poder que configuran.

Estas políticas han sido duramente criticadas, entre otros, por movimientos so-
ciales que denuncian una expansión del agronegocio y el consecuente aumento de 
la contaminación, ya que la producción de agrocombustibles integra en una misma 
cadena de valor el monocultivo, el uso de agrotóxicos y semillas transgénicas y la 
contaminación por la destilación de estas “materias primas” (Castro, 2022), así 
como también denuncian la afección en la salud comunitaria y renovados mecanis-
mos de desposesión (Toledo López, 2021, 2024), asentados sobre la invisibilización 
de los efectos de las actividades tóxicas, negación de las afecciones y la exclusión de 
las comunidades de cualquier mecanismo de participación política consultiva y/o 
vinculante (a pesar de las exigencias del marco normativo ambiental)83. 

En este sentido, la mera condición de “renovabilidad” como fundamento de 
una supuesta contribución ambiental es fuertemente cuestionada, al considerar, 

83 Ejemplo paradigmático de estas normativas refiere al Acuerdo de Escazú al cual Argentina adhiere mediante 
la Ley Nacional N° 27.566.
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entre otras consecuencias, también las “externalidades” de la agricultura industrial 
y el agronegocio (intensiva en el uso de hidrocarburos), que conlleva la contamina-
ción de las aguas, el deterioro de ecosistemas frágiles, el aumento de enfermedades, 
así como frecuentes muertes por intoxicaciones con agrotóxicos. Por ello, se utiliza 
la noción de agrocombustibles frente al difundido término de “bio”combustible, 
en tanto este término resulta más específico y no tiene la connotación positiva de-
rivada del prefijo “bio” para referir a los energéticos elaborados a partir de cultivos 
industriales-como soja, maíz o caña de azúcar en el caso argentino (Toledo López, 
2020).

En sintonía con numerosos antecedentes académicos desarrollados en el seno 
de la Ecología Política Latinoamericana (Alimonda, 2011; Alimonda et al., 2017; 
Escobar, 2005; Martinez Alier, 2004) sostenemos que la profundización de los 
conflictos ambientales en la región configuran verdaderos escenarios de injusticia 
ambiental que dan cuenta de los mecanismos de gestión desigual que hacen posi-
ble la exposición de algunas comunidades a convivir con lo tóxico (Olmedo y de 
León, 2021). En este sentido, reafirmamos que la injusticia ambiental tiene una 
dimensión epistémica clave que en los conflictos ambientales se expresa a partir de 
la lucha por el conocimiento científico, sus grillas de inteligibilidad y los sujetos y 
saberes reconocidos. 

En este marco, consideramos que es preciso profundizar en el estudio de los 
efectos sociosanitarios, ambientales y territoriales de la producción de los agrocom-
bustibles, en particular, en sus efectos políticos y epistemológicos, que exigen inda-
gar en las relaciones de poder que se (re)configuran en el marco de estas transicio-
nes corporativas, que establecen quiénes son considerados interlocutores válidos 
y quiénes son excluidos, configurando injusticias epistémicas (Fricker, 2007). Así, 
entendemos que en el marco de la transición energética hegemónica se configuran 
relaciones de saber-poder basadas en la reproducción de la desigualdad. Las mismas 
poseen un fuerte componente epistémico que excluye o menoscaba la capacidad 
de participar en la producción, transmisión y validación del conocimiento local 
y situado de las comunidades afectadas. Así, la injusticia ambiental derivada de 
los conflictos ambientales vinculados a actividades extractivistas es indisociable de 
procesos simultáneos de injusticia epistémica. Ello se debe a que en estos escenarios 
confluyen distintos conocimientos que son diferencialmente reconocidos y jerar-
quizados, al mismo tiempo que establecen marcos de interpretación de las proble-
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máticas en disputa y lenguajes de valoración que orientan y moldean las formas de 
comprender y enfrentar el conflicto.

No obstante, la injusticia ambiental y la injusticia epistémica no se (re)producen 
sin resistencias, por el contrario, resulta central analizar las prácticas, mecanismos 
y narrativas que construyen las propias comunidades afectadas para visibilizar sus 
saberes y disputarlos como conocimientos. Así, el objetivo de este capítulo es la 
sistematización de una experiencia participativa de co-producción de conocimien-
tos situados en el contexto del conflicto contra la producción de agrocombustibles 
a partir de la experiencia del Colectivo de Epidemiología Crítica y Comunitaria 
(Saccucci et al., 2022), conformado en el contexto de la judicialización del caso pre-
sentado a continuación. Este capítulo forma parte de un estudio de mayor alcance, 
aún en curso, que tiene como objetivo realizar un abordaje teórico-metodológico 
inter y transdisciplinar que, en diálogo con perspectivas ecofeministas permita com-
prender las múltiples dimensiones y escalas del daño generado por la producción 
de etanol a base de maíz.

Este capítulo se estructura a partir de dos grandes dimensiones de análisis en el 
marco de este conflicto: análisis de los mecanismos de saber-poder que configuran 
un escenario de injusticia epistémica; y, de las prácticas resistentes que disputan 
las grillas de inteligibilidad y construyen estrategias y articulaciones que producen 
conocimientos “otros”. Estos conocimientos bregan por ser reconocidos e incluidos 
en el diseño e implementación de políticas públicas e intervenciones estatales en 
estos conflictos. En particular, recuperamos el proceso de mapeo colectivo (MC) del 
cuerpo-territorio como propuesta metodológica, que parte de reconocer que no son 
entidades separadas ni neutrales, sino espacios políticos atravesados por relaciones 
de poder, afectos y resistencias. 

2. Presentación del caso y metodología 

En el barrio San Antonio de la ciudad de Córdoba, y sus alrededores, se desarro-
lla un conflicto ambiental inédito, por la instalación de una fábrica de “bio”etanol 
desde el año 2012, que ya adquiere relevancia internacional (entre otras cosas, a par-
tir de la denuncia realizada ante la Comisión Interamericana de Derechos Huma-
nos). En particular, el caso es novedoso por los efectos sociosanitarios y territoriales 
de la producción de agroetanol, y se encuentra judicializado, siendo un ejemplo evi-
dente de injusticia ambiental (Saccucci, 2018; Toledo López y Tittor, 2020, 2021).
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La empresa inicialmente se radicó en la zona céntrica de la ciudad, mudándose 
en el año 1995 al Sur de la ciudad, a un terreno abandonado –en el que antes ha-
bía una metalúrgica, MAG S.A., en el corazón del barrio San Antonio–. Diversos 
testimonios dan cuenta de antes de la radicación de la empresa, hacia la década 
de 1950, cuando el barrio San Antonio era en una zona residencial, en la que 
las viviendas se alternaban con espacios verdes amplios, ocupados por quintas y 
huertas, con muchos árboles variados (algunos frutales como duraznos, manzanas, 
granadas), que se regaban mediante acequias (Saccucci et al., 2022). El paisaje se 
completaba con animales como especies compañeras (domésticas y salvajes), los 
integrantes del barrio lo describen como un “paraíso” (Saccucci et al., 2022, p. 21). 

En los primeros tiempos la firma se dedicó a la producción, fraccionamiento 
y envasado de alcoholes, licores y productos domisanitarios. En el año 2012, en el 
marco de la implementación de políticas públicas nacionales de fomento para las 
agroenergías, la empresa Porta anunció su incursión en el mercado de los biocom-
bustibles y en simultáneo inauguró en el barrio San Antonio una destiladora para 
generar alcohol de maíz (Tittor y Toledo López, 2020).

Ante la transformación del barrio y los primeros daños generados por la fábri-
ca se conformó la Asamblea Vecinas/os Unidas/os por un Ambiente Sano (VU-
DAS)-Fuera Porta que lleva más de 13 años solicitando el cese del funcionamiento 
de la agroetanolera a metros de sus hogares. Desde este colectivo se emprendieron 
acciones legales en diferentes dependencias estatales. Entre los años 2012 y 2015 se 
desarrolló una denuncia penal provincial por contaminación. Este primer proceso 
fue archivado a partir de la realización de peritajes químicos y bajo el argumento de 
no encontrarse un nexo causal fehaciente entre lo denunciado y la fábrica (Arriaga 
et al., 2024). 

A partir del año 2016 se inició un proceso de amparo ambiental en la justicia 
federal, que en su sentencia en el año 2019 solicitaba la realización de un estudio de 
impacto ambiental por parte de la empresa. Postergado por múltiples apelaciones, 
todavía se está a la espera de la ejecución de dicha sentencia, y la realización suma-
mente atípica de este estudio de impacto ambiental84. A su vez, el colectivo VUDAS 
ha iniciado un proceso ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en el 

84 El calificativo atípico refiere a que la normativa argentina establece que el Estudio de Impacto Ambiental 
debe realizarse de manera previa al inicio de la actividad, tal como especifica la Ley Nacional General del 
Ambiente (Ley N° 25.675) y la Ley de Política Ambiental de la provincia de Córdoba (Ley N° 10.208), y en este 
caso se llevaría adelante luego de 13 años de funcionamiento de la fábrica de agroetanol.
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que fue recientemente admitido, donde se busca que estructuras supranacionales 
velen y presionen por el ejercicio de justicia dentro de las jurisdicciones nacionales 
y provinciales.

Estos conflictos judiciales han configurado un escenario de disputa en torno a 
las evidencias, en el cual, frente a los numerosos informes químicos financiados por 
la empresa, la comunidad afectada se ha visto obligada a producir sus propias prue-
bas sobre los daños ocasionados (Arriaga et al., 2025a). En este sentido, el colectivo 
VUDAS-Fuera Porta se puso en contacto con médicos integrantes de la Red Uni-
versitaria de Ambiente y Salud (REDUAS) para la realización de dos evaluaciones 
epidemiológicas en los años 2013 y 2016, las cuales evidencian el profundo daño en 
la salud orgánica generada por la fábrica. 

Desde el año 2019, y dentro de este escenario de disputa de evidencias, un 
grupo de investigadores e integrantes de CONICET fuimos convocadas/os desde 
VUDAS-Fuera Porta, para estudiar el conflicto y construir información jurídica 
sensible, que permita dar cuenta de los múltiples daños al cuerpo-territorio (proce-
so ampliado en el apartado 3.2).

El análisis que aquí realizamos integra una diversidad de proyectos de inves-
tigación individuales y colectivos que estudian el conflicto contra la producción 
de la empresa Porta Hnos. y los debates y estrategias que se han producido en el 
marco de su judicialización. Así, el apartado sobre injusticia epistémica aborda las 
estrategias y discursos que se producen desde el poder judicial y analiza de modo 
crítico los roles y procedimientos desarrollados por los peritos oficiales. Para ello 
hemos analizado los fallos e informes aceptados por el juez. A su vez, en el apartado 
de justicia epistémica sistematizamos el proceso de investigación desarrollado por 
el Colectivo de Epidemiología Crítica y Comunitaria, con énfasis en la reconstruc-
ción teórico-metodológica y su devenir en el tiempo como una experiencia de inves-
tigación colaborativa (Campbell, 1996; Hale y Stephen, 2013), que hace posible la 
coproducción del conocimiento. Ambos procesos han sido reconstruidos a partir 
de dimensiones de análisis que permiten comparar los modos en los cuales cada 
sector define “el problema”, el proceso de validación de los interlocutores, el rol 
que ocupan las experiencias de las personas afectadas por esta actividad productiva, 
los discursos científicos que son considerados en los fallos y el rol de las perspectivas 
críticas en este proceso. 
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3. La disputa epistémica en el conflicto ambiental

3.1. Mecanismos de producción de injusticia epistémica
Como adelantamos, los conflictos ambientales conforman diversos escenarios 

de disputa, especialmente en lo referido a la configuración o definición del proble-
ma (Merlinsky, 2013, 2017). En el conflicto en torno a la agroetanolera de Porta 
Hnos. se produce una pugna por la definición de la problemática ya que los diversos 
actores sociales que participan del conflicto, desde comunidades locales y entidades 
estatales hasta empresas e instituciones académicas, ponen en juego conocimien-
tos, experiencias, intereses y prácticas que conducen a diferentes enunciaciones del 
problema en cuestión (Saccucci, 2019c; Tittor y Toledo López, 2020; Rendón et al., 
2023; Arriaga et al., 2025b). 

A su vez, cuando los conflictos sociales son judicializados los testimonios no son 
igualmente validados. Así, las discusiones en torno a la configuración del problema 
pueden ser pensadas como controversias de saber atravesadas por disputas de poder 
(Foucault, 1976, 1979, 1987), que dan lugar a que el discurso de algunos sujetos sea 
considerado más verdadero, legítimo y, por ende, más influyente que lo enunciado 
por otros. 

En este sentido, cuál es el asunto en disputa, de qué manera debe ser caracteriza-
do, analizado y evaluado, así como las soluciones o vías de acción adecuadas suelen 
ser cuestiones ante las cuales ciertas voces expertas (científicas o profesionales) se 
asumen y presentan como más legítimas, autorizadas y válidas que las de otros acto-
res sociales (Wynne, 2004; Callon et al., 2009; Leff, 2010; Stengers, 2017; Pallitto et 
al., 2018; Merlinsky, 2017; del Castillo et al., 2021). Aquí, la noción de voz experta 
puede pensarse como aquella “que domina conocimientos con una competencia 
reconocida (incluso certificada) a la que recurre (ya sea por iniciativa propia o en 
respuesta a las peticiones que se le dirigen) en un proceso de toma de decisiones” 
(Callon et al., 2011, p. 228). Dicho de otro modo, la figura de experto no solo se 
refiere a quien detenta alguna certificación formal del dominio de conocimientos 
científico-modernos, sino que alude a quien hace uso de dicha inscripción para 
participar privilegiadamente en algún tipo de ejercicio político vinculado a la toma 
de decisiones. 

La asimetría entre voces y conocimientos puede conceptualizarse bajo lo que 
Miranda Fricker (2017) denomina como injusticia epistémica, proceso que refiere 
a “los prejuicios que llevan a un oyente a otorgar a las palabras de un hablante 
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un grado de credibilidad disminuido” (p. 19) y, más específicamente, como una 
dimensión de la injusticia epistémica que refiere al proceso de validación de los 
interlocutores. En la arena jurídica, se produce una desigualdad en el acceso al 
reconocimiento de los discursos de las comunidades afectadas y la deslegitimación 
de sus saberes locales. Esta asimetría entre expertos y no expertos se expresa en el 
conflicto con la fábrica de Porta en las pugnas que se producen entre los planteos 
de algunos sectores científicos y las denuncias de la comunidad organizada en el co-
lectivo VUDAS, en articulación con profesionales. Aquí la asimetría entre actores 
y conocimientos que se expresa cabalmente en el derrotero de procesos judiciales 
puede pensarse en diferentes niveles (Arriaga et al., 2025a). 

En primer lugar, producción de una exclusión de los discursos/experiencias de 
las comunidades afectadas: entre los conocimientos y actores posibles para abordar 
la problemática y dar lugar a las medidas de las sentencias judiciales, jueces y fiscales 
consideraron casi exclusivamente la participación de aquellos que lo hicieron desde 
ámbitos científicos, excluyendo o minimizando lo que la propia comunidad afecta-
da tiene para decir respecto del conflicto y los daños involucrados. Una instancia 
paradigmática relativa a esta exclusión del conocimiento de la propia comunidad 
afectada puede observarse en la audiencia pública realizada en el marco del amparo 
ambiental85, donde todo lo expuesto por vecinas y vecinos no gravitó en la decisión 
final del juez vinculada a solicitar un estudio de impacto ambiental (Toledo López 
y Titor, 2020; Arriaga et al., 2025a). 

En segundo lugar, observamos la priorización de los abordajes científicos vincu-
lados a las ciencias “naturales”: en la judicialización se han priorizado los discursos 
que pertenecen a disciplinas como la ingeniería química, por sobre los abordajes de 
otras áreas como la medicina, la sociología, la ciencia política, la psicología comu-
nitaria y las ciencias sociales en general. Estos discursos construyen una narrativa 
judicial que reduce el conflicto a una problemática signada por la contaminación 
química del aire. De este modo, las evidencias provistas por ingenieros químicos 
en relación a parámetros del aire se volvieron centrales para las medidas tomadas 
por los jueces y fiscales. Las evidencias del daño a la salud orgánica (Maturano et 
al., 2022), a la salud mental (Borroni y Sandoval, 2016; Palacios y Pereira, 2024), a 
los proyectos de vida y al entramado comunitario del barrio (Saccucci, 2018, 2019a, 

85 Dicha instancia fue la primera audiencia pública realizada en el marco de un amparo ambiental en la pro-
vincia de Córdoba, y contó con la participación de un gran número de vecinas y vecinos. Puede accederse a 
la misma en <https://www.youtube.com/ watch?v=Hhlb__hSsHI>.
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2019b, 2024; Tittor y Toledo López, 2020; Toledo Lopéz y Tittor, 2020; Saccucci y 
Reinoso, 2022; Saccucci et al., 2022) ocupan un lugar marginal o son excluidos de 
las evidencias utilizadas en los procesos judiciales. Esto configura un escenario de 
jerarquización incluso hacia adentro de los discursos científicos que reduce la com-
plejidad de estos conflictos a mediciones y evaluación de indicadores “naturales”, 
excluyendo de toda consideración a las dimensiones sociales y sanitarias. 

En tercer lugar, invisibilización y exclusión de perspectivas críticas: hacia el inte-
rior de la propia ingeniería química, no se consideran por igual a quienes presentan 
voces críticas respecto de las voces legitimadas. A lo largo de los peritajes químicos 
que finalmente condujeron al archivo de la causal penal (2012-2015) donde VU-
DAS-Fuera Porta denunciaba la contaminación de la empresa, se desarrollaron una 
serie de tensiones entre los ingenieros químicos involucrados. El ingeniero químico 
que oficiaba como perito de VUDAS presentó ante el juez un cuestionamiento al 
proceso pericial fundamentado en la observación de una serie de falencias graves 
en el informe de la pericia oficial, las cuales incluyen: el nulo análisis comparativo 
entre los químicos hallados en el interior y el exterior de la fábrica; un presunto 
error en el pasaje de unidades de los contaminantes medidos; omisión de sustan-
cias que superaban los límites permitidos en la normativa; la falta de análisis de los 
olores detectados, de la sumatoria de sustancias y de la correspondencia entre la 
toxicología de las sustancias halladas y los problemas de salud denunciados (pue-
de consultarse con mayor detalle en Arriaga et al., 2025a). En respuesta a dichos 
cuestionamientos los peritos oficiales alegaron una incorrecta interpretación de las 
normativas pertinentes por parte del perito de parte. Ante dicha controversia entre 
los expertos químicos el fiscal a cargo decidió hacer caso omiso a estos cuestiona-
mientos y basar su sentencia en lo informado por los peritos oficiales.

En consecuencia, todas estas dimensiones de la injusticia epistémica configuran 
y reproducen un escenario de profunda desigualdad, invisibilización y violencia 
que conducen a un empobrecimiento de lo que se entiende por el problema. Es 
decir, las áreas científicas privilegiadas, en este caso la ingeniería química, presentan 
–al igual que cualquier configuración– un marco de supuestos compartidos donde 
“toda pregunta explícita conlleva un conjunto de expectativas implícitas –la mayo-
ría de las veces no reconocidas– que limitan el número y el tipo de lo que puede 
considerarse respuestas aceptables” (Digilio, 2017, p. 26). 

De modo tal que en este conflicto, la participación privilegiada de la aproxi-
mación experta de la ingeniería química en la determinación del problema por 
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parte de las autoridades, lleva a que la configuración y las posibles medidas a tomar 
presenten las limitaciones propias de los supuestos y compromisos de estas aproxi-
maciones. Dicha limitación puede observarse en relación a qué entienden por con-
taminación estos actores expertos. Para los ingenieros químicos, la contaminación 
puesta en cuestión en el conflicto se refiere a la presencia de sustancias químicas 
tóxicas por encima de límites permitidos en las normativas regionales (Arriaga et al., 
2025b). Al privilegiar esta aproximación al conflicto entre el colectivo VUDAS y la 
empresa de Porta Hnos. todo lo que pueda decirse en relación al daño sanitario, al 
daño mental, a la transformación de los proyectos de vida y los efectos cotidianos 
de tener una fábrica de gran envergadura a metros de sus casas, es excluido de la 
consideración jurídica o queda relegado. En resumidas cuentas, el escenario de je-
rarquización, asimetría e injusticia epistémica condujo a que los aspectos químicos 
pueden ser centrales para abordar la problemática y dirimir las posibles interven-
ciones, mientras que múltiples daños sociales y ambientales de escalas diversas sean 
excluidos. En simultáneo, este privilegio otorgado a los actores químicos, redunda 
en que la detección de los posibles daños se minimice y se restrinja sólo a aquellos 
que pueden identificarse y abordarse desde la ingeniería química. 

A su vez, otra dimensión de la injusticia epistémica refiere a las controversias so-
cio-técnicas: instancias en donde se pone en cuestión la legitimidad de los argumen-
tos científicos y técnicos, como parte de un discurso “experto” (Callon et al., 2009). 
Una característica fundamental de la configuración de estas disputas epistémicas 
refiere a que mediante el accionar de los movimientos sociales los aspectos técnicos 
son reinsertados en el debate público como cuestiones políticas (Merlinsky, 2013). 
En Toledo López y Tittor (2020) se refieren algunas dimensiones para este caso, 
destacando en particular la controversia en relación a la denominación de la pro-
ducción de la empresa como “bio”combustible, así como las dadas en el marco del 
proceso de judicialización en la escala provincial a partir de la reinterpretación de la 
unidad de medida de la contaminación del aire en favor del criterio de la empresa.

En última instancia, los escenarios de controversias sociotécnicas y de injusticias 
epistémicas que en este conflicto ubican a expertos químicos y a VUDAS en sus 
extremos, se sostiene en la distinción entre lo que se considera realmente existente 
y lo que se considera representaciones parciales de dicha realidad. De tal modo que 
las enunciaciones de un grupo y otro gravitan de manera distinta y desigual en el 
marco de las discusiones políticas (en particular en los procesos de judicialización) 
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respectivas a las medidas o intervenciones estatales que se deben realizar en las 
problemáticas ambientales. 

La configuración de la injusticia epistémica aquí analizada encuentra entre sus 
fundamentos una herencia referida a la valorización de los conocimientos cientí-
fico-modernos en donde al hablar “desde la objetividad se sitúa en una posición 
de dominación y desvalorización del otro que le permite arrogarse el derecho de 
exigirles obediencia a los demás” (Najmanovich, 2016, p. 152). Dicha herencia 
moderna, aún sin explicitarse como tal, opera jerarquizando y excluyendo voces y 
conocimientos de las tomas de decisiones, en este caso de los procesos judiciales. 
Tal es así, que la judicialización reproduce la violencia que motoriza la inscripción 
de estos conflictos en su ámbito al producir una injusticia epistémica privilegiando 
aproximaciones “naturales y expertas” por ser estas las que hablan ‘realmente’ del 
problema y no desde una posición parcial como sería la de las vecinas, comunidad 
afectada o las de las/os académicas/os vinculadas/os con ellas. Esta postura no 
reconoce que cualquier área científica tiene una visión de mundo que implica un 
punto de vista (Lewontin y Levins, 2015, 2021; Folguera, 2021; Wynne 2021). 

Es en este escenario de disputas por el conocimiento científico que nos vemos 
urgidos a renovar la revisión de las formas de hacer ciencia en conflictos ambien-
tales. Lo que aquí se pone en juego no solo se refiere a los debates acerca de la 
contaminación ambiental y del daño a la calidad de vida de las personas. También 
se pone en relieve una discusión política más amplia que destaca el carácter antide-
mocrático de las formas de imposición de un modelo extractivista que coarta la po-
sibilidad de participación de las comunidades en las decisiones que afectan su vida 
y su territorio (Svampa y Viale, 2014; Pallitto et al., 2018; Berger y Carrizo, 2020). 

En este marco de injusticia epistémica y de luchas por el conocimiento científico 
consideramos que la elaboración de los mapeos comunitarios mediante una meto-
dología co-construida con la comunidad afectada es uno de los posibles caminos 
para construir prácticas y espacios de justicia ambiental y epistémica.

3.2. Mecanismos para la producción de justicia epistémica: la 
experiencia de Mapeo Colectivo (MC) en una investigación 
colaborativa 
Frente a este proceso de producción de injusticia epistémica la Asamblea VU-

DAS- Fuera Porta solicitó la elaboración del Informe Socioterritorial, en el que se 
pudiera dar cuenta de diferentes dimensiones del daño ocasionado por la agroin-
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dustria Porta86, en el contexto judicial del caso, con vistas a que el conflicto sea 
admitido en la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Esta necesidad de 
la comunidad puso en primer plano la asimetría y desigualdad que atraviesa a la 
comunidad y que produce injusticia ambiental. En este marco, el proceso de in-
vestigación ha tenido como objetivo la co-construcción de conocimientos con la 
comunidad a partir del estudio y reconocimiento de la vivencia de las afecciones en 
su vida cotidiana. 

Tal como mencionamos antes, el libro colectivo (Saccucci et al., 2022) devino del 
proceso de conformación del Colectivo de Epidemiología Crítica y Comunitaria en 
2019, como resultado de un esfuerzo de epidemiología crítica (Breilh, 2003), en 
el marco de emergentes controversias sociotécnicas (Tittor y Toledo López, 2020). 
Comprendemos esta experiencia en los términos de una investigación colaborativa 
(Campbell, 1996; Hale y Stephen, 2013), con una metodología de trabajo confor-
me el modelo de participación decisoria (Alió, 2013), que incluye las experiencias 
de investigación acción participativa (IAP) que se originan a partir de necesidades 
concretas de grupos excluidos o marginalizados, y procura contribuir a mejorar la 
situación social por medio del proceso de investigación.

Desde el enfoque de derechos humanos, partimos de comprender la salud como 
proceso integral, dinámico y cambiante, determinado por componentes de múl-
tiples naturaleza: históricos, socio-económicos, políticos, culturales, psicológicos, 
biológicos, entre otros. Esta perspectiva defiende la noción de determinación social 
de la salud, que contempla las dinámicas y procesos que estructuran las sociedades 
y su devenir histórico, con acento en la estrecha relación que existe entre la repro-
ducción social, los modos de vivir, y de enfermar y morir (Breilh, 1977). Así, conce-
bimos a la salud “de manera integral, cual devenir complejo que encarna relaciones 
y procesos que se expresan en el cuerpo y en el territorio, y que se encuentran en 
constante cambio y transformación, atravesadas por procesos de dominación y resis-
tencia, por relaciones de poder” (Saccucci et al., 2022, p. 30). Tal como enunciamos 
en el Informe:

86 El libro “Informe socio territorial de los daños a la salud por la permanencia de la fábrica de bioetanol Porta 
Hnos.” fue escrito colectivamente y publicado autogestivamente. Se encuentra disponible de manera libre y 
gratuita por internet en el sitio web de la Asamblea: https://vudas.wordpress.com/. Al presente, continuamos 
en la tarea de difundir y presentar el libro en diferentes ámbitos, académicos y no académicos (Museo de 
antropología, el barrio, universidades, etc.)

https://drive.google.com/file/d/190GDzCJorBV2wzCy0qU9cSYjjwiRqnkI/view
https://drive.google.com/file/d/190GDzCJorBV2wzCy0qU9cSYjjwiRqnkI/view
https://vudas.wordpress.com/?fbclid=IwAR2yOFdr4TkNmQZPcbOwYrnrDzx9ZJACX9Lzob3h_9b4_h96t_8zXmAEBn0
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La salud se aborda aquí recuperando el camino trazado por una corriente de la 
ciencia comunitaria, que enfatiza el ejercicio de la labor científica al servicio de 
las comunidades, frente al avance de los procesos de mercantilización. Frente a la 
fragmentación del conocimiento que supone la cultura dominante a través de la 
difusión de la visión moderna-occidental del mundo, se reivindica un enfoque de la 
salud que parte de afirmar que no hay cuerpos sanos en territorios enfermos. Una 
concepción de la salud integral implica asimismo el respeto y la defensa del diálogo 
de saberes ante el pretendido predominio de la ciencia hegemónica (Saccucci et al., 
2022, p. 32).

Además, en la presente investigación, retomamos aportes de los ecofeminis-
mos87 que realizan incisivas críticas al paradigma moderno y sostienen que la reali-
dad, lejos de ser un proceso natural, externo y medible es un todo complejo cuya 
característica principal es la interrelación de todos los seres, en sentido amplio88. Se 
retoma así una ontología relacional e interdependiente que enfatiza que todos los 
seres vivos precisamos de cuidados. La ontología relacional sostiene que los seres 
humanos, la naturaleza y los demás seres vivos no son entidades aisladas sino que 
están en una constante y recíproca relación. Así, desafía el modelo moderno/occi-
dental que concibe al ser como unidad autónoma. Desde esta perspectiva, los seres 
no existen por sí mismos, sino en y a través de las relaciones que los constituyen. 

De acuerdo a este supuesto ontológico, se hacen necesarios abordajes complejos 
para la comprensión de la realidad. En esta investigación hemos desarrollado una 
dinámica de trabajo y diálogo interdisciplinar que permite la puesta en común de 
perspectivas disciplinares y la elaboración de marcos de interpretación y lengua-
jes conceptuales comunes que las trascienden. Así, de acuerdo a esta percepción 
compleja de la realidad, consideramos que un desafío clave es poder avanzar hacia 
abordajes transdisciplinarios. 

87 Consideramos necesario aclarar que el diálogo con los ecofeminismos emergió como parte del proceso de 
investigación y no refiere a un “a priori” teórico. Por el contrario, fue la necesidad de hallar nuevos conceptos 
que no reprodujeran escisiones binarias como cuerpo y territorio que motivó la inclusión del cuerpo-territo-
rio como clave de análisis en la elaboración del Informe (Saccucci et al., 2022). También por la emergencia de 
renovados sentidos en los discursos de la comunidad afectada que dan cuenta de circulaciones de perspectivas 
ecofeministas entre las defensoras ambientales de América Latina. En la actualidad, continuamos formándo-
nos en tal sentido a los fines de profundizar estos diálogos en el marco de diseños inter y transdisciplinarios.

88 Frente a la diversidad de ecofeminismos existentes (Puleo, 2011), nos ubicamos en la corriente crítica que 
enuncian pensadoras como Yayo Herrero (2013). 
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A continuación, sintetizamos en un cuadro la propuesta teórico-metodológica 
implementada hasta la fecha con miras a la construcción del Mapeo Colectivo del 
Cuerpo Territorio, ejecutada a partir de dos talleres:

Tabla 1. Síntesis de los talleres de cartografía social

Características Espacio de investigación

Taller I Taller II

Objetivo Elaborar mapas del territorio 
afectado por la producción de 
agroetanol en la zona sur de 
la ciudad de Córdoba, con la 
finalidad de poder dimensionar: 
los tipos y escalas del daño, 
las percepciones emocionales 
vinculadas al territorio, las 
regularidades vinculadas a la 
amenaza percibida colectivamente. 

Conocer la percepción de 
las/os integrantes de la 
comunidad al respecto de las 
formas en las que el conflicto 
socio-ambiental afecta al 
cuerpo-territorio: considerar 
las dimensiones físicas, 
emocionales, espirituales, 
individuales y colectivas; 
reconociendo las emociones 
que se ponen en juego y el 
vínculo entre emociones 
y afecciones orgánicas/
psicológicas.

Momentos 
Previstos

- Momento I- Socialización de 
línea del tiempo construida 
colectivamente en talleres durante 
la pandemia.
- Momento II- Elaboración 
colectiva de mapas del territorio 
afectado  en el marco del conflicto 
socio-ambiental en diversas escalas: 
el barrio, la zona sur de la ciudad, 
Argentina, Sud América, el 
mundo. 
Incluye los cambios generados por 
el accionar de la empresa, así como 
también aquellos producidos por la 
comunidad en lucha.

- Momento I- Individual: le 
pedimos a cada participante 
que realice 3 dibujos 
presentándose en su barrio; 
bien/feliz; y mal/triste. 
- Momento II- Puesta en 
común: cada participante 
comparte sus dibujos y los 
pega en un afiche, agrupados 
por consigna.
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Producciones 
de las 
personas 
participantes

Mapeos colectivos multiescala 
que registran zonas del daño, 
sus confines difusos y la vivencia 
comunitaria del territorio (Ver 
imagen II)

Representaciones de su cuerpo 
en diferentes contextos y 
situaciones (Ver imagen III).

Principales 
hallazgos

Se advierten diferentes experiencias 
en relación a la percepción y 
vivencia del riesgo/daño, por lo 
que adquiere relevancia el proceso 
de construcción social del riesgo 
como aspecto a considerar.
Se desarrollan diferentes acciones 
-individuales y colectivas- tendientes 
al cuidado y autodefensa. 
Metáfora del éxodo y cambios 
en el concepto de comunidad 
(qué pasa con los que se fueron). 
Aparecen nuevos espacios de lucha 
(escalamiento del conflicto).
La cuestión de los límites 
(materiales e inmateriales) respecto 
de la participación en el conflicto 
y el conflicto como reestructurador 
de la vida (individual, familiar 
y colectiva). Cómo se defiende 
lo común y la negación como 
estrategia emergente.  
Relación entre los mecanismos 
de autodefensa y la participación 
política.

La afectividad ambiental 
como categoría estructurante 
del conflicto en el cuerpo-
territorio (advertido tanto en 
el desgaste temporal como 
en la red de sostén actual 
para la vida de las principales 
protagonistas).
Añoranza de momentos en 
que la lucha era más colectiva.
Se remarca especialmente el 
daño en las infancias y en 
la ausencia de nacimientos 
como dato (impacto en la 
dimensión reproductiva). Así 
como el impacto en los adultos 
mayores.
Cuestión de género como 
dimensión a profundizar.

Fuente: elaboración propia a partir de trabajo de campo

En el marco de estos dos talleres hemos analizado los mecanismos que producen 
metodologías de trabajo participativas y que buscan generar justicia ambiental: 

Proceso de validación y personas interlocutoras: La investigación se construyó a partir 
de un abordaje interdisciplinario, tanto desde su formulación, por considerar que 
se trata de una problemática compleja, hasta por la integración del equipo por 
profesionales y estudiantes provenientes de diversas áreas, como ciencias químicas, 
medicina, biología, ciencia política, trabajo social, sociología y psicología, así como 
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también por vecinas del barrio. Vale destacar que algunos integrantes del Colectivo 
que se conformó nos conocimos recién a partir de esta iniciativa. El proyecto de 
investigación fue presentado al Fondo de Mujeres del Sur de la ONU y la ONG 
Plurales, y fue el resultado de diálogos múltiples de la Asamblea con estas organiza-
ciones, como parte de un Programa Defensoras Ambientales. De este modo, una de 
las características de este proceso de co-construcción del conocimiento es la articu-
lación multiescala de saberes y organizaciones de diversa naturaleza: organizaciones 
asociadas a organismos internacionales, ONGs, profesionales y cátedras universi-
tarias. Esta articulación ha sido clave ya que es lo que permitió la factibilidad del 
proyecto y su sostenibilidad. 

La dinámica de trabajo de investigación voluntaria que desarrollamos, por mo-
mentos se perfiló transdisciplinar, si bien reconocemos que la transdisciplinarie-
dad se configura aún como horizonte e ideal, más que como un hecho. Si bien la 
composición del grupo ha variado en diferentes etapas, en general está integrado 
por estudiantes de grado y posgrado y graduadas/os de universidades públicas y 
privadas de Argentina, e investigadores y becarias/os de CONICET, provenientes 
de diferentes áreas de conocimiento. Todas las decisiones fueron tomadas por con-
senso, siendo demócrático, colectivo y participativo el proceso de elaboración del 
escrito del proyecto, la definición de objetivos y marco conceptual, así como las 
decisiones metodológicas. 

El plan original se vio interrumpido por la pandemia de Covid 19, por lo que 
debieron adecuarse desde el cronograma hasta los métodos de indagación imple-
mentados. Del proceso de implementación, durante la etapa previa a la publica-
ción del “Informe socioterritorial de los daños a la salud por la permanencia de 
Porta hnos.”, además participaron estudiantes de Trabajo Social, de la Universidad 
Nacional de Córdoba, que realizaron sus prácticas sociocomunitarias curriculares 
del año 2020 en el marco de la iniciativa. El Informe Socioterritorial se publicó 
autogestivamente en la editorial Brujas (Saccucci et al., 2022). A partir de su publi-
cación, hemos avanzado a través de la realización de varias presentaciones, en espa-
cios académicos y/o públicos. El proyecto de Monitoreo Comunitario por su parte, 
continuó con la construcción de talleres participativos con la técnica de Mapeo 
Colectivo o cartografía social. En esta etapa se sumaron a participar de las jornadas, 
como ayudantes para el relevamiento de datos, estudiantes de la carrera de Relacio-
nes Internacionales de la Universidad Católica de Córdoba. 

Creación de metodologías participativas: si bien se pretendía relevar cuestiones en 
relación a la salud y la calidad de vida en el lugar, las medidas de aislamiento obli-



232 julian arriaga, virginia toledo lópez y erika saccucci

gatorias impidieron hacerlo de manera presencial. Por ello, una de las primeras 
decisiones fue pasar a formato virtual las primeras actividades propuestas, referidas 
a reconstruir una línea de tiempo sobre la vida en el barrio. Se realizaron dos en-
cuentros talleres virtuales durante el año 2020, el 22 de agosto y el 26 de septiembre 
y se elaboraron líneas de tiempo, que organizan y visibilizan los hechos, hitos, emo-
ciones y representaciones que atraviesan la vida de quienes habitan este lugar. Los 
resultados primero se plasmaron en las líneas de tiempo89.

Para organizar y analizar todo el material recuperamos el concepto de cuerpo-te-
rritorio que desarrollan feministas comunitarias latinoamericanas en diálogo con 
los ecofeminismos, en el que el cuerpo es entendido en continuo con la tierra, con 
una memoria histórica común, estando ambos implicados en el proceso de libera-
ción (Gargallo Celentani, 2013). Además, se recuperaron también investigaciones 
anteriores realizadas sobre este conflicto y se han incluido entrevistas, relevamien-
tos, fotografías, cartografías e informes previos que resultaron de importancia. 

El proyecto avanzó con la construcción de un mapeo comunitario (MC), tam-
bién a pedido de VUDAS-Fuera Porta. El MC hace posible la construcción parti-
cipativa de conocimiento, en tanto permite el diálogo de saberes, la valorización 
de saberes locales, articulación de diferentes dimensiones y escalas de análisis, y la 
representación colectiva del territorio (GEPCyD, 2011; Risler y Ares, 2013; Rosso, 
2018; Martin Silva et al., 2019; Haesbaert, 2020; Verzeñassi et al., 2023). A fin de 
sistematizar la metodología de trabajo de MC como punto de partida, realizamos 
un rastreo y revisión de antecedentes latinoamericanos de experiencias de mapeo 
feminista y del cuerpo-territorio (Gargallo Celentani, 2014; Haesbaert, 2020). Lue-
go, propusimos la realización de talleres de MC. 

Democratización de los saberes: si bien los mapas son representaciones que simpli-
fican el espacio y muestran aspectos de la realidad en forma acotada, la herramienta 
de MC propone la democratización de la producción de mapas, para dar cuenta de 
representaciones plurales y colectivas. Esta práctica genera instancias de intercam-
bio colectivo que permiten reflexionar conjuntamente sobre los problemas, conflic-
tos y relaciones de poder y, asimismo, puede ser pensada como un proceso social 
que sirve para fortalecer otros procesos educativos, identitarios y organizacionales 
(Risler y Ares, 2014; Sletto et al., 2013). Así, el MC se funda en los principios me-

89 El Folleto (Figura 1) contiene una síntesis de la línea de tiempo construida tras los talleres participativos 
realizados.
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todológicos de la Investigación acción participativa (IAP), en la medida en que la 
comunidad y los saberes locales, son agentes centrales del proceso de generación y 
construcción colectiva del conocimiento.

La cartografía social compone un gran aporte al conocimiento del espacio vivi-
do y, por ende, a la apropiación del territorio en pos de un buen vivir. Nos interesa 
en este marco, reafirmar especialmente la importancia de la realización de meto-
dologías participativas tendientes a una construcción colectiva del conocimiento 
sobre el territorio (Rosso, 2018). Inspirades en Risler y Ares (2013), concebimos al 
mapeo como una práctica, una acción de reflexión que forma parte de un proceso 
mayor, un medio para la socialización de saberes y prácticas, el impulso a la parti-
cipación colectiva, la disputa de espacios hegemónicos, el impulso a la creación e 
imaginación, la visualización de las resistencias, el señalamiento de las relaciones 
de poder, la problematización de nudos clave, entre muchos otros. En este sentido, 
reconociendo que todo mapa está sumido en subjetividades, siguiendo a Rosso 
(2018), nos proponemos:

considerar el mapa en general como una herramienta válida siempre que res-
ponda a los objetivos para los cuales fue diseñado, sin olvidar que constituye 
una acción más en la definición del territorio en cuestión, lo cual significa que 
no solo representa, sino que también lo construye, lo limita, le otorga significa-
dos y, por tanto, lo define (…) más que un producto cartográfico, se constituye 
en un proceso, con igual o mayor validez que el resultado en sí mismo (p. 54).

En este marco, la cartografía social:

Se trata de una puesta en valor de los saberes populares y de la necesidad de 
crear instancias de socialización y sistematización de los conocimientos, a fin de 
recuperar la historia de construcción de cada territorio, con todas las subjetivi-
dades y vivencias de sus protagonistas, enriqueciendo el diagnóstico de situa-
ción para la resolución de problemáticas y conflictos comunidades y generando 
imágenes colectivas del territorio deseado (Rosso, 2018, p. 54).

En el contexto de la referida injusticia epistémica vigente, queremos destacar 
que el mapeo no produce transformaciones por sí mismo, sino que 

se conecta a un proceso de organización mediante un trabajo colaborativo en 
soportes gráficos y visuales. Y la difusión de este trabajo debe ser estratégica: 
toda la información que incluya debe estar consensuada con los participantes y 
amparada en un objetivo comunicacional, teniendo presente que esto no ame-
nace ni vulnerabilice a los participantes (Risler y Ares, 2013, p. 7). 
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De este modo, inscribimos la cartografía realizada, en el contexto de la experien-
cia investigación colaborativa, y también como expresión de la metodología parti-
cipativa, entendida de acuerdo al modelo de participación decisoria (Alió, 2013). 
Los talleres se desarrollaron en el barrio, con algunas particularidades que en cada 
caso condujeron al mapeo a partir de dinámicas y consignas diferenciadas (ver Tabla 
1). Desde la organización se convocó a la participación. El primer taller comenzó 
con una ronda de presentación y con una repaso de la línea del tiempo realizada 
durante el año 2020, a partir de un folleto elaborado para tal fin (ver Figura 1), con 
el objetivo de visibilizar lo sistematizado hasta el momento y usarlo como punto de 
partida de los relatos colectivos construidos. 

Figura 1. Folleto de la línea del tiempo del conflicto

Fuente: Elaboración propia a partir de talleres participativos sobre Línea de Tiempo (2020-2022)
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Diálogo de saberes: comprender al conocimiento científico como co-construcción 
exige la creación de mecanismos que hagan posible el diálogo de saberes entre diver-
sos actores sociales. Adherimos a aquellas perspectivas que entienden que los cono-
cimientos están “encarnados”, son producidos desde un lugar específico de vivencia 
y enunciación, por lo cual todas las vivencias y experiencias encarnan relaciones 
de poder y dan cuenta de procesos de clasificación y configuración de cuerpos y 
subjetividades. De allí que los cuerpos asuman relevancia teórico-metodológica en 
esta propuesta. 

Siendo este proceso una experiencia abierta, destacamos en principio como algu-
nos hallazgos que su misma realización involucra el despliegue de un espacio crítico 
de manifestación de las relaciones saber-poder en relación al caso, y que asimismo 
permite la emergencia de conocimientos científicos “otros” que tienen por objetivo 
la producción de justicia epistémica como dimensión clave para la justicia ambien-
tal. En este sentido, los talleres fueron espacios clave para reconocer situaciones que 
afectan de manera diferenciada a las mujeres, especialmente en lo que refiere a la 
sobrecarga en el trabajo de cuidados (que se proyecta también con su protagonismo 
en la lucha), lo que coincide con el énfasis de la ecología política feminista en la 
dimensión política de lo ambiental y en la consideración diferenciada de los riesgos, 
especialmente según género y vulnerabilidad territorial (Rocheleau et al., 2004). 

Figura 2. Imágenes ilustrativas. a) Primer taller de mapeo colectivo.  
b) Segundo taller de mapeo colectivo

Fuente: Archivo propio
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Además, los talleres, nos posibilitaron compartir estrategias comunitarias para 
la producción de justicia y de protección y cuidado, así como reafirmarnos en la 
lucha por nuestros derechos. En particular, frente a una concepción restringida del 
conocimiento científico, desde el Colectivo de Epidemiología Crítica y Comuni-
taria hemos desarrollado, a través del modelo de participación decisoria, una una 
propuesta de investigación acción participativa (IAP) que reconoce la realidad como 
un todo complejo, multiactoral y relacional. En consonancia con esta perspectiva, 
hemos propuesto un abordaje que, con base en la cartografía social y en diálogo 
con aportes ecofeministas busca conocer los daños al cuerpo-territorio desde una 
perspectiva que reconoce los saberes y conocimientos locales que se plasman en los 
testimonios de la comunidad organizada. 

A continuación presentamos una síntesis de los principales mecanismos de (in)
justicia epistémica que reconocemos en relación al caso.

Tabla 2. Mecanismos de la producción de (in)justicia epistémica en el 
marco de la judicialización del conflicto ambiental

Dimensión Injusticia epistémica Dimensión justicia epistémica

Definición simplista/naturalista del 
problema 

Definición compleja, multiactoral, 
multiescalar y relacional

Proceso de validación de los interlocutores: 
mediante pares de expertos 

Proceso de validación de los interlocutores: 
modelo de participación decisoria

Exclusión de los discursos/experiencias de 
las comunidades afectadas

Creación de metodologías participativas 
para la co-construcción del conocimiento 
a partir de los saberes de las comunidades 
afectadas, Mapeo colectivo del Cuerpo- 
Territorio

Priorización de los abordajes científicos 
vinculados a las ciencias “naturales”

Priorización de abordajes inter/
transdisciplinarios. 
Inclusión de las ciencias sociales en la 
valoración de los daños. Desjerarquización 
del proceso de investigación. Trabajo 
colaborativo.
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Invisibilización y exclusión de perspectivas 
críticas

Visibilización y desarrollo de la 
epidemiología crítica comunitaria. 
Importancia de la consideración de la 
dimensión política del ambiente y de 
los riesgos diferenciados según género y 
vulnerabilidad territorial.

Resultado/efecto:
Controversias socio-técnicas

Resultado/efecto:
Diálogo de saberes, democratización, 
descolonización, valorización de saberes 
locales

Fuente: elaboración propia a partir de análisis.

En relación a la justicia epistémica, vale reconocer por último que también se 
presentó el desafío y la necesidad de ejercitar una “vigilancia epistemológica” (Bour-
dieu, Chamboredon y Passeron, 2008) a modo de observación y reflexividad crítica 
activa de nuestra praxis “científica”, que nos permita alertar y pronunciarnos con-
tra formas de extractivismo académico y en relación a perspectivas hegemónicas 
de “transferencia” a las comunidades. En este marco, reafirmamos el ejercicio de 
la labor científica desde una perspectiva crítica, situada y en clave de investigación 
colaborativa, a través de métodos de IAP, en pos de una intervención que busque 
transformar los mecanismos de producción de injusticia epistémica y en clave de 
justicia ambiental.

4. Reflexiones finales

Para este capítulo partimos de reconocer la actual crisis civilizatoria como conse-
cuencia de la racionalidad moderna y su dimensión epistémica. Esta racionalidad se 
caracteriza por organizar el pensamiento y las relaciones sociales en torno a dicoto-
mías jerarquizadas como hombre/mujer, sociedad/naturaleza; mente/cuerpo; cien-
cias naturales/ciencias sociales, entre muchas otras, que han configurado modos de 
comprensión del mundo y de la relación entre los mundos humanos y no humano, 
funcionales al extractivismo y la acumulación. 

En los conflictos ambientales estas categorías de pensamiento y conocimiento 
revelan sus limitaciones al generar explicaciones fragmentadas y simplistas sobre las 
condiciones ambientales de estos territorios y las formas de afección, al priorizar 
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explicaciones naturalistas del problema, que excluyen otros valores y discursos, cien-
tíficos y comunitarios. La indagación al respecto del rol de los discursos científicos 
en estos casos es central ya que frecuentemente –y ante la inexistencia de canales 
políticos de participación ciudadana reales– la vía judicial suele ser el principal me-
dio para demandar protección ambiental. En los procesos de judicialización los dis-
cursos se jerarquizan y un tipo de saber científico adquiere primacía y legitimidad. 
A su vez, tal como mencionamos, en los procesos de judicialización se priorizan las 
ciencias “naturales” como único discurso de verdad, excluyendo los aportes de las 
ciencias sociales y los testimonios de las vivencias de afección a la salud por parte 
de la comunidad en litigio. 

En síntesis, en el presente hemos mostrado cómo a través del modelo de parti-
cipación decisoria, desarrollamos una metodología participativa, implementando 
talleres de cartografía social con el objetivo de co-construir conocimientos alternati-
vos que en su dimensión procesual puedan colaborar con la producción de justicia 
epistémica y de justicia ambiental. Asimismo, hemos analizado los mecanismos de 
producción de injusticia epistémica y las estrategias comunitarias para fortalecer el 
cuidado de la vida y la producción de justicia en este caso. 

Por lo demás, la injusticia ambiental que da origen a la denuncia judicial se 
profundiza al asumir una dimensión ontológica y epistémica que niega, invisibi-
liza y excluye conocimientos que permitirían una comprensión más compleja del 
problema. Estos saberes alternativos aportan una mirada relacional, multiescalar y 
situada de los daños y afecciones. La articulación entre las perspectivas comunita-
rias de la salud y ecofeministas, con las metodologías participativas constituye un 
avance necesario en el diálogo entre disciplinas, capaz de abrir nuevos espacios de 
diálogo, movilizar otros lenguajes conceptuales y generar modos de comprensión 
relacional de la realidad. Por lo demás, se reafirma la necesidad de analizar más en 
profundidad cómo las distintas formas de desigualdad –de género, clase, nivel edu-
cativo, territorial, entre otras– inciden en la vida de las personas afectadas y de las 
defensoras ambientales, y en sus diversas capacidades para enfrentar una situación 
crítica. Estas vivencias de la afección y del sufrimiento ambiental son invisibilizadas 
por las perspectivas científicas clásicas en contextos de judicialización de los con-
flictos ambientales. 

Por último, especialmente en el contexto de (poli)crisis que atravesamos y ante 
la reproducción de injusticias ambientales y epistémicas como las que analizamos, 
es preciso construir prácticas investigativas que se orienten a la democratización del 
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conocimiento, visibilizando saberes locales encarnados en las experiencias vitales 
del daño. Solo a partir de una comprensión compleja de los procesos extractivistas 
de despojo será posible construir mecanismos que hagan efectiva la justicia episté-
mica y ambiental.
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Este libro aporta claves de interpretación para la comprensión inte-
gral de las problemáticas ambientales actuales y la consecuente con-
flictividad social en Córdoba. A lo largo de sus siete capítulos busca 
articular dimensiones analíticas que con frecuencia se estudian por 
separado: el modo de producción, los reacomodos y cambios en las 
dinámicas del capital y sus modos de producir territorios; las resis-
tencias y luchas que sostienen las comunidades afectadas; y los múl-
tiples –y a veces contradictorios– roles que desempeña el Estado a 
través de sus políticas públicas. Esta perspectiva se desprende de 
una particular mirada epistemológica, activamente comprometida 
y territorialmente situada en las comunidades que defienden el de-
recho a la vida, el ambiente y la salud en sentido amplio y colectivo. 
Los escritos compilados se inscriben en un estudio de mayor alcan-
ce impulsado por el Colectivo de Investigación “El llano en llamas”, 
financiado y radicado en la Universidad Católica de Córdoba, así 
como en una red de profesionales de distintas universidades, a par-
tir de la cual se desplegó una crítica, nutrida y sostenida trama de 
diálogos e intercambios.
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